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Resumen: El derecho internacional moderno se caracteriza, en gran parte, por sus regímenes 
especializados. El derecho comercial internacional, la protección internacional de derechos 
humanos y el derecho ambiental internacional son sólo algunos de los ejemplos más impor-
tantes de áreas aisladas en el derecho internacional, mismas que se caracterizan por su reclamo 
de hegemonía. El presente artículo analiza la interacción entre los diferentes regímenes, con-
cluyendo así que el derecho internacional actual carece de las capacidades para coordinar de 
manera efectiva tales regímenes. En este mismo sentido, argumentaremos que resulta impres-
cindible una necesaria e imperiosa coordinación entre los diferentes mecanismos de solución de 
controversias. Una coordinación efectiva entre regímenes especializados se podrá llevar a cabo 
mediante reglas como el forum non conveniens del common law, y no a través de criterios de se-
cuencia temporal, como lo establece la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados.
Palabras clave: régimen, solución de controversias, fragmentación, common law.

Abstract: Modern international law is largely characterized by its specialized regimes. Inter-
national commercial law, international protection of human rights and international environ-
mental law are only the most important examples of isolated areas in international law and 
which are characterized by the establishment of a certain hegemony of their rules. This article 
analyzes the interaction between different regimes and will conclude that current international 
law lacks the capacities to effectively coordinate these regimes. We will argue that coordination 
is required between the different dispute settlement mechanisms. An effective coordination bet-
ween specialized regimes can be carried out through rules such as the forum non conveniens of 
common law and not, as established by the Vienna Convention on the Law of Treaties, through 
criteria of temporal sequence.
Key words: regime, dispute resolution, fragmentation, common law.

Résumé: Le droit international moderne se caractérise, dans une large mesure, par ses régi-
mes spécialisés. Le droit commercial international, la protection internationale des droits de 
l’homme et le droit international de l’environnement ne sont que quelques-uns des exemples 
les plus importants de domaines isolés du droit international, qui se caractérisent par leur pré-
tention à l’hégémonie. Cet article analyse l’interaction entre les différents régimes, concluant 
ainsi que le droit international actuel n’a pas les capacités de coordonner efficacement ces 
régimes. Dans ce même sens, nous soutiendrons qu’une coordination nécessaire et impérative 
entre les différents mécanismes de règlement des différends est essentielle. Une coordination 
efficace entre les régimes spécialisés peut être assurée par des règles telles que le forum non 
conveniens de common law, et non plus par des critères de chronologie, comme établi par la Con-
vention de Vienne sur le Droit des Traités.
Mots-clés: régime, règlement des différends, fragmentation, common law.
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I. Introducción

El derecho internacional público ha sido durante mucho tiempo un ámbito 
jurídico materialmente limitado, enfocándose de manera preponderante a 
cuestiones de derecho del mar, acuerdos comerciales, relaciones consulares 
y diplomáticas, regulación de fronteras, así como a acuerdos de paz y repa-
raciones. Los únicos sujetos eran los Estados y sus métodos de solución de 
controversias se limitaban a métodos diplomáticos y políticos.1

Como es bien sabido, la transformación hacia el derecho internacional 
moderno comenzó después de la Primera Guerra Mundial, cuando los Esta-
dos dieron origen a las organizaciones internacionales con personalidad pro-
pia. La Sociedad de las Naciones —como antecesora de las Naciones Uni-
das— hizo los primeros intentos en limitar el uso de la fuerza y estableció 
—con la Corte Permanente de Justicia Internacional— el primer tribunal 
permanente para la resolución de conflictos entre Estados. Organizaciones 
como la Organización Internacional del Trabajo, la Unión Postal Universal y 
la Unión Internacional de Telecomunicaciones son los primeros ejemplos de 
especialización en derecho internacional.

Dicha transformación se intensificó y, al menos en parte, concluyó des-
pués de la Segunda Guerra Mundial, cuando —en conjunto y en el entorno 
de la fundación de las Naciones Unidas— surgieron diversas agencias espe-
cializadas y otras numerosas organizaciones internacionales. Hoy en día, las 
organizaciones internacionales se ocupan de un sinfín de temas, como agri-
cultura, cuestiones humanitarias, medio ambiente, pesca, cuestiones maríti-
mas, control de armas, energía, finanzas, comercio y aduanas, cooperación 
policial, derechos humanos, transporte, integración regional, educación y 
cultura, entre otros. Y ha sido así que de esta manera se han desarrollado 
diferentes regímenes de derecho internacional, los cuales regulan y abarcan 
ciertas áreas temáticas especializadas mediante un conjunto de principios, 
normas, reglas y procesos de toma de decisiones.2

1  La excepción sería el arbitraje, el cual surgió a finales del siglo XIX.
2  Bradford, Anu, “Regime Theory”, en Wolfrum, Rüdiger (comp.), The Max Planck Encyclo-

pedia of Public International Law, Oxford, Oxford University Press, 2012, vol. 8, pp. 737-743, 
en particular p. 737.
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No obstante lo anterior, la transformación y los cambios en el derecho 
internacional público no sólo se han basado en la ampliación y especiali-
zación del derecho sustantivo, sino también en cambios trascendentales y 
fundamentales en el derecho procesal internacional. Ello ha sido así que al-
gunas de las nuevas organizaciones internacionales han creado sus propios 
y especializados organismos de solución de controversias. De los ejemplos 
más importantes, podemos citar al órgano de solución de controversias de 
la Organización Mundial del Comercio (OMC), diversos tribunales y órga-
nos cuasijudiciales de la protección internacional de derechos humanos, así 
como otros tribunales y órganos de solución de controversias internaciona-
les y regionales.3

Resulta por demás interesante señalar que una de las consecuencias de la 
especialización del derecho internacional público es precisamente su frag-
mentación. Ello implica que en el seno de un régimen especializado se en-
cuentran tanto derecho sustantivo como reglas procesales de solución de 
controversias. Tales regímenes tienen mínimos puntos de enlace entre sí, y 
aún menos hacia el derecho internacional general.

El presente artículo examina la coordinación entre regímenes especia-
lizados en el derecho internacional, cuyo análisis se centra en el derecho 
comercial internacional de la OMC y la protección internacional de los 
derechos humanos que, además de contar con una cobertura casi global, 
también han establecido sistemas de solución de controversias de gran al-
cance y enorme trascendencia. Por su parte, el régimen de protección in-
ternacional del medio ambiente no cuenta con un sistema homogéneo de 
solución de controversias, pero sí con importantes puntos de conflicto con 
el sistema de comercio internacional.

En este sentido, argumentaremos que organismos integradores del dere-
cho internacional público, tales como las Naciones Unidas, o bien su Corte 
Internacional de Justicia (CIJ), están perdiendo influencia y capacidad de 
coordinación entre diferentes áreas del derecho internacional ante la cre-
ciente especialización y fragmentación de dicho orden jurídico internacio-

3  Entre muchos otros, se encuentran el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, la Cor-
te Interamericana de Derechos Humanos, la Corte Africana de Derechos Humanos y de los 
Pueblos, los comités de los tratados universales de derechos humanos, la Corte Penal Inter-
nacional y tribunales penales para ex-Yugoslavia y Ruanda, el Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea, el Tribunal de Justicia Andino o el Tribunal Internacional del Derecho del Mar.
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nal.4 De igual modo, tampoco la Convención de Viena sobre el Derecho de 
los Tratados (CVDT o Convención de Viena) puede ejercer tales facultades, 
dado que ésta tiene una visión homogénea del derecho internacional, cuyos 
criterios de coordinación se basan en lineamientos temporales, y no atiende 
a la lógica de los emergentes regímenes especializados.

No obstante, en la jurisprudencia de los órganos de solución de contro-
versias de los regímenes especializados podemos observar una creciente 
práctica hacia una interpretación armoniosa en derecho internacional. Asi-
mismo, y dada la debilidad de la CVDT, sólo los elementos de derecho pro-
cesal nacional —basado en derecho consuetudinario y principios generales 
de derecho— pueden brindar dicha coordinación. El common law —en claro 
contraste a los sistemas de derecho civil— se enfoca a criterios de especiali-
dad, permitiendo así litigios paralelos, y, por tanto, pareciera tener elemen-
tos más apropiados para proporcionar dicha interpretación armónica en el 
derecho internacional público.

II. Características de solución de controversias  
en regímenes especializados

Resulta interesante mencionar que a la OMC, a pesar de un evidente es-
tancamiento en su más reciente desarrollo, se le considera un caso exitoso 
en el derecho internacional. Con sus 164 miembros tiene una cobertura 
casi global, con estructuras flexibles y efectivas, y con un sistema de solu-
ción de controversias rápido y eficaz; como dato, hasta la fecha, ha resuelto 
más de 500 casos, muchos más que en cualquier otro sistema global e in-
ternacional de solución de controversias.5

Por otro lado, la OMC recibe también constantes críticas debido a su 
relación indiferenciada —y, en parte, indefinida— hacia otras áreas del de-
recho internacional. En general, resulta indiscutible que la OMC constituye 
un régimen especializado en el derecho internacional. Sin embargo, tal pro-

4  Posner, Eric A., “The Decline of the International Court of Justice”, Olin Program in Law 
and Economics Working Paper No. 233, 2004.

5  Comparativamente, la CIJ ha decidido, desde 1945, 162 casos, mientras que el Tribunal 
Internacional del Derecho de Mar sólo 23 casos, desde 1996.
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nunciamiento no implica conocer en qué medida el derecho internacional 
general y el derecho de otros regímenes pueden ser aplicados dentro del 
sistema de la OMC. En particular, la relación del derecho de la OMC tanto 
con la protección internacional del medio ambiente como con el sistema in-
ternacional de los derechos humanos se discute ampliamente en la literatura 
académica.6

Como es bien sabido, la solución de controversias dentro de regímenes 
especializados se caracteriza por su pretensión hegemónica. La OMC es-
tablece una hegemonía de carácter formal, la cual se basa, por un lado, en 
las disposiciones de su consideración de solución de controversias y, por el 
otro, en las características de los miembros de sus paneles y del Órgano de 
Apelaciones. Los miembros de los paneles no requieren ninguna competen-
cia comprobada en ciencias jurídicas y, de igual modo, para los miembros 
del Órgano de Apelaciones, basta con tener una competencia en derecho 
comercial internacional, en particular sobre los acuerdos de la OMC.

Por ende, son expertos en comercio internacional, los cuales deciden 
cuestiones con efectos transversales hacia el derecho ambiental internacio-
nal o la protección internacional de los derechos humanos. Algunos ejem-
plos son las decisiones de la OMC sobre la explotación de tierras raras,7 
sobre los métodos de pesca de atún en México,8 o bien el caso sobre la li-
cenciación forzada de patentes contra VIH/SIDA (virus de inmunodeficien-
cia humana y síndrome de inmunodeficiencia adquirida, respectivamente).9 
En conjunto, y con la gran aceptación del sistema de solución de contro-

6  Para un análisis detallado del derecho de la OMC, véanse Comisión de Derecho Interna-
cional, “Fragmentation of International Law: Difficulties Arising from the Diversification and 
Expansion of International Law”, Report of the Study Group of the International Law Commission, 
A/CN.4/L.682, 13 de abril de 2006, parás. 165-171; Böckenförde, Markus, “Zwischen Sein 
und Wollen – Über den Einfluss umweltvölkerrechtlicher Verträge im Rahmen eines WTO-
Streitbeilegungsverfahrens”, Zeitschrift für allgemeines öffentliches Recht und Völkerrecht, vol. 63, 
2003, pp. 971-1005.

7  World  Trade Organization, China – Measures Related to the Exportation of Rare Earths, Tungs-
ten, and Molybdenum, WT/DS431/R and Add.1 / WT/DS432/R and Add.1 / WT/DS433/R 
and Add.1, adopted 29.8.2014, upheld by Appellate Body Reports WT/DS431/AB/R / WT/
DS432/AB/R / WT/DS433/AB/R, pará. 7.149.

8  World Trade Organization, United States – Measures Concerning the Importation, Marketing 
and Sale of  Tuna and Tuna Products, Panel Report, adopted 13.6.2012, WT/DS381/R, as modi-
fied by Appellate Body Report WT/DS381/AB/R, DSR 2012: IV, 2013.

9  Este caso finalmente no fue decidido de manera legal, sino a nivel político.
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versias, el resultado es lo que Hestermeyer ha denominado “una jerarquía 
de facto” de la OMC hacia otros regímenes especializados de derecho in-
ternacional.10

Ahora bien, y hasta la fecha, ni los tribunales ni los órganos de protección 
internacional de derechos humanos han hecho referencia a los regímenes 
externos, y tampoco se ha desarrollado una discusión teórica respecto a 
dilucidar hasta qué grado los regímenes externos deben ser aplicables en el 
sistema de derechos humanos. En cambio, varios tribunales internacionales 
—en particular los europeos— han desarrollado una tendencia para verifi-
car actos de organizaciones internacionales que resulten compatibles o re-
lativos con derechos humanos internacionales. Tal es el caso de las sentencias 
Kadi, en las que el Tribunal de Justicia de la Unión Europea se reservó el 
derecho de revisar resoluciones del Consejo de Seguridad,11 y en las que 
el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas tomó una deci-
sión claramente similar.12 En varias sentencias, tanto el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos como el Tribunal Constitucional alemán han exigido 
criterios y normas de derechos humanos dentro de organizaciones interna-
cionales.13 En un caso sudafricano, compañías farmacéuticas tenían que re-
tirar demandas14 contra licencias compulsivas de medicinas VIH/SIDA por 
la gran presión pública, dada la fuerte posición que particularmente tienen la 
salud pública y los derechos humanos en la Constitución.15 Con base en estos 

10  Hestermeyer, Holger, Human Rights and the  WTO:  The Case of Patents and Access to Medicines, 
Oxford, Oxford University Press, 2007, pp. 193-197.

11  Tribunal de Justicia de la Unión Europea, Yassin Abdullah Kadi y Al Barakaat International 
Foundation vs. Council and Commission, (Kadi I), C-402/05P, Sentencia del 3 de septiembre de 
2008, parás. 314 y 326; Tribunal de Justicia de la Unión Europea, Yassin Abdullah Kadi y Al Ba-
rakaat International Foundation vs. Council and Commission, (Kadi II), C-584/10P, Sentencia del 
18 de julio de 2013, pará. 133.

12  Comité de Derechos Humanos, Nabil Sayadi y Patricia Vinck vs. Belgium, Communication 
No. 1472/2006, U.N. Doc. CCPR/C/94/D/1472/2006 (2008).

13  Bundesverfassungsgericht (Tribunal Constitucional Federal de Alemania), Eurocontrol, 
BVerfG, 23.06.1981 – 2 BvR 1107/77, 1124/77, 195/79; Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos, Beer and Regan vs. Germany (Application no. 28934/95), 1999; Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos, Waite and Kennedy vs. Germany (Application no. 26083/94), 1999.

14  High Court of South Africa, “Pharmaceutical Company Lawsuit (Forty-Two Applicants) 
against the Government of South Africa (Ten Respondents)”, Notice of Motion in the High 
Court of South Africa (Transvaal Provincial Division), Case number: 4183/98.

15  Harrison, James, The Human Rights Impact of the World Trade Organisation, Portland, 2007, 
p. 158.
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ejemplos, podemos suponer que, en un caso ante un órgano de derechos 
humanos, las disposiciones del sistema internacional de derechos humanos 
prevalecerán sobre obligaciones de tipo comercial. Es importante mencio-
nar que no se trata de una jerarquía de normas, sino “sólo” de una jerarquía 
en la aplicación entre diferentes regímenes.16

En otras palabras, al igual que la OMC, los derechos humanos y los demás 
regímenes especializados establecen una hegemonía de su propio sistema, 
esto es, prefieren aplicar su propio sistema sobre otros. En última instancia, 
son estas características inherentes a todos los regímenes especializados. El 
resultado es la fragmentación del derecho internacional, la cual, según varios 
presidentes de la CIJ, así como para algunos autores, pone en peligro la uni-
dad del derecho internacional. Otras opiniones consideran a la fragmenta-
ción como un problema técnico, el cual surgió naturalmente de una crecien-
te actividad y especialización del derecho internacional.17 En cualquier caso, 
la especialización y fragmentación del derecho internacional es un hecho, el 
cual resulta innegable, y una coordinación entre diferentes regímenes sólo 
podrá proveer el derecho internacional público general.

III. Conflictos entre regímenes  
en el derecho internacional moderno

1. Conflictos técnicos dentro de un régimen

Es importante señalar que ningún sistema de solución de controversias se 
está desarrollando en completo aislamiento de otras áreas del derecho inter-
nacional público. Hasta la fecha, y de acuerdo con un estudio de Marceau, 
otros organismos internacionales de resolución de controversias se basaron 
en derechos de la OMC en más de 150 casos.18 Ello es una muestra de que 
la OMC, a parte de su rapidez y flexibilidad interna, también ejerce una 

16  Joseph, Sarah, Blame it on the WTO?: A Human Rights Critique, Oxford, Oxford University 
Press, 2011, p. 54.

17  Comisión de Derecho Internacional, op. cit., pará. 9o.
18  Marceau, Gabrielle et al., “The WTO’s Influence on Other Dispute Settlement Mecha-

nisms: A Lighthouse in the Storm of Fragmentation”, Journal of  World Trade, vol. 47, núm. 3, 
2013, pp. 481-574, en especial p. 481.
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considerable influencia en otros órganos de derecho internacional. Sin em-
bargo, en un análisis detallado de tales casos se puede observar que las refe-
rencias hacia el sistema legislativo de la OMC hechas por órganos externos 
se limitan casi en su totalidad a casos de protección de inversiones, acuerdos 
comerciales regionales y protección de propiedad intelectual. Consecuente-
mente, de las 150 referencias, 42 se refieren a la Comunidad Andina, otras 
31 al capítulo 19 del TLCAN (Tratado de Libre Comercio de América del 
Norte), 20 al CIADI (Centro Internacional de Arreglo de Diferencias relati-
vas a Inversiones), 12 casos relativos al capítulo 11 del TLCAN, 9 al Merco-
sur y otros 8 al Centro de Arbitraje de la OMPI (Organización Mundial de la 
Protección Intelectual).19 Lo anterior supone que la influencia y el liderazgo 
de la OMC se limitan a su propio régimen de derecho comercial internacio-
nal, esto es, a aquellos organismos que ejercen iguales o similares facultades 
que la propia OMC.

Así pues, conviene señalar que las razones por las cuales los órganos de so-
lución de controversias recurren a la jurisprudencia de la OMC correspon-
den a, por un lado, que de esta manera pueden aclarar sus propios términos 
jurídicos, los cuales son iguales o similares a los de la OMC, y también, por 
otro lado, garantizar una interpretación armónica con el sistema legal de la 
OMC. Sin embargo, ninguno de estos sistemas, y tampoco la CVDT, exigen 
explícitamente el uso de derecho de la OMC.20

La protección internacional de los derechos humanos, que consiste en el 
sistema global y universal de derechos humanos en el entorno de las Nacio-
nes Unidas y en los tres sistemas regionales de los derechos humanos, fun-
ciona de manera similar. Frecuentemente, sus tribunales y órganos no sólo 
se basan en su propia jurisprudencia, sino que también tienen en cuenta a la 
de los demás sistemas. Al igual que con la OMC, el objetivo es nuevamente 
una interpretación uniforme del régimen global de derechos humanos sin 
ninguna obligación legal específica.21

19  Ibidem, pp. 484 y 531.
20  Ibidem, pp. 489 y 532; Petersmann, Ernst-Ulrich, The GATT/WTO Dispute Settlement Sys-

tem: International Law, International Organizations and Dispute Settlement, Leiden, Martinus Ni-
jhoff, 1997, p. 48.

21  Lixinski, Lucas, “Treaty Interpretation by the Inter-American Court of Human Rights: 
Expansionism at the Service of the Unity of International Law”, European Journal of Interna-
tional Law, vol. 21, núm. 3, 2010, pp. 585-604.
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2. Característica de rupturas entre regímenes especializados

Con respecto a conflictos entre regímenes de diferente enfoque y alcance, 
tal como, por ejemplo, entre la OMC, los derechos humanos y la protección 
internacional del medio ambiente, hemos de señalar que hasta la fecha han 
sido muy escasos.

Por lo que se refiere a casos relativos a la OMC con la protección inter-
nacional del medio ambiente, se han resuelto dentro de su propio sistema 
de solución de controversias de aquélla, mientras que conflictos relativos a 
derechos humanos han sido resueltos a un nivel político. Por otro lado, la 
OMC no gozaba de casi ninguna importancia en la resolución de conflictos 
de casos sobre medio ambiente o derechos humanos, lo cual al final impli-
ca un paralelismo de los diferentes regímenes especializados. No obstante, 
y en vista de la creciente fragmentación del derecho internacional, podemos 
suponer que en el futuro surgirá un mayor número de conflictos, quizá no de 
manera masiva en número, pero sí conflictos entre diferentes regímenes 
de derecho internacional. Son precisamente este tipo de casos para los cuales 
el derecho internacional público debe proveer y garantizar una función de 
coordinación.

En este contexto, es importante tener en cuenta que las diferencias no 
corresponden a dificultades técnicas legales o de jurisprudencia, las cuales 
dificultan la coexistencia armoniosa entre diferentes regímenes dentro de 
un marco general de derecho internacional, sino más bien a rupturas socia-
les e incompatibilidades en sus finalidades, que se reflejan en los diferentes 
regímenes. Rupturas entre el derecho de la OMC, los derechos humanos y 
el medio ambiente son naturales e inherentes al sistema, ya que ante situa-
ciones iguales o parecidas, con diferentes bases legales y objetivos, se llega 
a conclusiones diferentes.

Por otro lado, resultan inexistentes tales rupturas entre regímenes y siste-
mas con objetivos afines y similares; un ejemplo de ello: entre los diferentes 
sistemas de derechos humanos en su relación con derecho humanitario o la 
preservación de la paz y seguridad internacional.22 Lo mismo aplica a la rela-
ción de la OMC con la protección de inversiones internacionales o acuerdos 

22  Fischer-Lescano, Andreas y Teubner, Gunther, “Regime-Collisions: The Vain Search for 
Legal Unity in the Fragmentation of Global Law”, Michigan Journal of International Law, vol. 
25, 2004, pp. 999-1049, en especial pp. 1013 y 1014.
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comerciales regionales, donde todos, si bien tienen diferentes contenidos y 
prioridades, se enfocan al mismo objetivo de la liberalización del comercio. 
Sus conflictos son, en consecuencia, de carácter técnico,23 pero no per se in-
compatible. Por ende, la correspondiente jurisprudencia se enfoca más bien 
a conceptos técnicos procesales.

Por su parte, Pauwelyn describe conflictos entre dos regímenes moder-
nos, pero parcialmente incompatibles, como conflictos duros (hard cases).24 
Entre el derecho de la OMC, los derechos humanos y la protección interna-
cional del medio ambiente, existe un conflicto de diferentes racionalidades 
dentro de un mundo globalizado moderno,25 basado en una fragmentación 
social causada por los diferentes objetivos de estos regímenes. Así, la fun-
ción más importante que debe hacer en este contexto el derecho interna-
cional es proporcionar un efecto de mediación y de equilibrio entre estos 
subsistemas fragmentados.26

Sin embargo, los conceptos sobre las características de tal coordinación y 
mediación se deben desarrollar de la misma manera, tal y como también se 
ha desarrollado en las últimas décadas el derecho internacional de regíme-
nes especializados. Durante siglos, el derecho internacional fue dominado 
casi exclusivamente entre Estados27 y ejerció la función de coordinación en-
tre ellos. En evidente contraste, el derecho internacional moderno, con su 
multitud de organismos internacionales especializados y actores no estatales, 
tiene una influencia reguladora más directa y determina cada vez más accio-
nes administrativas y derecho administrativo a nivel global. No obstante, tal 
influencia administrativa global requiere, igualmente, de una coordinación 
constitucional globalizada para garantizar la coexistencia pacífica entre las 
diferentes realidades especializadas.28

23  Gantz, David A., “Dispute Settlement under the NAFTA and the WTO: Choice of Forum 
Opportunities and Risks for the NAFTA Parties”, American University International Law Review, 
vol. 14, 1998, p. 1025.

24  Pauwelyn, Joost, “The Role of Public International Law in the WTO: How Far Can We 
Go?”, The American Journal of International Law, vol. 95, núm. 3, 2001, pp. 535-578, en especial 
p. 545.

25  Fischer-Lescano, Andreas y Teubner, Gunther, op. cit., p. 1017.
26  Ibidem, p. 1045.
27  Ibidem, p. 1008; Kuo, Ming-Sung, “Between Fragmentation and Unity: The Uneasy Re-

lationship between Global Administrative Law and Global Constitutionalism”, San Diego In-
ternational Law Journal, vol. 10, 2008, pp. 439-468, en particular p. 447.

28  Ibidem, p. 440.
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De acuerdo con un estudio de la Comisión de Derecho Internacional 
sobre la fragmentación en derecho internacional, dicha coordinación debe 
cumplir con al menos dos tareas principales, que a continuación se mencio-
nan. Primero, se deben resolver los conflictos que surjan cuando órganos 
de solución de controversias de diferentes regímenes se contradicen en un 
mismo caso. En última instancia, un equilibrio entre este tipo de conflictos 
solamente se puede lograr con base en el derecho internacional general, 
el cual debe garantizar una coexistencia pacífica entre diferentes regímenes 
especializados. Segundo, y desde la perspectiva del derecho material, estas 
reglas de coordinación requieren una aceptación en la medida en que puedan 
ejercer su papel coordinador entre regímenes especializados que permitan 
un desarrollo armónico y paralelo entre diferentes normas especializadas.29

3. Elementos hacia una interpretación armónica  
en derecho internacional

Ante ello, y a pesar de que hasta la fecha surgieron pocos casos de conflicto 
entre regímenes no afines, resulta evidente la necesidad de reglas claras y es-
pecíficas de coordinación entre las diferentes áreas especializadas. Pero ¿qué 
elementos debe tener una coordinación efectiva entre diferentes regíme-
nes del derecho internacional público? En el caso Indonesia – Certain Measures 
Affecting the Automobile Industry, un panel de la OMC expresó la suposición 
de que los Estados normalmente no quieren intervenir en obligaciones que 
están en conflicto.30 Es esa la razón por la que la OMC usa tratados exter-
nos como fuentes interpretativas dentro de su propio sistema especializado, 
aunque en la aplicación dan preferencia a su propio sistema jurídico. En el 
caso Gabčíkovo-Nagymaros de la CIJ, el juez Weeramantry, con referencia hacia 
la OMC, hizo un llamamiento hacia una interpretación armónica con el de-
recho internacional del medio ambiente.31 Este uso de elementos externos 
por órganos de solución de controversias especializados puede explicarse 

29  Comisión de Derecho Internacional, op. cit., parás. 56-122.
30  “[T]here is a presumption against conflicts in that parties do not normally intend to 

incur conflicting obligations”. WTO, Indonesia – Certain Measures Affecting the Automobile In-
dustry, Panel Report, adopted 23.7.1998, WT/DS54/R, WT/DS55/R, WT/DS59/R, WT/
DS64/R, Corr. 1 and Corr. 2, Corr. 3 and Corr. 4, DSR 1998: VI, 2201, pará. 5.349.

31  Corte Internacional de Justicia, “Case concerning the Gabčíkovo-Nagymaros Project 
(Hungary vs. Slovakia) Separate Opinion of Vice-President Weeramantry”, ICJ Reports, 1997, 7.
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por un cierto deseo de armonía y coherencia entre diferentes sistemas.32 Sin 
embargo, tal anhelo hacia una coherencia carece de un fundamento jurídico, 
aun cuando pareciere que los organismos tratan de evitar inconsistentes y 
contradictorias interpretaciones.33

Tal y como detallan Fischer-Lescano y Teubner, la autonomía de regíme-
nes se incrementa frente a otras áreas de derecho internacional, en cuanto 
más confían en la fuerza de su propia estructura institucional.34 Esto ocurre 
debido a que los órganos de aquellos regímenes tienden a ver a su propio 
sistema como integral y completo, y sólo recurren hacia el derecho inter-
nacional en general en situaciones excepcionales.35 Con ello, se explica el 
entendimiento hegemónico de la OMC, el cual llega a la comprensión de 
ésta como un sistema cerrado.

Sin embargo, la OMC también ha reconocido el derecho a una interpre-
tación pacífica y armónica; en efecto, en su caso Korea – Diary, el Órgano de 
Solución de Controversias expresó:

In light of the interpretive principle of effectiveness, it is the duty of any treaty in-
terpreter to “read all applicable provisions of a treaty in a way that gives meaning to 
all of them, harmoniously”. An important corollary of this principle is that a treaty 
should be interpreted as a whole, and, in particular, its sections and parts should 
be read as a whole. Agreement expressly manifests the intention of the Uruguay 
Round negotiators that the provisions of the WTO Agreement and the Multilateral 
Trade Agreements included in its Annexes 1, 2 and 3 must be read as a whole.36

Es importante señalar que el Órgano de Apelaciones en esta decisión se 
refirió a la interpretación armoniosa dentro de la propia OMC, que se basa 
en un acuerdo marco que, a su vez, combina y coordina varios acuerdos sus-
tantivos37 con elementos del derecho procesal.38

32  Marceau, Gabrielle et al., op. cit., p. 490.
33  Ibidem, pp. 492 y 493.
34  Fischer-Lescano, Andreas y Teubner, Gunther, op. cit., pp. 1015 y 1016.
35  Simma, Bruno y Pulkowski, Dirk, “Of Planets and the Universe: Self-Contained Regimes 

in International Law”, European Journal of International Law, vol. 17, núm. 3, 2006, pp. 483-529, 
en especial p. 505.

36  World Trade Organization, Korea – Definitive Safeguard Measure on Imports of Certain Dairy 
Products, Report of the Appellate Body, adopted 14.12.1999, WT/DS98/AB/R, pará. 81.

37  Por ejemplo, de liberalización de comercio en bienes (GATT) y servicios (GATS) o la 
protección de propiedad intelectual (TRIPS).

38  Las reglas de solución de controversias se encuentran en el DSB.
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Resulta incomprensible ¿por qué este principio sólo debería ser aplicado 
dentro de la OMC?, sobre todo tomando en cuenta que no constituye un 
sistema cerrado, en completo aislamiento del resto del derecho internacio-
nal. En tal sentido, no se pudiera leer ni interpretar, sin las intenciones de 
sus partes, fuera de la misma. De tal modo que no resultaría factible que 
dos o más Estados quieran cooperar y proteger, ya sea en materia de medio 
ambiente o de derechos humanos, mediante sus respectivos tratados y, a la 
vez, que en Ginebra ignoren estos compromisos en sus procedimientos de 
solución de controversias ante la OMC.

Cabe destacarse que a partir de la jurisprudencia del Órgano de Apela-
ciones, igualmente, se puede deducir que la función de lex specialis es, en 
última instancia, una técnica para un equilibrio entre diferentes obligacio-
nes contractuales. Por ejemplo, en el caso US – Gasoline, el Órgano de So-
lución de Controversias expresó, asimismo, que las excepciones no deben 
usarse de manera que frustren por completo los derechos contemplados 
en el GATT.39 En este mismo sentido se expresó el Órgano de Apelacio-
nes en el caso US – Shrimp: “balance must be made between the right… to 
invoke an exception and the duty… to respect the treaty rights of the other 
members”.40

En este contexto, es importante recordar dos conceptos básicos: prime-
ro, si bien los Estados que participan en regímenes especializados, como la 
OMC, la protección del medio ambiente y los derechos humanos, no son 
100% idénticos, a grandes rasgos sí son los mismos;41 segundo, las reglas de 
interpretación del derecho internacional convencional no son automatismos 
que sólo estén sujetos a una secuencia cronológica. Eso significa que tanto 
la adaptación como la modificación del derecho no se originan basadas en 
algunas disposiciones lógicas y abstractas, sino se trata más bien de una au-

39  World Trade Organization, United States – Standards for Reformulated and Conventional 
Gasoline, Report of the Appellate Body, adopted 20.5.1996, WT/DS2/AB/R, pará. 21; Van 
Damme, Isabelle, Treaty Interpretation by the WTO Appellate Body, Oxford-Nueva York, Oxford 
University Press, 2009, p. 286.

40  World Trade Organization, United States – Import Prohibition of Certain Shrimp and Shrimp 
Products, Panel Report, adopted 6.11.1998, WT/DS58/R and Corr. 1, as modified by Appe-
llate Body Report WT/DS58/AB/R, DSR 1998: VII, pará. 156.

41  Pauwelyn, Joost, “Bridging Fragmentation and Unity: International Law as a Universe of 
Inter-Connected Islands”, Michigan Journal of International Law, vol. 25, 2003, pp. 903-916, en 
especial pp. 903 y 904.
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torización del legislador para adaptar el derecho a través de nuevas reglas 
interpretativas.42

En el mismo sentido, no resulta argumentable, salvo en casos excepcio-
nales, que los Estados quieran excluirse intencionalmente de la participa-
ción de regímenes especializados. Como bien sabemos, el régimen de la 
OMC se basa en el GATT de 1947 como simple tratado internacional, pero 
cuyas reglas, incluyendo excepciones del medio ambiente, fueron incor-
poradas casi de manera idéntica a la OMC en su fundación en 1995. Con 
una estricta interpretación temporal, los compromisos del GATT de 1947 
quedarían limitados por el derecho del medio ambiente, emergido en los 
setenta y ochenta, y este último, por la OMC de 1995.

Atendiendo a todo lo anterior, pareciera que el derecho internacional pú-
blico está desarrollando una costumbre hacia un desarrollo armónico entre 
regímenes especializados. Si efectivamente eso sucede, ello dependerá si se 
sigue estableciendo la práctica estatal ya existente, al igual que si los Estados, 
así como los demás sujetos de derecho internacional público, desarrollan la 
correspondiente opinio iuris.

IV. Coordinación entre regímenes especializados  
en derecho internacional público

1. ¿Coordinación por el derecho internacional general  
(ONU, CIJ, Convención de  Viena)?

En varias ocasiones se ha atribuido a las Naciones Unidas una función coor-
dinadora e integradora como “Constitución del derecho internacional”.43 Tal 
autoridad se basa, sobre todo, en su alcance universal con una membresía 
de casi todos los países en el mundo, así como de los efectos coercitivos que 
tienen las resoluciones por parte del Consejo de Seguridad como encargado 
primordial para mantener la paz y la seguridad internacionales. Sin embargo, 

42  Vranes, Erich, “Lex superior, lex specialis, lex posterior – Zur Rechtsnatur der «Konflikt-
lösungsregeln»”, Zeitschrift für ausländisches öffentliches Recht und Völkerrecht, vol. 65, 2005, pp. 
391-405, en especial p. 397.

43  Fassbender, Bardo, “The United Nations Charter as Constitution of the International 
Community”, Columbia Journal of Transnational Law, vol. 36, 1998, pp. 529-619.
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ello significa que las Naciones Unidas solamente ejercen su liderazgo dentro 
de su propio régimen respecto a la pacífica y armónica convivencia entre 
Estados, careciendo de las facultades para ejercer tales funciones entre regí-
menes especializados del derecho internacional moderno. Aunado a ello, las 
Naciones Unidas se basan —particularmente el Consejo de Seguridad— en 
decisiones de índole material y política, las cuales no son aptas para estable-
cer una coordinación formal-procesal entre regímenes especializados. Estas 
decisiones sistémicamente están en contra de la necesidad de dicha coordi-
nación judicial.

Entre tanto, y como órgano judicial de las Naciones Unidas, la CIJ podría 
desempeñar ese papel de coordinación; sin duda alguna, es uno de los órga-
nos de solución de controversias más importantes del derecho internacional 
general, que goza de reconocimiento y aceptación legal a nivel mundial. Sin 
embargo, el alcance de su jurisdicción está limitado, dado que sólo 72 de 
193 Estados la reconocen plenamente, mediante declaraciones unilaterales, 
y en sus setenta y cinco años de existencia, la CIJ ha decidido sólo unos 120 
casos. Además, la CIJ carece de flexibilidad en sus procedimientos, caracte-
rística que es inherente a los nuevos regímenes especializados. De acuerdo 
con el nuevo artículo 34 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, 
los procedimientos ante la CIJ están abiertos sólo para Estados, mientras 
que los procedimientos ante regímenes especializados también incluyen zo-
nas aduaneras (OMC), individuos (derechos humanos) y grupos de interés 
(derecho ambiental). Si bien es cierto que se propuso de lege ferenda que la 
CIJ debiera tener las competencias necesarias,44 la realidad es que, primero, 
resulta improbable que la CIJ obtenga estas facultades y, segundo, que tam-
poco parece claro que de tal manera pueda cambiar la mentalidad de la CIJ 
hacia una coordinación entre regímenes.

Incluso si consideramos al artículo 103 de la Carta de las Naciones Uni-
das, como un tipo de disposición constitucional que establece una primacía 
de las Naciones Unidas sobre otras obligaciones de derecho internacional 
público, parece impensable que de esta manera se establezca una suprema-
cía coordinativa sobre otros regímenes del derecho internacional.45 Como 

44  Scheinin, Martin, “The ICJ and the Individual”, International Community Law Review, vol. 9, 
núm. 2, 2007, pp. 123-137, en especial p. 123.

45  Koskenniemi, Martti y Leino, Päivi, “Fragmentation of International Law? Postmodern 
Anxieties”, Leiden Journal of International Law, vol. 15, núm. 3, 2002, pp. 553-579, en especial 
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hemos señalado con anterioridad, los casos Kadi del Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea, en las que rechazó de facto la primacía de resoluciones del 
Consejo de Seguridad sobre las disposiciones en materia de derechos huma-
nos, son una buena muestra de ello.46

Conviene afirmar que un rol de coordinación entre regímenes de dife-
rente temática también podrán desempeñarlo la CVDT y el régimen de 
tratados internacionales como elemento generalmente aceptado dentro del 
derecho internacional formal-procesal. Si bien el preámbulo y los artícu-
los 3o. y 4o. de la CVDT sugieren lo contrario —y a pesar de que países 
importantes como Estados Unidos y Francia todavía no han ratificado la 
Convención de Viena—, está de cualquier modo aceptado que la CVDT, a 
grandes rasgos, refleja y codifica el derecho consuetudinario en la materia. 
¿Hasta qué medida una norma de la CVDT refleja costumbre? Ello debe 
determinarse caso por caso.47 Sin embargo, la CVDT refleja el derecho 
consuetudinario de la década de 1960, y teniendo en cuenta que los nuevos 
elementos de especialización y fragmentación del derecho internacional 
público, que también se empezaron a desarrollar desde los cincuenta y se-
senta, no se reflejan en la Convención de Viena.

En este mismo sentido, el artículo 30 de la CVDT se considera como la 
codificación del principio general de lex posterior, lex superior y pacta tertii. En 
su parágrafo 3 se enfoca a aquellos casos en los cuales las partes de un primer 
tratado también son partes de un tratado subsecuente, el cual contradice 
el primero. En este caso, prevalece el tratado posterior. Sin embargo, esta 
constelación no es aplicable a la relación entre la OMC y otros regímenes 
especializados, dado que es prácticamente imposible que todos los miem-
bros de la OMC sean partes de un tratado, posterior a su fundación en 1995.

Consecuentemente, el artículo 30, parágrafo 4, de la CVDT dispone el 
caso mucho más probable: que no todas las partes de un tratado anterior 
forman parte de un tratado posterior. En este supuesto, se debe aplicar el 

p. 559; Zemanek, Karl, The Legal Foundations of the International System: General Course on Public 
International Law, Leiden, Martinus Nijhoff, 1997, pp. 231 y 232.

46  Tribunal de Justicia de la Unión Europea, Yassin Abdullah Kadi y Al Barakaat International 
Foundation vs. Council and Commission, (Kadi I), cit., parás. 314 y 326; Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea, Yassin Abdullah Kadi y Al Barakaat International Foundation vs. Council and Com-
mission, (Kadi II), cit., pará. 133.

47  Aust, Anthony, “Vienna Convention on the Law of Treaties (1969)”, en Wolfrum, Rüdi-
ger (comp.), The Max Planck Encyclopedia of Public International Law, Oxford, Oxford Univer-
sity Press, 2012, vol. 10, pp. 709-714, pará. 14.
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nuevo tratado entre sus partes, mientras que el tratado viejo sigue vigente 
entre las demás partes. En resumen, se trata de la codificación del principio 
lex posterior derogat legi priori.

Con base en el artículo 31 de la CVDT, un tratado debe interpretarse de 
buena fe de acuerdo con su significado habitual y de conformidad con sus dis-
posiciones, así como a su contexto. Es este principio el que explica por qué 
diversos mecanismos de solución de controversias en regímenes diferentes, 
ante hechos similares, concluyen en razonamientos jurídicos distintos.48 En 
este sentido, la OMC ha desarrollado su propia práctica específica relacio-
nada al artículo 31 de la CVDT y, dentro del propio régimen de la OMC, el 
Órgano de Apelaciones se caracteriza por una interpretación flexible.49 Todas 
las excepciones al derecho de la OMC, como la protección del medio am-
biente con base en el artículo XX del GATT, requieren, de acuerdo con los 
criterios del Órgano de Apelaciones, un análisis específico para cada caso.50

En este contexto, hasta ahora la OMC ha sido renuente en la aplicación 
del derecho internacional externo en su propio sistema legal con base en el 
artículo 31 de la CVDT. Tanto en los casos de Biotecnología51 como en los casos 
del atún,52 los paneles y el Órgano de Solución de Controversias exigieron 
que los tratados externos deberían estar abiertos a todos los miembros de 
la OMC. Las interpretaciones de la OMC se fundamentan en el artículo 30 
de la Convención de Viena, las cuales —en la práctica— son imposibles de 
cumplir. En consecuencia, la CVDT y sus reglas de interpretación de los 
tratados no pueden desempeñar una función de coordinación efectiva entre 
el derecho de la OMC y los regímenes externos.

Finalmente, el artículo 41 de la CVDT ofrece la posibilidad de que dos 
partes puedan enmendar las disposiciones relevantes de un tratado multi-
lateral, siempre y cuando ello no resulte incompatible con el objetivo y el 
tratado multilateral en su conjunto. Sin embargo, el objetivo principal de la 

48  Van Damme, Isabelle, op. cit., p. 213.
49  Ibidem, pp. 216 y 221.
50  World Trade Organization, United States – Standards for Reformulated and Conventional 

Gasoline, Report of the Appellate Body, adopted 20.11.1996, WT/DS2/AB/R, pará. 18.
51  World Trade Organization, European Communities – Measures Affecting the Approval and 

Marketing of Biotech Products, Panel Report, adopted 21.11.2006, WT/DS291/R, Add. 1 to 
Add. 9 and Corr. 1 / WT/DS292/R, Add. 1 to Add. 9 and Corr. 1 / WT/DS293/R, Add. 1 
to Add. 9 and Corr. 1, 847.

52  World Trade Organization, United States – Measures Concerning the Importation, Marketing 
and Sale of Tuna and Tuna Products, cit.
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OMC es la liberalización amplia, integral y universal, y por lo tanto iguali-
taria, del comercio mundial.53 Además, la propia OMC estipula reglas que 
permiten a sus miembros la profundización de su integración económica 
mediante acuerdos plurilaterales o, en su caso, comerciales regionales. Tam-
bién, desde este punto de vista, la aplicación del artículo 41 de la CVDT es 
impensable.

De todo lo anterior, podemos aseverar que la CVDT no contiene los ele-
mentos necesarios para resolver conflictos entre regímenes especializados. 
En sus reglas de interpretación y resolución de conflictos se limita dema-
siado a secuencias cronológicas, es decir, al principio de lex posterior. Con 
una plena aplicación de la CVDT, no sólo se tendría que tomar en cuenta la 
cronología de diferentes obligaciones multilaterales por parte de los Esta-
dos, sino también sus respectivas reservas en el sentido del artículo 18 de la 
CVDT. El resultado sería un auténtico mosaico heterogéneo,54 el cual pon-
dría en peligro el desarrollo universal y homogéneo de la OMC y los demás 
regímenes especializados, lo cual seguramente no representó la intención de 
los fundadores de tales regímenes.

De ello podemos deducir que las reglas de interpretación de los artículos 
30 y 31 de la CVDT todavía consideran al derecho internacional público 
como un sistema homogéneo y lineal, cuya función se limita a la coordina-
ción entre Estados, sin tener en cuenta la especialización del derecho inter-
nacional mediante regímenes especializados.

2. ¿Coordinación a base de elementos procesales nacionales?

Resulta interesante señalar que la coordinación que no proporciona la 
CVDT también pudiera tener su fundamento en el derecho internacional 
no contractual, ya sea a través de la costumbre, o bien mediante los prin-
cipios generales de derecho. Si bien la CVDT no contempla norma alguna 
que se refiera de manera específica a la especialización, el principio de lex 

53  El acuerdo que establece la OMC define sus objetivos de la siguiente manera: “desarrollar 
un sistema de comercio multilateral integrado, más viable y duradero”, así como “preservar los 
principios básicos y promover los objetivos subyacentes a este sistema comercial multilateral”. 
Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del Comercio, 15 de 
abril de 1994, 1867 UNTS 154.

54  Böckenförde, Markus, op. cit., p. 985.
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specialis goza de una amplia aceptación, tanto en la práctica como en la ju-
risprudencia del derecho internacional. Ya antes de la entrada en vigor de 
la Convención de Viena, el juez Hsu sustentó en su opinión disidente en el 
caso Ambatielos de la CIJ que una norma específica debe prevalecer sobre una 
norma general.55 En el caso Gabčíkovo-Nagymaros, la misma CIJ determinó 
que un tratado celebrado entre Hungría y Checoslovaquia en 1977 consti-
tuía lex specialis frente a las normas generales de responsabilidad del Esta-
do.56 En términos similares, la CIJ se expresó en el caso Nicaragua vs. Estados 
Unidos.57 En su decisión de INA Corporation vs. Iran, el tribunal de reclamos 
entre Estados Unidos calificó un tratado de amistad lex specialis sobre las 
normas generales de compensaciones entre Estados.58

Sin embargo, la relación específica entre las clásicas reglas de lex posterior 
—tal como la contempla el artículo 30 de la CVDT— y lex specialis, hasta 
la fecha, no ha tenido un papel trascendental en decisiones de derecho in-
ternacional y, consecuentemente, no existe jurisprudencia de los diferentes 
organismos de solución de controversias entre el artículo 30 de la CVDT y 
el principio de lex specialis. Al final, los límites del artículo 30 de la CVDT 
dependen del alcance de estos principios dentro del derecho internacional 
público general.59 Si bien la CVDT por sí sola no puede ofrecer una solución 
satisfactoria para la relación de conflictos entre regímenes, la gran mayoría 
de los internacionalistas está de acuerdo en que tal solución debe basarse en 
el derecho internacional general.60 Ello resulta por demás lógico, en el sen-
tido de considerar que una separación estricta entre regímenes sería artificial 
y, por tanto, no reflejaría la realidad de cooperación entre Estados. Más bien, 

55  Corte Internacional de Justicia, Ambatielos Case Jurisdiction (Greece vs. United Kingdom), ICJ 
Reports, 1952, 28 (44).

56  Corte Internacional de Justicia, Case concerning the Gabčíkovo-Nagymaros Project (Hungary 
vs. Slovakia), Judgment of 25.9.1997, ICJ Reports, 1997, pp. 7 y 76, pará. 132.

57  Corte Internacional de Justicia, Case concerning Military and Paramilitary Activities in and 
against Nicaragua (Nicaragua vs. United States of America), Judgement of 27.6.1986, ICJ Reports, 
1986, p. 14, pará. 274.

58  Iran-US Claims Tribunal, INA Corporation vs. Iran, 12 de agosto de 1985, parás. 23 y 24, 
disponible en: https://jusmundi.com/en/document/decision/en-ina-corporation-v-the-government- 
of-the-islamic-republic-of-iran-award-award-no-184-161-1-tuesday-13th-august-1985#decision_ 
4872 (fecha de consulta: 14 de abril de 2020).

59  Orakhelashivili, Alexander, “Article 30 Convention of 1969”, en Corten, Olivier y Klein, 
Pierre (comps.), The Vienna Conventions on the Law of Treaties: A Commentary, Oxford, Oxford 
University Press, 2011, pp. 764-803, pará. 22.

60  Simma, Bruno y Pulkowski, Dirk, op. cit., p. 502.
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hemos de asumir que los Estados quieren desarrollar varios temas de manera 
paralela, por lo que se requiere un marco común para su coordinación.61

Así pues, los regímenes modernos de derecho internacional generalmen-
te están diseñados como acuerdos marco, donde su contenido sustantivo 
puede ser cambiado o reformado sin procedimientos formales, o, en el me-
jor de los casos, con procedimientos simplificados.62 Ejemplos de ellos son 
el Acuerdo de la OMC,63 en cuyo marco se desarrollan las diferentes áreas 
de la liberalización del comercio; el Acuerdo de las Naciones Unidas sobre 
el cambio climático,64 así como los instrumentos de protección regional y 
universal de los derechos humanos, que evolucionan a través de varios pro-
tocolos. En tal contexto, las reglas temporales del artículo 30 (3) y (4) de 
la CVDT no resultan adecuadas para regular efectivamente la coexistencia 
pacífica entre regímenes especializados que se desarrollan en paralelo.

Es bien sabido que las normas de conflicto son una parte integral de los 
ordenamientos legales nacionales, las cuales en países que se basan en dere-
cho civil se rigen a través de los principios res iudicata y lis pendens. Básica-
mente, la idea es que una controversia ya decidida (res iudicata), o pendiente 
para una decisión (lis pendens), no puede ser presentada de nueva cuenta en 
otro foro adicional. Éstos constituyen principios de derecho civil, cuyo ob-
jetivo es garantizar la previsibilidad y la seguridad jurídica, buscando evitar 
litigios paralelos.

Se ha aceptado generalmente que el principio de res iudicata forma parte 
del derecho internacional público como principios generales de derecho 
nacional, y al respecto también existen numerosos ejemplos en la práctica 
judicial internacional. Podemos citar algunos de ellos respecto a la CIJ: el 
caso del laudo arbitral entre Honduras y Nicaragua,65 o el caso de Límite Territo-
rial y Marítimo entre Camerún y Nigeria.66 También existen otros ejemplos en 

61  Pauwelyn, Joost, “Bridging Fragmentation…”, op. cit., pp. 903 y 904.
62  Pauwelyn, Joost, “The Role of Public…”, op. cit., p. 545.
63  Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del Comercio, 

15 de abril de 1994, 1867 UNTS 154.
64  Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, 9 de mayo de 

1992, 1771 UNTS 107.
65  Corte Internacional de Justicia, Case concerning the Arbitral Award made by the King of Spain 

on 23 December 1906 (Honduras vs. Nicaragua), ICJ Reports, 1960, p. 192.
66  Corte Internacional de Justicia, Case concerning Land and Maritime Boundary between Came-

roon and Nigeria (Cameroon vs. Nigeria), Preliminary Objections, Judgment, ICJ Reports, 2002, 
p. 303.
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foros de resolución de disputas judiciales.67 Sin embargo, y de acuerdo con 
Pauwelyn y Salles, la OMC es muy renuente para aplicar el principio de res 
iudicata.68 Esto resulta un tanto incomprensible, ya que su uso está sujeto a 
los criterios estrictos de coincidencia de partes, objeto y causa de acción.69

Conviene subrayar que ambos principios de res iudicata y lis pendens se 
encuentran reflejados en los tratados del régimen de protección de derechos 
humanos. Casi todos los órganos de derechos humanos niegan su jurisdic-
ción si una queja de un individuo ya fue resuelta (res iudicata) o está pendien-
te (lis pendens) en otro organismo internacional de derechos humanos.70

En claro contraste al principio de res iudicata, no existe jurisprudencia en 
derecho internacional sobre el principio de lis pendens. Consecuentemente, 
en la correspondiente doctrina existen voces de diverso tipo (de apoyo,71 in-
decisas72 y negativas)73 con respecto a la idea de considerar a lis pendens como 
parte del derecho internacional público. En la opinión de Cuniberti —en la 
que niega tal postura— se basa, particularmente, en el argumento de que 
el principio de lis pendens constituye un principio propio del derecho civil, el 
cual no resulta aplicable en partes importantes del mundo y, por lo tanto, 

67  Reinisch, August, “The Use and Limits of Res Judicata and Lis Pendens as Procedural Tools 
to Avoid Conflicting Dispute Settlement Outcomes”, The Law and Practice of International Courts 
and Tribunals, vol. 3, núm. 1, 2004, pp. 37-77, en especial pp. 44-48.

68  Pauwelyn, Joost y Salles, Luiz Eduardo, “Forum Shopping before International Tribu-
nals: (Real) Concerns, (Im)Possible Solutions”, Cornell International Law Journal, vol. 42, 2009, 
pp. 77-118, en especial pp. 102 y 103.

69  Corte Permanente de Justicia Internacional, Interpretation of Judgments Nos. 7 and 
8 (Germany vs. Poland), 1927 P.C.I.J. (ser. A) No. 13 (Dec. 16), Dissenting opinion of judge 
Anzilotti; Shany, Yuval, The Competing Jurisdictions of International Courts and Tribunals, Oxford, 
Oxford University Press, 2003, pp. 22 y 23; World Trade Organization, India – Measures Affec-
ting the Automotive Sector, Report of the Panel, adopted 21.12.2001, WT/DS146/R, WT/
DS175/R, pará. 7.65.

70  Véase el artículo 35, parágrafo 2, letra b, del Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, 3 de septiembre de 1953, 213 UNTS 
222, o el artículo 44 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 22 de noviembre 
de 1969, 1144 UNTS 123.

71  Reinisch, August, op. cit., p. 48.
72  Shany, Yuval, “The First MOX Plant Award: The Need to Harmonize Competing Envi-

ronmental Regimes and Dispute Settlement Procedures”, Leiden Journal of International Law, 
vol. 17, núm. 4, 2004, pp. 815-827.

73  Cuniberti, Gilles, “Parallel Litigation and Foreign Investment Dispute Settlement”, ICSID 
Review Foreign Investment Law Journal, vol. 21, 2006, pp. 381-429, en especial pp. 419 y 420.
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no puede ser un principio general de derecho en el ámbito internacional 
público. Sin embargo, su argumento más relevante es que ambos principios 
—res iudicata y lis pendens— pueden aplicarse para tribunales igualmente 
competentes desde el punto de vista sustantivo, aun cuando se encuentren 
en lugares separados.74 No obstante, ello no es el caso entre regímenes espe-
cializados, los cuales precisamente se distinguen por diferencias y distintos 
puntos de vista en el derecho material.

Por su parte, otros sistemas jurídicos se enfrentan a dicha problemática 
con instrumentos jurídicos muy diferentes y, por ende, no pueden constituir 
un principio general de derecho.75 Pero si su fundamento se encuentra en los 
principios generales de derecho, o bien en una práctica reiterada de los su-
jetos de derecho internacional —probablemente emergente como derecho 
consuetudinario—, tiene más importancia teórica que relevancia práctica. 
Al final, se tratará de principios legales de derechos nacionales procesales 
que podrían establecerse como costumbre internacional. Es inherente a los 
sistemas de derecho civil que, con base en los principios de res iudicata y lis 
pendens, el primer tribunal materialmente competente debe tener jurisdic-
ción. De esta manera se evitan litigios dobles. Finalmente, se trata de una 
especie de batalla en dónde se constituye primeramente jurisdicción.76

3. Common law

En contraste, el common law parece ser más adecuado a las características 
de derecho internacional público. El derecho internacional moderno y es-
pecializado permite —al igual que el common law—, en principio, litigios 
paralelos y, de la misma manera, se basa en partes muy importantes de su 
desarrollo e interpretación en su jurisprudencia.

Es cierto que el common law, como principio general de derecho, tiene 
menos aceptación que el derecho civil. No obstante, aquél es el sistema legal 
único en un total de 23 países, incluyendo a Estados Unidos, Gran Bretaña, 
Canadá, Australia y Nueva Zelanda. Además, también existen sistemas mix-

74  Ibidem, p. 383.
75  Idem.
76  Brand, Ronald A., “Forum Non Conveniens”, en Wolfrum, Rüdiger (comp.), The Max 

Planck Encyclopedia of Public International Law, Oxford, Oxford University Press, 2012, vol. 4, 
pp. 198-203, en especial p. 202.
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tos, por lo que el common law se aplica, al menos parcialmente, en un tercio 
de los Estados del ordenamiento jurídico nacional.77

A pesar de ello, es cuestionable si el common law pueda tener su fundamen-
to exclusivamente a base de principios generales de derecho. Sin embargo, 
las figuras de equity78 y estoppel79 son ejemplos de figuras generalmente acep-
tadas en derecho internacional público, que tienen sus orígenes en el common 
law. En última instancia, la validez del common law para la coordinación en 
derecho internacional debe buscarse en el emergente derecho consuetudi-
nario hacia una interpretación armoniosa entre regímenes especializados, en 
conjunto con los principios nacionales de derecho.

Sistemas de derecho civil, mediante los principios de res iudicata y lis pen-
dens, intentan establecer jurisdicción en el primer tribunal y evitar una liti-
gación paralela. Se trata de una carrera hacia dónde se puede establecer pri-
mero jurisdicción.80 En contraste, en el common law, el factor determinante 
no es el primer establecimiento de jurisdicción, sino más bien en qué foro 
se emite primero una decisión.81 Se trata de una “carrera” hacia dónde se 
obtiene una sentencia. Un elemento procesal de carácter esencial del common 
law es el forum non conveniens,82 el cual permite a jueces rechazar un caso y 
referirlo a otro foro. Ello otorga a los tribunales —como es inminente en el 
common law— un mayor margen de discrecionalidad, en caso de que existiera 
otro para la resolución del caso.

El forum non conveniens es parte de todos los sistemas del common law, pero 
su aplicación e interpretación muestran diferencias en las distintas jurisdic-

77  63 de 193 miembros de las Naciones Unidas contemplan, al menos parcialmente, ele-
mentos del common law. Disponible en: http://www.juriglobe.ca/eng/syst-onu/rep-sys-juridique.
php#syst2 (fecha de consulta: 29 de agosto de 2020). También es importante mencionar que 
tanto en Estados Unidos como en Canadá existen excepciones locales (Luisiana y Quebec, 
respectivamente) que contienen sistema de derecho civil.

78  Francioni, Francesco, “Equity in International Law”, en Wolfrum, Rüdiger (comp.), The 
Max Planck Encyclopedia of Public International Law, Oxford, Oxford University Press, 2012, 
vol. 3, pp. 632-642.

79  Cottier, Thomas y Müller, Jörg Paul, “Estoppel”, en Wolfrum, Rüdiger (comp.), The Max 
Planck Encyclopedia of Public International Law, Oxford, Oxford University Press, 2012, vol. 3, 
pp. 671-677.

80  Brand, Ronald A., op. cit., p. 202.
81  Idem.
82  Ibidem, p. 198. Una formulación similar se encontraba hasta su reforma en el artículo 

9o., parágrafo 3, de la Ley de Jurisdicción Suiza (Schweizer Gerichtsstandgesetz).
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ciones. Las interpretaciones estadounidenses e inglesas más extensas del fo-
rum non conveniens tienen por objeto remitir el proceso al foro que parece 
ser el más adecuado para la resolución del caso. Se utiliza una ponderación 
de criterios públicos y privados, lo que significa que el caso puede tratarse 
mejor en interés de todas las partes y en interés de la justicia.83 En el caso 
Spiliada, un tribunal inglés definió los elementos más importantes para po-
der utilizar el forum non conveniens. Estos criterios fueron acatados por la 
mayoría de los países del common law. De acuerdo con ello, no sólo se debe 
demostrar que Inglaterra es un foro inadecuado para decidir el caso, sino 
que claramente existe un foro más apropiado. La carga de la prueba recae en 
el demandante; pero si el tribunal estima que prima facie existe tal foro, tal 
carga probatoria se traslada hacia el oponente.84

Por consiguiente, la idea del common law es que los casos sean decididos 
por el tribunal materialmente más cercano, mientras que los sistemas de 
derecho civil ponen más relieve en la previsibilidad y efectividad del proce-
so. Mientras que los principios de res iudicata y lis pendens se enfocan princi-
palmente a criterios temporales, el forum non conveniens se concentra en el 
foro más especializado. Es esta discrecionalidad de jueces ante la especiali-
dad de posibles foros, la cual parece ser más apropiada para la coordinación 
de un derecho internacional público moderno. El juez Antonin Scalia, en su 
opinión mayoritaria en el caso American Dredging Co. vs. Miller de la Suprema 
Corte de Estados Unidos, señaló claramente que la doctrina de forum non 
conveniens busca evitar la posibilidad de forum shopping.85

Aún no queda del todo claro cómo la coordinación entre regímenes he-
gemónicos y jerárquicamente iguales se debe definir en la práctica cotidia-
na. Los principios nacionales, cuya tarea es evitar conflictos entre diferentes 
sistemas jurídicos a nivel doméstico y transnacional, pudieran constituirse 
como base. Dadas las características específicas del derecho internacional 
público, la figura de forum non conveniens del common law pareciera la más 
apropiada, y no sus correspondientes figuras de sistemas civiles.

Hasta la fecha, en el derecho internacional no existe jurisprudencia espe-
cífica sobre el forum non conveniens. El ejemplo más concreto en el derecho 

83  Ibidem, p. 200.
84  House of Lords (Reino Unido), Spiliada Maritime Corp vs. Cansulex Ltd. [1986], UKHL 10, 

19 de noviembre de 1986.
85  Suprema Corte de Estados Unidos, American Dredging Co. vs. Miller, 510 U.S. 443 (1994), 

23 de febrero de 1994.
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internacional público corresponde al caso MOX-Plant, que implicó una serie 
de quejas y demandas por parte de Irlanda en contra de una planta nuclear 
británica en el mar irlandés, cerca de Sellafield. El gobierno irlandés adju-
dicó el caso a tres órganos de solución de controversias diferentes: primero, 
con base en el Convenio para la Protección del Medio Marino del Atlánti-
co Nororiental (OSPAR); segundo, con fundamento en la Convención de 
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar (Convemar), y tercero, en el 
Tribunal de Justicia por violación del derecho de la Unión Europea. El caso 
es notablemente llamativo por la decisión procesal del Tribunal establecido 
con fundamento en el anexo VII de la Convemar. Si bien este Tribunal ha 
permitido medidas preliminares, también ha suspendido sus propios proce-
dimientos en espera de tener más clara la situación respecto al derecho de 
la Unión Europea.86 Esto es, se retiró voluntariamente porque, en su opi-
nión, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea se encontraba más cercano 
al derecho sustantivo y material. Finalmente, el caso fue resuelto por éste.

A todo ello, resulta importante destacar que el procedimiento del Tribu-
nal del anexo VII es similar, por lo tanto, a la figura nacional del forum non 
conveniens; incluso, sus criterios nacionales del common law no resultan di-
rectamente aplicables a la lógica y las realidades del derecho internacional. 
Esta interpretación es, de igual modo, consistente con la figura de derecho 
material de lex specialis, y parece ser adecuada para regímenes especializa-
dos. En ambos casos prevalecen reglas especializadas sobre la aplicación 
de criterios con una estricta secuencia temporal. Sin embargo, el diseño 
exacto de estas reglas —requiere, en principio, la aceptación de todos los 
regímenes especializados— debe definirse por la práctica emergente en el 
derecho internacional y sus correspondientes contribuciones científicas.

Sin embargo, y dado que el derecho internacional público reconoce los 
principios básicos del derecho civil, esto también puede aplicarse a sus co-
rrespondientes principios del common law.

Todos estos principios de derecho civil tienen como objetivo realizar una 
función de coordinación y equilibrio entre diferentes foros y sistemas lega-
les. En este sentido, las preguntas que corresponden realizarse serían las si-
guientes: en qué medida estos principios pueden integrarse en las realidades 
del derecho internacional, y en qué medida los Estados y órganos de reso-

86  Churchill, Robin R., “MOX Plant Arbitration and Cases”, en Wolfrum, Rüdiger (comp.), 
The Max Planck Encyclopedia of Public International Law, Oxford, Oxford University Press, 2012, 
vol. 7, pp. 403-410.
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lución internacional de controversias internacionales especializados aplican, 
adaptan y desarrollan dichos principios en la práctica.

V. A manera de conclusión

Como sabemos, el derecho internacional contemporáneo se caracteriza por 
su especialización. Sus regímenes, como el derecho comercial internacio-
nal, la protección internacional de derechos humanos o el derecho ambien-
tal internacional, son sólo los ejemplos más conocidos de su fragmentación. 
Muchos de estos regímenes establecen sus propios órganos de solución de 
controversias, los cuales se caracterizan por su reclamo de hegemonía.

Cabe mencionar que, hasta la fecha, en materia de derechos humanos no 
ha existido mayor acercamiento hacia el derecho de la OMC u otros regí-
menes; pero debido a su característica, resulta indudable que prevalecería 
su propio sistema. En suma, y hasta ahora, los organismos externos de solu-
ción de controversias, sin tener obligación expresa, han hecho referencia a 
la OMC en aproximadamente 150 ocasiones. La principal razón de ello es la 
práctica de garantizar una interpretación armoniosa del derecho internacio-
nal. El mismo principio se puede observar en casos del derecho ambiental 
internacional, a pesar de que sus referencias hacia otros regímenes se limitan 
a opiniones de carácter concurrente o disidente.

Todo lo antes señalado supone una necesaria coordinación entre regíme-
nes, la cual sólo puede proporcionar el derecho internacional público ge-
neral. No obstante, ni las Naciones Unidas ni la CIJ y tampoco la CVDT 
cuentan con la calidad y las características para proporcionar dicha coordi-
nación. Es imposible establecer jurisdicción ante la CIJ con la participación 
de áreas comerciales o incluso individuos, tal y como lo hacen los regíme-
nes del derecho internacional moderno. Adicionalmente, ésta carece de una 
aceptación universal, ya que sólo una tercera parte de los Estados reconoce 
plenamente su jurisdicción. Aunque la CVDT es considerada —por lo me-
nos parcialmente— una constitución de materia procesal del derecho inter-
nacional, sus disposiciones carecen de elementos suficientes que pudieran 
resolver conflictos entre regímenes especializados. Hemos de recordar que 
la CVDT fue negociada antes del advenimiento de regímenes especializados 
en el derecho internacional y, en consecuencia, se enfoca a criterios tempo-
rales, y no ya a resolver conflictos de especialidad.
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Hay que hacer notar que una posible coordinación entre regímenes es-
pecializados se pudiera lograr a través del principio de una interpretación 
armoniosa del derecho internacional. Este principio parece ser reconocido 
en todos los regímenes especializados y podría consolidarse como derecho 
consuetudinario. De la misma manera, se pudiera fundamentar una base 
legal en los derechos procesales nacionales que, como principios generales 
de derecho, resultarían igualmente aplicables en derecho internacional pú-
blico. Sin embargo, el common law pareciera más adecuado que los corres-
pondientes principios del derecho civil, los cuales, al igual que en la CVDT, 
se enfocan a criterios temporales. El forum conveniens —figura clave en el 
common law— parece ser un elemento adecuado para brindar coordinación 
en regímenes especializados.

El caso MOX-Plant entre Irlanda y Gran Bretaña muestra, en la práctica, 
cómo podría desarrollarse una coordinación entre diferentes regímenes. En 
ello, el Tribunal Internacional de Derecho del Mar renunció a la aplicación 
de su jurisdicción, dado que consideró igualmente competente al Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea, estimándolo más cercano al derecho sustanti-
vo. Por último, podemos concluir que se trata de la aplicación de un princi-
pio semejante al forum non conveniens. Sin embargo, en la medida en que este 
principio sea aplicado en la solución de controversias de regímenes especia-
lizados y, por tanto, pueda brindar un papel de coordinación, ha de mostrar 
su futura práctica en el derecho internacional, así como su correspondiente 
discusión científica doctrinal.
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Resumen: Las nociones convergentes buscan contrarrestar la diferencia tratando al derecho 
global como un acuerdo colectivo implementado por arreglos jerárquicos. Por el contrario, las 
concepciones divergentes buscan gestionar la diferencia a través de la coordinación de distin-
tos órdenes normativos. Existe un amplio debate sobre las discrepancias entre estos enfoques, 
pero poco se ha dicho sobre sus afinidades. Así, el propósito de este texto es analizar ambas 
visiones, utilizando el campo de las empresas y los derechos humanos como caso de estudio. 
Al hacerlo, demostraremos que las nociones convergentes y divergentes son compatibles y 
capaces de interactuar en beneficio recíproco, estableciendo relaciones de aprendizaje, man-
teniendo sus propias condiciones de existencia y colaborando en conjunto para el logro de 
objetivos comunes.
Palabras clave: derecho global, enfoque convergente, enfoque divergente, empresas y de-
rechos humanos.

Abstract: Convergent notions seek to counter difference by treating global law as a collective 
agreement implemented by hierarchical arrangements. By contrast, the divergent conceptions 
seek to manage difference through the coordination of distinct normative orders. There is an 
ample debate around the discrepancies between these two approaches, but little has been said 
about their affinities. Thus, the purpose of this text is to analyze both visions, utilizing the field 
of business and human rights as a case study. By doing so, we will prove that convergent and 
divergent notions are compatible and capable to interact for reciprocal benefit, by establishing 
learning relationships, by maintaining the conditions of existence of one another, and by colla-
borating as a whole to achieve common objectives.
Key words: global law, convergent approach, divergent approach, business and human rights.

Résumé: Les notions convergentes cherchent à contrer la différence en traitant le droit mondial 
comme une convention collective mise en œuvre par des accords hiérarchiques. Au contraire, 
les conceptions divergentes cherchent à gérer la différence par la coordination d’ordres norma-
tifs distincts. Il existe un vaste débat autour des divergences entre ces deux approches, mais peu 
a été dit sur leurs affinités. Donc, le but de ce texte est d’analyser les deux visions, en utilisant 
le domaine des entreprises et des droits de l’homme comme étude de cas. Ce faisant, nous 
prouverons que les notions convergentes et divergentes sont compatibles et capables d’interagir 
pour un bénéfice réciproque, en établissant des relations d’apprentissage, en maintenant les 
conditions d’existence les unes des autres et en collaborant dans leur ensemble pour atteindre 
des objectifs communs.
Mots-clés: droit mondial, approche convergente, approche divergente, entreprises et droits 
de l’homme.
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I. Introduction

In his book, Intimations of Global Law, Neil Walker1 highlights the distinction 
between two conceptions of global law: legal convergence and legal diver-
gence.2 Regarding the first one, this author affirms that convergent notions 
seek to counter or overcome difference by treating global law as the object of 
a collective agreement, which involves a vertical arrangement of authorita-
tive global rule-making or rule-application.3 As well, concerning the second 
approach, Neil Walker asserts that divergence-accommodating conceptions 
seek to manage difference by employing global law as a means of tracking, 
harnessing and confining diversity, which involves a horizontal framework of 
co-ordination of different regimes or normative orders.4

There has been an ample debate around the differences between conver-
gent and divergent approaches of global law, but little has been said about 
their coincidences and the way they can interact to address the increasing 
complexity of the post-national legal landscape. Consequently, the purpose 
of this piece is to analyze these two conceptions of global law through a 
theoretical-correlational method, and utilizing the field of business and hu-
man rights as a case study. After doing so, we will arrive to the conclusion 
that convergent and divergent approaches are not only compatible, but they 
are also capable to interact for reciprocal benefit, by establishing learning 
relationships, by creating and maintaining the conditions of existence of 
one another, and by collaborating as a whole to achieve common objectives.

To support this conclusion, in chapter II, we will study the concepts of 
global law, legal convergence and legal divergence. In chapter III, we will 
review the different regulatory initiatives that have been proposed in the 
field of business and human rights and we will point out their convergent or 
divergent features. Finally, in chapter IV, we will demonstrate the compati-
bility of these two approaches and identify how they have been interacting 
through reciprocal reinforcing relations.

1  Scottish lawyer and professor at the School of Law of the University of Edinburgh.
2  Walker, Neil, Intimations of Global Law, Cambridge, Cambridge University Press, 2014, 

p. 55.
3  Idem.
4  Idem.
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II. Conceptual Framework

What do we mean when we talk about global law? Several definitions can 
be proposed, depending on which specific characteristic of this concept one 
wants to emphasize. However, broadly speaking, we can say that global law 
refers to a general endorsement or commitment to some rules and stan-
dards at the planetary level.5 In this sense, there is no territorial limit to the 
jurisdiction of global law, as it rests on a flexible notion of state sovereignty, 
in which the boundaries between the national and the international are po-
rous and blurred.

But is it possible to obtain universal consensus on a particular matter? 
Is it feasible that all countries in the world agree on and abide by concrete 
norms, despite their political, economic, and cultural differences? If this is 
so, which is the best way to achieve this level of compromise? And more im-
portant, which is the most effective alternative to ensure compliance with 
those obligations once they are created?

The answers to these questions are still under debate. In general terms, 
and with varying nuances, the spectrum of this discussion has transited bet-
ween two different conceptions of global law: legal convergence and legal 
divergence.6 In the following sections, we will identify the principal charac-
teristics of each of these visions.

1. Convergent Approach of Global Law

From a convergent standpoint, global law is conceived as the result of a 
collective agreement. Therefore, it is based on the voluntary commitments 
of the states, which are captured in international treaties and conventions.7 

5  Idem.
6  Idem. With some modulation, these notions also encompass the distinction between inte-

grated and fragmented international law, as Martti Koskenniemi and the Study Group of the 
International Law Commission discern in: United Nations, General Assembly, “Fragmentation 
of International Law: Difficulties Arising from the Diversification and Expansion of Internatio-
nal Law”, Report of the Study Group of the International Law Commission, A/CN.4/L.682, 
13 April 2006.

7  Ibidem, p. 58.
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As well, this notion tends to conceive global law as an integrated, all-en-
compassing and systematized set of rules, which pulls towards a common 
normative direction.8 Thus, global law is mostly composed of hard law, that 
is, legally binding obligations with their correspondent enforceable rights 
and duties.9 In this sense, a convergent approach involves the conformation 
of vertical and hierarchical structures, to produce and enforce global law, 
as it operates in a pyramidal, top-down fashion.10

One example of a convergent approach of global law can be found in the 
traditional UN system. This supranational organization is composed exclu-
sively by states, whose agreements produce rules and standards, mainly, 
through binding treaties that become the higher law.11 As well, the core 
institutions of the UN, namely, the General Assembly, the Security Council, 
the Human Rights Council, and the several monitoring treaty-bodies, ope-
rate with a highly normative authority upon the states.12 This is why the UN 
system can be considered as a prototype of global law, and as a reference to 
be replicated in the different fields of international law.

However, the UN system is not exempt from limitations. One of the most 
important, is that its membership is limited to states alone, leaving aside 
international organizations and transnational corporations, among other re-
levant actors.13 As well, as it is based on voluntary commitments, if one state 
is not a member of the UN, or if a member does not ratify a particular trea-
ty, there is not much that can be done to regulate its behavior.14 Moreover, 
and despite their vertical structure, the monitoring committees have not 
achieved widespread compliance with the obligations established in the UN 
treaties and conventions.15

Furthermore, as Gráinne de Búrca, Robert Keohane and Charles Sabel 
assert, the convergent vision of global law is a very stiff model of governan-

8  Ibidem, p. 59.
9  Choudhury, Barnali, “Balancing Soft and Hard Law for Business and Human Rights”, 

International and Comparative Law Quarterly, Cambridge, vol. 67, no. 4, 2018, p. 963.
10  Walker, Neil, op. cit., p. 55.
11  Ibidem, p. 62.
12  Ibidem, p. 60.
13  Ruggie, John Gerard, “Global Governance and New Governance Theory: Lessons from 

Business and Human Rights”, Global Governance, Boston, vol. 20, 2014, p. 8.
14  Walker, Neil, op. cit., p. 62.
15  Ruggie, John Gerard, “Global Governance…”, op. cit., p. 8.
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ce.16 Consequently, it cannot be easily adapted to new circumstances, since 
the generation and modification of the law depend on the consensus of the 
countries, which is difficult to achieve.17 Therefore, it can rapidly become 
obsolete and increase the gaps between regulation and the issues that it in-
tends to solve.18

Likewise, these scholars argue that the creation of convergent modes of 
governance is becoming increasingly difficult.19 In the past, general consen-
sus on a particular matter was almost imposed by western powers to weaker 
states.20 However, today we are experiencing a shift in the global power dy-
namics, marked by the rising of new strong countries, such as China, India, 
Brazil, Russia and South Africa, which support other developing countries. 
Consequently, nowadays it is not simple to achieve universal agreement in 
the international arena, especially on contested topics.21

For these reasons, as a response to the rigid, state-centered, hierarchical 
and binding approach, divergent notions of global law have been developed. 
Let us analyze the main characteristics of these visions.

2. Divergent Approach of Global Law

Traditionally, domestic legal systems are based on a constitution, which 
represents the exclusive source and the primordial validity criterion of any 
other law. Consequently, when people think about global law, they tend  
to imagine a top-down structure, similar to national constitutionalism and to 
the convergent approach that we have just analyzed.22 Nevertheless, if one 
reviews the existing international regulations, the framework that appears is 
quite diverse.23

16  Búrca, Gráinne de et al., “New Modes of Pluralist Global Governance”, New York Univer-
sity Journal of International Law and Politics, New York, vol. 45, no. 1, 2013, p. 729.

17  Idem.
18  Ibidem, p. 735.
19  Ibidem, p. 736.
20  Idem.
21  Idem.
22  Krisch, Nico, “Pluralism in Postnational Risk Regulation: The Dispute over GMOs and 

Trade”, Transnational Legal Theory, London, vol. 1, 2010, p. 1.
23  Idem.
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In a globalized world, it is inevitable for states and non-state actors to 
face different obligations, which are originated by several treaties and other 
sources of international law.24 For this reason, nowadays we are immersed 
in a plural and fragmented order, conformed by many different regimes 
that tend to regulate specific fields of international law, such as trade, in-
vestment, environment, human rights, among others.25 However, oftenti-
mes the scope of one regime overlaps with the regulatory field of another, 
so they duplicate functions and compete for authority.26 As well, the di-
fferent international regimes also connect with the domestic and regional 
regulations that address the same issues.27 Therefore, two types of plura-
lism can be identified.28 Firstly, a horizontal type, which is marked by the 
coexistence and competition between different international regimes,29 
and secondly, a vertical type, characterized by the interaction of the in-
ternational, regional and national legal systems.30 Consequently, what we 
have in reality is not an integrated and organized structure, but rather a 
regime complex, that is, an array of overlapping and fragmented regimes 
that govern a particular area, with no overarching rules to clarify, delimit 
and define their interaction.31

In this sense, divergent approaches of global law are not based on the 
idea of a singular legal order that operates hierarchically, as the convergent 
visions propose. Conversely, divergent notions of global law are focused on 
the organization and alignment of the different regimes that coexist in a 

24  Klabbers, Jan and Trommer, Silke, “Peaceful Coexistence: Normative Pluralism in In-
ternational Law”, in Klabbers, Jan and Piiparinen, Touko (eds.), Normative Pluralism and Inter-
national Law: Exploring Global Governance, Cambridge, Cambridge University Press, 2013, 
p. 67.

25  Krisch, Nico, op. cit., p. 9.
26  Idem.
27  Ibidem, p. 13.
28  Nollkaemper, Andre, “Inside or Out: Two Types of International Legal Pluralism”, in 

Klabbers, Jan and Piiparinen, Touko (eds.), Normative Pluralism and International Law: Exploring 
Global Governance, Cambridge, Cambridge University Press, 2013, p. 94.

29  Krisch, Nico, op. cit., p. 9.
30  Ibidem, p. 13.
31  Bodansky, Daniel, “Climate Change: Transnational Legal Order or Disorder?”, in Halli-

day, Terrence and Shaffer, Gregory (eds.), Transnational Legal Orders, Cambridge, Cambridge 
University Press, 2015, p. 301.

 
http://www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx https://revistas.juridicas.unam.mx

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2021 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-internacional/issue/archive

DOI: http://dx.doi.org/10.22201/iij.24487872e.2021.21.15624



AL
EJ

AN
D

RO
 S

ÁN
CH

EZ
 G

O
N

ZÁ
LE

Z

42 Anuario Mexicano de Derecho Internacional, 
vol. XXI, 2021, pp. 35-59

plural and heterarchical context,32 as well as in the mutually reinforcing re-
lations that can be built between each other.33

Additionally, unlike convergent visions of global law, divergent approa-
ches are open to engage with non-state actors and to complement hard law 
regulation with soft law initiatives, that is, with non-binding principles, gui-
delines and standards that, despite their lack of enforceability, can create 
social expectations and modify behaviors.34 These alternatives are based on 
the idea that the primordial condition for the existence of a law is not enfor-
cement, but rather the shared understanding of the expected conducts.35 In 
this sense, divergent approaches of global law are very flexible and adaptable 
to change. Therefore, they are especially useful in circumstances where ge-
neralized consensus cannot be obtained, or when governments are reluctant 
to accept binding obligations.36 In such cases, a divergent approach, even in 
the form of soft law, is preferable to no regulation at all.37

Nevertheless, the effectiveness of divergent notions of global law is con-
tested due to its softness and, consequently, its inability to alter the behavior 
of the states. What substantive changes can be obtained if compliance with 
international standards depends on the promises and goodwill of the sta-
tes and other international actors? How can non-binding responsibilities be 
stronger than obligations with full normative content? In which way can a 
horizontal and heterarchical framework be more effective than a vertical and 
hierarchical structure? In the following sections of this essay, we will address 
these questions, using the field of business and human rights as a case study. 
Our objective is to move beyond the convergent-divergent debate, as if they 
were mutually excluding approaches, and demonstrate not only that they can 
coexist, but also how they interact and the positive results that can be obtai-
ned through such interaction.

32  Búrca, Gráinne de et al., “New Modes of Pluralist…”, op. cit., p. 730. And this is perhaps 
the specific difference between divergent notions (as a genre) and fragmentation (as one of its 
species). While fragmentation relates, mainly, to the emergence of different specialized and 
autonomous systems, divergence seeks the coordination of such systems.

33  Rodríguez Garavito, César, “The Future of Human Rights: From Gatekeeping to Sym-
biosis”, SUR International Journal on Human Rights, São Paulo, vol. 11, no. 20, 2014, p. 500.

34  Choudhury, Barnali, op. cit., p. 963.
35  Brunnée, Jutta and Toope, Stephen, Legitimacy and Legality in International Law: An Interac-

tional Account, Cambridge, Cambridge University Press, 2010, p. 335.
36  Idem.
37  Ibidem, p. 964.
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III. Convergent and Divergent Approaches of Global  
Law in the Field of Business and Human Rights

Traditionally, human rights are conceived as barriers to the exercise of pu-
blic power, only opposable against the state.38 However, this notion has chan-
ged, since other actors, such as private corporations, have recently acqui-
red significant power, which represents a threat to fundamental freedoms.39 
Consequently, there have been several attempts to regulate the behavior of 
business enterprises in regards to human rights, and minimize the adverse 
impacts that the commercial activities can have on workers, communities 
and the environment.40

Since the 1970s, the UN has tried to create regulation to address this is-
sue.41 As well, other international organizations, such as the Organization 
for Economic Cooperation and Development (OECD) and the Internatio-
nal Labor Organization (ILO) have put into effect guidelines and principles 
on this same subject matter.42 These initiatives have been complemented 
by the UN program of the Global Compact,43 and with the failed proposal 
of the Norms on the Responsibilities of Transnational Corporations and 
other Business Enterprises with Regard to Human Rights (the Norms).44

38  Weissbrodt, David and Kruger, Muria, “Human Rights Responsibilities of Business as 
Non-State Actors”, in Alston, Philip (ed.), Non-State Actors and Human Rights, Oxford, Oxford 
University Press, 2005, p. 315.

39  Alston, Philip, “The Not-A-Cat Syndrome: Can the International Human Rights Re-
gime Accommodate Non-State Actors?”, in Alston, Philip (ed.), Non-State Actors and Human 
Rights, Oxford, Oxford University Press, 2005, p. 3.

40  Weissbrodt, David and Kruger, Muria, op. cit., p. 318.
41  Such as the United Nations Code of Conduct on Transnational Corporations, adopted 

by resolution of the UN Economic and Social Council in 1974.
42  Namely, the OECD Guidelines for Multinational Enterprises, and the ILO Tripartite 

Declaration of Principles concerning Multinational Enterprises, which was complemented in 
1998 with the Declaration of Fundamental Principles and Rights at Work.

43  A voluntary initiative to encourage companies to embrace ten principles concerning en-
vironmental protection, anti-corruption strategies and international human rights. For more 
information, see United Nations, “Global Compact”, 2020, available at: https://www.unglobal 
compact.org/.

44  A mandatory standard applicable to all corporations, that did not obtain the endorse-
ment from the UN Commission on Human Rights.
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The case of the Norms is of particular salience, since they were drafted 
in a very convergent fashion, with the intent of imposing multiple binding 
obligations upon all kinds of corporations, whose compliance would be mo-
nitored by different mechanisms.45 Nevertheless, by the time they were dis-
cussed by the UN Commission on Human Rights (currently the UN Human 
Rights Council) they were rejected because they were considered unneces-
sary, overreaching and too binding.46

In this sense, the convergent approach of the Norms determined its fai-
lure. For this reason, when John Gerard Ruggie was appointed as a special 
representative of the UN Secretary-General (SRSG), with the mandate of 
developing a regulatory framework concerning business and human rights, 
he decided to adopt a divergent approach. By doing so, he achieved the en-
dorsement of the Guiding Principles on Business and Human Rights (GPs) 
by the UN Human Rights Council.47 In the following section, we will brie-
fly analyze the GPs to identify their divergent characteristics.

1. The Divergent UN Guiding Principles on Business  
and Human Rights

Taking into account that the Norms were discarded by the UN, mainly, 
because of their convergent character, the SRSG developed a divergent ini-
tiative, in the form of soft law,48 which did not involve the creation of new 
international obligations.49 On the contrary, the GPs were based on exis-
ting international and national law, as well as on the implementation of due 
diligence processes within the corporations.50

45  Alston, Philip and Goodman, Ryan, International Human Rights, Oxford, Oxford Univer-
sity Press, 2013, p. 1468.

46  Idem. Apart from being binding, it is because of the stiff and vertical scaffolding propo-
sed by the Norms, that they can be characterized within the convergent approach.

47  Ruggie, John Gerard, Just Business: Multinational Corporations and Human Rights, New York, 
Norton and Company, 2013, p. xi.

48  Although soft law is a tool widely used within the divergent approach, it only represents 
one of its possible elements, as divergent notions promote the alignment of different regimes, 
that can be configured by hard or soft law, as well as public and corporate governance both in 
the international and national level.

49  Ruggie, John Gerard, Just Business…, cit., p. xii.
50  Ibidem, p. xxii.
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This structure was proposed by the SRSG because he realized that the 
behavior of business enterprises was determined by three different systems 
of regulation: public governance (international and national law), corporate 
governance (codes of conduct and management processes) and civil gover-
nance (social expectations and social mobilization).51 Therefore, to modify 
the conduct of corporations it was necessary to align these three systems of 
regulation towards the same objective: the safeguard of human rights.52

To this effect, the SRSG developed the Protect, Respect and Remedy Fra-
mework.53 The verb protect is addressed to the states and is related to pu-
blic governance, that is, to the compliance with international and national 
regulations.54 Hence, according to the GPs, the states have the obligation 
to protect human rights against violations from any third party, including 
corporations.55 For its part, the verb respect is directed to corporations, 
to which the SRSG vested the non-binding responsibility to respect human 
rights. To this effect, every company should avoid human rights violations by 
identifying risks and adopting due diligence processes to minimize them.56 
Finally, the state and the corporations must ensure effective remedy for the 
victims of human rights violations through legal procedures, mediation me-
chanisms and private agreements.57

In this sense, as César Rodríguez Garavito asserts, the GPs should be un-
derstood in two dimensions.58 First, the static dimension of the GPs refers 
to the rules and standards that are expressed in the document.59 Second, the 
dynamic dimension is characterized by new regulatory strategies that can 
be built upon the GPs, to ensure that corporations will comply with their 
duties.60 Consequently, another divergent feature of the GPs is that they are 

51  Ibidem, p. 78.
52  Idem.
53  United Nations Guiding Principles on Business and Human Rights (2011), general prin-

ciples.
54  Ibidem, principle 1.
55  Idem.
56  Ibidem, principle 15.
57  Ibidem, principle 26.
58  Rodríguez Garavito, César, “Business and Human Rights: Beyond the End of the Be-

ginning”, in Rodríguez Garavito, César (ed.), Business and Human Rights: Beyond the End of the 
Beginning, Cambridge, Cambridge University Press, 2017, p. 11.

59  Idem.
60  Idem.
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not a fixed document.61 On the contrary, they represent an ongoing process 
that is in constant interrelation with different regulatory systems.62

Consequently, the current regulation of the field of business and human 
rights is informed by a divergent approach, due to the following reasons:

	– First, within a horizontal type of pluralism,63 the UN GPs coexist in 
a heterarchical way with other international initiatives, such as the 
OECD Guidelines for Multinational Enterprises, the ILO Tripartite 
Declaration and the UN Global Compact.64

	– Second, there are no overarching rules that determine or delimit the 
scope of application of each of those initiatives.

	– Third, in a vertical type of pluralism,65 the GPs are also connected to na-
tional legislations, when they emphasize the state’s obligation to protect 
human rights, and to provide state-based remedies to the victims. In this 
particular point, we can identify a hybrid model, in which the soft law of 
the GPs is combined and complemented by domestic hard law.

	– Fourth, the GPs engage with both state and non-state actors. On the 
one hand, they involve corporations, when they encourage them to im-
plement human rights due diligence processes (as an expression of their 
responsibility to respect them), and when they ask them to provide 
and participate in remedial mechanisms.66 On the other hand, although 
it is minimally, they also include the participation of civil society for 
the identification of risks, and as a participant in the remedial mecha-
nisms.67

	– Finally, the structure designed by the GPs satisfies the characteristics 
of a polycentric or experimentalist governance.68 According to Char-

61  Ruggie, John Gerard, “Hierarchy or Ecosystem? Regulating Human Rights Risks of Mul-
tinational Enterprises”, in Rodríguez Garavito, César (ed.), Business and Human Rights: Beyond 
the End of the Beginning, Cambridge, Cambridge University Press, 2017, p. 44.

62  Idem. As we said, those systems comprise public, corporate and civil governance, at the 
international and national level.

63  Krisch, Nico, op. cit., p. 9.
64  Choudhury, Barnali, op. cit., p. 967.
65  Krisch, Nico, op. cit., p. 13.
66  United Nations Guiding Principles on Business and Human Rights (2011), principles 3 

and 25.
67  Idem.
68  Rodríguez Garavito, César, “Business and Human Rights…”, op. cit., p. 41.
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les Sabel and Jonathan Zeitlin, and experimentalist governance is cha-
racterized by (i) the establishment of open-ended goals, (ii) the parti-
cipation of a wide array of actors in order to achieve such objectives, 
(iii) a horizontal interrelation between actors and regulatory systems, 
(iv) and by a constant improvement process.69 In this case, the purpose 
of the GPs is to orient public, corporate and civil governance towards 
the safeguard of human rights.70 As well, the achievement of this goal 
is entrusted to several actors, such as states, business enterprises and 
civil society.71 Moreover, according to the GPs, corporations have the 
responsibility to communicate progress on the implementation of hu-
man rights due diligence processes,72 so the public and corporate go-
vernance can be constantly reviewed.73

Consequently, the main characteristics of a divergent approach of global 
law are present in the regulation of business and human rights. This alterna-
tive was followed by the SRSG because it was imperative to lay down a regu-
lation in this field, and it was preferable to conceive it in a divergent fashion, 
as it had to be flexible enough to deal with the challenges posed by globali-
zation, and because, at that moment, a convergent approach, akin to the one 
of the Norms, would not have obtained the endorsement of the UN.74

Nevertheless, the GPs have been strongly criticized because, as Christi-
ne Parker and John Howe argue, the safeguard of human rights cannot be 
conditioned to corporate goodwill.75 Therefore, many human rights profes-
sionals have insisted on a convergent alternative, such as a binding treaty on 
business and human rights and the establishment of an international human 

69  Búrca, Gráinne de, “Experimentalism and the Limits of Uploading: The EU and the UN 
Disability Convention”, in Zeitlin, Jonathan (ed.), Extending Experimentalist Governance? The Eu-
ropean Union and Transnational Regulation, Oxford, Oxford University Press, 2015, p. 298.

70  United Nations Guiding Principles on Business and Human Rights (2011), general prin-
ciples.

71  Idem.
72  Ibidem, principle 21.
73  Ibidem, principle 17 (c).
74  Ruggie, John Gerard, “Hierarchy or Ecosystem? Regulating…”, op. cit., p. 48.
75  Parker, Christine and Howe, John, “Ruggie’s Diplomatic Project and its Missing Regu-

latory Infrastructure”, in Mares, Radu (ed.), The UN Guiding Principles on Business and Human 
Rights, Leiden, Martinus Nijhoff Publishers, 2012, p. 273.
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rights court.76 In the following section, we will study and assess the charac-
teristics of this convergent initiative.

2. The Convergent Proposal for a Treaty on Business and Human Rights

In June 2014, following a proposal from Ecuador and South Africa, the 
UN Human Rights Council approved the creation of an intergovernmental 
working group with the mandate of elaborating a legally binding treaty to 
regulate the adverse impact of corporations on human rights.77 The suppor-
ters of this instrument argued that, due to the centrality of this issue, it 
was necessary to produce a mandatory initiative with the same normative 
strength as the ones that exist in the field of trade and investment.78 As well, 
they considered that, without the binding effect and enforceability of the 
obligations, the protection and respect of human rights would be sporadic 
and inconsistent, as they would depend on the good intentions of corpora-
tions.79 Moreover, as David Bilchitz argues, the creation of a binding treaty 
is necessary to clarify the obligations of corporations, create direct legal ac-
tions against them and serve as a reference for the development of domestic 
legislation.80

However, the critics of this initiative highlight the difficulty and unfeasi-
bility of negotiating and adopting a treaty, due to the lack of political will of 
the states for doing so.81 In this sense, the considerable amount of time and 
effort dedicated to the business and human rights treaty might become futi-
le, if it is very unlikely that countries will endorse the final project.82

76  See Deva, Surya and Bilchitz, David (eds.), Building a Treaty on Business and Human Rights: 
Context and Contours, Cambridge, Cambridge University Press, 2017.

77  Bilchitz, David, “Introduction: Putting Flesh on the Bone”, in Deva, Surya and Bilchitz, 
David (eds.), Building a Treaty on Business and Human Rights: Context and Contours, Cambridge, 
Cambridge University Press, 2017, p. 7.

78  Nolan, Justine, “A Business and Human Rights Treaty”, in Baumann-Pauly, Dorothée and 
Nolan, Justine (eds.), Business and Human Rights: From Principles to Practice, Melbourne, Rout-
ledge, 2016, p. 95.

79  Idem.
80  Ibidem, p. 97.
81  Idem. The expectation that corporations should respect human rights is still recent, so it 

has not yet obtained the international consensus to be considered as a legal obligation.
82  Ibidem, p. 95. As it happened to the Norms, which were rejected by the former UN 

Human Rights Commission.
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Moreover, as John Gerard Ruggie considers, the binding human rights 
treaties that have been adopted until now have not proven to be entirely suc-
cessful.83 On the contrary, the Human Rights Council, through the Univer-
sal Periodic Review, and the different treaty-committees, are struggling to 
comply with their monitoring duties, even when they are focused on specific 
sets of human rights and a limited number of countries.84 Consequently, in 
this field, the task will be even more challenging, since there will be an un-
countable number of corporations whose obligations in regards to the whole 
catalog of human rights must be supervised.85

On another note, there is still no consensus on the scope of the treaty.86 
Concerning the regulatory targets, there is debate around the type of cor-
porations that will be considered as duty-bearers.87 Different alternatives are 
under review: a treaty directed to all types of corporations, an instrument 
focused solely on transnational enterprises, or even several covenants addres-
sing companies by commercial sector.88 As well, in regards to which human 
rights should be included in this initiative, several options are being studied, 
from a treaty focused exclusively on gross human rights violations, or an am-
bitious project that involves all the internationally recognized human rights.89

Another pending issue is related to the institutional scaffolding that will 
be necessary to ensure compliance with the business and human rights trea-
ty. Will it follow the traditional reporting-monitoring mechanism of the 
treaty-committees? Or will it be a Human Rights Court, similar to the In-
ternational Criminal Court, in charge of adjudicating claims against corpo-
rations for human rights violations? In any case, binding obligations require 
a body that ensures their fulfillment with the ability to impose enforceable 
sanctions. Consequently, the institutional structure will likely adopt a verti-
cal and hierarchical form, in line with the characteristics of the convergent 
approach of global law.90

83  Ruggie, John Gerard, Just Business…, cit., p. 60.
84  Idem.
85  Ibidem, p. 64.
86  Deva, Surya, “Scope of the Proposed Business and Human Rights Treaty”, in Deva, Surya 

and Bilchitz, David (eds.), Building a Treaty on Business and Human Rights: Context and Contours, 
Cambridge, Cambridge University Press, 2017, p. 154.

87  Idem.
88  Ibidem, p. 155.
89  Idem.
90  Walker, Neil, op. cit., p. 55.
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Hence, the question here is to determine if the proposal of a treaty on bu-
siness and human rights, as a convergent approach, is inevitably incompatible 
with the divergent approach proposed by the GPs. In the next section we 
will argue, first, that the convergent and divergent approaches of global law 
are compatible and, thus, they can coexist in the field of business and human 
rights. And second, we will identify the types of interactions that happen 
between them, as well as the contribution that one approach can make to the 
other, to achieve the objective that both have in common: the protection of 
human rights against corporate abuse.

IV. The Compatibility and Interaction between Divergent  
and Convergent Approaches of Global Law in the Field  

of Business and Human Rights

In this chapter, we will justify that the GPs are compatible and can coexist 
with the proposed treaty on business and human rights. Then, after analyzing 
the different exchanges that occur between them, we will argue that, in the 
field of business and human rights, the divergent approach, far from being 
an obstacle, constitutes a necessary starting point for future convergent de-
velopments.

1. Compatibility

Currently, we are experiencing an expansion of the field of human rights.91 
This expansion is not only related to the creation of new rights at the univer-
sal and regional systems (such as the rights of persons with disabilities or the 
rights of indigenous peoples), or to the incorporation of different duty-bea-
rers (as it currently happens with corporations).92 This enlargement is also 
associated with the adoption of new forms of regulation and adjudication, 
which move beyond the traditional top-down procedures, as it is the case of 
the GPs.93 Thus, in the view of César Rodríguez Garavito, both the old and 

91  Rodríguez Garavito, César, “The Future of Human Rights…”, op. cit., p. 505.
92  Idem.
93  Idem.
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new elements are now coexisting and horizontally interrelating with each 
other, as if they were living species in an ecosystem.94 Consequently, rather 
than competing and excluding one another, they must create symbiotic and 
mutually reinforcing relations among themselves.95

In this sense, in the regulatory model proposed by the GPs, voluntary and 
mandatory initiatives are not mutually excluding features.96 On the contrary, 
the GPs require that new strategies be built upon that common platform, 
regardless if they are conceived in a divergent or convergent fashion. Mo-
reover, as John Gerard Ruggie affirms, the GPs are not a silver bullet capable 
to solve all problems.97 Consequently, they should not be considered as a 
finished work, but rather as the point of departure for new strategies, even 
for the long-term proposal of a binding treaty.98

This situation can be considered as a facet of horizontal legal pluralism,99 
in which, at the international level, the overlapping systems established by 
different sources (namely the GPs and the treaty), can perfectly coexist. 
And although it is troublesome to determine which regime should prevail 
in governing a particular case, this problem is not uncommon to many areas 
of international law and, consequently, it does not prevent the coexisten-
ce of different systems in the same time and regulatory space.100

Once we have determined the compatibility of the convergent and diver-
gent approaches in the field of business and human rights, let us now conti-
nue with the analysis of the interaction that occurs between them, as well as 
the positive outcomes that this relation brings about.

2. Learning

The first relation that can be identified in the field of business and hu-
man rights is related to the knowledge that the divergent approach acqui-

94  Idem.
95  Idem.
96  Melish, Tara, “Putting Human Rights Back into the UNGP on Business and Human 

Rights: Shifting Frames and Embedding Participation Rights”, in Rodríguez Garavito, César 
(ed.), Business and Human Rights: Beyond the End of the Beginning, Cambridge, Cambridge Uni-
versity Press, 2017, p. 64.

97  Ruggie, John Gerard, Just Business…, cit., chapter 2.
98  Idem.
99  Krisch, Nico, op. cit., p. 9.

100  Klabbers, Jan and Trommer, Silke, op. cit., p. 67.
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red from the previous convergent proposals. In this sense, let us illustrate 
this statement.

In chapter III of this essay, we mentioned that the elaboration of the GPs 
was preceded by the failed attempt of adopting the Norms on the Respon-
sibilities of Transnational Corporations and other Business Enterprises with 
Regard to Human Rights (the Norms).101 We also said that the large ma-
jority of the states rejected this initiative because, among other reasons, it 
was conceived in a convergent fashion, with binding obligations articulated 
trough a stiff and hierarchical scaffolding.102 Consequently, during the draf-
ting process of the GPs, John Gerard Ruggie took into account the features 
that determined the misfortune of the Norms, and with that in mind, he 
decided to take a different road towards the same goal.103

As well, he learned from other failed initiatives with convergent charac-
teristics, such as the 1997 Kyoto Protocol on climate change. In particular, 
he noticed that the convergent attributes of the Kyoto Protocol, which set 
commitment targets with legal force, were less effective than the divergent 
features of the Paris Agreement, which is based on voluntary pledges by the 
states.104 In this sense, after analyzing the political will of the states and the li- 
mitations of the convergent approaches regarding contemporary problems, 
John Gerard Ruggie decided to adopt a divergent and pragmatic position 
through which it was possible to achieve a novel regulation in this field.105

3. Preparation

Occasionally, the adoption of a divergent approach is the first step towards 
the future implementation of a convergent initiative, and vice versa, since 
both of them “can be vehicles for focusing consensus on rules and principles, 
and for mobilizing a consistent, general response on the part of states”.106 
As well, as Jutta Brunnée and Stephen Toope suggest, “legal norms can only 

101  Alston, Philip and Goodman, Ryan, op. cit., p. 1468.
102  Idem.
103  Ruggie, John Gerard, Just Business…, cit., p. xi.
104  Ruggie, John Gerard, “Global Governance…”, op. cit., p. 8.
105  Ruggie, John Gerard, Just Business…, cit., p. xlii.
106  Simmons, Penelope, “The Value-Added of a Treaty to Regulate Transnational Corpora-

tions and Other Business Enterprises”, in Deva, Surya and Bilchitz, David (eds.), Building a 
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arise from social norms based on shared understandings”.107 Consequently, 
“there is no possibility of simply imposing significant social change by fiat in 
the absence of some degree of social consensus, expressed in practice”.108

In this sense, within the field of business and human rights, the initiatives 
that preceded the development of the GPs (such as the Norms on the Res-
ponsibilities of  Transnational Corporations and other Business Enterprises 
with Regard to Human Rights), prepared the conditions that led to their 
endorsement by the UN Human Rights Council. Such initiatives began to 
sensitize the global community about the need to regulate, at the internatio-
nal level, the impact of business on human rights. Consequently, all of them 
contributed to creating shared understandings, which were essential for the 
adoption of the GPs.

In the same way, the current implementation of the GPs is also preparing 
the conditions for the future adoption of a binding treaty. Perhaps by the end 
of the last century, the topic of business and human rights was still new and, 
consequently, there was no political will to accept a binding initiative like 
the Norms. However, after the rejection of this proposal, there was at least 
sufficient consensus to approve the GPs, as a divergent alternative. Conse-
quently, now is the turn of the GPs to strengthen social expectations, conti-
nue building consensus, demonstrate the benefits of regulating the behavior 
of corporations in regard to human rights, and justify to the international 
community the necessity to move forward in this field with the negotiation 
and adoption of a binding treaty or another alternative.

In this regard, and to continue with the progressive implementation of a 
binding initiative, as Penelope Simmons proposes, the next step should be 
to negotiate a framework treaty on business and human rights, “based on 
a reduced set of initial commitments”, so it can be more easily adopted by 
the states.109 After doing so, this reduced treaty will continue to generate 
collective agreement on the necessity of a comprehensive instrument, for 
which nowadays there are not proper conditions and, therefore, “it cannot 
be accomplished overnight”.110

Treaty on Business and Human Rights: Context and Contours, Cambridge, Cambridge University 
Press, 2017, p. 56.

107  Brunnée, Jutta and Toope, Stephen, op. cit., p. 15.
108  Ibidem, p. 159.
109  Simmons, Penelope, op. cit., p. 56.
110  Idem.
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In sum, what we demonstrate in this section is that the interaction bet-
ween the convergent and divergent approaches of global law can be mutually 
beneficial, since each of them contributes to create and maintain the con-
ditions of existence of the other. In the field of business and human rights, 
the failure of a convergent proposal gave way to the implementation of a 
divergent initiative, which is now preparing the terrain again for future con-
vergent developments.

4. Collaboration

In the previous section, we reviewed how the GPs, as a divergent ap-
proach, can be complemented in the future by a convergent treaty on bu-
siness and human rights. However, divergent initiatives do not necessarily 
grow to adopt convergent features. They can continue being divergent and 
collaborate with other convergent proposals to achieve common objectives.

Indeed, the transformation of the GPs into a treaty on business and hu-
man rights is just one option. However, another alternative is to adopt a 
hybrid model, a middle point between convergence and divergence, where 
the international treaty and the GPs coexist and collaborate.111

The failure of the previous convergent proposals demonstrate that com-
prehensive initiatives face strong resistance from the states. Therefore, from 
a pragmatic standpoint, the adoption of a binding instrument would be more 
viable if it is narrow in scope.112 This issue is determined by two aspects: the 
types of companies to which the treaty should apply and the types of human 
rights that it should cover.113 In this sense, the treaty can be limited exclu-
sively to the regulation of transnational companies and gross human rights 
violations.114 Thus, the possibilities of being adopted would be higher, and 
the scope of protection could be complemented by the GPs, which involve 
all types of corporations (regardless their size, sector or areas of operation), 
and encompass any violation of human rights recognized by the UDHR, the 
ICCPR, the ICESCR and the principles determined by the ILO in the Decla-
ration on Fundamental Principles and Rights at Work.115

111  Deva, Surya and Bilchitz, David (eds.), op. cit., p. 172.
112  Idem.
113  Deva, Surya, “Scope of the Proposed…”, op. cit., p. 154.
114  Idem.
115  United Nations Guiding Principles on Business and Human Rights (2011), principle 12.
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A similar approach is being discussed by the UN Working Group on Busi-
ness and Human Rights. Although article 3 of the revised draft of the treaty 
establishes that it shall cover all human rights and apply to all types of corpo-
rations, it gives particular emphasis to the ones of transnational character.116 
We are still far from the adoption of the treaty, but the prevalent idea is that 
it cannot be an all-encompassing instrument.117 In this sense, and although 
the current scope of the revised draft can still be narrowed, the trend leads 
to a hybrid model in which the areas that cannot be governed by the treaty 
will be regulated by the GPs.

On another note, in a pluralist environment, the divergent and conver-
gent approaches, that is the GPs and the international treaty, can collabora-
te as a whole, from the international arena, to set standards and shape the 
production of domestic legislation to minimize the impact of corporations 
on human rights. Consequently, they can also function as an authoritative 
reference for the internalization of international norms.118

In sum, in this chapter we have justified that initiatives with convergent 
and divergent characteristics can collaborate, and that it is precisely in this 
point where, after the learning and preparation processes, the compatibility 
and interaction of both visions can be best represented. Let us now expose 
the conclusions of this essay.

V. Conclusions

After analyzing the convergent and divergent approaches of global law within 
the field of business and human rights, we demonstrated that these two di-
fferent conceptions are not incompatible, since they can perfectly coexist in 
a particular time and regulatory space.

116  UN Working Group on Business and Human Rights, “Revised Draft of the Legally Bin-
ding Instrument to Regulate International Human Rights Law, the Activities of  Transnational 
Corporations and Other Business Enterprises”, 2019, available at: https://www.ohchr.org/Docu 
ments/HRBodies/HRCouncil/WGTransCorp/OEIGWG_RevisedDraft_LBI.pdf.

117  The current discussions on the proposed treaty can be followed in Business and Human 
Rights Resource Centre, “UN Intergovernmental Working Group on Proposed Treaty”, 2020, 
available at: https://www.business-humanrights.org/en/un-intergovt-working-group-on-proposed-treaty.

118  Brunnée, Jutta and Toope, Stephen, op. cit., p. 116.
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As well, the development of the initiatives that have been proposed to 
regulate the impact of business on human rights, shows how the conver-
gent and divergent approaches have interacted in the past. For example, the 
knowledge obtained from the failed experiences of the convergent proposals 
was central for the development of the GPs, as a divergent and innovative 
strategy in this field. As well, each of the initiatives has contributed to create 
and maintain the conditions of existence of one another. The adoption of 
the GPs would have been impossible without the previous rejection of the 
Norms, and the possible adoption of a binding treaty would be unthinkable 
without the current implementation of the GPs. Moreover, the collaboration 
between these two visions of global law might bring about suitable solutions 
in the field of business and human rights, by adopting hybrid models that 
conjugate the implementation of a binding treaty, with a narrow approach, 
and the operation of the GPs that have a wider scope.

Finally, and perhaps more important, this article is a call to move beyond 
the debate about the differences, and focus our attention in the coincidences 
and positive interactions that can occur between these two approaches of 
global law, since this is an underexplored area in which further research is 
needed.
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Resumen: Los derechos políticos son una garantía fundamental en la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, por lo cual el presente artículo busca dar respuesta a la siguiente 
pregunta: ¿cuáles son los estándares convencionales de los derechos políticos en la Corte Inte-
ramericana? Para ello se hizo aplicación de un sistema semiautomático de búsqueda de jurispru-
dencia de este tribunal interamericano, en el marco del uso de la analítica de datos aplicada al 
método de análisis jurisprudencial. El uso de esta herramienta permitió identificar los espacios 
convencionales que la Corte Interamericana ha desarrollado en su jurisprudencia respecto de 
los derechos políticos, como son: a) el derecho a ser elegido; b) el derecho a la igualdad de opor-
tunidades en el acceso y la estabilidad en cargos públicos; c) el derecho a participar en asuntos 
públicos, y d) las limitaciones a los derechos políticos.
Palabras clave: Convención Americana, Corte Interamericana, derechos políticos, inteligen-
cia artificial, espacios convencionales.

Abstract: Political rights are a fundamental guarantee in the American Convention on Human 
Rights; therefore, this article seeks to answer the following question: What are the conventional 
standards of political rights in the Inter-American Court? Applied a semi-automatic system for 
searching jurisprudence of this Inter-American Court, within the framework of the use of data 
analytics applied to the jurisprudential analysis method. The use of this tool allowed identifying 
the conventional spaces that the Inter-American Court has developed in it is jurisprudence re-
garding political rights, such as: a) the right to be elected; b) the right to equal opportunities in 
access and stability in public office; c) the right to participate in public affairs, and d) limitations 
on political rights.
Key words: American Convention, Inter-American Court, political rights, artificial intelli-
gence, conventional spaces.

Résumé: Les droits politiques sont une garantie fondamentale dans la Convention américaine 
relative aux droits de l’homme; par conséquent, cet article cherche à répondre à la question 
suivante: Quelles sont les normes conventionnelles des droits politiques à la Cour interamé-
ricaine? A appliqué un système semi-automatique pour recherche de la jurisprudence de cet-
te Cour interaméricaine, dans le cadre de l’utilisation de l’analyse de données appliquée à la 
méthode d’analyse jurisprudentielle. L’utilisation de cet outil a permis d’identifier les espaces 
conventionnels que la Cour interaméricaine y a développés est la jurisprudence relative aux 
droits politiques, tels que: a) le droit d’être élu; b) le droit à l’égalité des chances en matière 
d’accès et de stabilité dans la fonction publique; c) le droit de participer aux affaires publiques, 
et d) limitations des droits politiques.
Mots-clés: Convention américaine, Cour interaméricaine, droits politiques, intelligence ar-
tificielle, espaces conventionnels.
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I. Introducción

La jurisprudencia emitida por la Corte Interamericana permite identificar 
los parámetros de interpretación de la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos; esto crea la aplicación por parte de la Corte Interamericana 
de un sistema de precedentes judiciales, dando seguridad jurídica al sistema 
interamericano y a los Estados parte del mismo. Además, estos preceden-
tes generan la creación de estándares de protección de derechos humanos 
(DDHH), que deben ser aplicables por todos los Estados mediante el control 
de convencionalidad, con el fin de cumplir las obligaciones emanadas de la 
Convención.1

Por tanto, las sentencias de la Corte Interamericana se caracterizan por 
desarrollar extensos análisis entre los derechos humanos reconocidos por el 
tratado y el cumplimiento o no de las obligaciones convencionales del Esta-
do, lo cual genera que en una misma sentencia se presenten por un mismo 
hecho la correlación de diferentes derechos violados y, de paso, la conexidad 
con las obligaciones, a fin de determinar si el Estado es responsable o no. En 
este análisis hermenéutico, la Corte Interamericana identifica el precedente 
relevante que se relaciona analógicamente con el caso bajo estudio y los 
incluye en los considerandos de cada uno de los derechos o del grupo de 
derechos humanos analizados, por lo cual se puede identificar que el método 
de trabajo que realiza este órgano surge a partir de la construcción de líneas 
temáticas que pueden considerarse líneas jurisprudenciales.2

En este orden de ideas, para la creación de una línea jurisprudencial se 
debe iniciar con la formulación de un problema jurídico por resolver a través 
de la jurisprudencia de un determinado órgano judicial;3 dicho problema 
puede surgir de un espacio en la norma que, al ser interpretado por el órga-
no judicial, permite identificar unos parámetros o estándares. Ello implica 

1  González, Andrés y Sanabria, Jesús, “Obligaciones de los Estados parte de la Convención 
Americana”, Saber, Ciencia y Libertad, Colombia, vol. 8, núm. 2, 2013, pp. 45-56.

2  Hitters, Juan Carlos, “¿Son vinculantes los pronunciamientos de la Comisión y de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos? (control de constitucionalidad y convencionalidad)”, 
Revista Iberoamericana de Derecho Procesal Constitucional, México, vol. 10, 2008, pp. 131-156.

3  López Medina, Diego, El derecho de los jueces: obligatoriedad del precedente constitucional, aná-
lisis de sentencias y líneas jurisprudenciales y teoría del derecho judicial, 2a. ed., Bogotá, Legis, 2006, 
p. 366.
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hacer un rastreo de las decisiones que se relacionan con el problema jurídico 
planteado, y a partir de su lectura y análisis identificar si dan respuesta de 
forma directa o simplemente dan elementos que permiten identificar una 
posible respuesta a la situación que se plantea. A partir de ello, se podrían 
clasificar las sentencias seleccionadas entre sentencias hito, fundadora de lí-
nea, confirmadora de principio y arquimédica.4

Con esta técnica se pueden identificar algunos espacios convencionales, 
que en la práctica son el desarrollo interpretativo del alcance del derecho 
humano reconocido en la Convención Americana y, con ello, la creación de 
estándares de protección, los cuales se encuentran obligados a cumplir los 
Estados que se someten a la jurisdicción de la Corte Interamericana.5

Sin embargo, en la práctica, identificar estos espacios convencionales es 
un trabajo dispendioso para los investigadores, los jueces y los litigantes del 
sistema interamericano de derechos humanos; por ello, el uso de herramien-
tas tecnológicas contribuye a detectar más rápido y de mejor forma las sen-
tencias que permiten describir los espacios convencionales, lo cual es mucho 
más efectivo en el momento de crear documentos jurídicos que requieran 
soportes jurisprudenciales con precedentes de la Corte Interamericana. Por 
tanto, el objetivo es aplicar un sistema de búsqueda y navegación semiau-
tomática, a fin de identificar los espacios convencionales de los derechos 
políticos establecidos por la Corte Interamericana y, con ello, establecer cuá-
les son los estándares y obligaciones por cumplir de los Estados parte de la 
Convención Americana.

Para dar cumplimiento a dicho objetivo, los grupos de investigación en 
derecho público de la Facultad de Derecho y “Acceder” de la Facultad de 
Ingeniería de la Universidad Militar Nueva Granada han creado un sistema 
de inteligencia artificial para el análisis semiautomático de la jurispruden-
cia de la Corte Interamericana, con el que se identifican espacios citaciona-
les, los cuales se encuentran representados a través de grafos, cuya lectu-
ra e interpretación permiten establecer estándares jurisprudenciales de los 
derechos reconocidos en la Convención Americana, con el fin simplificar la 
labor de creación de futuras sentencias, memoriales por parte de abogados 
litigantes en el sistema interamericano y el desarrollo de trabajos académi-
cos y de investigación.

4  Idem.
5  García Ramírez, Sergio, “El control judicial interno de convencionalidad”, Revista IUS, 

Chile, vol. 5, núm. 28, 2011, pp. 123-159.
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Ahora bien, con el mencionado navegador y respondiendo al interés de 
aplicar dicha herramienta, se realizó el estudio de los derechos políticos en 
la Corte Interamericana, teniendo en cuenta que, de acuerdo con la revi-
sión bibliográfica realizada, hasta el momento no se ha llevado a cabo un 
estudio que se apoye en el uso de inteligencia artificial en busca de espacios 
convencionales de algún derecho establecido en la Convención Americana. 
Por esta razón, el problema jurídico que se plantea en esta investigación 
es el siguiente: ¿cuáles son los estándares convencionales de los derechos 
políticos emitidos por la Corte Interamericana? Para dar respuesta a esta 
pregunta, se desarrolló una herramienta computacional que modela el flujo 
de trabajo de los operadores jurídicos, permitiendo el rastreo de decisiones 
relacionadas con el problema legal en el dominio jurisprudencial de la Cor-
te Interamericana. Las sentencias relacionadas con el derecho político se re-
presentaron como un grafo no dirigido, cuyas relaciones representaban las 
citaciones entre las distintas decisiones. Una vez modelada esta estructura, 
la herramienta permite al usuario reconocer las sentencias hito, fundadoras 
de línea, confirmadoras y arquimédicas, las cuales se resaltan mediante la 
aplicación de teoría de grafos en este dominio, particularmente las métricas 
de centralidad del grafo y técnicas de agrupamiento automático.

Por último, la metodología empleada en esta investigación es multidisci-
plinaria, ya que parte de un problema eminentemente jurídico que requiere 
la aplicación del método de análisis jurisprudencial, pero también se emplea 
un método de trabajo de las ciencias computacionales, que en el presente 
caso es el análisis de datos, con el cual se permite el desarrollo de una in-
teligencia artificial que grafica los espacios citacionales a partir de las cone-
xiones en las sentencias de la Corte Interamericana en las que desarrolla los 
derechos políticos. Posterior a ello, el usuario de la herramienta hace una 
lectura e interpretación del grafo diseñado por la herramienta e identifica 
los diferentes espacios convencionales que integran el derecho, a fin de dar 
respuesta al problema de investigación.

En el desarrollo del objetivo y la metodología planteada, se expondrá, en 
primer lugar, las generalidades del método de análisis jurisprudencial; pos-
teriormente, se explicará cómo se aplica el sistema de navegación semiauto-
mático, haciendo uso de esta técnica frente a los derechos políticos; luego, se 
analizará los espacios convencionales obtenidos, y, finalmente, se darán paso 
a las conclusiones.
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II. Método de análisis jurisprudencial

Con respecto al método de creación de espacios citacionales y los espacios 
convencionales, es importante analizar el precedente judicial. Para ello, se 
debe hacer mención que en el mundo jurídico existen cinco grandes fami-
lias jurídicas: romano-germánica, common law, socialista, religiosa, los sis-
temas híbridos y mixtos.6 Sin embargo, en el mundo occidental se aplican 
sólo dos: la familia romano-germánica y el common law.

Frente a estas dos familias jurídicas, es evidente que tienen una matriz cul-
tural similar y, desde un estudio dinámico de estos sistemas, es posible dis-
tinguirlos de otras familias jurídicas a través de la identificación de los dife-
rentes órganos que promulgan su conjunto de normas, así como de la fuerza 
vinculante y las consecuencias que trae para los sujetos su incumplimiento. 
Precisamente, estos aspectos dependen del uso de fuentes de derecho, que 
les permiten expresarse y alcanzar su obligatoriedad.7

A pesar de que las fuentes de derecho en estas dos familias jurídicas son 
idénticas, como son la ley, la costumbre, los tratados internacionales y la 
jurisprudencia, es muy diferente su uso y fuerza vinculante de cada fuente 
de acuerdo con la familia jurídica. Por ejemplo, el sistema de common law 
tiene como fuente principal la jurisprudencia,8 cuya autoridad se deriva 
de la regla de obligatoriedad del precedente que establecen los tribunales 
frente a la resolución de litigios;9 por ello, se da prevalencia al derecho ju-
dicial.10 Por otro lado, la fuente principal del sistema romano-germánico es 
la ley y la obligatoriedad se la concede la rama legislativa, que puede estar 
representada en congreso o consejo, dependiendo de cada Estado.

6  Pérez Perdomo, Rogelio, “González Martín, Nuria, Sistemas jurídicos contemporáneos, Méxi-
co, Nostra Ediciones-UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2010”, Boletín Mexicano de 
Derecho Comparado, México, vol. XLVI, núm. 136, 2013, pp. 403-405.

7  Noguera Laborde, Rodrigo, Introducción general al derecho, Bogotá, Universidad Sergio Ar-
boleda, 2015, p. 338.

8  Blasco Gascó, Francisco de Paula, “Funciones y eficacia de la norma jurisprudencial”, Es-
tudios de Derecho Judicial, España, núm. 34, 2001, pp. 185-236.

9  Whittaker, Simon y Banfi del Río, Cristian, “El precedente en el derecho inglés: una visión 
desde la ciudadela”, Revista Chilena de Derecho, Chile, vol. 35, núm. 1, 2008, pp. 37-83.

10  López Medina, Diego, op. cit.

 
http://www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx https://revistas.juridicas.unam.mx

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2021 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-internacional/issue/archive

DOI: http://dx.doi.org/10.22201/iij.24487872e.2021.21.15624



ES
PA

CI
O

S 
CO

N
VE

N
CI

O
N

AL
ES

 D
E 

LO
S 

D
ER

EC
H

O
S 

PO
LÍ

TI
CO

S 
EN

 L
AS

 S
EN

TE
N

CI
AS

 D
E 

LA
 C

O
RT

E 
IN

TE
RA

M
ER

IC
AN

A.
..

67Anuario Mexicano de Derecho Internacional, 
vol. XXI, 2021, pp. 61-91

De esta forma, a partir del uso del derecho comparado como el estudio 
de las familias jurídicas y sus sistemas,11 se evidencia que la aplicación del 
precedente judicial no ha sido ajena para ninguno de los sistemas jurídicos. 
Incluso, en el derecho internacional se identifica cierta similitud con los 
sistemas jurídicos nacionales,12 pero se adaptan a las necesidades de las ins-
tituciones que resuelven los problemas de relevancia mundial. Con relación 
a las fuentes, el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia determina en 
su artículo 38 las fuentes del derecho internacional:

…a. las convenciones internacionales, sean generales o particulares, que establecen 
reglas expresamente reconocidas por los Estados litigantes; b) la costumbre inter-
nacional como prueba de una práctica generalmente aceptada como derecho; c) los 
principios generales de derecho reconocidos por las naciones civilizadas; d) las deci-
siones judiciales y las doctrinas de los publicistas de mayor competencia de las distintas nacio-
nes, como medio auxiliar para la determinación de las reglas de derecho (cursivas añadidas).

Asimismo, en el artículo 59 señala que las sentencias, para las partes del 
conflicto, sí tienen fuerza normativa. A partir de ello, se destaca que la ju-
risprudencia de los órganos judiciales internacionales ha tomado más rele-
vancia en los últimos años, pues a través de la interpretación y la aplicación 
de los tratados13 y la costumbre internacional en las decisiones judiciales se 
desarrolla el derecho internacional.14 De esta forma, la relevancia del prece-
dente se evidencia en que, para decidir, los tribunales referencian decisiones 
previas, justificando por qué la regla es correcta, equivocada o diferente e, 
incluso, vinculante en el caso concreto.15 Así, se comparte lo establecido por 
Benavides:

11  González, Andrés y Sanabria, Jesús, op. cit.
12  Toro Huerta, Mauricio Iván del, “Anatomía del precedente internacional (esbozo para 

la discusión)”, en Carbonell Sánchez, Miguel et al. (coords.), Estado constitucional, derechos hu-
manos, justicia y vida universitaria. Estudios en homenaje a Jorge Carpizo, México, UNAM, Instituto 
de Investigaciones Jurídicas, 2015, t. III, pp. 75-107.

13  Fernández Fernández, Vicente, “La justicia de los precedentes: ¿invasión a la independen-
cia y autonomía del juzgador?”, Revista de Derecho (Valdivia), Chile, vol. 29, núm. 2, pp. 9-33.

14  Jiménez de Aréchaga, Eduardo et al., Derecho internacional público: principios, normas y es-
tructuras, Montevideo, Fundación de la Cultura Universitaria, 2005, t. 1, p. 511.

15  Cohen, Harlan Grant, “International Precedent and the Practice of International Law”, 
en Helfand, Michael A. (ed.), Negotiating State and Non-State Law: The Challenge of Global and 
Local Legal Pluralism, Cambridge University Press, 2015, pp. 172-194.
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…las instancias de carácter judicial son necesarias tanto para el desarrollo del dere-
cho internacional como para contar con otros mecanismos de cumplimiento de las 
obligaciones, más allá de las retorsiones y represalias. Una sentencia es una norma 
jurídica particular vinculante y obligatoria para el Estado parte del juicio.16

Particularmente, con relación al sistema interamericano de protección de 
derechos humanos, se establece en la Convención Americana que la Corte 
Interamericana es el órgano al cual le corresponde la interpretación y aplica-
ción del tratado, mientras que los Estados parte se comprometen a cumplir 
sus decisiones, de tal forma que todos sus fallos deben ser motivados.17

Por ello, con respecto a la función jurisdiccional, la Corte Interamerica-
na decide sobre la responsabilidad internacional de un Estado parte por el 
incumplimiento de las obligaciones frente a los derechos humanos, de con-
formidad con lo establecido en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos y otros pactos interamericanos que le reconocen competencia 
a la Corte Interamericana, así como de estándares de protección que ha 
fijado en casos análogos. En estas sentencias es posible identificar que exis-
ten argumentos con carácter de ratio decidendi, en los cuales se encuentran 
reglas de derecho que establece la Corte Interamericana para dar solución 
a un problema jurídico en concreto. Cuando estas reglas de derecho son 
reiteradas por la Corte Interamericana para resolver casos análogos, se está 
frente a estándares de protección que deben ser observados y acatados por 
los Estados.

Dentro de esta ratio decidendi, es posible encontrar cómo la Corte Intera-
mericana define los derechos convencionales, así como los elementos que 
los integran y las relaciones que se establecen entre ellos frente a escenarios 
en particular. De igual forma, explica las obligaciones de respeto, garantía, 
adecuación y no discriminación que deben cumplir los Estados para evitar 
la vulneración de los derechos humanos, consagradas en los dos primeros 
artículos de la Convención Americana.18

16  Benavides-Casals, María Angélica, “El efecto erga omnes de las sentencias de la Corte Inte-
ramericana de Derechos Humanos”, International Law: Revista Colombiana de Derecho Internacio-
nal, Colombia, núm. 27, 2015, pp. 141-166.

17  OEA, Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José), Costa Rica, 
7-22 de noviembre de 1969, disponible en: https://www.oas.org/dil/esp/tratados_b-32_conven 
cion_americana_sobre_derechos_humanos.htm.

18  González, Andrés y Sanabria, Jesús, op. cit.
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Igualmente, en cumplimiento de la obligación de motivar los fallos, se 
identifica obiter dictum, en la cual la Corte Interamericana define elementos 
que no son indispensables para la decisión de responsabilidad, pero que sí 
permiten comprender la naturaleza del derecho humano o las obligaciones 
internacionales.

De esta forma, es posible evidenciar que dentro del sistema interame-
ricano también existen precedentes fijados en la Corte Interamericana. En 
primer lugar, se trata de “autoprecedentes”, puesto que es la misma Corte 
Interamericana quien fija determinado estándar de protección y en un caso 
análogo lo retoma, con el fin de explicar la responsabilidad o no del Estado. 
Asimismo, en ocasiones, dicho tribunal interamericano hace uso de prece-
dentes horizontales, cuando en sus sentencias menciona argumentos esta-
blecidos por cortes de otros sistemas de protección de derechos humanos. 
Por último, también se evidencia una relación con los Estados parte, puesto 
que, en virtud de los principios de complementariedad y subsidiariedad, la 
Corte Interamericana en ocasiones estudia las sentencias emitidas por los 
tribunales internos de los Estados.

En cuanto a la obligatoriedad del precedente, se establece en el artículo 
66 de la Convención Americana que “los Estados Parte en la Convención se 
comprometen a cumplir la decisión de la Corte en todo caso en que sean 
partes”. A partir del estudio de este artículo, algunos doctrinantes desarro-
llaron la doctrina de res judicata, en virtud de la cual se afirma que el fallo 
exclusivamente es vinculante para el Estado sobre el cual la Corte Interame-
ricana decidía su responsabilidad internacional.19 Sin embargo, con los pos-
teriores pronunciamientos de la misma Corte Interamericana, se determinó 
que los postulados de la ratio decidendi tienen efectos erga omnes, por lo cual 
deben ser tenidos en cuenta por los demás Estados, quienes deben velar por 
que los efectos de las disposiciones de la Convención y la sentencia no se 
vean disminuidos por la aplicación de normas contrarias.

Esta doctrina es conocida como res interpretata y tiene relación directa 
con el control de convencionalidad que se establece en el sistema intera-
mericano. En ella se explica que los Estados tienen la obligación de adecuar 
sus actuaciones a nivel interno, con el fin de que sean conformes tanto a los 
tratados como a la interpretación que realiza la Corte Interamericana sobre 
los instrumentos internacionales:

19  Quinche, Manuel, El precedente judicial y sus reglas, 2a. ed., Bogotá, Ediciones Doctrina y 
Ley, 2016, p. 208.
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Todas sus autoridades y todos sus órganos, incluidas las instancias democráticas, jue-
ces y demás órganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles, 
están obligados por el tratado, por lo cual deben ejercer, en el marco de sus respec-
tivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes, un control de 
convencionalidad tanto en la emisión y aplicación de normas, en cuanto a su validez 
y compatibilidad con la Convención, como en la determinación, juzgamiento y re-
solución de situaciones particulares y casos concretos, teniendo en cuenta el propio 
tratado y, según corresponda, los precedentes o lineamientos jurisprudenciales de 
la Corte Interamericana.20

De esta forma, a partir de las decisiones de la Corte Interamericana, se 
crean una serie de estándares de protección de derechos humanos que deben 
ser aplicables por todos los Estados sujetos a su jurisdicción, con el fin de 
cumplir las obligaciones emanadas de la Convención Americana y garantizar 
seguridad jurídica dentro del sistema. Es decir, la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana no sólo es citada como ejercicio hermenéutico en la cons-
trucción de decisiones, sino también establece criterios que irradian a los 
Estados, con el objeto de dar cumplimiento a las obligaciones convencionales 
de respeto, garantía, adecuación y no discriminación en conexidad con los 
derechos humanos, al interior de su jurisdicción.21

De acuerdo con ello, es posible evidenciar que los precedentes desarro-
llados por la Corte Interamericana tienen fuerza vinculante para los Estados 
parte de la Convención Americana, de tal forma que se destaca su impor-
tancia como órgano de protección de derecho humanos en la región y su 
influencia en las decisiones que toman los tribunales de los Estados a nivel 
interno.

En vista de ello, una de las técnicas utilizadas para el estudio de un proble-
ma jurídico es el desarrollo de líneas jurisprudenciales, en virtud de las cua-
les se encuentran posibles respuestas de conformidad con la decisión adop-
tada por los jueces previamente. Para su construcción, el investigador debe 
tener en cuenta las sentencias que se relacionen directamente con el tema de 
estudio. Para ello, es útil hacer uso de los buscadores o identificar la senten-
cia más reciente y que los hechos sean relevantes o tengan el mismo patrón 

20  Corte IDH, Serie C núm. 266, Caso de la Corte Suprema de Justicia (Quintana Coello y otros) 
vs. Ecuador. Sentencia del 23 de agosto de 2013. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y 
costas.

21  González, Andrés y Sanabria, Jesús, op. cit.
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fáctico, pues ayudarán a identificar las demás sentencias que hablan sobre el 
tema. En la búsqueda, López Medina recomienda estudiar la denominada 
“sentencia arquimédica”, caracterizada por ser reciente y contar con hechos 
relevantes con el mismo patrón fáctico.

El grupo de sentencias que encuentre el investigador relacionadas con su 
tema de estudio se denomina “espacios citacionales”, pues se constituyen a 
partir de la relación de citas entre sí que desarrollan las sentencias cuyo con-
tenido es de conformidad con el precedente fijado por el órgano judicial en 
relación con el tema de interés del investigador. Al interior de estos espacios 
citacionales, es posible identificar que el órgano judicial realiza la interpre-
tación de los artículos de la normativa en diferentes situaciones y define sus 
elementos cuando entran en conflicto.

Para el caso de la Corte Interamericana, ello se denomina “espacios con-
vencionales”, realizando un símil con lo que López Medina denomina “esce-
nario constitucional” y define como “zona de choque de intereses donde la 
Corte puede desplegar el análisis de la Constitución para encontrar balances 
que maximicen la protección de derecho. Entre todas estas zonas hay afini-
dades generales que se desprenden de elementos culturales, morales, polí-
ticos y económicos”.22 Estos estándares convencionales, cuando colidan con 
otros derechos, pueden generar “subespacios” o “espacios convencionales de 
segundo nivel”.

Estos espacios o subespacios convencionales brindan herramientas al in-
vestigador para la formulación de su problema jurídico, definido por López 
Medina como la pregunta que encabeza la línea jurisprudencial y que el 
investigador intenta resolver mediante la interpretación dinámica de varios 
pronunciamientos judiciales, además de la relación de éstos con otros ma-
teriales normativos. Este problema debe ser concreto, con el propósito de 
dar respuesta de forma directa con las sentencias y dependerá de qué tipo 
de línea quiere desarrollar el investigador.

Para ello, como explica López Medina, el investigador debe tener en cuen-
ta que existen diferentes tipos de sentencias, de las cuales debe preferir aque-
llas que gocen de lealtad argumentativa para conformar el precedente, tal y 
como se señala a continuación.

La primera de ellas se denomina “hito”, donde se establece de forma 
general la regla de derecho en la sentencia. A su vez, esta sentencia puede 
asumir la forma de fundadora de línea, en la que, tratándose de una inicial, 

22  López Medina, Diego, op. cit.
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goza de riqueza argumentativa; por ello, suele tener bastante obiter dictum. 
Por otro lado, puede ser una consolidadora de línea, en la cual, además de 
retomar la regla de derecho establecida, la define con más precisión. Otra 
forma es la modificadora, la cual incluye cambios fuertes a la regla derecho 
que resuelve el problema jurídico del caso en estudio. No obstante, cuando 
la sentencia introduce una teoría nueva o forma de interpretar, se trata de 
una reconceptualizadora; en cambio, si resuelve conflictos de interés, se 
define como una sentencia dominante.

Así las cosas, según explica López Medina, el investigador puede encon-
trar otro tipo de sentencias que no serán directamente relevantes para su 
estudio. Entre ellas se encuentra la confirmadora de principio, la cual desa-
rrolla el deber de obediencia del precedente, aplicando la ratio decidendi. Por 
otro lado, se encuentran las sentencias confusas o inconcluyentes, que tienen 
poca ratio y no definen de forma clara la solución al problema jurídico, y, por 
último, tenemos a las que son en exceso abstractas, pues contienen poca ratio 
decidendi y mucha obiter dictum sin relación con el caso.

Una vez se realice, se graficará el problema y se ubicarán las sentencias 
según sea su respuesta. De esta forma, se podrá evidenciar si se identifica la 
existencia de balance convencional; es decir, si existe doctrina jurispruden-
cial vigente que sirve como regla de conducta y estándar de crítica23 y demás 
conclusiones según sus objetivos planteados.

Teniendo en cuenta lo anterior y con la utilización del sistema de inteli-
gencia artificial, se construirá una línea de precedentes de la Corte Intera-
mericana frente a los derechos políticos, y el sistema reflejará los espacios 
citacionales, con la relevancia que han tenido las distintas sentencias de la 
Corte Interamericana frente a los derechos políticos; luego, se evidenciarán 
los espacios convencionales y, posteriormente, se describirán los estándares 
convencionales.

III. Los derechos políticos en la jurisprudencia  
de la Corte Interamericana

Este capítulo se desarrollará con base en los precedentes establecidos por 
la Corte Interamericana frente a los derechos políticos, de acuerdo con las 

23  Idem.
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sentencias establecidas por la inteligencia artificial conforme a la relevancia 
de cada sentencia y, de igual forma, al número de veces en el que son citadas. 
Posterior a ello, teniendo en cuenta la gráfica expuesta por la herramienta, 
se desarrollarán cuatro espacios convencionales, generando con ello los es-
tándares de la Corte Interamericana frente a los derechos políticos.

1. Descripción de los derechos políticos por parte  
de la Corte Interamericana

Frente al contexto del sistema interamericano de protección de derechos 
humanos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos consagra en 
su artículo 23 a los derechos políticos:

1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades:
a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por me-

dio de representantes libremente elegidos;
b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por su-

fragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la 
voluntad de los electores, y

c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públi-
cas de su país.

2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que 
se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, re-
sidencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez compe-
tente, en proceso penal.24

En la mayoría de las ocasiones en que se pronuncia por primera vez sobre 
un derecho convencional, la Corte Interamericana establece dentro de su 
sentencia algunos parámetros y definiciones conceptuales sobre tal derecho; 
estos parámetros y conceptualizaciones son retomadas por jurisprudencia 
sucesora, con miras a crear estándares de protección del derecho. Frente a 
los derechos políticos, se aprecian varias situaciones: en primer lugar, todas 
las personas tienen derecho a participar en la dirección de asuntos públicos; 
en segundo lugar, ellas cuentan con el derecho a elegir y ser elegidos en 

24  OEA, Convención Americana sobre Derechos Humanos, cit.

 
http://www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx https://revistas.juridicas.unam.mx

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2021 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-internacional/issue/archive

DOI: http://dx.doi.org/10.22201/iij.24487872e.2021.21.15624



JE
SÚ

S 
E.

 S
AN

AB
RI

A-
M

O
YA

N
O

  /
  W

. R
IC

AR
D

O
 R

O
D

RÍ
G

U
EZ

-B
EL

TR
ÁN

  /
  R

. E
. G

U
TI

ÉR
RE

Z-
CA

RV
AJ

AL

74 Anuario Mexicano de Derecho Internacional, 
vol. XXI, 2021, pp. 61-91

cargos públicos en condiciones de igualdad, y, en tercer lugar, frente a qué 
razones se puede limitar o restringir los derechos políticos.

Por consiguiente, la Corte Interamericana se ha pronunciado en 22 oca-
siones, teniendo como el caso más citado el de Yatama vs. Nicaragua, mediante 
el cual se establece la importancia de los derechos políticos, pues median-
te éstos “se propician el fortalecimiento de la democracia y el pluralismo 
político”.25 De acuerdo con este carácter fundamental, la Corte Interameri-
cana ha señalado:

…el ejercicio efectivo de los derechos políticos constituye un fin en sí mismo y, a 
la vez, un medio fundamental que las sociedades democráticas tienen para garan-
tizar los demás derechos humanos previstos en la Convención, y que sus titulares, 
es decir, los ciudadanos, no sólo deben gozar de derechos, sino también de “opor-
tunidades”. Este último término implica la obligación de garantizar con medidas 
positivas que toda persona que formalmente sea titular de derechos políticos tenga 
la oportunidad real para ejercerlos.26

Ahora bien, frente a la definición y el rango de aplicación de los derechos 
políticos, la Corte Interamericana, en casos como Castañeda Gutman vs. México 
y, más recientemente, Petro Urrego vs. Colombia, ha definido al artículo 23 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos de la siguiente manera:

El artículo 23 contiene diversas normas que se refieren a los derechos de la persona 
como ciudadano, esto es, como titular del proceso de toma de decisiones en los 
asuntos públicos, como elector a través del voto o como servidor público, es decir, 
a ser elegido popularmente o mediante designación o nombramiento para ocupar 
un cargo público. Además de poseer la particularidad de tratarse de derechos reco-
nocidos a los ciudadanos, a diferencia de casi todos los demás derechos previstos en 
la Convención que se reconocen a toda persona, el artículo 23 de la Convención, no 
solo establece que sus titulares deben gozar de derechos, sino que agrega el término 
“oportunidades”. Esto último implica la obligación de garantizar con medidas po-
sitivas que toda persona que formalmente sea titular de derechos políticos tenga la 

25  Corte IDH, Serie C núm. 127, Caso Yatama vs. Nicaragua. Sentencia del 23 de junio de 
2005. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, párr. 192.

26  Ibidem, párr. 191; Corte IDH, Serie C núm. 184, Caso Castañeda Gutman vs. México. Sen-
tencia del 6 de agosto de 2008. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, párr. 
144; Corte IDH, Serie C núm. 233, Caso López Mendoza vs. Venezuela. Sentencia del 1o. de sep-
tiembre de 2011. Fondo, reparaciones y costas, párr. 108.
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oportunidad real para ejercerlos. Como ya lo señalara este Tribunal anteriormente, 
es indispensable que el Estado genere las condiciones y mecanismos óptimos para 
que los derechos políticos puedan ser ejercidos de forma efectiva, respetando el 
principio de igualdad y no discriminación.27

A partir de esta interpretación, la Corte Interamericana ha venido esta-
bleciendo ciertas definiciones de los derechos que intrínsecamente forman 
parte de las garantías políticas, como el derecho a decidir en asuntos pú-
blicos, el derecho a ser elegido, el derecho a elegir y las limitaciones a los 
derechos políticos.

2. Nichos citacionales y espacios convencionales de los derechos  
políticos en la jurisprudencia de la Corte Interamericana

La Corte Interamericana ha seguido desarrollando estas definiciones en 
casos posteriores; además, ha establecido la aplicación y los estándares de los 
derechos políticos en 21 casos, que tienen autocitaciones por parte de la mis-
ma Corte Interamericana, creando los espacios citacionales. Frente a esto, la 
analítica de datos arroja el número de veces que una sentencia ha sido citada 
por la Corte Interamericana para abordar o desarrollar los derechos políticos.

Ranking con número de citaciones28

C 127 23
C 184 19

27  Corte IDH, Serie C núm. 127, Caso Yatama vs. Nicaragua, cit., párr. 194; Corte IDH, Se-
rie C núm. 348, Caso San Miguel Sosa y otras vs. Venezuela. Sentencia del 8 de febrero de 2018. 
Fondo, reparaciones y costas, párr. 11.

28  El cuadro 1 es resultado de los datos generados por la inteligencia artificial, teniendo 
en cuenta los datos de 21 sentencias de la Corte Interamericana: Comunidad Mayagna (Sumo) 
Awas Tingni vs. Nicaragua; Carpio Nicolle y otros vs. Guatemala; Yatama vs. Nicaragua; Claude Reyes y 
otros vs. Chile; Escué Zapata vs. Colombia; Castañeda Gutman vs. México; Apitz Barbera y otros (“Corte 
Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela; Reverón Trujillo vs. Venezuela; Chitay Nech y 
otros vs. Guatemala; Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia; Chocrón Chocrón vs. Venezuela; López Mendoza 
vs. Venezuela; Pueblo Indígena de Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador; Corte Suprema de Justicia (Quintana 
Coello y otros) vs. Ecuador; Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) vs. Ecuador; Luna López 
vs. Honduras; Argüelles y otros vs. Argentina; López Lone y otros vs. Honduras; Pueblos Kaliña y Lokono vs. 
Surinam; Pacheco León y otros vs. Honduras; San Miguel Sosa y otras vs. Venezuela.
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Ranking con número de citaciones

C 266 11

C 302 11

C 348 11

C 268 10

C 227 9

C 269 9

C 197 8

C 342 8

C 212 7

C 213 7

C 233 7

C 182 6

C 288 5

C 79 1

C 245 1

C 309 1

C 117 0

C 151 0

C 165 0

Para establecer la importancia de cada sentencia, por una parte, se cuen-
ta el número de veces que es citada (véase cuadro 1) y, por otro lado, se 
estima la influencia que ha tenido cada sentencia en la Corte Interamericana 
mediante el análisis automático, que simula una caminata aleatoria en el 
espacio citacional; por lo tanto, se considerarán como sentencias más in-
fluyentes aquellas por las cuales un caminante aleatorio visitaría con mayor 
frecuencia. De acuerdo con ello, tenemos algunas sentencias que son más 
influyentes, como la del asunto C 127, caso Yatama vs. Nicaragua, que es la 
más importante frente a derechos políticos. Es así como mediante la inte-
ligencia artificial se establece un score para determinar la importancia de la 
sentencia.
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Ranking por influencia29

C 127 52.99782729
C 184 42.5428122
C 269 30.43031659
C 302 29.16940142
C 342 27.46847625
C 213 27.46847613
C 348 25.93285527
C 233 22.38371612
C 288 22.38371612
C 197 22.36420645
C 212 19.65612795
C 182 17.16037025
C 266 14.21122267
C 268 14.21122267
C 227 12.47360863
C 309 9.583755619
C 79 0.1539471966

C 245 0.1539471966
C 117 0.04761904762
C 151 0.04761904762
C 165 0.04761904762

Como se puede observar, el caso más citado y relevante en la Corte Inte-
ramericana, con respecto al artículo 23 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, es el C 127, conocido como caso Yatama vs. Nicaragua. 

29  El cuadro 2 es resultado de los datos generados por la inteligencia artificial, tomando 
en consideración los datos de 21 sentencias de la Corte Interamericana: Comunidad Mayagna 
(Sumo) Awas Tingni vs. Nicaragua; Carpio Nicolle y otros vs. Guatemala; Yatama vs. Nicaragua; Claude 
Reyes y otros vs. Chile; Escué Zapata vs. Colombia; Castañeda Gutman vs. México; Apitz Barbera y otros 
(“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela; Reverón Trujillo vs. Venezuela; Chitay 
Nech y otros vs. Guatemala; Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia; Chocrón Chocrón vs. Venezuela; López 
Mendoza vs. Venezuela; Pueblo Indígena de Kichwa de Sarayaku vs. Ecuador; Corte Suprema de Justicia 
(Quintana Coello y otros) vs. Ecuador; Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) vs. Ecuador; Luna 
López vs. Honduras; Argüelles y otros vs. Argentina; López Lone y otros vs. Honduras; Pueblos Kaliña y 
Lokono vs. Surinam; Pacheco León y otros vs. Honduras; San Miguel Sosa y otras vs. Venezuela.
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Éste se dio por la participación política de organizaciones indígenas conglo-
meradas con el nombre de Yatama, las cuales intentaron obtener la autori-
zación y ser reconocidos como partido político; sin embargo, el Estado de 
Nicaragua negó dicha autorización y, con ello, las comunidades no pudieron 
participar activamente en las elecciones de 2000. Es así como este caso es 
el primero en el que la Corte Interamericana condena a un Estado por la 
violación de los derechos políticos.

De acuerdo con ello, se evidencia que el caso Yatama vs. Nicaragua tiene 23 
citaciones de sentencias posteriores. En esta sentencia se da inicio y desa-
rrollo de los derechos políticos en la jurisprudencia de la Corte Interameri-
cana, por lo cual se realiza la descripción de tales derechos, pero a su vez se 
establece cómo los Estados deben cumplir con las obligaciones de garantía 
y no discriminación. En dicha sentencia, la Corte señala lo siguiente:

La Corte entiende que, de conformidad con los artículos 23, 1.1 y 2 de la Conven-
ción, el Estado tiene la obligación de garantizar el goce de los derechos políticos, lo 
cual implica que la regulación del ejercicio de dichos derechos y su aplicación sean 
acordes al principio de igualdad y no discriminación, y debe adoptar las medidas 
necesarias para garantizar su pleno ejercicio. Dicha obligación de garantizar no se 
cumple con la sola expedición de normativa que reconozca formalmente dichos 
derechos, sino requiere que el Estado adopte las medidas necesarias para garantizar 
su pleno ejercicio, considerando la situación de debilidad o desvalimiento en que 
se encuentran los integrantes de ciertos sectores o grupos sociales.30

Con respecto a lo anterior, la Corte Interamericana establece que los Es-
tados no simplemente están obligados a la creación de una norma, sino que 
deben adoptar medidas para garantizar el real y pleno goce de los derechos 
políticos con base en los principios de igualdad y no discriminación. Asimis-
mo, la Corte dispuso que “Es indispensable que el Estado genere las condi-
ciones y mecanismos óptimos para [que] dichos derechos políticos puedan 
ser ejercidos de forma efectiva, respetando el principio de igualdad y no 
discriminación”.31

30  Corte IDH, Serie C núm. 127, Caso Yatama vs. Nicaragua, cit., párr. 201; Corte IDH, 
Serie C núm. 212, Caso Chitay Nech y otros vs. Guatemala. Sentencia del 25 de mayo de 2010. 
Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas, párr. 106.

31  Corte IDH, Serie C núm. 127, Caso  Yatama vs. Nicaragua, cit., párr. 195; Corte IDH, Serie 
C núm. 184, Caso Castañeda Gutman vs. México, cit., párr. 145.
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Por otro lado, este caso también desarrolla que los derechos políticos no 
son absolutos, sino que aceptan las limitaciones de éstos, tal y como lo esta-
blece el artículo 23.2. Esto se hace en función del test de proporcionalidad, 
lo que significa que, para limitar los derechos políticos, los Estados deben 
observar los principios de legalidad,32 necesidad33 y proporcionalidad34 en 
una sociedad democrática. Por ende, se establece:

La restricción debe encontrarse prevista en una ley, no ser discriminatoria, basarse 
en criterios razonables, atender a un propósito útil y oportuno que la torne necesa-
ria para satisfacer un interés público imperativo, y ser proporcional a ese objetivo. 
Cuando hay varias opciones para alcanzar ese fin, debe escogerse la que restrinja 
menos el derecho protegido y guarde mayor proporcionalidad con el propósito que 
se persigue.35

Teniendo en cuenta los temas desarrollados dentro del caso Yatama vs. Ni-
caragua, esta sentencia se ha visto incluida en los distintos espacios conven-
cionales que se han creado a partir de la jurisprudencia de la Corte Intera-
mericana, frente a las distintas disposiciones de los derechos políticos. Es así 
como, mediante la ayuda de la inteligencia artificial, se obtiene el grafo sobre 
la conexidad de las sentencias y la influencia de éstas a partir de la cantidad 
de conexiones.

32  En cuanto a la legalidad, la Corte Interamericana ha explicado que las condiciones y 
circunstancias generales que autorizan las limitaciones a un derecho humano deben estar cla-
ramente establecidas en la ley, entendida ésta tanto en su sentido formal como material (Corte 
IDH, 2017, párr. 119).

33  La necesidad se refiere a que la medida sea absolutamente indispensable para conseguir 
el fin deseado y que no exista una menos gravosa respecto al derecho intervenido entre todas 
aquellas que cuentan con la misma idoneidad para alcanzar el objetivo propuesto (Corte IDH, 
2016, párr. 147).

34  La Corte Interamericana señala que debe analizarse si la limitación resulta estrictamen-
te proporcional; para cumplir con ello, se debe determinar el grado de afectación de uno de 
los bienes en juego, la importancia de la satisfacción del bien contrario y si ésta se justifica en 
la limitación del otro (Corte IDH, 2008, párr. 84).

35  Corte IDH, Serie C núm. 127, Caso  Yatama vs. Nicaragua, cit., párr. 206; Corte IDH, Serie 
C núm. 184, Caso Castañeda Gutman vs. México, cit., párrs. 174 y 185.
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Este grafo evidencia el espacio citacional de los derechos políticos; ade-
más, permite identificar los cuatro “clústeres” de sentencias que se convier-
ten en los espacios convencionales, de los cuales el usuario puede determi-
nar los estándares que los Estados parte están obligados a respetar, garantizar 
y adecuar. Es por ello que dentro de los derechos políticos se encuentran 
cuatro espacios convencionales, los cuales son el derecho a decidir en asun-
tos públicos, el derecho a ser elegido, el derecho a elegir y las limitaciones a 
los derechos políticos.

A. Derecho a ser elegido

Dentro del grupo de sentencias en las cuales la Corte Interamericana se 
ha pronunciado sobre esta garantía a ser elegido, consagrada en el artículo 
23 convencional, se encuentra el ya mencionado caso Yatama vs. Nicaragua, 
cuestión que es replicada por los casos Castañeda Gutman vs. México, Manuel 
Cepeda Vargas vs. Colombia, López Mendoza vs. Venezuela, Luna López vs. Hondu-
ras, Pacheco León y otros vs. Honduras y, por último, San Miguel Sosa y otras vs. 
Venezuela.

Inicialmente se analizará el caso Castañeda Gutman vs. México. Este asunto 
refiere a la responsabilidad internacional del Estado de México por la inexis-
tencia de un recurso adecuado y efectivo en relación con el impedimento 
de Jorge Castañeda Gutman para inscribir su candidatura independiente a la 
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Presidencia de México.36 En esta sentencia se encuentra el desarrollo del de-
recho a elegir y ser elegido, en donde se confirma lo expuesto por la Corte 
Interamericana en el caso Yatama vs. Nicaragua y que en 2017 es reafirmado en 
la sentencia del caso Pacheco León y otros vs. Honduras.

…el artículo 23.1 de la Convención establece que todos los ciudadanos deben gozar 
de los siguientes derechos y oportunidades, los cuales deben ser garantizados por el 
Estado en condiciones de igualdad: i) a la participación en la dirección de los asuntos 
públicos, directamente o por representantes libremente elegidos; ii) a votar y a ser 
elegido en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual 
y por voto secreto que garantice la libre expresión de los electores, y iii) a acceder 
a las funciones públicas de su país.37

De acuerdo con lo anterior, es importante destacar que todo ciudadano 
de los Estados parte de la Convención Americana tiene el derecho conven-
cional a votar y a ser elegido en elecciones periódicas auténticas, realizadas 
por sufragio universal, en condiciones de igualdad y por voto secreto que 
garantice la libre expresión de los electores. Sin embargo, para proteger este 
derecho, la Corte Interamericana indica que los Estados no sólo tienen las 
obligaciones generales que establece el artículo 1o. de la Convención Ame-
ricana, sino que además tienen obligaciones positivas:

El artículo 23 de la Convención Americana establece que sus titulares deben gozar 
de derechos políticos, pero, además, agrega el término “oportunidades”, lo cual 
implica que los Estados deben garantizar con medidas positivas que toda persona 
que formalmente sea titular de derechos políticos tenga la oportunidad real para 
ejercerlos. Por lo tanto, es indispensable que el Estado genere las condiciones y 
mecanismos óptimos para que los derechos políticos puedan ser ejercidos de forma 
efectiva. La Corte señala, como lo ha hecho en otras ocasiones, que estas condicio-
nes generales de igualdad están referidas tanto al acceso a la función pública por 
elección popular como por nombramiento o designación.38

36  Corte IDH, Serie C núm. 184, Caso Castañeda Gutman vs. México, cit.
37  Ibidem, párrs. 199 y 200; Corte IDH, Serie C núm. 233, Caso López Mendoza vs.  Venezuela, 

cit., párr. 144; Corte IDH, Serie C núm. 348, Caso San Miguel Sosa y otras vs. Venezuela, cit., 
párr. 172.

38  Corte IDH, Serie C núm. 127, Caso  Yatama vs. Nicaragua, cit., párr. 195; Corte IDH, Serie 
C núm. 184, Caso Castañeda Gutman vs. México, cit., párrs. 145 y 150; Corte IDH, Serie C núm. 
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La Corte Interamericana establece que “el ejercicio efectivo de los de-
rechos políticos constituye un fin en sí mismo y, a la vez, un medio funda-
mental que las sociedades democráticas tienen para garantizar los demás 
derechos humanos previstos en la Convención”.39 Debido a ello, la búsque-
da de la participación política se garantiza de manera activa (elegido) o pa-
siva (elegir); asimismo, los Estados, en sus estatutos internos, deben crear 
normas para la efectiva participación de la sociedad, y con ella se cumpliría 
el objetivo de las sociedades democráticas. Para lograr este fin, uno de los 
mecanismos en los cuales la Corte Interamericana ha exhortado a los Esta-
dos es otorgando posibilidades reales de participación a la oposición. Frente 
a ello, dicho tribunal interamericano ha expresado:

…es de resaltar que las voces de oposición resultan imprescindibles para una socie-
dad democrática, sin las cuales no es posible el logro de acuerdos que atiendan a las 
diferentes visiones que prevalecen en una sociedad. Por ello, la participación efec-
tiva de personas, grupos y organizaciones y partidos políticos de oposición en una 
sociedad democrática debe ser garantizada por los Estados, mediante normativas y 
prácticas adecuadas que posibiliten su acceso real y efectivo a los diferentes espacios 
deliberativos en términos igualitarios, pero también mediante la adopción de medi-
das necesarias para garantizar su pleno ejercicio, atendiendo la situación de vulnera-
bilidad en que se encuentran los integrantes de ciertos sectores o grupos sociales.40

La falta de garantías para la oposición por parte de los gobiernos generó 
dentro de la jurisprudencia de la Corte Interamericana un subespacio con-
vencional frente a la protección del derecho a la vida (artículo 4o. conven-
cional) y los derechos políticos (artículo 23 convencional). Dentro de este 

213, Caso Manuel Cepeda  Vargas vs. Colombia. Sentencia del 26 de mayo de 2010. Excepción pre-
liminar, fondo, reparaciones y costas, párr. 172; Corte IDH, Serie C núm. 269, Caso Luna López 
vs. Honduras. Sentencia del 10 de octubre de 2013. Excepción preliminar, fondo, reparaciones 
y costas, párrs. 155 y 156; Corte IDH, Serie C núm. 342, Caso Pacheco León y otros vs. Honduras. 
Sentencia del 15 de noviembre de 2017. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas, 
párr. 111.

39  Corte IDH, Serie C núm. 127, Caso Yatama vs. Nicaragua, cit., párr. 145; Corte IDH, 
Serie C núm. 184, Caso Castañeda Gutman vs. México, cit., párr. 108; Corte IDH, Serie C núm. 
302, Caso López Lone y otros vs. Honduras. Sentencia del 5 de octubre de 2015. Excepción pre-
liminar, fondo, reparaciones y costas, párr. 162.

40  Corte IDH, Serie C núm. 127, Caso  Yatama vs. Nicaragua, cit., párr. 201; Corte IDH, Serie 
C núm. 213, Caso Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia, cit., párr. 173.
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subespacio convencional, tenemos como caso insignia el de Manuel Cepeda 
Vargas vs. Colombia, el cual se refiere a la responsabilidad internacional del 
Estado por la ejecución extrajudicial de este senador integrante del partido 
político Unión Patriótica (opositor del gobierno de la época), así como la 
falta de investigación y sanción de los responsables.41 Por ende, frente a ca-
sos donde existe una interrelación de derechos, la Corte ha pronunciado lo 
siguiente:

Si bien cada uno de los derechos contenidos en la Convención tiene su ámbito, 
sentido y alcance propios, en ciertas ocasiones, por las circunstancias particulares 
del caso o por la necesaria interrelación que guardan, se hace necesario analizarlos 
en conjunto para dimensionar apropiadamente las posibles violaciones y sus con-
secuencias.42

De acuerdo con esto, la Corte Interamericana ha establecido que los Es-
tados tienen obligaciones positivas frente a personas pertenecientes a la opo-
sición para la protección de sus derechos políticos y el derecho a la vida; en 
especial, ellos tienen el deber de brindar protección a los miembros de los 
partidos políticos de oposición, que se encuentren en situaciones de riesgo.43

B. El derecho a la igualdad de oportunidades en el acceso  
y la estabilidad en cargos públicos

Otro estándar de protección dentro de la jurisprudencia de la Corte Inte-
ramericana, con respecto a los derechos políticos, es el derecho a la igualdad 
de oportunidades en el acceso y la estabilidad en cargos públicos. Este tema 
se ha desarrollado por parte de la Corte Interamericana en los casos de altos 
tribunales internos contra Estados, como Ecuador, Venezuela, entre otros. 
Es por ello que la Corte señala que las “condiciones generales de igualdad es-
tán referidas tanto al acceso a la función pública por elección popular como 
por nombramiento o designación”.44

41  Corte IDH, Serie C núm. 213, Caso Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia, cit.
42  Corte IDH, Serie C núm. 184, Caso Castañeda Gutman vs. México, cit., párr. 144; Corte 

IDH, Serie C núm. 213, Caso Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia, cit., párr. 171.
43  Corte IDH, Serie C núm. 213, Caso Manuel Cepeda  Vargas vs. Colombia, cit., párr. 100; Cor-

te IDH, Serie C núm. 269, Caso Luna López vs. Honduras, cit., párr. 157.
44  Corte IDH, Serie C núm. 127, Caso  Yatama vs. Nicaragua, cit., párr. 200; Corte IDH, Serie 

C núm. 182, Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs.  Vene-
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La Corte Interamericana, en casos como Apitz Barbera y otros (“Corte Pri-
mera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela y Reverón Trujillo vs.  Venezue-
la, aclaró que el artículo 23.1.c no garantiza la vinculación, sino la igualdad 
en el acceso a los cargos de carácter público y mantenerse en ellos.45 Para 
cumplir con el fin de una igualdad real, se ha establecido que el respeto y 
garantía de este derecho se cumplen cuando “los criterios y procedimientos 
para el nombramiento, ascenso, suspensión y destitución sean razonables y 
objetivos”, y que “las personas no sean objeto de discriminación en el ejer-
cicio de este derecho”.46 Frente a estos casos, respecto de la protección de 
los derechos políticos en los funcionarios judiciales, éstos deben contar con 
plena autonomía e independencia de cualquier injerencia de los gobiernos 
nacionales y los partidos políticos. Por lo tanto, se debe garantizar la igual-
dad de oportunidades en el acceso y la estabilidad en el cargo frente a toda 
injerencia o presión política.

C. El derecho a participar en asuntos públicos

Con relación al derecho de participación desde la esfera social, la Corte 
Interamericana ha emitido decisiones en dos tipos de casos: en los que se 
protegen el derecho al voto y también con respecto a los derechos de las co-
munidades indígenas y tribales interrelacionados con el derecho a participar 
en asuntos públicos, donde se encuentran el derecho a recibir información y 
el derecho de propiedad colectiva de las comunidades. La Corte Interame-
ricana define, de manera general, al derecho de participación sobre asuntos 
públicos de la siguiente forma:

La participación política puede incluir amplias y diversas actividades que las per-
sonas realizan individualmente u organizadas, con el propósito de intervenir en la 
designación de quienes gobernarán un Estado o se encargarán de la dirección de 

zuela. Sentencia del 5 de agosto de 2008. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas, 
párr. 150.

45  Corte IDH, Serie C núm. 177, Caso Kimel vs. Argentina. Sentencia del 2 de mayo de 2008. 
Fondo, reparaciones y costas; Corte IDH, Serie C núm. 268, Caso del Tribunal Constitucional 
(Camba Campos y otros) vs. Ecuador. Sentencia del 28 de agosto de 2013. Excepción preliminar, 
fondo, reparaciones y costas.

46  Corte IDH, Serie C núm. 177, Caso Kimel vs. Argentina, cit., párr. 206; Corte IDH, Serie C 
núm. 182, Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs.  Venezuela, 
cit., párr. 138; Corte IDH, Serie C núm. 233, Caso López Mendoza vs.  Venezuela, cit., párr. 135.
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los asuntos públicos, así como influir en la formación de la política estatal a través 
de mecanismos de participación directa.47

Frente al derecho a elegir, se infieren los dos modelos de democracia o 
de participación ciudadana: la democracia representativa y la democracia 
participativa. En cuanto a la primera, se define como aquella que reside en la 
soberanía del pueblo y en la que las funciones a través de las cuales se ejerce 
el poder son desempeñadas por personas escogidas en elecciones libres y 
auténticas mediante el sufragio universal.48 Por su parte, la segunda se define 
como aquella en la que el pueblo ejerce de forma inmediata y directa a las 
funciones públicas.49 Es así como la Corte establece “el derecho de participar 
activamente en la dirección de los asuntos públicos directamente, mediante 
referendos, plebiscitos o consultas o bien, por medio de representantes li-
bremente elegidos”.50

En este sentido, la Corte Interamericana amplia el estándar de protección 
en relación con el derecho a la participación política, debido a que no sólo 
es una garantía de la persona que se presenta a un cargo, sino también el 
de la sociedad en general a elegir libremente a sus representantes. Por lo 
tanto, existe una obligación de los Estados de proveer medidas eficaces para 
garantizar la realización de procesos electorales adecuados y transparentes,51 
con el fin de que los ciudadanos hagan control político y protejan, a su vez, 
uno de los fines esenciales de la Convención Americana: la protección de la 
democracia.52

47  Corte IDH, Serie C núm. 127, Caso  Yatama vs. Nicaragua, cit., párr. 195; Corte IDH, Serie 
C núm. 233, Caso López Mendoza vs. Venezuela, cit., párr. 163.

48  Comisión Interamericana de Derechos Humanos, “Democracia y derechos humanos en 
Venezuela”, 2009, disponible en: http://www.cidh.org/countryrep/Venezuela2009sp/VE09CAPI 
SP.htm.

49  Massal, Julie, “Democracia participativa: desafíos y desencantos en el siglo XXI”, Análisis 
Político, Colombia, vol. 23, núm. 69, 2010, pp. 79-91.

50  Corte IDH, Serie C núm. 182, Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso 
Administrativo”) vs. Venezuela, cit., párr. 147; Corte IDH, Serie C núm. 212, Caso Chitay Nech y 
otros vs. Guatemala, cit., párr. 107; Corte IDH, Serie C núm. 348, Caso San Miguel Sosa y otras vs. 
Venezuela, cit., párr. 111.

51  Corte IDH, Serie C núm. 177, Caso Kimel vs. Argentina, cit., párr. 158.
52  Corte IDH, Serie C núm. 127, Caso Yatama vs. Nicaragua, cit., párrs. 196 y 198; Corte 

IDH, Serie C núm. 288, Caso Argüelles y otros vs. Argentina. Sentencia del 20 de noviembre de 
2014. Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas, párr. 221; Corte IDH, Serie C núm. 
302, Caso López Lone y otros vs. Honduras, cit., párr. 221.
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El otro modelo es la democracia participativa, en donde la Corte Intera-
mericana ha desarrollado el estándar frente a los derechos de la propiedad 
colectiva de las comunidades indígenas:

…frente a la utilización o explotación de recursos naturales en su territorio tradi-
cional, el Estado debe, para efectos del presente caso, contar con mecanismos para 
garantizar la participación efectiva de los pueblos indígenas, a través de procedi-
mientos culturalmente adecuados para la toma de decisiones de dichos pueblos. Lo 
anterior no solo consiste en un asunto de interés público, sino que también forma 
parte del ejercicio de su derecho a participar en la adopción de decisiones en las 
cuestiones que afectan sus intereses, de conformidad con sus propios procedimien-
tos e instituciones, en relación con el artículo 23 de la Convención Americana.53

Para ello, la Corte Interamericana ha hecho uso del principio de integra-
lidad, interpretando el artículo 7o. del Convenio 169 de la OIT para deter-
minar que la consulta es el mecanismo más adecuado para la participación 
de las comunidades indígenas.54

Se puede concluir, entonces, que el derecho a participar en asuntos pú-
blicos se realiza mediante la participación directa de los ciudadanos o a tra-
vés del voto, al cual tienen derecho todas las personas para elegir sus re-
presentantes. También se destaca la protección especial de acuerdo con las 
costumbres de los pueblos indígenas para la determinación de mecanismos 
de representación y participación respecto de los asuntos que afectan a sus 
territorios.

D. Limitaciones a los derechos políticos

La regla general es que los derechos humanos no se pueden limitar, res-
tringir o suspender; empero, el parágrafo 2 del artículo 23 de la Convención 
Americana establece limitaciones a los derechos políticos, como son por ra-
zones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil 

53  Corte IDH, Serie C núm. 127, Caso  Yatama vs. Nicaragua, cit., párr. 225; Corte IDH, Serie 
C núm. 309, Caso Pueblos Kaliña y Lokono vs. Surinam. Sentencia del 25 de noviembre de 2015. 
Excepción preliminar, fondo, reparaciones y costas, párr. 203.

54  Organización Internacional del Trabajo (OIT), Convenio 169 sobre pueblos indígenas 
y tribales, 27 de junio de 1989, disponible en: https://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---
americas/--rolima/documents/publication/wcms_345065.pdf.
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o mental, o condena por juez competente en proceso penal.55 Frente a estas 
limitaciones, la Corte Interamericana se ha pronunciado en varias ocasiones, 
generando estándares para los Estados:

…es evidente que estas causales se refieren a las condiciones habilitantes que la ley 
puede imponer para ejercer los derechos políticos, y las restricciones basadas en 
esos criterios son comunes en las legislaciones electorales nacionales, que prevén 
el establecimiento de edades mínimas para votar y ser votado, ciertos vínculos con el 
distrito electoral donde se ejerce el derecho, entre otras regulaciones. Siempre que 
no sean desproporcionados o irrazonables, se trata de límites que legítimamente los 
Estados pueden establecer para regular el ejercicio y goce de los derechos políticos 
y que se refieren a ciertos requisitos que los titulares de los derechos políticos deben 
cumplir para poder ejercerlos.56

En este sentido, la Corte Interamericana impone un límite legislativo a los 
Estados frente a las restricciones de los derechos políticos, cuando establece 
que los Estados tiene legítima libertad de regular este derecho, siempre y 
cuando las limitaciones sean proporcionales, razonables y necesarias para el 
cumplimiento de un fin legítimo:

Ahora resta definir si aun cuando la medida sea legal y persiga un fin permitido por 
la Convención, ella es necesaria y proporcional. Con el fin de evaluar si la medida 
restrictiva bajo examen cumple con este último requisito, la Corte debe valorar si la 
misma: a) satisface una necesidad social imperiosa, esto es, está orientada a satisfa-
cer un interés público imperativo; b) es la que restringe en menor grado el derecho 
protegido, y c) se ajusta estrechamente al logro del objetivo legítimo.57

Al respecto, existe un consenso regional en cuanto a la necesidad de restringir la 
participación de los jueces en las actividades político-partidistas, siendo que, en al-
gunos Estados, de forma más general, se prohíbe cualquier participación en política, 
salvo la emisión del voto en las elecciones. Sin embargo, la facultad de los Estados 
de regular o restringir estos derechos no es discrecional y cualquier limitación a los 

55  OEA, Convención Americana sobre Derechos Humanos, cit.
56  Corte IDH, Serie C núm. 127, Caso  Yatama vs. Nicaragua, cit., párr. 155; Corte IDH, Serie 

C núm. 288, Caso Argüelles y otros vs. Argentina, cit., párr. 222.
57  Corte IDH, Serie C núm. 184, Caso Castañeda Gutman vs. México, cit., párr. 184; Corte 

IDH, Serie C núm. 302, Caso López Lone y otros vs. Honduras, cit., párr. 227.
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derechos consagrados en la Convención debe interpretarse de manera restrictiva. 
La restricción de participación en actividades de tipo partidista a los jueces no debe 
ser interpretada de manera amplia, de forma tal que impida que los jueces partici-
pen en cualquier discusión de índole política.58

En conclusión, los Estados tienen la libertad de limitar y/o restringir los 
derechos políticos, pero dentro de las facultades que están explícitas en la 
Convención Americana; asimismo, dichas limitaciones deben encontrarse en 
el marco de un juicio de proporcionalidad, que exige que la medida que res-
tringe o limita el derecho corresponda al cumplimiento de un fin legítimo, 
además de ser necesaria y proporcional.

IV. Conclusiones

Con la aplicación de la inteligencia artificial creada por los grupos de in-
vestigación en derecho público de la Facultad de Derecho y “Acceder” de 
la Facultad de Ingeniería de la Universidad Militar Nueva Granada, se logró 
identificar, a partir de un total de 408 sentencias emitidas por la Corte In-
teramericana, 21 decisiones específicas relacionadas con los derechos po-
líticos, lo que implica un avance significativo en términos de eficiencia en 
la búsqueda de las sentencias, porque no existió el desgaste de tomar otras 
decisiones que no tuvieran aplicación directa al derecho humano en estudio.

Asimismo, las sentencias seleccionadas se graficaron de acuerdo con la in-
teractividad de sus citaciones, lo que permitió visualizar con mayor precisión 
los espacios citacionales, esto es, el grupo de sentencias que han decidido 
sobre el derecho, además de los niveles de relevancia de las sentencias que se 
consolidan a través del precedente, es decir, categoriza las sentencias respec-
to de los niveles de citación; con ello se establecen los estándares convencio-
nales. Esto demuestra la efectividad sobre otros buscadores tradicionales que 
son utilizados por los usuarios de las sentencias de la Corte Interamericana, 
que reflejan decisiones que no directamente se relacionan con el derecho en 
estudio ni la consolidación de los presentes interamericanos.

58  Corte IDH, Serie C núm. 184, Caso Castañeda Gutman vs. México, cit., párr. 174; Corte 
IDH, Serie C núm. 288, Caso Argüelles y otros vs. Argentina, cit., párr. 172.
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Ahora bien, respecto de los derechos políticos, la herramienta arrojó el 
ranking sobre la sentencia más importante y la más citada, estableciendo que 
la sentencia del caso Yatama vs. Nicaragua era la de mayor citación y la más 
importante, siendo la sentencia fundadora de línea que describe de forma 
amplia las garantías de los derechos políticos, y la Corte Interamericana lleva 
quince años consolidando con este precedente sus estándares convenciona-
les respecto de este derecho. Éstos se reflejaron en la herramienta con la 
creación de un grafo que ofrece información de conexidad y capacidad de 
influencia de las sentencias de los derechos políticos, permitiendo establecer 
los siguientes espacios convencionales: a) el derecho a ser elegido; b) el de-
recho a la igualdad de oportunidades en el acceso y la estabilidad en cargos 
públicos; c) el derecho a participar en asuntos públicos, y d) las limitaciones 
a los derechos políticos. Por lo tanto, se logró dar respuesta a la pregunta y 
cumplir con el objetivo de la investigación.

Además, la herramienta identificó conexiones de los derechos políticos 
con otros derechos convencionales, por ejemplo, el derecho a la libertad de 
pensamiento y expresión, el derecho a la vida y el derecho a la propiedad 
colectiva. Ello permite sugerir en la próxima versión del sistema semiauto-
mático la posibilidad de generar espacios citacionales de segundo nivel, los 
cuales surgen de la interacción de dos o más derechos convencionales.
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Resumen: A partir de los instrumentos y acuerdos interamericanos es posible identificar la 
relevancia de la democracia para los Estados americanos. Sin embargo, la democracia no es un 
concepto claro, por lo que este artículo presenta los derechos mínimos que deben ser protegi-
dos para considerar un régimen como democrático. Estableciendo la conexión entre la teoría 
de la democracia y el derecho, se concluye que una democracia representativa requiere que los 
Estados americanos garanticen algunos estándares mínimos para proteger y garantizar: 1) la 
igualdad; 2) la libertad de reunión; 3) la libertad de expresión; 4) los derechos políticos, y 
5) la independencia judicial. Los cinco elementos mencionados constituyen el núcleo mínimo 
de la democracia representativa, mas no son los únicos derechos importantes para un régimen 
democrático.
Palabras clave: democracia, igualdad, libertad de reunión, libertad de expresión, derechos 
políticos, independencia judicial.

Abstract: From the Inter-American instruments and agreements it is possible to identify the 
relevance of democracy for the States of the Americas. However, this is not a clear concept, 
consequently this paper presents the minimum rights that have to be protected in order to con-
sider a regime as democratic. The present paper builds the connection between the theory of 
democracy and the law, concluding that a representative democracy requires American States to 
guarantee some minimum standards to protect and guarantee: 1) equality; 2) freedom of assem-
bly; 3) freedom of expression; 4) political rights, and 5) judicial independence. The five elements 
mentioned constituted the minimum core of representative democracy, but they are not the only 
rights important for a democratic regime.
Key words: democracy, equality, freedom of assembly, freedom of expression, political rights, 
judicial independence.

Résumé: À partir des instruments et accords interaméricains, il est possible d’identifier la perti-
nence de la démocratie pour les États des Amériques. Cependant, ce concept n’est pas clair, par 
conséquent ce document présente les droits minimums qui doivent être protégés afin de consi-
dérer un régime comme démocratique. Le présent document établit le lien entre la théorie de 
la démocratie et le droit, en concluant qu’une démocratie représentative exige des États amé-
ricains qu’ils garantissent certaines normes minimales pour protéger et garantir: 1) l’égalité; 
2) la liberté de réunion; 3) la liberté d’expression; 4) les droits politiques, et 5) l’indépendance 
judiciaire. Les cinq éléments mentionnés constituaient le noyau minimum de la démocratie 
représentative, mais ce ne sont pas les seuls droits importants pour un régime démocratique.
Mots-clés: démocratie, égalité, liberté de réunion, liberté d’expression, droits politiques, 
indépendance judiciaire.
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I. Introduction

Every individual should say the phrase of Louis 
XIV: “I am the state”.

Rudolf von Ihering

For the States of the Americas, democracy has been a huge concern. Howe-
ver, there is no clear definition and understanding of what democracy is, and 
as a consequence democracy has become a tool of propaganda. As George 
Orwell said,

…[i]n the case of a word like democracy, not only is there no agreed definition, but 
the attempt to make one is resisted from all sides. It is almost universally felt that 
when we call a country democratic, we are praising it: consequently, the defenders 
of every kind of régime claim that it is a democracy, and fear that they might have to 
stop using the word if it were tied down to any one meaning. Words of this kind are 
often used in a consciously dishonest way.1

Precisely because of the accuracy of the affirmation made by George 
Orwell, the present work will identify and develop the necessary elements 
that constitute a representative democracy in the American countries, un-
der international law.

Democracy could be argued as a universal concept, right or form of go-
vernment, depending on the view from which it is studied. Example of this 
is the shy implied mention of it in the Universal Declaration on Human 
Rights in its article 21.2 In recent years experts have made reference to seve-

1  Orwell, George, “Politics and the English Language”, A Collection of Essays, United States 
of America, Harcourt Brace Jovanovich, 1946, p. 162.

2  Article 21 of the Universal Declaration establishes that: (1) Everyone has the right to 
take part in the government of his country, directly or through freely chosen representatives. 
(2) Everyone has the right of equal access to public service in his country. (3) The will of the 
people shall be the basis of the authority of government; this will shall be expressed in perio-
dic and genuine elections which shall be by universal and equal suffrage and shall be held by 
secret vote or by equivalent free voting procedures.
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ral types of democracy. This can actually be seen in the systems that measure 
levels of democracy of States around the world, such as Varieties of Demo-
cracy (hereinafter V-Dem), which measures liberal democracy, electoral de-
mocracy, egalitarian democracy, deliberative democracy and participatory 
democracy.3

These multiple meanings can lead to the use of the word in a dishonest 
way by governments, presidents and candidates, as was explained by Orwell. 
However, the problem is not the number of definitions, because actually 
this responds to the fact that society evolved, and elements are continuously 
added to the definition in order to give answer to the new realities. The 
problem is that the core and basic requirements of a democracy are not ne-
cessarily clear, so it is easy to use an emblematic word such as democracy in 
a speech and play with the factors or elements that fit the ideas of the person 
that used it, even if this ideas violates the basic elements that constituted a 
democracy.

The American States, given their particular interest in the topic, have made 
many international efforts towards the protection and promotion of demo-
cracy within the continent. For this reason, it is essential to understand what 
are the basic elements that constitute a representative democracy in the Ame-
ricas through an analysis of the concept since its beginnings until now. The 
present paper will build the connection between the theory of democracy 
and the law, studying the approximation that Regional Systems have given to 
these main components. These do not have to be understood such as that de-
mocracy have only the elements that are going to be analyze in the paper, the 
aim of it is to present the core elements of democracy and its development in 
the Americas perspective.

To make this analysis, the present paper will present first the core ele-
ments of the concept of democracy through an analysis of its origins and 
its philosophical development. Second, it is going to analyze the genesis of 
the relationship between representative democracy and human rights in the 
American States, given that representative democracy is within the wording 
of the Inter-American instruments. Third, reference will be made to the 
elements of representative democracy for the American States. These will 
lead to conclude that the core of representative democracy, under the Inter-
American System and the international obligations of the American States, 
is constituted by 1) equality, 2) freedom of assembly, 3) freedom of expres-

3  Official Website of Varieties of Democracy, available at: https://www.v-dem.net/es/.
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sion, 4) political rights and 5) judicial independence American States. States 
have to protect at least these rights to be consider a democracy, which by 
any means can be interpreted as the only rights important for a democratic 
regime or as an excuse to violate other human rights necessary for a healthy 
democracy.

II. The Core of the Concept of Democracy

Democracy is one of the best examples of an “essentially contested” concept 
because its meaning is object of endless dispute.4 Several definitions have 
been written around this concept. Going back to the core of the meaning, 
democracy is a Greek word that means “ruled by the people”. The Greeks 
invented the idea, the word, and its practice.5 Athens practiced direct de-
mocracy, meaning that their citizens, which at that moment were just some 
men, where directly involved in the ruling of the State, instead of being re-
presented by others.6 However, as Harrison pointed out, Greek citizens had 
time to discuss, and participated in their society through direct democracy 
because they had slaves.7 They understood democracy as self-government 
or autonomy of the community (polis).8 Even when they didn’t consider 
women and slaves as citizens, between whom they considered citizens, they 
were equal before the law. This was one most of the important values of 
their democracy.9

Aristotle placed the critique that in this model a “democracy serves the 
interest of the majority and not the people as a whole”.10 For this reason, 
he explores the idea of “polity”,11 that can be translated to constitutional 

4  Coppedge, Michael, Democratization and Research Methods, New York, Cambridge Univer-
sity Press, 2013, p. 11.

5  Harrison, Ross, Democracy, London-New York, Routledge, 1993, p. 2; Lakoff, Sanford, 
Democracy: History, Theory, Practice, New York, Westview Press, 1996, p. 37.

6  Ibidem, p. 16.
7  Idem.
8  Lakoff, Sanford, op. cit., p. 37.
9  Harrison, Ross, op. cit., p. 17.

10  Ibidem, p. 29.
11  Dahl, Robert, Democracy and its Critics, Yale University, 1989, pp. 14-18.
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government. This would be a democracy also ruled by the majority but 
favoring the common interest and their idea of what is just. In his unders-
tanding, justice is connected with equality, and this was one of the most 
important values of democracy.12

This understanding of democracy then changes with the Romans and 
the latter Republicanism. In Roman republicanism, “the public opinion had 
only a restricted role in which power was divided among different assem-
blies, with an aristocratic senate”.13 For them the ultimate authority was in 
their citizens, that excluded women, but they divided legislative and elec-
tive authority and the popular assemblies voted by group rather than by in-
dividual suffrage.14 Through this means, Roman republicanism tried to find 
the balance between the sharing power among the major groups composing 
society and the respect of the social hierarchy.15 The ideology of the Roman 
republicanism was that Libertas or freedom “consist not in the power of do as 
one pleases but to live according to the law which applies equally to all, and 
the law is respected because it is understood to be extremely advantageous 
to all”.16 Even with social hierarchy, the Christian teaching was present and 
its greatest implication for democracy was that “humanity was created in 
the image of God, all humans are of equal worth in the sight of God”.17 The 
acceptance of equality was understood as a spiritual equality different from 
the earthly hierarchy,18 but still the sense of this latter principle was present 
at the time.

The next important step of democracy in history comes with Locke and 
Rousseau, who didn’t necessarily make reference to the term democracy. 
However, their theories are applicable to the analysis of the concept be-
cause they share values with the initial concept of democracy. John Locke 
claimed that men are by nature free, equal and independent and that a State 
of liberty implies that people are free to act without government interfe-
rence.19 However, for him, men seek “to preserve this original liberty and 

12  Harrison, Ross, op. cit., p. 31.
13  Lakoff, Sanford, op. cit., p. 65.
14  Idem.
15  Idem.
16  Ibidem, p. 79.
17  Ibidem, p. 90.
18  Ibidem, p. 92.
19  Harrison, Ross, op. cit., p. 49.
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equality on entry into political society”.20 For this reason, an adequate State 
must grant equal respect of such rights to all the. For this purpose, people 
have the right to rebellion or revolution against a government that does not 
preserve their rights.21 As Locke establishes: “…when any number of Men 
have, by the consent of every individual, made a Community, they have 
thereby made that Community one Body, with a Power to Acts as one Body, 
which is only by the will and determination of the majority”.22

Rousseau was focused on liberty and equality as well. However, the con-
cept of liberty between Locke and Rousseau is different, because for Locke, 
freedom is understood in a “negative” way. It is essentially being left alone. 
On the other hand, freedom according to Rousseau is “positive” in the sense 
that someone will be free only if she or he are capable to do certain things.23 
According to Rousseau, each person puts his power under the supreme di-
rection of the general will, making the difference between general will and 
the will of all. With this argument, Rousseau remarks that the general will 
considers the common interest and the will of all is just a sum of particular 
wills.24 He establishes that:

…the social compact sets up among the citizens an equality of such kind, that they 
all bind themselves to observe the same conditions and should therefore all enjoy 
the same rights. Thus, from the very nature of the compact, every act of sovereign-
ty, i.e. every authentic act of general will, binds or favours all the citizens equally.25

Tocqueville meanwhile talks about political passions. “In a large republic”, 
he declared: “political passions become irresistible, not only because the ob-
ject they pursue is immense, but more because millions of men feel them 
in the same way at the same moment”.26 Drescher explains that for Tocque-
ville “consciously or unconsciously modern man was choosing between the 
patriotism of all and rule by the few, «for one cannot unite the force and 
the social activity rendered by the first with the guarantees of tranquility 

20  Ibidem, p. 50.
21  Ibidem, p. 49.
22  Ibidem, p. 47.
23  Ibidem, p. 53.
24  Ibidem, pp. 54 and 55.
25  Ibidem, p. 56.
26  Drescher, Seymour, “Tocqueville’s Two Democraties”, Journal of the History of Ideas, vol. 

25, no. 2, 1964, p. 203.
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sometimes provided by the second»”.27 In 1835, Tocqueville talked about 
the tyranny of the majority when it is excessive power of the people. In 
this sense, he concludes that the omnipotence of the majority stated “by the 
misuse of their power and not by impotence that democratic republics were 
exposed to destruction”.28 He explains the “great triumph of America had 
been its ability to «confine within a narrow sphere the turbulent ambition 
of its citizens»”29 by “creating vigorous institutions of local government, by 
balancing political mobility against a fixed religious morality, and by fos-
tering the habit of regulated public activity to control worse appetites and 
ambitions”.30

In relation to this, it is important to mention what John Stuart Mill pointed 
out. Mill didn’t agree with “Tocqueville’s view that democracy must inevi-
tably mean majority rule”,31 because that will cause “class legislation”. For 
that reason, he explained that suffrage is not enough to guarantee that people 
will govern themselves or that the legislator would promote their personal 
interests.32 He proposed proportional representation, to control the majo-
rity; “weighted voting, to allowed the educated greater influence”; and wi-
despread participation in government, to ensure that everyone participated 
in self-governance.33 In consequence, “Mill’s aim was to propose a system 
of representative government combining competence and participation”.34

It is also important to make reference about Marx and Hegel and their 
positions towards democracy. Both authors contradict many of the affir-
mations made by the philosophers mentioned before, so it is important to 
analyze their alternative way of thinking about democracy. Marx had three 
basic points regarding democracy. First, he argues that “democracy repre-
sents more than a set of legal forms or procedures, realizing «the essence 
of every state» in such a way that other constitutional forms appear by con-
trast as merely juridical entities”.35 Second, he states that democracy “does 

27  Idem.
28  Idem.
29  Idem.
30  Idem.
31  Lakoff, Sanford, op. cit., p. 121.
32  Ibidem, p. 122.
33  Idem.
34  Idem.
35  Springborg, Patricia, “Karl Marx on Democracy, Participation, Voting, and Equality”, Po-

litical Theory, vol. 12, no. 4, 1984, p. 538.
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not require the participation of all members of society as individuals in the 
decision-making process and that, therefore, the debate over the relative 
merits of direct or representative democracy is misdirected”.36 Finally, Marx 
argues that “political participation turns not on the function of deputies or 
representatives but rather on political suffrage”.37

On the other hand, Hegel, as Montesquieu, argues that democracy is 
based on the principle of virtue and therefore it depends on the sense of 
duty, and this constitutes a weakness of democracy.38 For him “the sovere-
ignty of the people is one of the confused notions based on the wild idea of 
the «people». Taken without its monarch and the articulation of the whole, 
which is the indispensable and direct concomitant of monarchy, the people 
is a formless mass and no longer a State”.39

From the aforementioned ideologies, it is possible to identify common 
elements. Only Hegel presents a totally different approach which is difficult 
to reconcile with the essence of democracy since its origins, society “ruled 
by the people”. Four common elements are present in the rest of the ideo-
logies, equality, freedom, common will and self-government (according to 
the meaning of the word), understanding this through direct participation or 
representative participation.

The content of these common aspects may present some difficulty. First, 
differences existed in concepts such as freedom as was explained before bet-
ween Rousseau and Locke. Second, equality may have different implications 
for the Greeks than now. For example, slavery is currently prohibited, and 
women are an essential part of society, so equality is broader than then. 
Third, common will may present difficulties in order to avoid understanding 
it as the will of the majorities affecting the rights of the minorities. Due to 
the differences mentioned, it is important to attempt to define democracy 
today. The aforementioned elements are going to be analyzed in detail later 
in the paper.

To understand how we define democracy now, it is useful to make refe-
rence to those systems created to measure democracy, given that they are 
created based on several definitions of democracy. Michael Coppedge is one 

36  Idem.
37  Idem.
38  Ibidem, p. 540.
39  Idem.
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of the main investigators of Varieties of Democracy Project that was created 
for this purpose in 2011, and in his book Democratization and Research Methods 
he makes a great explanation of the difficulty to define democracy.40

Coppedge explains that even when it is possible to identify different types 
of definitions of democracy, all of them fit into “one of six overlapping mo-
dels: socioeconomic, people’s participatory, representative, liberal and deli-
berative democracy”.41 He explains that socioeconomic democracy “empha-
sizes the equalization of wealth, income, and status, both as a prerequisite 
for political equality and as an end in itself ”.42 Participatory democracies put 
main emphasis on the value of citizen involvement, further than just elec-
tions, because society and citizens will benefit from this participation.43 On 
the other hand, deliberative democracy focuses on representation and par-
ticipation, by promoting well-informed discussions of everything that could 
be of public interest.44

Representative democracy is present in all the democratic national states 
today in one way or another, because this type of democracy contains a “ran-
ge running from popular sovereignty to liberal democracy”.45 It considers 
the principle of popular sovereignty as a cornerstone, which holds that the 
majority rules, so whatever people want should become law.46 Finally, liberal 
democracy seeks to limit the power of the majority by guaranteeing some 
fundamental rights of individuals (and sometimes groups) and by creating 
constitutional checks on executive, legislative, and judicial powers.47

From the models mentioned by Coppedge, it is possible to identify the 
key components of democracy resulting from its origins, overlapping one 
another and leading towards a final definition of democracy. Equality deri-
ves from the socioeconomic definition. The common will from the liberal 
democracy worries about controlling the power of the majority. Participa-

40  Coppedge, Michael, op. cit.
41  Ibidem, p. 12.
42  Idem.
43  Idem; Pateman, Carole, Participation and Democratic Theory, Australia, Cambridge Univer-

sity Press, 1970.
44  Coppedge, Michael, op. cit., p. 12; Held, David, Models of Democracy, 3rd. ed., Great Bri-

tain, Stanford University Press, 2006.
45  Coppedge, Michael, op. cit., p. 12.
46  Idem.
47  Idem.
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tory democracies seek a benefit from the participation of the citizens for 
the society. Self-government can be identified in participative, deliberative, 
and representative democracies. Finally, the right to freedom can be derived 
from the liberal democracy that is concerned about fundamental rights of 
individuals.

In conclusion, four elements were and are present through all the defini-
tions of democracy: 1) equality, 2) freedom, 3) common will, and 4) self-go-
vernment through direct or representative participation. As was mentioned 
before, some challenges can appear trying to give a universal definition of 
each of these elements that reconcile all the particularities that were given 
by each philosopher in a specific moment in history.

To further address that difficulty, it is important to make reference to a 
regional approximation to democracy, to take a look of how the develop-
ment of democracy in the American continent and its definition has been.

III. The Genesis of the Relationship between Representative 
Democracy and Human Rights in the American States

Dating back to the firsts Inter-American conferences, the American States 
have had shown particular concern about democracy and its promotion in 
the region.48 In the Charter of the Organization of American States (herei-
nafter also OAS Charter) in April of 1948 (amended in 1967, 1985, 1992 
and 1993), the States of the Americas recognized the importance of demo-
cracy. In the preamble of the mentioned Charter the States established “that 
representative democracy is an indispensable condition for the stability, 
peace and development of the region”. They acquired the obligation of the 
States to “promote and consolidate representative democracy” in article 2 
of the Charter.

However, the definition of democracy doesn’t appear in the Charter. The 
only approximation that the Charter has to give content to this obligation, 

48  Arrighi, Jean Michel, “El sistema interamericano y la defensa de la democracia”, Agenda 
Internacional, vol. 16, no. 27, 2009, pp. 69-94; Muñoz, Heraldo, “International Organizations 
and Democracy: The OAS and Democratic Governance”, Journal of Democracy, vol. 4, no. 3, 
1993, pp. 29-38.
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comes from article 3 of the Charter of the OAS, which establishes the prin-
ciple that required the States to fight against extreme poverty as part of its 
obligations of promotion and consolidation of democracy.

Nevertheless, at the gates of the Cold War, the Fifth Meeting of Consul-
tation of Ministers of Foreign Affairs of the OAS was held in Santiago, Chi-
le, in 1959. The Declaration that results from this meeting, defined some 
elements that could determine what constitutes a “representative democra-
cy”. The Declaration establishes that to be a representative democracy, the 
following components are required:

1. The principle of the rule of law must be ensured by the independence of the 
powers and the control of the legality of the acts of the government by State ju-
risdictional organs.

2. The governments of the American republics must arise from free elections.
3. The perpetuation of power, or the exercise of power without a fixed term 

and with a manifest purpose of perpetuation, are incompatible with the exercise of 
democracy.

4. The governments of the American States must maintain a regime of individual 
freedom and social justice based on respect for the fundamental rights of the human 
person.

5. Human rights embodied in the legislation of the American States must be 
protected by effective judicial means.

6. The systematic use of political proscription is contrary to the American de-
mocratic order.

7. Freedom of the press, radio and television, and in general the freedom of in-
formation and expression are essential conditions for the existence of a democratic 
regime.

8. The American States, in order to strengthen democratic institutions, must 
cooperate with each other to the extent of their resources and within the terms 
of their laws to consolidate and develop their economic structure, and in order to 
achieve fair and humane living conditions for their people.49

This Declaration settled the first direct connections between established 
human rights and democracy. But it is not until the American Convention 

49  Fifth Meeting of Consultation of Ministers of Foreign Affairs, Declaración de Santia-
go de Chile, Santiago (Chile), 1959, available at: https://www.oas.org/consejo/sp/RC/Actas/Ac 
ta%205.pdf.
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on Human Rights of December of 1969, that States settled in a binding do-
cument a clear relationship between some human rights, such as the rights 
of freedom of assembly and freedom of association, and a democratic so-
ciety.50

The relevance that democracy has for the States of the Americas is espe-
cially reflected in the Resolution 1080 of the General Assembly of the OAS 
in which States agree the possibility to impose sanctions among a State that 
don’t respect democracy. This resolution state that the Secretary General has 
the possibility to ask the Permanent Council of the OAS to summon an im-
mediate meeting to analyze and decide a situation in a country that generates 
an irregular interruption of a democratic government in one of the States of 
the OAS.51 From this meeting sanctions can be imposed to States as occurred 
already in Haiti in 1991, Perú in 1992 and Guatemala in 1993.52

In 2001 the member States of the OAS adopted in a special session of 
the General Assembly, the Inter-American Democratic Charter (hereinafter 
also Democratic Charter).53 The main purpose of this Inter-American ins-
trument is being a tool to “update, interpret and apply the OAS Charter in 
topics of representative democracy”.54 Article 1 of the Democratic Charter 
recognized expressly democracy as a right of the people of the Americas that 

50  Article 15 of the American Convention establish: “The right of peaceful assembly, without 
arms, is recognized. No restrictions may be placed on the exercise of this right other than those 
imposed in conformity with the law and necessary in a democratic society in the interest of na-
tional security, public safety or public order, or to protect public health or morals or the rights 
or freedom of others”.

Article 16(2) of the American Convention establish: “The exercise of this right shall be 
subject only to such restrictions established by law as may be necessary in a democratic society, 
in the interest of national security, public safety or public order, or to protect public health or 
morals or the rights and freedoms of others”.

51  General Assembly of the OAS, “Representative Democracy”, Resolution 1080 of June 
5 of 1991, AG/RES. 1080 (XXI-O/91), operative paragraph 1, available at: https://www.oas.
org/juridico/spanish/res-1080.htm.

52  To see the details of the cases, go to Arrighi, Jean Michel, op. cit.
53  OAS, “Tenth Anniversary of the Inter-American Democratic Charter was Commemora-

ted in Chile with a Renewed Commitment of the Americas with Democracy”, 2011, available 
at: https://www.oas.org/En/media_center/press_release.asp?sCodigo=E-816/11.

54  Inter-American Juridical Committee, “Elementos esenciales y fundamentales de la demo-
cracia representativa y su vinculación con la acción colectiva en el marco de la Carta Democrá-
tica Interamericana”, Resolution CJI/RES (LXXXV-O/09), August 12, 2009, p. 604, available 
at: https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/11/5130/30.pdf.

 
http://www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx https://revistas.juridicas.unam.mx

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2021 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-internacional/issue/archive

DOI: http://dx.doi.org/10.22201/iij.24487872e.2021.21.15624



EL
IZ

AB
ET

H
 JI

M
ÉN

EZ
 M

O
RA

106 Anuario Mexicano de Derecho Internacional, 
vol. XXI, 2021, pp. 93-123

had to be protected by governments.55 So, since 2001 it is possible to iden-
tify democracy not only in relation with human rights, but as a right itself.

However, the Democratic Charter doesn’t define the scope of the right 
to democracy. Articles 3 and 7 of the Charter settle in a clear and direct way 
the relationship between human rights and democracy in different ways. Ar-
ticle 7 establishes that “[d]emocracy is indispensable for the effective exer-
cise of fundamental freedoms and human rights in their universality, indi-
visibility and interdependence, embodied in the respective constitutions of 
states and in Inter-American and international human rights instruments”. 
From this article it seems that democracy is a means for the compliance of 
human rights.

Nevertheless, article 3 of the Democratic Charter lists elements of repre-
sentative democracy, leaving open the question if this means that the right 
to democracy is composed by others human rights. Article 3 establishes that 
the essential elements of representative democracy include: 1) respect for 
human rights and fundamental freedoms; 2) access to and the exercise of 
power in accordance with the rule of law; 3) the holding of periodic, free, 
and fair elections based on secret balloting and universal suffrage; 4) the 
pluralistic system of political parties and organizations, and 5) the separation 
of powers and independence of the branches of government.56 However, 
the Inter-American Court of Human Rights (hereinafter also IACoHR or 
Inter-American Court) interpreted article 3 of the Democratic Charter as 
the establishment of “the relationship between human rights, representative 
democracy and political rights”,57 and not considering democracy as a right 
necessarily. In this sense, the Inter-American Court had established that 
“«[r]epresentative democracy is a determinant factor of the entire system of 

55  The article 1 of the Inter-American Democratic Charter establish: “The peoples of the 
Americas have a right to democracy and their governments have an obligation to promote 
and defend it. Democracy is essential for the social, political, and economic development of 
the peoples of the Americas”.

56  The article 3 of the Inter-American Democratic Charter establish: “Essential elements of 
representative democracy include, inter alia, respect for human rights and fundamental free-
doms, access to and the exercise of power in accordance with the rule of law, the holding of pe-
riodic, free, and fair elections based on secret balloting and universal suffrage as an expression 
of the sovereignty of the people, the pluralistic system of political parties and organizations, 
and the separation of powers and independence of the branches of government”.

57  I/A Court H.R., Case of Castañeda Gutman v. Mexico. Preliminary Objections, Merits, Repara-
tions, and Costs, Judgment of August 6, 2008, Series C No. 184, para. 142.
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which the Convention forms part», and constitutes «a ‘principle’ reaffirmed 
by the American States in the OAS Charter, a basic instrument of the Inter-
American system»”.58

In conclusion, after identifying the relevant Inter-American instruments, 
it is still not clear if democracy is a right or a means to make human rights 
effective. Nevertheless, it is clear that since the first Inter-American efforts, 
the relationship between human rights and democracy is present. From the 
Declaration of Santiago, Chile and the Democratic Charter it is possible 
to establish that the American States settled as elements of the democracy 
that they are promoting and protecting: 1) Rule of Law; 2) periodic, free, 
and fair free elections, requisite that include the necessity of fixed terms of 
mandates of the presidents establishing periodic elections, based on secret 
balloting and universal suffrage; 3) respect for human rights such as freedom 
of information, freedom of expression, freedom of association and social jus-
tice based on fundamental rights and it justiciability; 4) a pluralistic system 
of political parties and organizations, and 5) the separation of powers and 
independence of the branches of government.

IV. The Elements of Representative Democracy

It is possible to make reference about some necessary elements for repre-
sentative democracy in the American Continent, from the general over-
view of the core elements of democracy and the characteristics that the 
American States gave to the definition of representative democracy. Some 
of the elements of both views of democracy are repeated, exemplifying that 
the concept maintains a core and through time additional elements have 
been added to it.

First, the core of the definition incorporates equality. This could be reflec-
ted on the definitions of the Inter-American agreements, within their con-

58  I/A Court H.R., The  Word  “Laws” in Article 30 of the American Convention on Human Rights, 
Advisory Opinion OC-6/86 of May 9, 1986, Series A No. 6, para. 34; I/A Court H.R., Case 
of Castañeda Gutman v. Mexico..., cit., para. 141; I/A Court H.R., Entitlement of Legal Entities to 
Hold Rights under the Inter-American Human Rights System (Interpretation and Scope of Article 1(2), 
in relation to Articles 1(2), 8, 11(2), 13, 16, 21, 24, 25, 29, 30, 44, 46 and 62(3) of the American 
Convention on Human Rights, as well as of Article 8(1)(A) and (B) of the Protocol of San Salvador), 
Advisory Opinion OC-22/16 of February 26, 2016, Series A No. 22, para. 31.
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cern to guarantee social justice based on fundamental rights, even through 
international cooperation.

Second, the core elements include freedom, and the American compo-
nents include within this concept the freedoms of information and expres-
sion of the citizens, for instance.

Third, the requirement of “common will” understood as the interest of 
the common good is strongly related to rule of law, separation of powers and 
independence of the branches of the government.

Finally, the element of self-governance can be seen in the element of pe-
riodic, free, and fair free elections based on secret balloting and universal 
suffrage. We would be understanding this component through representa-
tion and not necessarily direct participation in the ruling of the society.

The Inter-American States add the requisite of pluralistic system of poli-
tical parties and organizations.

These elements are going to be analyzed in relation to the Inter-American 
standards in each topic.

1. Equality

Equality must be understood in two different ways, as a descriptive and as 
a normative concept. Equality in the descriptive sense is “an adjectival rela-
tion between entities that are identical in some specific respect”.59 Equality 
as a normative concept “is the notion that there is some special respect in 
which all human beings are in fact equal (descriptive) but that this factual 
equality requires that we treat them in a special way”.60 For this paper, the 
main concern will be equality as a normative concept.

The Inter-American Court establishes that the notion of equality

…derives directly from the unity of the nature of the human race and is inseparable 
from the essential dignity of the person, against which the whole situation which, 
in relation to a given group, leads to treat it with privilege; or that, conversely, 
considering it inferior, dealing with hostility or in any way what discriminates the 

59  Machan, Tibor R., Liberty and Equality, United States of America, Hoover Institution 
Press (Stanford University), 2002, p. 1.

60  Idem.
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relationships of rights that are recognized to those who do not consider themselves 
involved in such a situation.61

In relation to this, the States have the international duty to abstain of any 
action that can cause de jure or de facto discrimination,62 this in accordance 
with the ius cogens principle of equality.

However, to address equality in a comprehensive way today could be 
harder than in the Greek times. During the Greek’s time, as was explained 
before, they just didn’t consider women and slaves as citizens, but our so-
cieties are still working in the inclusion of all the members of the society. 
The efforts of the States and international organizations to fight inequality 
is a long fight that has been taking place since years ago. Several groups in 
position of vulnerability suffered consequences because of unequal practi-
ces and realities in different countries. The fight for equality in the enjoy-
ment of rights of women, of indigenous communities, persons in condition 
of poverty and other vulnerable populations, is something that until now, 
advocates all around the world are still fighting for.

This topic is particularly concerning given that up to 2017 “Latin Ameri-
ca and the Caribbean remain the most unequal regions in the world, with an 
economic inequality gap that reinforces social and gender inequalities, des-
pite the economic growth over the last decade”.63 For this reason, concerns 
about inequality and obligations of the State to fight it are found in almost 

61  I/A Court H.R., Proposed Amendments of the Naturalization Provisions of the Constitution of 
Costa Rica, Advisory Opinion OC-4/84 of January 19, 1984, Series A No. 4, para. 55; I/A 
Court H.R., Case of Duque v. Colombia. Interpretation of the Judgment on Preliminary Objections, 
Merits, Reparations and Costs, Judgment of November 21, 2016, Series C No. 322, para. 109; 
I/A Court H.R., Gender Identity, and Equality and Non-Discrimination with Regard to Same-Sex 
Couples. State Obligations in relation to Change of Name, Gender Identity, and Rights Deriving from a 
Relationship between Same-Sex Couples (Interpretation and Scope of Articles 1(1), 3, 7, 11(2), 13, 17, 
18 and 24, in relation to Article 1, of the American Convention on Human Rights), Advisory Opinion 
OC-24/17 of November 24, 2017, Series A No. 24, para. 61.

62  I/A Court H.R., Case of Flor Freire v. Ecuador. Preliminary Objection, Merits, Reparations and 
Costs, Judgment of August 31, 2016, Series C No. 315, para. 110; I/A Court H.R., Gender 
Identity, and Equality and Non-Discrimination with Regard to Same-Sex Couples…, cit., para. 61.

63  IACHR, Poverty and Human Rights, OEA/Ser.L/V/II.164, Doc. 147, September 7, 2017, 
para. 105. See also, World Bank, Working to End Poverty in Latin America and the Caribbean.  Workers, 
Jobs, and  Wages, June 2015. In this regard, the State of Argentina points out that this report uses 
the SEDLAC (CEDLAS and the World Bank) database for 2007-2015 (State of Argentina, Input 
for the IACHR Preliminary Report on “Poverty, Extreme Poverty, and Human Rights in the 
Americas”, February 6, 2017, p. 4). Thematic Hearing on tax policy and human rights, 156th 
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all the aspects of human rights, as economic, social and cultural rights, rights 
of women, rights of indigenous communities, etc. Nevertheless, given the 
word limit, for the purposes of the present paper, equality is going to be 
analyzed only in the sense that it is relevant under the other rights that were 
recognized by the States as part of representative democracy.

2. Freedom of Expression and Freedom of Assembly

This right is protected in several international instruments,64 putting in 
evidence the fundamental importance of this right. The relevance of this 
right for a democratic society was recognized by principle one of the Decla-
ration of Principles on Freedom of Expression that establishes that freedom 
of expression “is an indispensable requirement for the very existence of a 
democratic society”. In the same sense, article 4 of the Democratic Charter 
recognizes the importance of this right for a democratic society.65

Freedom of expression is a right contemplated on article 13 of the Ame-
rican Convention on Human Rights (hereinafter also American Conven-
tion) also, and this right has had a huge development in the Inter-American 
System. Article 13 establishes that “everyone has the right to freedom of 
thought and expression” and that “this right includes freedom to seek, re-
ceive, and impart information and ideas of all kinds, regardless of frontiers, 
either orally, in writing, in print, in the form of art, or through any other 
medium of one’s choice”.66

period of sessions of the Inter-American Commission on Human Rights (IACHR), Washing-
ton, D. C., October 2015.

64  Article 19 of the Universal Declaration on Human Rights, article 19 of the International 
Covenant on Civil and Political Rights, article 4 of the American Declaration on the Rights and 
Duties of Man, article 13 of the American Convention on Human Rights, and Article 4 of the 
Inter-American Democratic Charter.

65  Article 4 of the Inter-American Democratic Charter establish: “Transparency in govern-
ment activities, probity, responsible public administration on the part of governments, respect 
for social rights, and freedom of expression and of the press are essential components of the 
exercise of democracy. The constitutional subordination of all state institutions to the legally 
constituted civilian authority and respect for the rule of law on the part of all institutions and 
sectors of society are equally essential to democracy”.

66  See also I/A Court H.R., Compulsory Membership in an Association Prescribed by Law for the 
Practice of Journalism (Articles 13 and 29 of the American Convention of Human Rights), Advisory 
Opinion OC-5/85 of November 13, 1985, Series A No. 5, para. 30; I/A Court H.R., Case of 
Ricardo Canese v. Paraguay. Merits, Reparations and Costs, Judgment of August 31, 2004, Series C 
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This right has three main characteristics. First, as it is established by the 
mentioned article, it is a right of every person and it can’t suffer prior cen-
sorship. Article 13 establishes only two exceptions to this rule are accepted 
and have to be reasons established by law to the extent necessary to ensure: 
a) respect for the rights or reputations of others; or b) the protection of 
national security, public order, or public health or morals. In this sense, the 
Inter-American Court established that this right has to be exercised in a 
context of respect and safeguard of all other fundamental rights and in this 
harmonization the State has a main role defining the responsibilities and pe-
nalties that may be necessary for this purpose.67

Second, this right has both, an individual and a social dimension and both 
dimensions must be fully guaranteeing simultaneously.68 Consequently, free-
dom of expression requires that no one suffers censorship arbitrarily from 
expressing his own thoughts and also, that everyone can receive any infor-
mation and thoughts expressed by others.69

Finally, the third element of the right to freedom of expression is that 
given that this right is essential for a democratic society, the limitations im-
posed to it must be established by law,70 that the right can be limited only 
through the imposition of sanctions after an abuse but not before the exerci-
se of the right71 and limits established must be in accordance to needs com-
patible with the American Convention itself.72 The need implies the existen-

No. 111, para. 77; I/A Court H.R., Case of Kimel v. Argentina. Merits, Reparations and Costs, Judg-
ment of May 2, 2008, Series C No. 177, para. 53.

67  I/A Court H.R., Case of Kimel v. Argentina…, cit., para. 53; I/A Court H.R., Case of 
Tristán Donoso v. Panama. Preliminary Objection, Merits, Reparations and Costs, Judgment of January 
27, 2009, Series C No. 193, para. 112.

68  I/A Court H.R., Compulsory Membership in an Association Prescribed by Law for the Practice…, 
cit., paras. 31 and 32; I/A Court H.R., Case of Granier et al. (Radio Caracas Televisión) v.  Venezuela. 
Preliminary Objections, Merits, Reparations and Costs, Judgment of June 22, 2015, Series C No. 
293, para. 135; I/A Court H.R., Case of “The Last Temptation of Christ” (Olmedo Bustos et al.) v. 
Chile. Merits, Reparations and Costs, Judgment of February 5, 2001, Series C No. 73, para. 67.

69  I/A Court H.R., Compulsory Membership in an Association Prescribed by Law for the Practice…, 
cit., para. 30; I/A Court H.R., Case of Granier et al. (Radio Caracas Televisión) v.  Venezuela…, cit., 
para. 136.

70  I/A Court H.R., Compulsory Membership in an Association Prescribed by Law for the Practice…, 
cit., para. 40.

71  Ibidem, para. 39.
72  I/A Court H.R., Case of Kimel v. Argentina…, cit., para. 56; I/A Court H.R., Case of Fon-

tevecchia and D’Amico v. Argentina. Merits, Reparations and Costs, Judgment of November 29, 2011, 
Series C No. 238, para. 50.
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ce of an “imperious social need”, particularly in matters of public interest, 
because it “is a cornerstone of the very existence of a democratic society”.73

The Special Rapporteur on Freedom of Expression of the Inter-American 
Commission on Human Rights (hereinafter also IACHR) stated that “in a 
democratic society, given the importance of monitoring the conduct of pu-
blic affairs through opinion, there is a narrower margin for any restriction of 
political debate or discourse on matters of public interest”.74 In this sense, 
the IACoHR establishes that “without an effective guarantee of freedom of 
expression the democratic systems is weakened and there is a breakdown 
of pluralism and tolerance; the mechanisms of control and complaint that 
citizens have may become inoperable and, indeed, a fertile ground is created 
for authoritarian systems to take root”.75

It is important to mention the relevant relationship between freedom of 
expression and freedom of assembly. The IACoHR recognized the right to 
defend democracy as a “specific manifestation of the right to take part in pu-
blic affairs and… the exercise of other rights such as freedom of expression 
and the right of assembly”.76

Article 15 of the American Convention recognizes “the right of peaceful 
assembly, without arms”. In relation to this right, the IACoHR establishes 
that the “ability to protest publicly and peacefully is one of the most accessi-
ble ways to exercise the right to freedom of expression, and can contribute 
to the protection of other rights”.77 For this reason, the right of assembly is a 

73  I/A Court H.R., Compulsory Membership in an Association Prescribed by Law for the Practice…, 
cit., para. 70; I/A Court H.R., Case of Granier et al. (Radio Caracas Televisión) v. Venezuela…, cit., 
para. 140; I/A Court H.R., Case of Carvajal Carvajal et al. v. Colombia. Interpretation of the Judgment 
on Merits, Reparations and Costs, Judgment of November 21, 2018, Series C No. 365, para. 174.

74  IACHR, Inter-American Legal Framework Regarding the Right to Freedom of Expression, Offi-
ce of the Special Rapporteur for Freedom of Expression, OEA/Ser.L/V/II/CIDH/RELE/
INF.2/09, December 30, 2009, para. 36; IACHR, Annual Report 2018, Office of the Special 
Rapporteur for Freedom of Expression, OEA/Ser.L/V/II.Doc. 30, March 17, 2019, para. 13.

75  I/A Court H.R., Case of Herrera Ulloa v. Costa Rica. Preliminary Objections, Merits, Reparations 
and Costs, Judgment of July 2, 2004, Series C No. 107, para. 116; I/A Court H.R., Case of 
Granier et al. (Radio Caracas Televisión) v. Venezuela…, cit., para. 140.

76  I/A Court H.R., Case of López Lone et al. v. Honduras. Preliminary Objection, Merits, Reparations 
and Costs, Judgment of October 5, 2015, Series C No. 302, para. 164.

77  Ibidem, para. 167. See also, United Nations, Resolution of the Human Rights Council on 
the promotion and protection of human rights in the context of peaceful protests, A/HRC/
RES/19/35, March 23, 2012; Resolution of the Human Rights Council on the promotion and 
protection of human rights in the context of peaceful protests, A/HRC/RES/22/10, March 
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basic right in a democratic society and hence has to be protected. Similar to 
the right of freedom of expression, any restriction to the right to assembly 
must be established by law, “pursue a legitimate purpose, and comply with 
the requirements of suitability, necessity and proportionality”.78

In conclusion, freedom of expression and freedom of assembly has a strong 
interdependence with democracy as it is understood by the American States. 
The population of a State has the right to defend democracy through these 
two rights. Consequently, any democratic State can’t systematically violate 
this right and continue being a democracy.

3. Political Rights

Freedom of Association and Political Parties

The right of association is recognized in the American Convention in its 
article 16 establishing that “everyone has the right to associate freely for 
ideological, religious, political, economic, labor, social, cultural, sports, or 
other purposes”. The free exercise of this right can only be restricted by law 
for reasons of “national security, public safety or public order, or to protect 
public health or morals or the rights and freedoms of others”. That is stres-
sed in the American Convention as a necessary element of a democratic 
society, as it has also been stated by the IACHR.79

The IACoHR recognized this right in order to achieve a legitimate com-
mon objective, “without pressure or interference that could alter or dena-

21, 2013, and Resolution of the Human Rights Council on the promotion and protection of 
human rights in the context of peaceful protests, A/HRC/25/L.20, March 24, 2014.

78  I/A Court H.R., Case of López Lone et al. v. Honduras…, cit., para. 168; I/A Court H.R., 
The Word “Laws” in Article 30…, cit., paras. 35 and 37; I/A Court H.R., Case of Artavia Murillo 
et al. (In Vitro Fertilization) v. Costa Rica. Preliminary Objections, Merits, Reparations and Costs, Judg-
ment of November 28, 2012, Series C No. 257, para. 273. See also, on the right to freedom 
of expression: I/A Court H.R., Case of Herrera Ulloa v. Costa Rica…, cit., para. 120; I/A Court 
H.R., Case of Fontevecchia and D’Amico v. Argentina…, cit., para. 43; I/A Court H.R., Case of 
Mémoli v. Argentina. Preliminary Objections, Merits, Reparations and Costs, Judgment of August 22, 
2013, Series C No. 265, para. 127.

79  IACHR, Report on Terrorism and Human Rights, OEA/Ser.L/V/ll.116, Doc. 5 rev. 1 corr., 
Washington, October 22, 2002, para. 359, available at: http://www.cidh.org/terrorism/eng/
toc.htm.
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ture this objective”.80 However, this right also has positive obligations for 
the State, because the Inter-American Court has established the obligation 
of the State “to prevent any attacks on it, to protect those who exercise it, 
and to investigate any violations thereof ”.81

In this sense, the ILO Committee on Freedom of Association established 
that an environment of violence constituted an important obstacle for the 
exercise of freedom of association.82 For this reason the Inter-American 
Court settled that only when human rights are fully respected and gua-
ranteed, in particular the right to life and safety, the right to freedom of 
association can be exercised.83

Usually, this right is analyzed in relation to political parties. The IACoHR 
settled the “importance of political parties as essential forms of association 
for the development and strengthening of democracy are not discounted”.84 
This is particularly important because as has been established “the respon-
sibility for filtering out authoritarians lies in political parties and party lea-
ders” as democracy’s gatekeepers.85 Levitsky and Ziblatt explain that five 
reasons make political parties democracy’s gatekeepers. First, because they 
can keep “would-be authoritarians off party ballots at election time”, by not 

80  I/A Court H.R., Case of Baena Ricardo et al. v. Panama. Merits, Reparations and Costs, Jud-
gment of February 2, 2001, Series C No. 72, para. 156; I/A Court H.R., Case of García and 
Family Members v. Guatemala. Merits, Reparations and Costs, Judgment of November 29, 2012, 
Series C No. 258, para. 116; I/A Court H.R., Case of Lagos del Campo v. Peru. Interpretation of the 
Judgment on Preliminary Objections, Merits, Reparations and Costs, Judgment of November 21, 2018, 
Series C No. 366, para. 155.

81  I/A Court H.R., Case of Huilca Tecse v. Peru. Merits, Reparations and Costs, Judgment of 
March 3, 2005, Series C No. 121, para. 76; I/A Court H.R., Case of Lagos del Campo v. Peru…, 
cit., para. 155.

82  Report of the Committee on Freedom of Association of the International Labour Orga-
nization, No. 278 with regard to Peru (vol. LXXIV, 1991, Series B, No. 2), para. 237, available 
at: http://www.oit.org.pe/sindi/casos/per/per22.html.

83  I/A Court H.R., Case of Huilca Tecse v. Peru…, cit., para. 75.
84  I/A Court H.R., Case of  Yatama v. Nicaragua. Preliminary Objections, Merits, Reparations and 

Costs, Judgment of June 23, 2005, Series C No. 127, para. 215. See also: ECHR, Refah Partisi (the 
Welfare Party) and Others v. Turkey [GC], nos. 41340/98, 41342/98, 41343/98 and 41344/98, 
§ 87, ECHR 2003-II; ECHR, Case of  Yazar and Others v. Turkey, nos. 22723/93, 22724/93 and 
22725/93, § 32, ECHR 2002-II; ECHR, Case of Socialist Party and Others v. Turkey, Judgment of 
25 May 1998, Reports of Judgments and Decisions 1998-III, para. 29.

85  Levitsky, Steven and Ziblatt, Daniel, How Democracies Die, United States of America, 
Crown, 2018, p. 24.
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nominating them.86 Second, because parties “can root out extremists in the 
grass roots of their own ranks”.87 Third, “prodemocratic parties can avoid all 
alliances with antidemocratic parties and candidates”.88 Four, because de-
mocratic parties can isolate extremist instead of legitimize them.89 Finally, 
because “whenever extremist emerge as serious electoral contenders, ma-
instream parties must forge united front to defeat them”.90

Given this importance, political parties must have aims that are compati-
ble with the rights and freedoms established in the American Convention.91 
Otherwise, the right could be limited by “national security, public safety or 
public order, or to protect public health or morals or the rights and free-
doms of others” as is established in the American Convention.

In conclusion, the right to freedom of association and its protection is 
essential for the maintenance of a democratic society and hence it has to be 
protected by democratic States. However, this also means that political par-
ties as an expression of the right to assembly, have to be in accordance with 
the other rights and purposes of the American Convention.

Right to Participate in a Government

Article 23 of the American Convention recognizes political rights. The 
mentioned article is composed by different expressions of the broad right 
that is political rights. For this reason, it is better to analyze each part of the 
article independently.

i. The Right to Political Participation  
(Political Rights Latu Sensu)

Article 23.1.a) establishes that every citizen should be able “to take part 
in the conduct of public affairs, directly or through freely chosen represen-
tatives”. This is probably the element of the “new” definition of democracy 

86  Ibidem, p. 25.
87  Idem.
88  Idem.
89  Idem.
90  Ibidem, p. 26.
91  I/A Court H.R., Case of Yatama v. Nicaragua…, cit., para. 216.
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that is more loyal to the original meaning created by the Greeks. Similar to 
the Greeks in their moment, the IACoHR has pointed that States have an 
obligation to guarantee the enjoyment and application of this right according 
to the principles of equality and non-discrimination, and “shall adopt the 
necessary measures to guarantee its full exercise… considering the situa-
tion of weakness and destitution of the members of certain sectors or social 
groups”.92 Therefore, the American States have to create optimum condi-
tions and mechanisms to guarantee the effective exercise of political rights.93

In relation to equality in the right to political participation, the IACoHR 
made a very important approach in the case of Chitay Nech et al. v. Guatema-
la in which it understood that political representation is a prerequisite for 
the realization of self-determination, the development and the inclusion of 
groups in conditions of inequality within a plural and democratic State.94 In 
this statement, it is possible to identify two elements of the core of democra-
cy, first equality and the effort to pursue it, and two, the application of the 
Aristotle concept of polity, excluding the problem of democracy seen just as 
the will of the majority.

Furthermore, it has been recognized that “the effective exercise of poli-
tical rights constitutes a goal in itself, and at the same time, a fundamental 
means that democratic societies have to guarantee the other human rights 
established in the Convention”.95 From this affirmation, it is possible to con-
clude then that democracy guarantees human rights, and political rights are 
just one of the means to do so.

92  Ibidem, para. 201; I/A Court H.R., Juridical Condition and Rights of Migrants, Advisory 
Opinion OC-18/03 of September 17, 2003, Series A No. 18, para. 89; I/A Court H.R., Juri-
dical Condition and Human Rights of the Child, Advisory Opinion OC-17/02 of August 28, 2002, 
para. 46; I/A Court H.R., Case of Manuel Cepeda Vargas v. Colombia. Preliminary Objections, Merits, 
Reparations and Costs, Judgment of May 26, 2010, Series C No. 213, para. 173; I/A Court 
H.R., Case of Chitay Nech et al. v. Guatemala. Preliminary Objections, Merits, Reparations and Costs, 
Judgment of May 25, 2010, Series C No. 212, para. 106. See also, Human Rights Commission, 
General Observation No. 25: Participation in Public Matters, the Right to Vote, HRI/GEN/1/Rev.7 at 
194 (1996).

93  I/A Court H.R., Case of Yatama v. Nicaragua…, cit., para. 143.
94  I/A Court H.R., Case of Chitay Nech et al. v. Guatemala…, cit., para. 113.
95  Ibidem, para. 107; UN, Human Rights Council, “Background Document by the Indepen-

dent Expert on Minority Issues, Gay McDougall, on Minorities and Effective Political Partici-
pation”, Forum on Minority Issues, Geneva, 12 and 13 November 2009, para. 1.
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ii. The Right to Vote and Right to Political-Electoral  
Participation in Conditions of Equality and Non-
Discrimination (Political Rights Strictu Sensu)

Article 23.1.b) establishes that every citizen shall enjoy the same rights 
and opportunities “to vote and to be elected in genuine periodic elections, 
which shall be by universal and equal suffrage and by secret ballot that gua-
rantees the free expression of the will of the voters”. States may establish 
minimum standards to regulate political participation. This regulation has to 
be reasonable and compatible with the principles of representative democra-
cy.96 Also bearing in mind that Article 6 of the Inter-American Democratic 
Charter, determines that “[p]romoting and fostering diverse forms of par-
ticipation strengthens democracy” and for this reason, it is important that 
States consider all the sectors of the society in the creation of the regulation.

In reference to the restrictions of this right, the States have to respect the 
principles of legality, necessity and proportionality in a democratic society.97 
Meaning that the restrictions have to be defined precisely by law. “[T]he re-
quirements for voters to be able to take part in the elections, and to stipulate 
clearly the electoral procedures prior to the elections”,98

…non-discriminatory, based on reasonable criteria, respond to a useful and op-
portune purpose that makes it necessary to satisfy an urgent public interest, and be 
proportionate to this purpose. When there are several options to achieve this end, 
the one that is less restrictive of the protected right and more proportionate to the 
purpose sought should be chosen.99

96  I/A Court H.R., Case of  Yatama v. Nicaragua…, cit., para. 207.
97  Ibidem, para. 206.
98  Idem.
99  I/A Court H.R., Case of Ricardo Canese v. Paraguay…, cit., paras. 96 and 133; I/A Court 

H.R., Case of Herrera Ulloa v. Costa Rica…, cit., paras. 121 and 123; I/A Court H.R., Compulsory 
Membership in an Association Prescribed by Law for the Practice…, cit., para. 46. Also see, ECHR, 
Case of Barthold v. Germany, Judgment of March 25, 1985, Series A No. 90, para. 58; ECHR, Case 
of Sunday Times v. United Kingdom, Judgment of April 26, 1979, Series A No. 30, para. 59; UN, 
Human Rights Committee, General Comment No. 27: Freedom of Movement (Art. 12), November 
2, 1999, paras. 14 and 15; UN, Human Rights Committee, General Comment No. 25: Right to 
Participate in Public Affairs, Voting Rights and the Right of Equal Access to Public Service (Art. 25), July 
12, 1996, paras. 11, 14, 15 and 16.
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iii. Access and Permanence on Equal  
Terms to Political Positions

Article 23.1.b) establishes that every citizen shall enjoy the same rights 
and opportunities “to have access, under general conditions of equality, to 
the public service of his country”. In the case of Apitz Barbera et al. (“First Court 
of Administrative Disputes”) v.  Venezuela, it was stated that this article does not es-
tablish the guarantee to access a public position, but to do so in “general con-
ditions of equality”.100 This means that the respect and guarantee of this right 
are fulfilled when “the criteria and procedures for the appointment, promo-
tion, suspension and dismissal [are] reasonable and objective” and when “the 
people are not object of discrimination” in the exercise of this right.101

However, the Human Rights Committee has interpreted that the gua-
rantee of protection includes both, the access and the continuance in equal 
conditions and non-discrimination.102 In this perspective, the IACoHR es-
tablished that the access in equal conditions also has to be effective.103

In conclusion, the American States have obligations in order to guarantee 
political rights to its citizens. Particularly, States have to take measures to 
make these rights effective and in accordance with the principles of equality 
and non-discrimination.

4. Judicial Independence

Even though from the review made, the core element that appears is the 
separation of powers and the independence of the branches of the State, 

100  I/A Court H.R., Case of Apitz Barbera et al. (“First Court of Administrative Disputes”) v. Vene-
zuela. Preliminary Objection, Merits, Reparations and Costs, Judgment of August 5, 2008, Series C 
No. 182, para. 206.

101  Idem; I/A Court H.R., Case of Reverón Trujillo v.  Venezuela. Preliminary Objection, Merits, Re-
parations and Costs, Judgment of June 30, 2009, Series C No. 197, para. 138. See also, UN, 
Human Rights Committee, General Comment No. 25: The Participation in Public Matters and the 
Right to Vote, CCPR/C/21/Rev.1/Add.7, July 12, 1996, para. 23.

102  Human Rights Committee, Pastukhov v. Belarus (814/1998), ICCPR, A/58/40 vol. II (5 
August 2003) 69 (CCPR/C/78/D/814/1998) at paras. 7(3) and 9; Human Rights Committee, 
Adrien Mundyo Buyso, Thomas Osthudi Wongodi, René Sibu Matubuka et al. v. Democratic Republic of the 
Congo (933/2000), ICCPR, A/58/40 vol. II (31 July 2003) 224 (CCPR/C/78/D/933/2000) 
at para. 5(2).

103  I/A Court H.R., Case of  Yatama v. Nicaragua…, cit., para. 195.
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in the Inter-American System this topic is not clearly defined on a binding 
international instrument. Under article 8.1 of the American Convention, 
“every person has the right to a hearing… by a competent, independent and 
impartial tribunal”, and this is the only power of the State that has its inde-
pendence guaranteed by the Convention. Not even the Democratic Charter 
mentions something about this subject, apart from article 3 that included the 
separation of powers of the State as an element of representative democracy.

However, the IACoHR does recognize that this protection of judicial in-
dependence is related with the principle of the separation of powers which 
is an essential aspect of the rule of law, and that the judicial function plays 
an important role in a democracy.104 Even though the Court didn’t define 
the principle of separation of powers, it is understood as the requirement 
to divide the three branches of power of a States (executive, legislative and 
judicial power) in person and function, and they must act independently 
one from the other, limiting the possibility that one branch exercise the 
core functions of other branch. As was established by Montesquieu, this is 
a way to safeguard liberties and guard them against tyranny.105

Some principles used by the Inter-American Court106 to analyze judicial 
independence expressly recognize the importance of protecting this inde-
pendence. The United Nations Basic Principles on the Independence of the 
Judiciary (hereinafter also the United Nations Basic Principles) recognize 
that “the independence of the judiciary shall be guaranteed by the State and 
enshrined in the Constitution or the law of the country. It is the duty of all 
governmental and other institutions to respect and observe the indepen-
dence of the judiciary”.107 In addition, the Bangalore Principles of Judicial 

104  I/A Court H.R., Case of the Constitutional Tribunal (Camba Campos et al.) v. Ecuador. Preli-
minary Objections, Merits, Reparations and Costs, Judgment of August 28, 2013, Series C No. 268, 
para. 198.

105  Evans, T. and Davies, W., The Complete Work of M. de Montesquieu. Translated from the French 
in Four Volumes, vol. I: The Spirit of Laws, 1777, pp. 198 and 199, available at: http://lf-oll.s3.ama 
zonaws.com/titles/837/0171-01_Bk_Sm.pdf.

106  I/A Court H.R., Case of the Constitutional Tribunal (Camba Campos et al.) v. Ecuador…, cit.; 
I/A Court H.R., Case of López Lone et al. v. Honduras. Preliminary Objection, Merits, Reparations and 
Costs, Judgment of October 5, 2015, Series C No. 302.

107  United Nations Basic Principles on the Independence of the Judiciary adopted by the 
Seventh United Nations Congress on the Prevention of Crime and the Treatment of Offenders 
held in Milan from 26 August to 6 September 1985 and endorsed by General Assembly resolu-
tions 40/32 of 29 November 1985 and 40/146 of 13 December 1985, principle 1.
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Conduct establish that “judicial independence is a pre-requisite to the rule 
of law and a fundamental guarantee of a fair trial. A judge shall therefore 
uphold and exemplify judicial independence in both its individual and ins-
titutional aspects”.108 The IACoHR had reinforced this last obligation of the 
State to “guarantee the autonomous exercise of the judicial function in both 
its institutional aspect, that is in relation to the Judiciary as a system, and 
also in relation to its individual aspect, that is, as regards the person of the 
specific judge”.109

Bearing in mind the mentioned above, the Inter-American Court esta-
blishes that:

…(i) respect for judicial guarantees entails respect for judicial independence; (ii) 
the dimensions of judicial independence result in the subjective right of the judge 
that his removal from office is exclusively for the causes permitted, either by means 
of a procedure that complies with judicial guarantees or because the term or pe-
riod of his mandate has ended, and (iii) when the permanence of judges in office is 
arbitrarily affected, the right to judicial independence established in Article 8(1) of 
the American Convention is violated, in conjunction with the right of access to and 
permanence in public service, under general conditions of equality, established in 
Article 23(1)(c) of the American Convention.110

In conclusion, the judicial independence is an essential element of a re-
presentative democracy and the IACoHR already recognize the relevance of 
this right, its relationship with the principle of separation of powers and with 
democracy. Also, it is possible to understand why the states only included 
the protection to the judicial independence in the American Declaration. In 
this context, this is the branch of the State in charge of investigating, pro-
secuting and sanctioning if other members of the other powers threat the 
democracy of the State.

108  Bangalore Principles of Judicial Conduct adopted by the Judicial Group on Strengthe-
ning Judicial Integrity, as revised at the Round Table Meeting of Chief Justices held at the Peace 
Palace, The Hague, November 25 and 26, 2002, principle 1.

109  I/A Court H.R., Case of Apitz Barbera et al. (“First Court of Administrative Disputes”) v. Vene-
zuela…, cit., para. 55; I/A Court H.R., Case of the Constitutional Tribunal (Camba Campos et al.) 
v. Ecuador…, cit., para. 198.

110  I/A Court H.R., Case of the Constitutional Tribunal (Camba Campos et al.) v. Ecuador…, cit., 
para. 199.
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V. Conclusion

Representative democracy is a fundamental concern of the States of the Ame-
ricas. The core of the concept of representative democracy in the Americas 
is composed by several human rights established by the own States and that 
are compatible with the main characteristics of a democracy since the Greeks 
and its evolution over time. Five elements can be identified in the jurispru-
dence of the Inter-American System that are consistent with the elements 
found in the history and development of the concept in the continent. These 
five human rights are: 1) equality; 2) freedom of assembly; 3) freedom of 
expression; 4) political rights, and 5) judicial independence.

So, even when additional elements and rights can be added to the defini-
tion of representative democracy, anyone in the continent should be able to 
talk about democracy if is incurring in a systematic or in recurrent violations 
of one of the five rights mentioned before. This must not be understood as 
a limitation of the rights that constitute a democracy or that this frame of 
rights are the only ones that can’t be violated to be in a democracy. These 
five rights are the basis since early times, the minimum core of democracy. 
Other rights are also necessary for a free and pluralistic society capable of 
maintain a healthy democracy.

It is not totally clear if democracy is a right, even with the article of the 
Democratic Charter, because in some articles of international instruments 
it seems that democracy is just the means to comply with human rights, and 
in others a right in itself. This will be an interesting question for further re-
search. However, from the entire analysis made before, it is possible to con-
clude that representative democracy requires American States to guarantee 
some minimum standards to protect and guarantee: 1) equality; 2) freedom 
of assembly; 3) freedom of expression; 4) political rights, and 5) judicial 
independence.
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Resumo: Ao interpretar a Convenção Americana sobre Direitos Humanos através de opiniões 
consultivas, a Corte Interamericana de Direitos Humanos (CtIDH) em diversas ocasiões im-
pactou também sua função contenciosa. Em algumas opiniões recentes, sustenta-se que a Corte 
Interamericana expandiu o âmbito de sua jurisdição contenciosa. Nesse artigo, são analisadas as 
técnicas interpretativas empregadas pela CtIDH para, através da via consultiva, aumentar o al-
cance de sua jurisdição contenciosa. Será realizada uma análise tanto das decisões da Corte bem 
como da literatura especializada e do posicionamento de alguns Estados em relação à Corte. 
Num contexto de resistência e contestação de cortes internacionais, sustenta-se que a atividade 
de expansão da jurisdição da Corte pode possuir efeitos positivos e negativos em relação à sua 
autoridade e legitimidade, mas que uma maior cautela em relação à expansão de sua jurisdição 
e ao uso do artigo 26 para circunscrever o consentimento dos Estados evitaria quaisquer efeitos 
negativos.
Palavras-chave: Corte Interamericana de Direitos Humanos, opiniões consultivas, expansão 
da jurisdição, autoridade e legitimidade de cortes internacionais.

Abstract: While interpreting the American Convention on Human Rights through consul-
tative opinions, the Inter-American Court of Human Rights (IACtHR) has also impacted its 
adjudicatory function on several occasions. In some recent opinions, it is claimed that the In-
ter-American Court has expanded the scope of its contentious jurisdiction. In this article, we 
analyze the interpretative techniques employed by the IACtHR, through advisory opinions, to 
increase the scope of its adjudicatory jurisdiction. An analysis will be made of both the Court’s 
decisions as well as the specialized literature and the position of some States in relation to the 
Court. In a context of resistance and contestation of international courts, it is stated that the ac-  
tivity of expanding the jurisdiction of the Court may have positive and negative effects in rela-
tion to its authority and legitimacy, but that greater caution in relation to the expansion of its 
jurisdiction and the utilization of article 26 to circumscribe the consent of States would avoid 
any negative effects.
Key words: Inter-American Court of Human Rights, advisory opinions, jurisdiction expan-
sion, authority and legitimacy of international courts.

Résumé: En interprétant la Convention américaine relative aux droits de l’homme par le biais 
d’avis consultatifs, la Cour interaméricaine des droits de l’homme (CtIDH) a également eu à 
plusieurs reprises un impact sur sa fonction contentieuse. Dans certains avis récents, on con-
sidère que la Cour interaméricaine a élargi la portée de sa compétence contentieuse. Dans 
cet article, on analyse les techniques d’interprétation employée par la CtIDH pour que, à 
travers des avis consultatifs, sa portée de la compétence contentieuse soit élargiee. On fera 
une analyse des décisions de la Cour, et aussi de la littérature spécialisée et du positionnement 
de certains États par rapport à la Cour. Dans un contexte de résistance et de contestation des 
tribunaux internationaux, il est soutenu que l’activité d’élargissement de la compétence de la 
Cour peut avoir des effets positifs et négatifs en ce qui concerne son autorité et sa légitimité, 
mais une plus grande prudence quant à l’élargissement de sa compétence et l’utilisation de 
l’article 26 pour circonscrire le consentement des États éviterait tout effet négatif.
Mots-clés: Cour interaméricaine des droits de l’homme, avis consultatifs, extension de la 
compétence, autorité et légitimité des cours internationales.
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I. Introdução: tensões na função consultiva  
da Corte Interamericana

A tendência dos Estados membros do Sistema Interamericano de Direitos 
Humanos (“SIDH” ou “Sistema”) de requisitar opiniões consultivas à Cor-
te Interamericana de Direitos Humanos (“CtIDH” ou “Corte”) em relação 
aos direitos protegidos na Convenção Americana sobre Direitos Humanos 
(“CADH” ou “Convenção”) gera efeitos jurídicos e de política judiciária que 
impactam a jurisdição contenciosa da Corte.1 Em suma, os direitos desen-
volvidos e interpretados pela Corte em via consultiva são posteriormente 
aplicados na jurisdição contenciosa. Se, por um lado, é um direito dos Es-
tados “consultar a Corte sobre a interpretação [da] Convenção ou de ou-
tros tratados concernentes à proteção dos direitos humanos nos Estados 
americanos”,2 por outro, a competência da Corte está limitada a “conhecer 
de qualquer caso relativo à interpretação e aplicação das disposições desta 
Convenção que lhe seja submetido”.3 Parece existir uma tensão entre os di-
reitos que a Corte reconhece no âmbito de sua jurisdição consultiva e os im-
pactos deste reconhecimento na posterior aplicação contenciosa da Corte.

Desde sua criação, cortes e tribunais internacionais enfrentam o proble-
ma de produção normativa através de decisões judiciais.4 Com base na teo-

1  No momento de submissão desse artigo, os últimos oito pareceres consultivos emitidos 
pela Corte Interamericana foram solicitados por Estados (OC-18/03 a OC-25/18). Desde 
o início das atividades do órgão jurisdicional, os Estados Partes da CADH foram os maiores 
propulsores da competência consultiva, os quais solicitaram por 22 vezes a emissão de pa-
receres, ao passo que se contabilizam 11 pedidos originados da Comissão Interamericana de 
Direitos Humanos e um do Secretário Geral da OEA. Encontram-se em deliberação duas 
solicitações da Colômbia e duas da CIDH, todas apresentadas em 2019.

2  Artigo 64 da Convenção Americana sobre Direitos Humanos.
3  Artigo 62 da Convenção Americana sobre Direitos Humanos.
4  O problema foi classicamente analisado por Lauterpacht, Hersch, The Development of Inter-

national Law by the International Court, Londres, Stevens & Sons, Ltd.; Nova Iorque, Frederick 
A. Prager, 1958, embora haja ampla bibliografia cotejando a questão. Referencia-se aqui: 
Pellet, Alain, “Decisions of the ICJ as Sources of International Law?”, Gaetano Morelli Lectures 
Series, vol. 2, 2018, pp. 7-61; Tams, Christian J., “The Development of International Law by 
the International Court of Justice”, Gaetano Morelli Lectures Series, vol. 2, 2018, pp. 63-106; 
Guillaume, Gilbert, “The Use of Precedent by International Judges and Arbitrators”, Journal 
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ria clássica de produção normativa do ordenamento internacional,5 o papel 
relegado aos órgãos jurisdicionais seria o de aplicação das normas jurídicas 
existentes produzidas por outros sujeitos do ordenamento internacional, 
nomeadamente os Estados. A partir do momento em que instâncias judiciais 
começaram a expandir o alcance de determinadas normas, desenvolvendo 
o direito internacional, problemas começaram a emergir em relação aos li-
mites e poderes da constelação judicial internacional. Hersch Lauterpacht 
admoestava, já em 1958, que juízes podem ser “ao mesmo tempo dóceis 
servidores do passado e tiranos do futuro”.6 O fenômeno foi descrito sob di-
versas alcunhas como international judicial lawmaking ou international judicial 
activism. Embora a questão seja uma realidade desde a metade do século XX, 
o problema parece se agudizar na medida em que cortes e tribunais interna-
cionais utilizam destes expedientes para expandir a própria jurisdição,7 alar-
gando o alcance de seus poderes e de situações que estejam aptas a decidir.

O problema não se faz ausente no âmbito da jurisprudência da Corte 
Interamericana. Como uma corte cuja vocação hermenêutica é a de amálga-

of International Dispute Settlement, vol. 2, 2011, pp. 5-23; De Brabandere, Eric, “The Use of 
Precedent and External Case Law by the International Court of Justice and the International 
Tribunal for the Law of the Sea”, The Law and Practice of International Courts and Tribunals, vol. 
15, 2016, pp. 24-55. Na doutrina brasileira, o problema foi afrontado por Cançado Trindade, 
Antônio Augusto, “Os tribunais internacionais contemporâneos e a busca da realização do 
ideal da justiça internacional”, Revista da Faculdade de Direito da UFMG, vol. 57, 2010, pp. 37-
68, e Lima, Lucas Carlos, “As decisões da Corte Internacional de Justiça como elemento de 
desenvolvimento do direito internacional”, em Dal Ri Junior, Arno e Moura, Aline Beltrame 
de (orgs.), Jurisdição internacional: interação, fragmentação, obrigatoriedade, Ijuí, Unijuí, 2014.

5  Sobre a questão, ver Pellet, Alain e Muller, Daniel, “Article 38”, em Zimmermann, An-
dreas et al. (orgs.), The Statute of the International Court of Justice: A Commentary, Oxford, Oxford 
University Press, 2012; Pinto, Mónica, Las fuentes del derecho internacional en la era de la glo-
balización, Buenos Aires, Eudeba, 2010; Thirlway, Hugh, The Sources of International Law, 2a. 
ed., Oxford, Oxford University Press, 2019; D’Aspremont, Jean, Formalism and the Sources of 
International Law: A Theory of the Ascertainment of Legal Rules, Oxford, Oxford University Press, 
2011. Em particular sobre a questão dos princípios como fontes e sua relação com decisões 
judiciais, ver Bonafé, Beatrice I. e Palchetti, Paolo, “Relying on General Principles in Inter-
national Law”, em Brölmann, Catherine e Radi, Yannick, Research Handbook on the Theory and 
Practice of International Lawmaking, Cheltenham, Elgar Publishing, 2016.

6  Lauterpacht, Hersch, op. cit., p. 21.
7  Sobre essa questão, principalmente em reações à expansão realizada em tribunais inter-

nacionais, conferir Treves, Tullio, “The Expansion of International Law. General Course on 
Public International Law”, Collected Courses of the Hague Academy of International Law, vol. 398, 
2015, pp. 329 e ss.

 
http://www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx https://revistas.juridicas.unam.mx

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2021 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-internacional/issue/archive

DOI: http://dx.doi.org/10.22201/iij.24487872e.2021.21.15624



A 
EX

PA
N

SÃ
O

 D
A 

JU
RI

SD
IÇ

ÃO
 D

A 
CO

RT
E 

IN
TE

RA
M

ER
IC

AN
A 

D
E 

D
IR

EI
TO

S 
H

U
M

AN
O

S 
AT

RA
VÉ

S 
D

E 
O

PI
N

IÕ
ES

 C
O

N
SU

LT
IV

AS

129Anuario Mexicano de Derecho Internacional, 
vol. XXI, 2021, pp. 125-166

ma de direitos humanos, categoria de direitos historicamente significativa, é 
esperado determinado posicionamento vanguardista.8 Em diversas ocasiões 
a Corte foi responsável por consolidar a interpretação pro persona, dando 
significado aos direitos que é chamada a aplicar de acordo com a Convenção 
Americana.9 Atividade típica de cortes de direitos humanos, tais técnicas 
interpretativas de cunho teleológico ou evolutivo foram objeto de análise 
da ciência jurídica.10 Contudo, um problema emerge quando as técnicas uti-
lizadas por uma corte servem não unicamente para expandir o significado 
dos direitos que é estatutariamente chamada a proteger, mas também para 
expandir a jurisdição da própria Corte, interferindo nas competências e nas 
balizas do que os Estados lhe atribuíram para decidir. A Corte Internacional 
de Justiça (CIJ) já observou que a “jurisdição é sempre baseada no consenti-

8  Para um tour d’horizon sobre a questão, ver Cassese, Antonio, I diritti umani nel mondo con-
temporaneo, Roma, Laterza, 1988; Costa, Pietro, “Dai diritti naturali ai diritti umani: episodi 
di retorica universalistica”, em Meccarelli, Massimo et al. (orgs.), Il lato oscuro dei diritti umani, 
Madrid, Universidad Carlos III de Madrid, 2014; Gordon Lauren, Paul, “The Foundations of 
Justice and Human Rights in Early Legal Texts and Thought”, em Shelton, Dinah, The Foun-
dations of Justice and Human Rights in Early Legal Texts and Thought, Oxford, Oxford University 
Press, 2013, e, de maneira geral, Hunt, Lynn, Inventing Human Rights: A History, Nova Iorque, 
W.W. Norton & Company, 2008.

9  Ver nesse sentido: Lixinski, Lucas, “Treaty Interpretation by the Inter-American Court 
of Human Rights: Expansionism at the Service of the Unity of International Law”, European 
Journal of International Law, vol. 21, 2010, pp. 585-604; Burgorgue-Larsen, Laurence, “«De-
compartmentalization»: The Key Technique for Interpreting Regional Human Rights Treaties”, 
International Journal of Constitutional Law, vol. 16, 2018, pp. 187-213; Burgorgue-Larsen, Lau-
rence, “El contexto, las técnicas y las consecuencias de la interpretación de la Convención 
Americana de los Derechos Humanos”, Estudios Constitucionales, ano 12, núm. 1, 2014, pp. 
105-161; Killander, Magnus, “Interpreting Regional Human Rights Treaties”, Revista Sur, vol. 
13, 2010, pp. 149-175; Huneeus, Alexandra Valeria e Madsen, Mikael Rask, “Between Uni-
versalism and Regional Law and Politics: A Comparative History of the American, European, 
and African Human Rights Systems”, International Journal of Constitutional Law, vol. 16, 2018, 
pp. 136-160.

10  Também nesse sentido, Neuman, Gerald L., “Import, Export and Regional Consent in 
the Inter-American Court of Human Rights”, European Journal of International Law, vol. 19, 
2008, pp. 101-123; Vives, Francisco Pascual, “Consenso e interpretación evolutiva de los tra-
tados regionales de derechos humanos”, Revista Española de Derecho Internacional, vol. LXVI, 
2014, pp. 113-153; Vanneste, Frédéric, “Interpréter la Convention européenne des droits 
de l’homme et la Convention américaine des droits de l’homme: comment réconcilier les 
pratiques divergentes avec la théorie générale”, Revue québécoise de droit international, 2016, 
pp. 81-95.
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mento das partes”11 assim como foi bem pontuado academicamente que “é 
um truísmo que a jurisdição judicial internacional é baseada no e deriva do 
consentimento dos Estados”.12 A expansão da jurisdição da Corte Interame-
ricana via opinião consultiva pode possuir diferentes impactos na autoridade 
e na legitimidade de uma corte internacional.

Como ocorre em outros tribunais internacionais, embora não sejam obri-
gatórias, as opiniões consultivas da Corte Interamericana tendem a ser se-
guidas posteriormente pelo órgão jurisdicional, sobretudo quando realiza 
a expansão de sua competência —situação que ocorre desde o seu primei-
ro parecer—.13 Por exemplo, não raras vezes a Corte se pronunciou sobre 
questões concernentes ao funcionamento da Comissão Interamericana e da 
própria Corte, bem como sobre o conteúdo de determinados direitos pres-
critos na CADH. Por consequência, sua produção consultiva possui efei-
tos na jurisdição contenciosa. O que se busca no presente artigo, todavia, é 
apontar como a CtIDH alargou substancialmente sua competência conten-
ciosa em dois pareceres consultivos, de números 22 e 23, de 2016 e 2017, 
respectivamente.

A questão analisada é dúplice. Em primeiro lugar, busca-se compreender 
e analisar as técnicas interpretativas empregadas pela Corte Interamericana 
de Direitos Humanos para, através da via consultiva, aumentar o alcance de 
sua jurisdição contenciosa. A segunda questão afrontada são os potenciais 

11  Do original: “Under the Court’s Statute that jurisdiction is always based on the consent 
of the parties”. Corte Internacional de Justiça, Armed Activities on the Territory of the Congo (New 
Application: 2002) (Democratic Republic of the Congo v. Rwanda), Jurisdiction and Admissi-
bility, Judgment, I.C.J. Reports 200, p. 32, para. 64.

12  Thirlway, Hugh, “The Law and Procedure of the International Court of Justice 1960-
1989: Part Nine”, British Yearbook of International Law, vol. 69, 1998, pp. 1 e 4.

13  Já na primeira opinião, OC-1/82, a Corte declarou que o artigo 64.1 da CADH, que 
estabelece que a Corte pode interpretar, em sede consultiva, a própria Convenção ou “outros 
tratados concernentes à proteção dos direitos humanos”, refere-se a qualquer outro tratado 
firmado por membros da OEA que tenha qualquer disposição concernente à proteção dos 
direitos humanos, ainda que esse não seja o objetivo principal ou de todo o tratado (paras. 32 e 
ss.). Por sua vez, na OC-10/89, além da própria Convenção Americana, estabeleceu a possibi-
lidade de interpretar a Declaração Americana de Direitos e Deveres do Homem. Em seguintes 
a Corte também se permitiu interpretar a Carta da OEA (OC-18/03, para. 57) ou reservas 
de Estados americanos a tratados (OC-2/82) e, na interpretação de normas internas (artigo 
64.2), abarcar leis e normas constitucionais vigentes, projetos de reformas a leis ou normas 
constitucionais (OC-4/84 e OC-12/91). Também com base nessa interpretação permitiu-se, 
por exemplo, analisar a Convenção de Viena sobre Relações Consulares na OC-16/99.
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impactos deste exercício à autoridade e legitimidade da Corte Interamerica-
na. Para responder a esses dois questionamentos, será realizada uma análise 
tanto das decisões da Corte bem como da literatura especializada e do posi-
cionamento de alguns Estados em relação à Corte. Num contexto de resis-
tência e contestação de cortes internacionais,14 sustenta-se que a atividade 
de expansão da jurisdição da Corte pode possuir efeitos positivos e negativos 
em relação à sua autoridade e legitimidade, mas que uma maior cautela em 
relação à expansão de sua jurisdição e ao uso do artigo 26 para circunscrever 
o consentimento dos Estados evitaria quaisquer efeitos negativos.

O artigo estrutura-se da seguinte forma. Na primeira seção analisa-se a 
prática anterior de expansão da CtIDH para demonstrar as técnicas utiliza-
das pela Corte para expandir a interpretação da CADH. Na segunda seção, 
verifica-se de que maneira a CtIDH expandiu sua jurisdição nas recentes 
opiniões consultivas e demonstra-se de como essa expansão representa um 
evitar do consentimento dos Estados para sua jurisdição, em análise das dis-
sidências exibidas no caso Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka 
Honhat (Nuestra Tierra) vs. Argentina. Na terceira sessão exploram-se alguns 
potenciais pontos negativos e positivos para esse exercício por parte da Cor-
te. Nas considerações finais, defende-se maior cautela por parte da Corte 
Interamericana em relação a interpretação do artigo 26.

II. Expansão material nas opiniões consultivas  
da CtIDH: business as usual?

A utilização recente da função consultiva da Corte Interamericana de Di-
reitos Humanos para expansão da jurisdição contenciosa contrasta com sua 
prática anterior. Nesta seção, demonstraremos como a Corte buscou traçar 

14  Madsen, Mikael Rask et al., “Backlash against International Courts: Explaining the Forms 
and Patterns of Resistance to International Courts”, International Journal of Law in Context, núm. 
especial 2, 2018, pp. 197-220. Ver, nesse sentido: Grossman, Nienke et al. (eds.), Legitimacy 
and International Courts, Cambridge, Cambridge University Press, 2018; Howse, Robert et al. 
(eds.), The Legitimacy of International Trade Courts and Tribunals, Cambridge, Cambridge Univer-
sity Press, 2018; Alter, Karen J. et al. (eds.), International Court Authority, Oxford, Oxford Uni-
versity Press, 2018; Von Bogdandy, Armin e Venzke, Ingo, In Whose Name?: A Public Law Theory of 
International Adjudication, Oxford, Oxford University Press, 2014.
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limites à sua própria jurisdição consultiva, de modo a não interferir em sua 
jurisdição contenciosa. Demonstraremos como a expansão de direitos ma-
teriais ocorria, antes das OCs 22 e 23, com o uso de técnicas interpretativas 
que não impactavam amplamente nos contornos jurisdicionais contenciosos.

A Corte Interamericana possui a competência consultiva com maior emis-
são de pareceres, em comparação com os demais sistemas regionais de pro-
teção de direitos humanos,15 o que pode estar relacionado à mudança prin-
cipal contida na Convenção Americana em relação a modelos notados em 
demais tribunais internacionais: a possibilidade de os Estados do sistema as 
solicitarem.16 Um número maior de opiniões consultivas permitiu à Corte 
delimitar sua jurisdição, ainda que muitas vezes de modo expansivo17 pela 
aplicação do princípio kompetenz kompetenz. A Corte se atribuiu amplos po-
deres jurisdicionais tanto na interpretação da Convenção quanto ao próprio 
funcionamento do Sistema Interamericano18 e os utilizou, por exemplo, para 
determinar quais documentos normativos poderiam ser objeto de sua inter-
pretação no âmbito consultivo.19

15  Para uma comparação entre as competências consultivas dos sistemas regionais de pro-
teção de direitos humanos e da CIJ, ver Asta, Gabriele, La funzione consultiva delle Corti Regionali 
dei Diritti Umani, Nápoles, Scientifica, 2019.

16  O artigo 64 da Convenção Americana estabelece duas possibilidades de solicitação de 
opiniões consultivas. A primeira, referente ao artigo 64.1, trata de uma interpretação a ser 
feita pela Corte Interamericana acerca da CADH ou de “outros tratados concernentes à pro-
teção dos direitos humanos nos Estados americanos”, cujo pedido pode vir dos órgãos ou dos 
Estados membros da OEA. Já o artigo 64.2 permite que o Estado da OEA solicite avaliação da 
compatibilidade de uma disposição de seu direito interno com os referidos instrumentos. Por 
outro lado, uma opinião consultiva a ser requisitada à Corte Internacional de Justiça necessita 
angariar o apoio de um certo número de Estados para que determinado órgão realize o pedido. 
Sobre a dinâmica da CIJ, consultar: artigo 96 da Carta da ONU. Sobre a questão, ver Oellers-
Frahm, Karin, “Article 96 UN Charter”, e, na mesma obra, Frowein, Jochen e Oellers-Frahm, 
Karin, “Article 65”, em Zimmermann, Andreas et al. (orgs.), The Statute of the International 
Court of Justice: A Commentary, Oxford, Oxford University Press, 2012.

17  Tal expansão ocorre toda vez em que a Corte altera, alarga ou abrange parâmetros tex-
tualmente ou jurisprudencialmente definidos em relação ao conteúdo de determinados di-
reitos reconhecidos na Convenção Americana (competência ratione materiae), ou aos aspectos 
que envolvem sua adjudicação perante o Sistema (competência ratione personae e ratione loci, 
particularmente).

18  Nesse sentido, OC-21/14, para. 17, e Voto do Juiz A. A. Cançado Trindade, para. 5, na 
OC-15/97.

19  Ver, supra, 14.
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Assim, o exercício da função consultiva da Corte Interamericana foi limi-
tado no âmbito de sua própria jurisprudência. A prática judicial interameri-
cana demonstra que, sempre que um parecer é requerido, existem tentativas 
processuais de convencimento da Corte de não pronunciamento. Numa re-
cente opinião, a Corte sistematizou os critérios que motivam sua recusa a 
tramitar e responder a uma solicitação de parecer consultivo, de maneira 
a indicar que um pedido:

a) não deve encobrir um caso contencioso ou pretender obter prematuramente um 
pronunciamento sobre um tema ou assunto que poderia eventualmente ser subme-
tido à Corte por um caso contencioso; b) não deve utilizar-se como um mecanismo 
para obter um pronunciamento indireto de um assunto em litígio ou em controvér-
sia no nível interno; c) não deve ser utilizada como um instrumento de um debate 
político interno; d) não deve abarcar, de maneira exclusiva, temas sobre os quais a 
Corte já se pronunciou em sua jurisprudência; e) não deve buscar a resolução de 
questões fáticas, a não ser que busque averiguar o sentido, propósito e razão das 
normas internacionais sobre direitos humanos e, sobretudo, contribuir com os Es-
tados membros e os órgãos da OEA para que cumpram de maneira cabal e efetiva 
suas obrigações internacionais.20

Alguns elementos interessantes emergem da lista indicada pela Corte. O 
primeiro deles é o fato de que a Corte, ao menos em teoria, realiza uma 
estrita divisão entre a função contenciosa e a consultiva: não pode a função 
consultiva servir para tergiversar o consentimento em relação a uma contro-

20  Corte IDH, La institución del asilo y su reconocimiento como derecho humano en el sistema in-
teramericano de protección (interpretación y alcance de los artículos 5, 22.7 y 22.8, en relación con el 
artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos), Opinião Consultiva OC-25/18 
de 30 de maio de 2018, Série A núm. 25, para. 46. No original: “a) no debe encubrir un 
caso contencioso o pretender obtener prematuramente un pronunciamiento sobre un tema 
o asunto que podría eventualmente ser sometido a la Corte a través de un caso contencioso; 
b) no debe utilizarse como un mecanismo para obtener un pronunciamiento indirecto de un 
asunto en litigio o en controversia a nivel interno; c) no debe utilizarse como un instrumento 
de un debate político interno; d) no debe abarcar, en forma exclusiva, temas sobre los que 
la Corte ya se ha pronunciado en su jurisprudencia, y e) no debe procurar la resolución de 
cuestiones de hecho, sino que busca desentrañar el sentido, propósito y razón de las normas 
internacionales sobre derechos humanos y, sobre todo, coadyuvar a los Estados miembros y 
a los órganos de la OEA para que cumplan de manera cabal y efectiva sus obligaciones inter-
nacionales”.
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vérsia ou sobre fatos existentes (itens [a], [b] e [e]).21 O segundo elemento é 
o fato de que a jurisdição consultiva CtIDH não deve ser instrumentalizada 
para resolver questões internas no interior dos Estados (itens [b] e [c]). O 
terceiro elemento que emerge é particularmente interessante. Ao limitar 
sua jurisdição consultiva, a Corte reafirma (item [e]) que a função desta é a 
elucidação de normas internacionais a fim de que Estados membros possam 
efetivar suas obrigações internacionais. Contudo, a Corte não limita a pró-
pria expansão ou alargamento das obrigações já existentes. Poder-se-ia suge-
rir que a Corte parece estar ciente da capacidade expansiva de sua jurisdição 
na medida em que não se autolimita em relação ao seu campo de atuação ao 
mesmo tempo que não reconhece unicamente a Convenção como sua fonte 
de interpretação, abrangendo também outras “normas internacionais sobre 
direitos humanos”.

Não por acaso, a delimitação de forma ampla da competência consultiva 
pela Corte foi alvo de crítica por analistas, seja pela sua incerteza de apli-
cação22 ou pela sua própria tendência expansiva em comparação aos limites 
normativos.23 Outros, contudo, indicam o surgimento desses critérios li-
mitadores supracitados como algo criticável para o papel da Corte no con-
texto interamericano,24 vez que a Corte os utiliza de maneira flexível.25

Isso se mostra mais problemático ao perceber que a produção consulti-
va não possui efeitos autocontidos, porque gera consequências na atividade 

21  Sobre a questão, ver Lima, Lucas Carlos, “A opinião sobre o arquipélago de Chagos: a 
jurisdição consultiva da Corte Internacional de Justiça e a noção de controvérsia”, Revista da 
Faculdade de Direito da Universidade Federal de Minas Gerais, núm. 75, 2019, pp. 281-302.

22  Roa, Jorge Ernesto, La función consultiva de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
Bogotá, Universidad Externado de Colombia-Instituto de Estudios Constitucionales, 2015; 
Candia Falcón, Gonzalo, “Causales de inadmisibilidad de opiniones consultivas: reforzando 
el carácter subsidiario del sistema interamericano de derechos humanos”, Revista Chilena 
de Derecho, vol. 45, 2018, pp. 57-80; Benz, Eleanor, “The Inter-American Court’s Advisory 
Function Continues to Boom – A Few Comments on the Requests Currently Pending”, EJIL: 
Talk!, 25 de novembro de 2019.

23  Schmid, Julie Calidonio, “Advisory Opinions on Human Rights: Moving Beyond a Pyrr-
hic Victory”, Duke Journal of Comparative & International Law, vol. 16, 2006, pp. 415-456.

24  Bailliet, Cecilia M., “The Strategic Prudence of the Inter-American Court of Human 
Rights: Rejection of Requests for an Advisory Opinion”, Revista de Direito Internacional, vol. 15, 
2018, pp. 254-276.

25  Logo após elencar os critérios, a Corte afirma, na OC-25/18 (para. 46): “Sin embargo, 
los criterios desarrollados no son una lista exhaustiva, y tampoco constituyen límites infran-
queables, en tanto corresponde a la Corte evaluar en cada solicitud concreta la pertinencia de 
ejercer su función consultiva”.
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contenciosa da Corte. Pode-se destacar, dentre elas, a discussão das funções 
da Comissão (OC-15/97 e OC-19/05) e até de regras procedimentais,26 
além do estabelecimento de interpretações acerca do conteúdo dos direitos 
materiais contidos na Convenção Americana. Ademais, existe amplo debate 
sobre a obrigatoriedade das opiniões consultivas.27 Fato é que, na prática, a 
interpretação de direitos em via consultiva é comumente seguida pela Corte 
nos casos contenciosos diante dela sublevados. Tal circunstância lança som-
bras à tentativa de hermética dissociação entre função consultiva e conten-
ciosa sugerida pela Corte Interamericana.

Essa incerteza não colocava maiores problemas jurídicos em relação aos 
impactos, no âmbito contencioso, das opiniões que analisavam obrigações 
e critérios de aplicação de direitos materiais. Isso porque, em utilização 

26  A OC-20/09 discutiu se o artigo 55 da CADH previa somente a possibilidade em lití-
gios interestatais de juízes ad hoc e da participação dos juízes nacionais eleitos, ao contrário 
da prática do tribunal até então, que permitia que atuações em casos de petições individuais. 
Em decorrência disso, com a alteração do Regulamento da Corte em 2009, os artigos 19 e 20 
foram modificados para comportar as observações. Assim, alterações no Regulamento moti-
vadas por declarações ocorridas no âmbito consultivo poderiam apontar essa predisposição 
de se “alterar as regras do jogo”.

27  A atribuição de força vinculante é incompatível com a Convenção Americana sobre Di-
reitos Humanos, na medida em que o artigo 68.1 somente compromete os Estados com as 
decisões da Corte em que são parte, ou seja, sentenças obtidas no meio contencioso que con-
denam o Estado. Assim, a inexistência de previsão similar para os pareceres consultivos não ga-
rante a elas obrigatoriedade de cumprimento pelo solicitante e demais afetados. Isso não signi-
fica que o conteúdo de um parecer será completamente ignorado, afinal, a solicitação vinda de 
um ou mais Estados indica a vontade de obter maior esclarecimento sobre como implementar 
alguma obrigação contraída, ou acerca do funcionamento de demais disposições do Sistema. 
Por conseguinte, a função consultiva enfrenta comumente temas controversos e em evolução 
no direito internacional. Sobre a questão, em âmbito geral, ver Oellers-Frahm, Karin, “Law-
making Through Advisory Opinions?”, German Law Journal, vol. 12, 2011, pp. 1033-1056. Em 
específico sobre a CtIDH, destaca-se a visão da não obrigatoriedade notada por ex-juízes, 
como Nikken, Pedro, “La función consultiva de la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos”, em Corte IDH, Memoria del Seminario “El sistema interamericano de protección de derechos 
humanos en el umbral del siglo XXI”, San José, Corte Interamericana de Direitos Humanos, 2003, 
t. I, p. 176, e Buergenthal, Thomas, “The Advisory Practice of the Inter-American Human 
Rights Court”, American Journal of International Law, vol. 79, 1985, p. 18. Além disso, o grande  
impacto das opiniões na prática estatal pode ser exemplificado pela análise do ex-Presidente 
da CtIDH, em Cançado Trindade, Antônio Augusto, “The Humanization of Consular Law: 
The Impact of Advisory Opinion No. 16 (1999) of the Inter-American Court of Human 
Rights on International Case-Law and Practice”, Chinese Journal of International Law, vol. 6, 
2007, pp. 1-16.
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do chamado método interpretativo evolutivo,28 as determinações da Cor-
te traziam análises de compatibilidade de condutas e o estabelecimento 
de standards mais elevados para execução das obrigações associadas a esses 
direitos.

Dessa forma, em aplicação de técnicas de valorização da abertura norma-  
tiva,29 o comportamento da Corte em relação à análise material nas OCs 
anteriormente era marcado por uma identificação da compatibilidade de 
certas condutas com a proteção de direitos estabelecida na CADH. Assim, 
na OC-3-83 a Corte conclui que a pena de morte é expressamente proibida 
à luz do direito à vida (artigo 4o.).30 Na OC-5/85, a Corte determina que a 
coligação obrigatória de periodistas é incompatível com a liberdade de ex-
pressão (artigo 13).31 Nas OCs 8 e 9, de 1987, estriba-se a interpretação de 
que garantias judiciais e de devido processo são irrevogáveis em contextos 
de exceção. Todos esses exemplos demonstram que a Corte utiliza sua via 
consultiva para alargar o alcance dos enunciados normativos da Convenção 

28  Ver, supra, 10.
29  Dentre as técnicas do método interpretativo evolutivo, tem-se uma categoria denomi-

nada “valorização da abertura normativa”, explicada desde a OC-1/82. Nela determinou-se 
(paras. 33 e ss.) a utilização das normas gerais de interpretação codificadas nos artigos 31 e 
32 da Convenção de Viena sobre o Direito dos Tratados, associado ao critério do artigo 29.b 
da CADH, que valoriza o princípio pro persona, o qual “consiste em prover uma interpretação 
que possa outorgar aos indivíduos uma proteção máxima, ou seja, pronta a privilegiar a inter-
pretação mais favorável aos indivíduos”. Assim, o método predominantemente utilizado pela 
Corte é a interpretação de tratados com um viés teleológico, para alcançar esse fim de maior 
proteção, ainda que outros (textual, histórico e sistemático) sejam acessados em casos comple-
xos. Burgorgue-Larsen, Laurence, “El contexto…”, op. cit., pp. 108 e 109. No mais, a própria 
Corte declarou a priorização do método teleológico e sistemático, em detrimento do enfoque 
no conceito comum dos termos contidos nos dispositivos, para aplicação da norma mais favo-
rável. Quanto a isso, ver Corte IDH, Caso Ricardo Canese vs. Paraguai. Mérito, reparações e custas, 
Sentença de 31 de agosto de 2004, Série C núm. 111, para. 181; Corte IDH, Caso González y 
otras (“Campo Algodonero”) vs. México. Exceções preliminares, matéria, reparações e custas, Sentença de 
16 de novembro de 2009, Série C núm. 205, para. 59; Corte IDH, Caso Artavia Murillo y otros 
(fecundación in vitro) vs. Costa Rica. Exceções preliminares, mérito, reparações e custas, Sentença de 28 
de novembro de 2012, para. 257.

30  Corte IDH, Restricciones a la pena de muerte (arts. 4.2 y 4.4 Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos), Opinião Consultiva OC-3/83 de 8 de setembro de 1983, Série A núm. 3, ponto 
1 do dispositivo, para. 76.

31  Corte IDH, La colegiación obligatoria de periodistas (arts. 13 y 29 Convención Americana sobre 
Derechos Humanos), Opinião Consultiva OC-5/85 de 13 de novembro de 1985, Série A núm. 
5, dispositivo, para. 85.
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a específicas situações de fato. O resultado de tal exercício é uma expansão 
material do conteúdo da Convenção.32

As opiniões da década de 2000 também se utilizam do método de inter-
pretação expansiva, principalmente pela técnica de utilização dos conceitos 
de não discriminação (texto convencional) e vulnerabilidade (desenvolvi-
do jurisprudencialmente). A Corte Interamericana aproveita a presença na 
Convenção do princípio da não-discriminação (artigo 1.1) para pôr fim às 
situações estruturais em que os indivíduos e/ou grupos tenham sofrido uma 
conduta discriminatória, a partir de uma perspectiva histórica, sociológica, 
econômica ou política. Assim, resultou-se a construção, no contencioso, de 
um direito indígena e da luta contra estereótipos de indivíduos LGBTQIA+,33 
posteriormente reforçados, respectivamente, pela OC-22/16 e pela OC-
24/17. Nesses casos, as opiniões consultivas são utilizadas para consolidação 
de interpretações anteriormente desenvolvidas.

Outra atenção se deu, já no âmbito consultivo, aos direitos dos trabal-
hadores migrantes, na OC-18/03, e das crianças, nas OC-17/02 e 21/14, 
para que se beneficiem de uma proteção jurídica elementar.34 Dessa for-
ma, ao reconhecer grupos como vulneráveis, supõe-se a adoção de medidas 
especiais para garantir suas proteções,35 de modo que o conteúdo dessas 
decisões contém verdadeiras delimitações de obrigações específicas, ao que 
chamaram políticas públicas.36

Ademais, como exemplos de decisões impactadas pelos pareceres, um dos 
primeiros casos analisados pela CtIDH, Velásquez Rodríguez vs. Honduras, em 
que o país foi condenado pela violação à liberdade e integridade pessoal da 
vítima, cuja fundamentação se valeu da OC-6/86, que estabeleceu o dever 
de respeito e garantia das obrigações dos Estados em relação aos direitos da 
CADH.37 Outro exemplo pode ser verificar no julgado Manuel Cepeda Vargas 
vs. Colômbia, em que a Corte recorreu, também dentre outras, à OC-3/83, 

32  Observa-se que a OC-7/86 não define um direito material, mas esclarece como inter-
pretar e aplicar o direito de retificação ou resposta, contido no artigo 14 da CADH, à luz dos 
artigos 1.1 e 2o. (p. 8).

33  Burgorgue-Larsen, Laurence, “El contexto…”, op. cit., p. 129.
34  Idem.
35  Ibidem, p. 130.
36  Candia Falcón, Gonzalo, op. cit., p. 72.
37  Corte IDH, Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Mérito, Sentença de 29 de julho de 

1988, Série C núm. 4, para. 165 e pontos 2 e 3 do dispositivo, para. 194.
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para avaliar a proporcionalidade das medidas estatais com o fim de sancionar 
agentes públicos que cometeram delitos contra membros da oposição.38

Em suma, é possível apontar que a Corte expande direitos e os efeitos de 
suas violações via pareceres consultivos que, no mínimo, não estavam claros 
nas fontes normativas que interpreta. Um problema emerge no âmbito de 
duas opiniões mais recentes. Na ocasião, a expansão de jurisdição não se 
ateve ao âmbito consultivo, vez que a Corte se pronunciou sobre regras que 
alteram os limites de sua competência contenciosa. Assim, aumenta-se as 
possibilidades de novos casos serem submetidos para análise jurisdicional da 
Corte, e os efeitos desse fenômeno já podem ser percebidos em julgamentos 
recém decididos.

III. A expansão da jurisdição contenciosa através  
da jurisdição consultiva: problemas recentes

Que as interpretações sobre o corpus juris internacional dos direitos humanos 
desenvolvidas pela Corte Interamericana no âmbito consultivo são adotadas 
no âmbito contencioso não parece ser particularmente surpreendente, so-
bretudo à luz da prática contenciosa de outras cortes internacionais.39 É uma 
questão de consistência jurisprudencial que a solicitação de interpretação 
sobre um dispositivo da Convenção seja posteriormente congruentemen-
te aplicado pelo órgão jurisdicional diante de casos concretos. Todavia, em 
duas opiniões consultivas recentes, técnicas interpretativas expansivas fo-
ram utilizadas no âmbito consultivo com implicações diretas na delimitação 
do escopo jurisdicional contencioso da Corte. Em outras palavras, a Corte 
Interamericana de Direitos Humanos expandiu sua jurisdição contenciosa 
através da resposta a uma opinião consultiva requerida por um Estado.

Uma primeira expansão diz respeito à competência ratione personae, vez 
que a Corte firmou, na OC-22/16, versando sobre a titularidade de direi-  
tos de pessoas jurídicas no Sistema Interamericano, a possibilidade de pe-
ticionamento ao sistema por entes que originalmente não possuíam capa-
cidade postulatória perante o sistema. É o caso de sindicatos, federações e 

38  Corte IDH, Caso Manuel Cepeda Vargas vs. Colômbia. Exceções preliminares, mérito, reparações 
e custas, Sentença de 26 de maio de 2010, Série C núm. 213, para. 150.

39  Oellers-Frahm, Karin, “Lawmaking…”, op. cit., p. 1051.
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confederações, pessoas jurídicas que foram reconhecidas como detentoras 
dos direitos de associação e liberdade de funcionamento, previstos no artigo 
8.1.a do Protocolo de San Salvador. Esses direitos de proteção já haviam sido 
abordados em casos anteriores,40 mas pela primeira vez a CtIDH “concluiu a 
titularidade dos direitos estabelecidos no artigo 8.1 do Protocolo dos sindi-
catos, das federações e das confederações, o qual lhes permite apresentar-se 
perante o sistema americano em defesa de seus próprios direitos”.41 Esse é 
um desenvolvimento interessante, vez que, ao realizar tal reconhecimento, a 
CtIDH alarga o rol de entes peticionários e, por consequência, o número de 
clientes de sua jurisdição.

A Corte lançou mão de diversos argumentos para chegar a esta conclusão. 
Aduziu ter empregado as técnicas de interpretação de tratados da Convenção 
de Viena (artigos 31 e 32),42 a fim de realizar essa conclusão em 5 aspectos 
[(1) a (5)]. (1) Quanto à terminologia, deduziu que a escrita do artigo 8.1.a 
enseja a conclusão de que sindicatos, federações e confederações constituem 
pessoas jurídicas distintas de seus associados, com capacidades diferentes 
para contrair obrigações e adquirir e exercer direitos.43 (2) Isso estaria ali-  
nhado aos objetivos do Protocolo de San Salvador, que desde o preâmbulo 
anuncia a essencialidade desses direitos para salvaguardar a dignidade huma-
na, a democracia e o direito dos povos do continente, de modo que a pro-
teção desses direitos aos entes garante, inclusive, melhor gozo dos direitos 
dos trabalhadores.44

(3) Além disso, em uma interpretação sistêmica, destacou que a Carta 
da OEA, essencial para o Sistema, consagra no artigo 45.c a proteção da li-

40  A Corte havia anteriormente estabelecido que a liberdade de associação de entidades 
sindicais integra o corpus juris dos direitos humanos no caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá (para. 
158) e que os Estados eram obrigados, com base no artigo 8.1.a do Protocolo, a permitir que 
essas entidades operem livremente, no caso Huilca Tecse vs. Peru (para. 74).

41  Corte IDH, Titularidad de derechos de las personas jurídicas en el sistema interamericano de 
derechos humanos (interpretación y alcance del artículo 1.2, en relación con los artículos 1.1, 8, 11.2, 
13, 16, 21, 24, 25, 29, 30, 44, 46 y 62.3 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así 
como del artículo 8.1 A y B del Protocolo de San Salvador), Opinião Consultiva OC-22/16 de 26 de 
fevereiro de 2016, Série A núm. 22, para. 105. No original: “…ha concluido la titularidad 
de los derechos establecidos en el artículo 8.1.a del Protocolo de los sindicatos, las federacio-
nes y las confederaciones, lo cual les permite presentarse ante el sistema interamericano en 
defensa de sus propios derechos”.

42  Ibidem, para. 36.
43  Ibidem, paras. 91 e 92.
44  Ibidem, para. 98.
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berdade e independência das associações de trabalhadores e, no artigo 45.g, 
reconhece a contribuição dos sindicatos à sociedade.45 Essa interpretação se 
alinharia até mesmo ao princípio pro persona, pois não exclui ou limita o efei-
to que podem ter outros instrumentos.46 (4) Outro argumento usado pela 
Corte nessa opinião seria de que essa interpretação concede ao artigo 8.1.a 
o fim de “maior efeito útil”, de maneira a reforçar a importância dos direi-  
tos civis e políticos e dos direitos econômicos sociais e culturais.47 (5) Por 
último, de forma complementar, a CtIDH ainda examinou os trabalhos pre-
paratórios, cuja discussão do artigo 19.6, o qual determina os direitos que 
a Corte pode reconhecer contenciosamente, sugeriria que a intenção dos 
Estados sempre foi de garantir os direitos das organizações sindicais como 
direitos de exigibilidade imediata.48

O uso dessas técnicas interpretativas pela Corte não é particularmente 
inovador. A singularidade do exercício é a sua conclusão expansiva de peti-
cionários49 —inferência que parece contrastar com o texto da Convenção 
Americana—. Em outras palavras, a Corte não empregou nenhuma técnica 
interpretativa diferente das que já empregara no passado para realizar a ex-
pansão de sua jurisdição a novos peticionários.

Um segundo exemplo, talvez ainda mais cristalino, em que a CtIDH ex-
pandiu sua jurisdição ocorreu na OC-23/17 sobre O Meio Ambiente e Di-
reitos Humanos. A relação entre meio ambiente e direitos humanos tem 
sido um tópico de recente atenção por parte de órgãos internacionais, cor-
tes e doutrina, e a questão também se verifica no âmbito interamericano.50 

45  Ibidem, para. 94.
46  Ibidem, para. 95.
47  Ibidem, para. 98.
48  Ibidem, para. 100.
49  A própria Corte Interamericana conclui, na OC-22/16, que o critério contido no arti-

go 1.2 da CADH não atribui a pessoas jurídicas a titularidade de direitos (para. 71). Contudo, 
essa expansão para pessoas jurídicas é realizada na Opinião não só em reconhecimento ao que 
prevê o Protocolo de San Salvador para entidades trabalhistas, mas também, quanto à Con-
venção Americana, em reconhecimento do que já era aplicado no contencioso, de titulação 
de direitos referentes a comunidades indígenas. Ela cria essa exceção ao se apoiar em demais 
instrumentos jurídicos do sistema, internacionais e legislações internas, os quais concedem 
aos povos direitos, além de afirmar que certos direitos são socialmente experienciados pelos 
povos indígenas de maneira coletiva, como o direito à propriedade (para. 83).

50  Pode-se citar, por exemplo: Boyle, Alan, “Human Rights and the Environment”, em Boer, 
Ben, Environmental Law Dimensions of Human Rights, Oxford, Oxford University Press, 2015, pp. 
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Recorda-se que o litigar de questões ambientais autonomamente perante 
jurisdições de direitos humanos é um aspecto bastante limitado destas cortes 
internacionais.51 No momento do design institucional da Corte, o número 
de direitos a ser individualmente litigados envolviam, em essência, direitos 
civis e políticos. Não por acaso os direitos econômicos sociais e culturais 
foram relegados a um segundo documento, o Pacto de San Salvador. A Corte 
Interamericana, contudo, aproveitou a ocasião do pedido de parecer consul-
tivo requerido por parte da Colômbia para concluir que direitos ambientais 
poderiam ser adjudicados diretamente em relação à Convenção —algo que 
não se encontra previsto no texto do tratado—.52 Na ocasião da opinião 
23, a Corte parece ter sido inovadora e, por consequência, expandido sua 
jurisdição em relação a pelo menos três aspectos: (a) inseriu o meio ambien-
te como direito autônomo sob o artigo 26 da CADH; (b) alargou a noção 
de jurisdição para fins de responsabilização internacional; (c) incorporou à 
obrigação de respeito ao meio ambiente sadio standards protetivos em re-
lação ao meio ambiente bastante avançados.

(a) A Corte considerou o direito ao meio ambiente sadio como integran-
te53 do artigo 26 da Convenção,54 primeiramente em referência à Carta da 
OEA, pois o dispositivo da CADH protegeria os direitos nela contidos de-

201-239; Pavoni, Riccardo, “Environmental Jurisprudence of the European and Inter-Ame-
rican Courts of Human Rights”, em Boer, Ben, Environmental Law Dimensions of Human Rights, 
Oxford, Oxford University Press, 2015, pp. 69-106.

51  Sobre a questão, ver Shelton, Dinah, “Human Rights and the Environment: Substantive 
Rights”, em Fitzmaurice, Malgosia et al. (eds.), Research Handbook on International Environmen-
tal Law, Cheltenham, Edward Elgar Publishing, 2010; e, de maneira geral, Pavoni, Riccardo, 
Interesse pubblico e diritti individuali nella giruisprudenza ambientale della Corte Europea dei Diritti 
Umani, Nápoles, Scientifica, 2013.

52  O artigo 11 do Protocolo de San Salvador prevê o “direito a um meio ambiente sadio”. 
Todavia, o artigo 19.6 no Protocolo firma que somente os direitos estabelecidos nos disposi-
tivos 8.1.a (liberdade sindical) e 13 (educação), caso violados por um Estado parte do docu-
mento, podem ser judicializáveis perante o sistema de peticionamento que envolve a Comissão 
e a Corte.

53  Vale destacar que Burgorgue-Larsen (“El contexto…”, op. cit., p. 124) aponta a inte-
gração como associada à “técnica de identificação de novos direitos”, enquanto parte da meto-
dologia de interpretação evolutiva. Nela, identifica-se um direito não presente nos termos do 
artigo a que se quer atribuí-lo.

54  Corte IDH, Medio ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación con el medio 
ambiente en el marco de la protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal – 
interpretación y alcance de los artículos 4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención 
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rivados das normas econômicas, sociais e sobre educação, ciência, e cultu-
ra.55 A Corte utiliza-se da regra de interpretação do artigo 29 da Convenção 
Americana para atribuir ao artigo 26 os direitos da Carta da OEA, da De-
claração Americana e de outros tratados internacionais da mesma natureza, 
replicando a fundamentação criada desde o caso Lagos del Campo vs. Peru, de 
2017. Na ocasião, a Corte expandiu pela primeira vez o escopo do artigo 26, 
permitindo litigar direitos trabalhistas e de liberdade de associação abarca-
dos pelo dispositivo a título de desenvolvimento progressivo.56

Americana sobre Derechos Humanos), Opinião Consultiva OC-23/17 de 15 de novembro de 2017, 
Série A núm. 23, para. 57.

55  Artigos 30, 31, 33 e 34 da Carta da Organização dos Estados Americanos.
56  Corte IDH, Caso Lagos del Campo vs. Peru. Exceções preliminares, mérito, reparações e custas, 

Sentença de 31 de agosto de 2017, Série C núm. 340, para. 142. A Corte estabeleceu que o ar-
tigo 26 da CADH estava sujeito às obrigações gerais contidas nos artigos 1.1 e 2o., que dizem 
respeito à obrigatoriedade de respeitar os direitos e ao dever de adotar disposições de direito 
interno para concretizá-los, assim como estão os artigos 3o. a 25, passíveis de litigância, além 
de que o 26 protege os direitos derivados dos demais tratados. Segundo a Corte, estes seriam 
derivados das normas econômicas, sociais e sobre educação, ciência e cultura contidas na 
Carta da OEA. Assim, a CtIDH reconheceu na sentença o direito à estabilidade laboral como 
protegido por esses dispositivos e o declarou o artigo 26 violado pelo Estado peruano. No ano 
seguinte, a Corte reinterpretou a possibilidade de judicialização dos DESCA, em aplicação 
da Convenção de Viena sobre o Direito dos Tratados, no caso Cuscul Pivaral y otros vs. Guatema-
la. À ocasião, entendeu que é a interpretação literal do artigo 26 que permite trazer outros 
instrumentos, pois “es posible afirmar que se refiere precisamente al deber de los Estados de 
lograr la efectividad de los «derechos» que sea posible derivar de la Carta de la OEA” (para. 
78). Igualmente, afirmou, pela intepretação sistêmica do contexto da própria Convenção 
Americana, que “al existir una obligación de los Estados de respetar y garantizar los derechos 
contemplados por el artículo 26, en los términos del artículo 1.1 de la Convención, la Corte 
tiene competencia para calificar si existió una violación a un derecho derivado del artículo 
26 en los términos previstos por los artículos 62 y 63 de la Convención” (para. 84). Ademais, 
também pela interpretação sistêmica, ela busca contornar a limitação de litigância do artigo 
19.6 do Protocolo de San Salvador ao afirmar que “no queda duda que la voluntad de los 
Estados sobre la competencia de la Corte para pronunciarse sobre violaciones al Protocolo 
de San Salvador encuentra sus límites en los derechos sindicales y el derecho a la educación”, 
mas “no debe ser interpretado como un precepto que limite el alcance de los derechos prote-
gidos por la Convención, ni sobre la posibilidad de la Corte para conocer sobre violaciones a 
estos derechos. Por el contrario, el Tribunal advierte que una interpretación sistemática y de 
buena fe de ambos tratados lleva a la conclusión de que, al no existir una restricción expresa 
en el Protocolo de San Salvador, que limite la competencia de la Corte para conocer sobre 
violaciones a la Convención, esta limitación no debe ser asumida por este Tribunal” (paras. 87 
e 88). Ao fim, após reafirmar a intepretação teleológica, recorre ao método complementar de 
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Ulterior argumento utilizado pela Corte para justificar a autonomia de 
direitos ambientais sob o artigo 26 foi o reiterar da interdependência e indi-
visibilidade existente entre os direitos civis e políticos com os econômicos, 
sociais e culturais.57 A interpretação expansiva da Corte inserindo o direito 
autônomo ao meio ambiente sadio sob a rubrica do artigo 26 é inovadora. 
Não por acaso, no âmbito da própria Corte, a tese gerou resistências. Em 
seu voto dissidente à opinião, o juiz Vio Grossi aguilhoou a decisão da Corte 
sob o argumento de que “os direitos sob análise não se encontram com-
preendidos ou contidos na Convenção e, por isso, não podem ser objeto 
do sistema de proteção que ela [a Corte] contempla”.58 Vio Grossi parecia 
antever a possibilidade de, uma vez declarada a autonomia esses direitos, 
tê-los como objeto do contencioso individual.

(b) A segunda questão em que a Corte parece ter inovado na opinião 23 
refere-se ao alcance de sua jurisdição. Isto porque pronunciou-se sobre novo 
critério de aplicação extraterritorial dos direitos associados ao meio am-
biente. Segundo a Corte “uma pessoa está submetida à jurisdição de um Es-
tado, no que diz respeito a uma conduta cometida fora do território desse 
Estado (condutas extraterritoriais) ou com efeitos fora desse território”, em 
situações em que “referido Estado está exercendo autoridade sobre a pessoa 
ou quando se encontre sob seu controle efetivo, seja dentro ou fora de seu 
território”.59 Ainda que tenha salientado que esse controle extraterritorial é 
excepcional, existe um claro entendimento que as obrigações incumbentes 
a um Estado parecem ter se expandido no novo entendimento da Corte a 
qualquer atividade de entes sob seu controle fora do território.

A novidade se encontra no expresso reconhecimento do critério de con-
trole efetivo, cuja definição no âmbito da jurisprudência da CtIDH é incer-

recorrer aos trabalhos preparatórios da Convenção Americana para fazer menção ao desejo, 
à época de estabelecer com o artigo 26 “una disposición que establezca cierta obligatoriedad 
jurídica… en su cumplimiento y aplicación” (para. 95). Corte IDH, Caso Cuscul Pivaral y otros 
vs. Guatemala. Exceções preliminares, mérito, reparações e custas, Sentença de 23 de agosto de 2018, 
Série C núm. 359, paras. 75 e ss. Isso aponta para uma tentativa de reforço constante ao fun-
damento sobre a judicialização dos DESCA.

57  Corte IDH, OC-23/17, para. 57.
58  Corte IDH, OC-23/17, Voto concorrente do juiz Eduardo Vio Grossi, para. 5. No origi-

nal: “los derechos en comento no se encuentran comprendidos o contenidos en la Convención 
y, por ende, no pueden ser objeto del sistema de protección que ella contempla”.

59  Corte IDH, OC-23/17, para. 81.
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ta.60 A expansão da competência ligada a esse novo critério é dupla. Surge 
uma nova possibilidade de a Corte julgar um caso cuja suposta violação de 
um direito ocorre em um “local” diferente do tradicionalmente abarcado por 
sua jurisdição. Ademais, essa violação extraterritorial poderia atingir pessoas 
que anteriormente não seriam consideradas vítimas peticionantes perante 
o sistema, por estarem sob jurisdição de um Estado que não reconheceu a 
competência da Corte. Tal parecer encontrou alguma perplexidade por par-
te dos comentadores.61

(c) A Corte parece ter sido particularmente inovadora também quando in-
corporou e reconheceu a existência de certas obrigações para os Estados cujo 
reconhecimento no campo do direito internacional público é ainda aberto à 
discussão. Um exemplo nesse sentido é o expresso reconhecimento da obri-
gatoriedade do princípio da precaução no direito internacional.62 Alguns Es-
tados preferem a defesa de uma “abordagem precaucional”, como apontado 
pela jurisprudência de outros tribunais internacionais.63 Nessa passagem, a 
CtIDH dá a impressão de ter incorporado ao seu corpus juris obrigações ainda 
em formação no âmbito da comunidade dos Estados.

As três expansões acima indicadas possuem impacto no futuro contencio-
so da Corte Interamericana vez que robusteceu os direitos litigáveis conten-
ciosamente sob o artigo 26 (incluindo claramente o direito ao meio ambien-

60  A Comissão Interamericana de Direitos Humanos, a partir da atuação de sua Relatoria 
Especial sobre Direitos Econômicos, Sociais, Culturais e Ambientais (REDESCA) tentou apon-
tar caminhos para a aplicação do critério do controle efetivo. Sugeriu-se que sejam avaliados 
níveis de controle, desde a possibilidade de uma empresa cometedora de alguma violação a 
direitos ambientais ser efetivamente estatal ou exercedora de alguma atividade delegada, até 
níveis menores, como pela averiguação de o Estado ter efetivamente exercido seu dever de 
fiscalização e exigência do cumprimento de normas ambientais por ela. CIDH, Informe sobre 
empresas y derechos humanos: estándares interamericanos, OEA/Ser.L/V/II, CIDH/REDESCA/
INF.1/19, 1o. de novembro de 2019, paras. 152 e ss., disponível em: http://www.oas.org/es/
cidh/informes/pdfs/EmpresasDDHH.pdf.

61  Sobre a questão, ver Papantoniou, Angeliki, “Advisory Opinion on the Environment and 
Human Rights”, American Journal of International Law, vol. 112, 2018, pp. 460-466; Estupiñan 
Silva, Rosmerlin, “Primera opinión interamericana sobre medio ambiente: ¿derecho exigible o 
decisión ultra vires?”, Criterio Jurídico Garantista, vol. 11, pp. 61-80.

62  Corte IDH, OC-23/17, paras. 175 e ss., e tópico 6 do dispositivo, para. 244.
63  Kelly, Elsa, “The Precautionary Approach in the Advisory Opinion Concerning the Res-

ponsibilities and Obligations of States Sponsoring Persons and Entities with Respect to Ac-
tivities in the Area”, em International Tribunal for the Law of the Sea, The Contribution of the 
International Tribunal for the Law of the Sea to the Rule of Law: 1996-2016, Leiden, Brill, 2017.
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te sadio e outros),64 alargou a noção de jurisdição extraterritorial e, ainda, 
incorporou standards internacionais mais avançados na correta interpretação 
desses direitos. Esses recentes passos parecem contrastar com uma atividade 
mais contida da Corte, inclusive, ao se comparar com o desenvolvimento 
anterior no seio da competência consultiva relativo aos direitos econômicos, 
sociais e culturais e ambientais (DESCA).65 Por exemplo, na OC-18/03, 
optou-se pela via da não-discriminação para declarar que todos os migran-
tes trabalhadores gozam de igualdade perante a lei, sem importância de seu 
status migratório, de modo a desenvolver com cautela direitos trabalhistas, 
adotando-se de um fundamento jurídico menos controverso,66 posição essa 
não mais adotada.

Quanto aos efeitos desses pareceres já constatados no contencioso, pode-
se apontar que as conclusões da OCs 22 ainda não repercutiram no conten-
cioso da Corte. Todavia, recente decisão da Corte Interamericana aplicou o 
reconhecimento dos direitos ao meio ambiente saudável, à água, à alimen-
tação e à participação e atividade cultural como incluído no artigo 26.

Na sentença de 6 de fevereiro de 2020, no caso Comunidades Indígenas Miem-
bros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) vs. Argentina, a Corte Inte-
ramericana encontrou ocasião para aplicar os raciocínios desenvolvidos no 
âmbito da OC-23. Em síntese apurada, o caso cuida de 132 comunidades 
indígenas que tiveram seus direitos à terra diversas vezes desrespeitados aos 
longos dos anos e, em seu território, atividades de criollos causaram danos 
ambientais e redução da biodiversidade, o que foi comprovado por peritos.67 
Por tais razões, a Corte, inter alia, condenou a Argentina pela violação do 

64  Corte IDH, OC-23/17, para. 66: “The Court considers that the rights that are particu-
larly vulnerable to environmental impact include the rights to life, personal integrity, private 
life, health, water, food, housing, participation in cultural life, property, and the right to not 
be forcibly displaced”.

65  Sobre a questão, ver Ruiz-Chiriboga, Oswaldo R., “The American Convention and the 
Protocol of San Salvador: Two Intertwined Treaties: Non-Enforceability of Economic, Social 
and Cultural Rights in the Inter-American System”, Netherlands Quarterly of Human Rights, vol. 
31, 2013, pp. 160-186.

66  Lyon, Beth, “The Inter-American Court of Human Rights Defines Unauthorized Migrant 
Worker’s Rights for the Hemisphere: A Comment on Advisory Opinion 18”, New  York University 
Review of Law and Social Change, vol. 28, 2004, pp. 547-565.

67  Corte IDH, Caso Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra 
Tierra) vs. Argentina. Mérito, reparações e custas, Sentença de 6 de fevereiro de 2020, Série C núm. 
400, paras. 272-289. Sobre a questão de peritos em controvérsias ambientais, ver Lima, Lucas 
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direito a um meio ambiente sadio, à alimentação adequada, à água, e à par-
ticipação da vida cultural e identidade cultural. Vez que tais direitos não es-
tão expressamente previstos na Convenção Americana, a Corte inclui-os sob 
a rubrica de desenvolvimento progressivo do artigo 26. Se, num primeiro 
momento, a estratégia da Corte foi confiar em sua jurisprudência anterior 
de incluir os DESC no rol de direitos litigáveis, a Corte ancorou-se no ra-
ciocínio desenvolvido na OC-23 para “se pronunciar sobre os direitos a um 
meio ambiente sadio, à alimentação adequada, à água e a participar da vida 
cultural a partir do artigo 26 da Convenção”.68 Por fim, condenou o Estado 
pela violação do artigo 26 e atribuiu reparações a cada um dos direitos auto-
nomamente.

Contudo, tal decisão relativa à judicialização dos DESCA no âmbito do 
artigo 26 ocorreu no cenário de uma Corte dividida. A divisão dos juízes no 
caso, que foi solucionada pelo infrequente voto de minerva da Presidente 
da Corte,69 revela parte das tensões presentes na câmara de deliberação. 
Para os que estavam com a maioria, a ratio do princípio pro persona justificava 

Carlos, “O uso de experts em controvérsias ambientais perante a Corte Internacional de Jus-
tiça”, Revista de Direito Internacional, vol. 13, 2016, pp. 245-261.

68  Corte IDH, Caso Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tie-
rra) vs. Argentina…, cit., paras. 201 e ss. Do original: “La Corte advierte que este es el primer 
caso contencioso en el que debe pronunciarse sobre los derechos a un medio ambiente sano, 
a la alimentación adecuada, al agua y a participar en la vida cultural a partir del artículo 26 de 
la Convención”.

69  É bastante incomum haver tamanha discordância na Corte. Em pesquisa realizada, foram 
levantados seis casos em que, por alguma composição, ocorreu a dissidência de três magistra-
dos, sendo que a maior parte deles (caso Gangaram Panday vs. Suriname, caso Comunidad Indígena 
Yakye Axa vs. Paraguai e caso Wong Ho Wing vs. Peru) foi relativo à insuficiência probatória para 
condenar o Estado às alegações específicas mencionadas (dissidências ocorridas somente em 
relação a algum direito supostamente violado, com condenações ocorridas em demais), em um 
deles a discussão se centrou no montante indenizatório fixado (caso Salvador Chiriboga vs. Equa-
dor) e em um a questão levantava uma ponderação entre direitos (caso Mémoli vs. Argentina, em 
que se analisou a ponderação entre o direito à honra e à liberdade de expressão ocorrida no 
caso). Em apenas um deles a cisão dizia respeito à impossibilidade de declarar algum direito 
violado (caso Atala Riffo y niñas vs. Chile). Isso destaca a relevância da divisão da Corte notada 
no caso em análise, que não ocorreu nos demais casos de violação de DESCA pelo artigo 26, 
apesar da constante dissidência dos juízes Vio Grossi e Sierra Porto, pois o juiz uruguaio Pérez 
Manrique, cuja judicatura se iniciou em 2019, apenas emitiu votos separados concordantes 
nos casos anteriores sobre DESCA dos quais participou, caso Asociación Nacional de Cesantes y 
Jubilados de la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria (ANCEJUB-SUNAT) vs. Peru e 
caso Hernández vs. Argentina.
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a expansão e judicialização dos DESCA. O juiz Mac-Gregor Poisot parece 
também ter levado em consideração o fato de que o Estado argentino não 
contestou a competência da Corte para adjudicar individualmente direitos 
ambientais (e outros) sob a rubrica do artigo 26.70 Não reconhecer a auto-
nomia dos DESCA sob o artigo 26 implicaria, segundo ele, num retroces-
so contrário à jurisprudência. Lógica similar parece se depreender do voto 
concorrente do juiz Pazmiño Freire, para quem, em certas circunstâncias, 
“se impõe implementar uma hermenêutica mais expansiva da norma para 
garantir uma melhor proteção do ser humano”.71

Na voz dos três dissidentes alguns elementos e argumentos interessantes 
emergem. O juiz Manrique, por exemplo, claramente encampa a narrativa 
de uma Corte dividida em relação aos DESCA, cuja judicialização inicia-se 
em 2017. Tal divisão parece reforçar a ciência da Corte que seu exercício é 
o de inovação jurisprudencial. Dentre os juízes dissidentes que não concor-
daram com a violação autônoma do artigo 26, o juiz Manrique é aquele que 
oferece uma posição intermediária, sugerindo a violação dos DESCA junta-
mente a outros direitos reconhecidos na Convenção. Para ele “a Corte tem 
o dever convencional de fazer justiça nos casos concretos dentro dos limites 
previstos pelo direito dos tratados”.72 Sua sugestão parece assemelhar-se à 
posição da Corte Europeia na matéria.73

As opiniões dissidentes mais contundentes parecem revelar algumas fra-
gilidades da lógica expansiva da Corte. O juiz Vio Grossi opta pela argumen-
tação da tradicional interpretação normativa nos termos da Convenção de 

70  Corte IDH, Caso Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tie-
rra) vs. Argentina, Voto concorrente do juiz Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot, para. 6.

71  Corte IDH, Caso Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra 
Tierra) vs. Argentina, Voto concorrente do juiz Patricio Pazmiño Freire, para. 11. Do original: 
“bajo ciertas circunstancias, y a partir de este trasfondo es que, en ciertas oportunidades, se 
impone implementar una hermenéutica más expansiva de la norma en pos de garantizar una 
mejor protección del ser humano”.

72  Corte IDH, Caso Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra 
Tierra) vs. Argentina, Voto parcialmente dissidente do juiz Ricardo C. Pérez Manrique, para. 16. 
Do original: “la Corte tiene el deber convencional de hacer justicia en casos concretos dentro 
de los límites previstos por el derecho de los tratados”.

73  A título de exemplo, o direito a um meio ambiente sadio é reconhecido em conexão 
com o direito à vida nos casos Fadeyeva vs. Rússia e Öneryildiz vs. Turquia, ou com o direito à vida 
privada e familiar, nos casos López Ostra vs. Espanha e Tatar vs. Suíça. Mais casos, conferir Corte 
Europeia de Direitos Humanos, “Factsheet – Environment and the ECHR”, março de 2020.
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Viena sobre Direito dos Tratados. Em exegese pormenorizada analisando o 
texto do artigo 26 bem como outros documentos do corpus juris interameri-
cano, Vio Grossi reprisa seu argumento aduzido na OC-23 de que as técnicas 
tradicionais de interpretação de tratado não permitem incluir DESCA como 
judicializáveis. Para Vio Grossi, a interpretação empregada pela Corte pri-
vilegia o método teleológico em detrimento de outros métodos haja vista a 
indicação textual. O juiz chileno parece sugerir que a interpretação da Corte 
é até mesmo contra legem na medida que negligencia o texto, permitindo 
a justiciabilidade destes direitos, quando sugere que a Corte não emprega 
“adequadamente os meios de interpretação previstos na Convenção de Vie-
na, [conduzindo] a um resultado contrário à lógica e jamais desejado nem 
previsto na Convenção”.74

O juiz Sierra Porto oferece uma opinião contundente na matéria: a de que 
a CtIDH não tem competência para adjudicar DESCA.75 Para o juiz colom-
biano, a Corte não possui competência expressa “nem pela Convenção Ame-
ricana, nem pelo artigo 19.6 do Protocolo… interpretados à luz dos artigos 
30 e 31 da Convenção de Viena sobre o Direito dos Tratados”.76 Sierra Porto 
arvora seu posicionamento no fato de que os Estados membros do Protocolo 
de San Salvador só permitiram litigar alguns direitos, não estando meio am-
biente (inter alia) entre eles. Conclui ainda que é problemático a referência a 
instrumentos internacionais de soft law por conveniência.77

A crítica presente nas opiniões dos três juízes é lancinante e revela a fra-
tura no interior da Corte que expande sua competência para adjudicar DES-

74  Corte IDH, Caso Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra 
Tierra) vs. Argentina, Voto parcialmente dissidente do juiz Eduardo Vio Grossi, para. 88. Do 
original: “no emplear adecuadamente los medios de interpretación previstos en la Conven-
ción de Viena, conduce a un resultado contrario a la lógica y jamás deseado ni previsto en 
la Convención”.

75  Corte IDH, Caso Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tie-
rra) vs. Argentina, Voto parcialmente dissidente do juiz Humberto Antonio Sierra Porto, para. 
6. Do original: “Reitero que el Tribunal no tiene esta competencia de manera expresa, ni por 
la Convención Americana, ni por el artículo 19.6 del Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales (en lo adelante “Protocolo de San Salvador”), interpretados a la luz de los artículos 30 y 
31 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados”.

76  Idem. No original: “ni por la Convención Americana, ni por el artículo 19.6 del Protoco-
lo… interpretados a la luz de los artículos 30 y 31 de la Convención de Viena sobre el Derecho 
de los Tratados”.

77  Ibidem, para. 7.
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CA. Contudo, parece haver algo ausente nas opiniões dos juízes: o fato de 
que a expansão dos direitos ambientais ocorreu no alargamento da opinião 
23 e não apenas no litígio dos DESCA.

Se a Corte cita expressamente no caso Lhaka Honhat a OC-23/17 para fun-
damentar a expansão de direitos ambientais, direito à alimentação, à água, 
e de participação e identidade cultural, é interessante verificar que os juízes 
dissidentes negligenciam este argumento em sua dissidência. Eles não en-
frentam o fato de que a Corte já decidira por sua justiciabilidade no passado 
e que porventura seria incongruente mudar essa posição em via contenciosa. 
Parece existir uma dissociação por parte dos magistrados que foi não apenas 
no âmbito contencioso, mas eminentemente através da jurisdição consultiva, 
que o principal alargamento dos DESCA ocorreu.78 Tal alargamento e apli-
cação contenciosa dos direitos desenvolvidos em âmbito consultivo obvia-
mente possui desdobramentos e questionamentos.

A postura expansiva da Corte levanta uma série de interrogativos. Por 
exemplo, pode-se questionar se, à luz da nova interpretação da Corte, todos 
os direitos elencados no Pacto de San Salvador podem ser litigados direta-
mente sob a rubrica do artigo 26. A Corte também não esclarece se somente 
entidades coletivas como povos indígenas estariam legitimados a contestá-
los. Quais serão as reações dos Estados e dos atores sociais interamericanos 
diante dessa postura mais ampla da Corte? As decisões da Corte irão in-
fluenciar de alguma maneira em sua efetividade e no cumprimento das de-
cisões? Estados estarão mais inclinados a resistir decisões baseadas no artigo 
26 da Corte? As decisões baseadas nas interpretações de direitos sociais sob 
o artigo 26 ou postuladas por atores não originalmente reconhecidos serão 
tratadas de maneiras distintas pelos Estados e terão seus cumprimentos afe-
tados? A prática futura oferecerá indicações para esses questionamentos, 
que influenciarão tanto os debates em relação à autoridade quanto de legiti-
midade da Corte.

78  Está sob deliberação uma opinião consultiva solicitada pela Comissão Interamericana de 
Direitos Humanos, acerca do “Alcance das obrigações dos Estados, no âmbito do Sistema In-
teramericano, sobre as garantias à liberdade sindical, sua relação com outros direitos e sua 
aplicação com uma perspectiva de gênero”. Conforme explicitado, a liberdade sindical é um 
direito judicializável, conforme o artigo 19.6 do Protocolo de San Salvador. Assim, caso o 
parecer seja emitido, não ocorreria maior impacto sobre os contornos jurisdicionais da com-
petência contenciosa da Corte e, portanto, somente em casos futuros seria identificável nova 
observação dos magistrados sobre a aplicação de uma mudança na jurisdição ter sido originada 
em uma OC.
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IV. Pontos de força, riscos e consequências  
da expansão da Corte em via consultiva

O exercício de expansão da jurisdição de uma corte internacional através de 
opiniões consultivas não é desprovido de desdobramentos, impactos e ris-
cos. A imediata reação e divisão da Corte no caso Lhaka Honhat confirma essa 
tese. Nesta seção, três desses potenciais desdobramentos são explorados. O 
primeiro deles (I) são os pontos de força que tal exercício pode gerar em 
relação ao Sistema Interamericano de Direitos Humanos. O segundo des-
dobramento (II) é o potencial impacto da expansão da jurisdição da CtIDH 
em matéria de DESCA no que se refere ao controle de convencionalidade 
e, eventualmente, à aplicação dos critérios pela Comissão Interamericana de 
Direitos Humanos. O terceiro desdobramento (III) analisa os riscos de resis-
tência à atitude expansiva da Corte e sua posterior recepção pelos Estados.

(I) Não se ignora que o exercício de expansão de jurisdição —que de uma 
maneira geral se insere numa tendência expansiva e protetiva da Corte— 
pode possuir pontos positivos. O primeiro deles é o fato de que a Corte rea-
liza algo que os Estados dificilmente realizarão num momento de resistência 
ao direito internacional:79 atribuir maior jurisdição a uma corte de direitos 
humanos num assunto de essencial interesse e de amplos contornos como o 
meio ambiente. Um exemplo bastante ilustrativo são as discussões envolven-
do a Amazônia brasileira e a eventual responsabilização internacional do Bra-
sil pelos alegados danos ocorridos em virtudes de incêndios.80 Dificilmente 
o atual governo brasileiro estaria inclinado a expandir a jurisdição da CtIDH 
aderindo expressamente à possibilidade de litigar questões ambientais. Ob-
viamente que permanece o questionamento se o fato de que os Estados não 
adeririam não significa que a Corte está, efetivamente, evitando o consenti-
mento dos Estados.

79  Parte da análise pode ser encontrada em Crawford, James, “The Current Political Dis-
course Concerning International Law”, The Modern Law Review, vol. 81, 2018, pp. 1-22; Pellet, 
Alain, “Values and Power Relations – The «Disillusionment» of International Law?”, KFG  Wor-
king Paper Series, núm. 34, maio de 2019; Koskenniemi, Martti, International Law and the Far 
Right: Reflections on Law and Cynicism, Haia, Asser Press, 2019; Krieger, Heike et al., The Interna-
tional Rule of Law: Rise or Decline?, Oxford, Oxford University Press, 2019.

80  Sobre a questão, ver Dupuy, Pierre-Marie, “Amazonie: le droit international en vigueur 
apporte des réponses substantielles”, Revista de Direito Internacional, vol. 16, 2019, pp. 2-6.
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Outro aspecto positivo do exercício da Corte é a realização de uma efetiva 
aplicação do artigo 26 dando concreto significado à ideia de “desenvolvimen-
to progressivo”: a lógica seria de que, vez que os Estados há quarenta anos 
entenderam que aquele ramo do direito deveria se desenvolver, uma série de 
movimentos e documentos internacionais legitimariam o agir da Corte.81 Na 
qualidade de um catalisador de novas tendências, o exercício da Corte estaria 
dando efeito útil a um dispositivo esquecido da Convenção e atualizando-o à 
luz do que há de mais inovador no direito internacional dos direitos humanos. 
Estaria a CtIDH enfim criando “condições que permitam a cada pessoa gozar 
dos seus direitos econômicos, sociais e culturais, bem como dos seus direitos 
civis e políticos”.82 Ou, nas palavras da própria Corte, tal interpretação “per-
mite atualizar o sentido dos direitos derivados da Carta que se encontram 
reconhecidos no artigo 26 da Convenção”.83

Contudo, este movimento vanguardista protetivo da Corte dependerá es-
sencialmente da vontade dos Estados para confirmar os dois argumentos po-
sitivos anteriormente solevados. Caso os Estados-parte da Convenção bem 
recepcionem os casos futuramente litigados em matéria ambiental e relativas 
a outros DESCA (como, e.g., o direito à água), o exercício da Corte se pro-
vará uma interessante técnica para inserir no seu rol de direitos protegidos 
também os direitos conexos ao meio ambiente. Um contexto de resistência 
à Corte Interamericana por parte de alguns países, sobretudo no âmbito 

81  A ideia de desenvolvimento progressivo foi explorada melhor em sentenças posteriores 
ao caso Lagos del Campo vs. Peru, como no caso Poblete Vilches y otros vs. Chile, em que declarou-se 
que a progressividade “no debe interpretarse en el sentido que, durante su periodo de im-
plementación, dichas obligaciones se priven de contenido específico, lo cual tampoco implica 
que los Estados puedan aplazar indefinidamente la adopción de medidas para hacer efectivos 
los derechos en cuestión, máxime luego de casi cuarenta años de la entrada en vigor del tra-
tado interamericano”. Corte IDH, Caso Poblete Vilches y otros vs. Chile. Mérito, reparações e custas, 
Sentença de 8 de março de 2018, Série C núm. 349, para. 104. Ainda, no caso Cuscul Pivaral y 
otros vs. Guatemala, a Corte reforçou que a progressividade deve ser entendida como proibição 
à inação e replicou o artigo 2.1 do Pacto Internacional de Direitos Econômicos, Sociais e 
Culturais, para apontar que o cumprimento desses direitos se deve realizar em conformidade 
com o máximo de recursos disponíveis. Corte IDH, Caso Cuscul Pivaral y otros vs. Guatemala…, 
cit., para. 80.

82  Preâmbulo da Convenção Americana sobre Direitos Humanos.
83  Corte IDH, Caso Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra 

Tierra) vs. Argentina…, cit., para. 199. Do original: “la Corte realiza una interpretación que 
permite actualizar el sentido de los derechos derivados de la Carta que se encuentran reco-
nocidos en el artículo 26 de la Convención”.
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de suas cortes supremas,84 parece indicar que tal recepção não ocorrerá de 
maneira pacata tampouco uniformemente. Um argumento que favorece o 
argumento da Corte, inclusive indicado na opinião 23, é o fato de que a pro-
teção do meio ambiente é comumente inserida no rol de direitos protegidos 
no âmbito das constituições latino-americanas.85 A Corte parece particular-
mente atenta em suas decisões a indicar as normas e as jurisprudências na-
cionais em relação ao direito litigado, num exercício muito similar (embora 
com distinções significativas) à técnica do “consenso europeu”.86 Talvez, em 
vez de confirmar suas decisões nas decisões nacionais dos Estados, uma al-
ternativa para atenuar os efeitos da expansão de sua jurisdição contenciosa 
através da consultiva é realizar uma maior indicação aos Estados quando tal 
situação ocorrer. Em situações extremas onde o próprio consentimento dos 
Estados pode estar em xeque (como litigar direitos não previstos na Con-
venção) uma consulta direta possa ser idealizada e seria bem-vinda.

(II) O segundo essencial desdobramento da expansão jurisdicional da 
Corte relaciona-se à exigência do controle de convencionalidade por parte 
dos poderes internos dos Estados membros da Convenção87 e a aplicação dos 

84  Ver, nesse sentido: Huneeus, Alexandra Valeria, “Courts Resisting Courts: Lessons from 
the Inter-American Court’s Struggle to Enforce Human Rights”, Cornell International Law Jour-
nal, vol. 44, 2011, pp. 493-533; Huneeus, Alexandra Valeria, “Rejecting the Inter-American 
Court”, em Couso, Javier et al. (eds.), Cultures of Legality: Judicialization and Political Activism in 
Latin America, Cambridge, Cambridge University Press, 2010.

85  Corte IDH, OC-23/17, para. 58.
86  Lixinski, Lucas, “The Inter-American Court of Human Rights’ Tentative Search for Latin 

American Consensus”, em Kapotas, Panos e Tzevelekos, Vassilis P. (eds.), Building Consensus 
on European Consensus: Judicial Interpretation of Human Rights in Europe and Beyond, Cambridge, 
Cambridge University Press, 2019. Sobre a questão, ver Dothan, Shai, “Judicial Deference 
Allows European Consensus to Emerge”, Chicago Journal of International Law, vol. 18, 2018, 
pp. 392-418.

87  O controle de convencionalidade foi reconhecido em 2006, no caso Almonacid Arellano y 
otros vs. Chile (paras. 124 e ss.), embora essa sentença aponte que as bases de sua fundamen-
tação possam ser traçadas desde o caso Barrios Altos vs. Peru (para. 43), de 2001. Na ocasião, a 
Corte entendeu que os juízes, enquanto parte do Estado que ratificou a Convenção, estão a ela 
submetidos e devem aplicá-la, juntamente com a interpretação dela feita pela Corte, nos casos 
concretos. Posteriormente, a Corte incorporou o dever de adoção por outros poderes estatais, 
declarando, por exemplo, no caso Masacre de Santo Domingo vs. Colômbia, de 2012, que “todas as 
autoridades e órgãos de um Estado Parte da Convenção tem obrigação de exercer um «contro-
le de convencionalidade»” (para. 142). Burgorgue-Larsen (“El contexto…”, op. cit., p. 132) in-
dica o papel do juiz Eduardo Ferrer Mac-Gregor no desenvolvimento teórico da doutrina, des-
de sua participação como juiz ad hoc mexicano no caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México, 
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DESCA no âmbito da Comissão Interamericana. Um cenário que é agudi-
zado pela função proto-constitucional que a CtIDH é atribuída.88 Desde a 
OC-21/14, a Corte Interamericana adota a posição de que o conteúdo de 
seus pareceres consultivos, enquanto norma interpretada, deve ser aplicado 
pelos Estados.89 A legitimidade dessa interpretação já esbarra em inúmeras 
críticas da doutrina ao controle,90 bem como de uma adoção díspar pelos 
membros do Sistema.91

de 2010. Sobre o desenvolvimento do controle, conferir Ramos, André de Carvalho, “Control 
of Conventionality and the Struggle to Achieve a Definitive Interpretation of Human Rights: 
The Brazilian Experience”, Revista del Instituto Interamericano de Derechos Humanos, vol. 64, 2016, 
pp. 11-32; Burgorgue-Larsen, Laurence, “Conventionality Control: Inter-American Court of 
Human Rights (IACtHR)”, Max Planck Encyclopedia of Procedural International Law, 2018.

88  Ver, nesse sentido: Von Bogdandy, Armin, “Ius constitutionale commune na América Latina. 
Uma reflexão sobre um constitucionalismo transformador”, Revista de Direito Administrativo, 
vol. 269, 2015, pp. 13-66; Huneeus, Alexandra Valeria, “The Inter-American Court of Human 
Rights: How Constitutional Lawyers Shape Court Authority”, em Alter, Karen J. et al. (eds.), 
International Court Authority, Oxford, Oxford University Press, 2018.

89  Corte IDH, OC-21/14, paras. 31 e 32. O argumento utilizado pela Corte para integrar 
o conteúdo dos pareceres ao escopo de interpretações a se incorporar no âmbito interno foi 
de que a competência consultiva “inegavelmente compartilha com sua competência conten-
ciosa o propósito do Sistema Interamericano de Direitos Humanos de «proteção dos direitos 
fundamentais dos seres humanos»”, em referência ao para. 29 da OC-2/82.

90  Quanto a críticas à fundamentação usada pela Corte para criar a doutrina do controle de 
convencionalidade, pela impossibilidade de vinculação, além de uma avaliação sobre a possibili-
dade de emplaca-la via construção de um costume, todavia longe de estar concretizado nos paí-
ses do Sistema, conferir Contesse, Jorge, “The International Authority of the Inter-American 
Court of Human Rights: A Critique of the Conventionality Control Doctrine”, The Interna-
tional Journal of Human Rights, vol. 22, 2018, pp. 1169-1191. Mais críticas em: Mejía-Lemos, 
Diego Germán, “On the «Control de Convencionalidad» Doctrine: A Critical Appraisal of 
the Inter-American Court of Human Rights’ Relevant Case Law”, Anuario Mexicano de Derecho 
Internacional, vol. XIV, 2014, pp. 117-151.

91  Inúmeros estudos tratam da recepção da doutrina do controle de convencionalidade no 
continente. Burgorgue-Larsen (“El contexto…”, op. cit., p. 133-135) aponta, em geral, a incor-
poração realizada pelo México, e em oposição as práticas, à época, de Venezuela e Brasil, além 
de apontar perigos de interpretações errôneas, que seria o caso do Uruguai. Para um estudo 
mais específico sobre a adesão brasileira, conferir Volpini Silva, Carla Ribeiro e Wanderley 
Junior, Bruno, “A responsabilidade internacional do Brasil em face do controle de convencio-
nalidade em sede de direitos humanos: conflito de interpretação entre a jurisdição da Corte 
Interamericana de Direitos Humanos e o Supremo Tribunal Federal quanto a Lei de Anistia”, 
Revista de Direito Internacional, vol. 12, pp. 612-630. Já uma análise sistêmica recente está con-
tida em Legale, Siddharta, A Corte Interamericana de Direitos Humanos como tribunal constitucional 
transnacional, Rio de Janeiro, Lumen Juris, 2019.
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Particularmente à OC-23/17, depreende-se que os Estados deverão in-
corporar todas as noções ambientais desenvolvidas progressivamente no 
âmbito da Corte. Isso pode gerar discrepâncias entre direitos ambientais e 
outros direitos, ponderações comumente realizadas no âmbito das supre-
mas cortes de acordo com os interesses das agendas dos governos. No mais, 
ainda que se alegue que os sistemas internos possuem normas relativas à 
proteção do meio ambiente, os critérios adotados e princípios reconheci-
dos no parecer apresentam um avanço em relação ao próprio direito inter-
nacional ambiental, como o critério de extraterritorialidade, o que poderia 
suplantar o procedimento legislativo interno,92 a determinação de políticas 
públicas e o diálogo sócio-político denso acerca dessa temática ainda em 
desenvolvimento.93

92  Criticou-se a liberdade limitada dos juízes nacionais ao aplicarem obrigatoriamente a 
jurisprudência interamericana para exercer o controle difuso de constitucionalidade, pois eles 
possuem maior conhecimento sobre a realidade local e, nesse sentido, uma aplicação mecânica 
poderia até afetar a independência de suas ponderações. Dulitzky, Ariel E., “An Alternative 
Approach to the Conventionality Control Doctrine”, AJIL Unbound, vol. 109, 2015, pp. 100-
108. Isso parece ser reforçado por análises recentes, como o projeto do Comitê Jurídico Inte-
ramericano de elaboração de um guia para a aplicação do princípio de convencionalidade, em 
condução pela relatora Dra. Ruth Stella Correa Palacio. Em 2018 foi apresentado o texto do 
guia, que continha a determinação, dentre outros, do “princípio quarto”, que descreve a predo-
minância das normas internacionais. CJI, Guía para la aplicación del principio de convencionalidad, 
CJI/doc.557/18, 20 de fevereiro de 2018, disponível em: http://www.oas.org/es/sla/cji/docs 
/CJI_doc_557-18.pdf.

93  Os movimentos de desenvolvimento sociais, políticos, econômicos e culturais pelos quais 
passam os sistemas internos e internacionais possuem impactos na atividade de uma Corte 
Internacional (CI). Essa temática inerente à resistência a CIs aparenta se apresentar, de certa 
forma, mais bem-sucedida quanto à OC-24/17, vez que as questões de direitos associados à 
identidade de gênero passavam por discussões internas nos países do continente e foram rela-
tivamente bem recebidas. Traça-se isso desde o acolhimento chileno das determinações do caso 
Atala Riffo y niñas vs. Chile, conforme indica Burgorgue-Larsen (“El contexto…”, op. cit., pp. 
138 e 139), até a incorporação do direito à retificação de nome por cortes supremas, como a 
costa-riquense, país que originou a consulta, e a brasileira, cujo voto-vogal que determinou 
o julgamento do Supremo Tribunal Federal brasileiro na Ação Direta de Inconstitucionalidade 
4.275/DF conteve uma referência expressa à OC-24/17 (disponível em: http://www.stf.jus.
br/arquivo/cms/noticiaNoticiaStf/anexo/ADI4275VotoGMTransgneros.pdf). Por outro lado, o pró-
prio não cumprimento de decisões que abordavam direitos ambientais ligados a povos indíge-
nas aponta certa resistência dos Estados. A exemplo, no relatório “Situación de los derechos 
humanos de los pueblos indígenas y tribales de la Panamazonía”, de 2019, a Comissão Intera-
mericana identificou, quanto ao caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku vs. Equador, cuja sentença 
data de 2012, informações recebidas de que não somente o Estado promoveu remoção ínfima 
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A especificidade de aplicação do controle de convencionalidade às dispo-
sições contidas em opiniões consultivas diz respeito ao modo como direitos, 
princípios e critérios são nelas reconhecidos. O fato de não estarem atreladas 
a um caso específico pode gerar a discussão de normas de maneira abstrata, 
que resultam em conceitos vagos e com difícil aplicação, por exemplo, aos 
julgamentos concretos, a exemplo da noção de controle efetivo não defini-
da na OC-23/17. Em igual sentido, a possibilidade de se apontar “políticas 
públicas”, também sem maior detalhamento de sua aplicabilidade e avaliação 
material de sua execução caso a caso, já foi alegada como violadora do prin-
cípio da subsidiariedade94 e coloca diversos problemas práticos caso se queira 
exigir da Corte um julgamento sobre a não implementação das recomen-
dações das OCs por algum Estado que reconhece sua competência.

Problema similar se verificaria no âmbito da aplicação dos parâmetros 
desenvolvidos pela Corte em relação aos DESCA no contencioso da Comis-
são Interamericana de Direitos Humanos. Enquanto órgão quase-judicial, 
muito do exercício evolutivo no sistema se origina de sugestões feitas por 
suas relatorias, como a REDESCA e da decisão quanto ao encaminhamen-
to de um caso à Corte.95 Ainda, no processamento de petições, aplicam-se 
as intepretações da Corte realizadas, inclusive, em sede consultiva, como a 
OC-21/14 apontou após a discussão do controle de convencionalidade.96 

da quantidade de explosivos utilizados pela indústria petroleira deixados no território do povo, 
como estabeleceu uma nova concessão para exploração de petróleo, que afetaria 91% do es-
paço por eles ocupados (para. 89). Já a Corte, em supervisão e cumprimento de sentença de 
2018, referente ao caso del Pueblo Saramaka vs. Suriname, de 2007, reconheceu que o Suriname 
não realizou as demarcações de terra e autorizou uma nova concessão sem realizar estudos de 
impacto ambiental na região (para. 28).

94  Candia Falcón, Gonzalo, op. cit., pp. 59, 67, 72 e 73. O autor esclarece que alguns crité-
rios limitadores da jurisdição consultiva, como a não utilização para interferência em debates 
políticos internos, se baseia no princípio de subsidiariedade do sistema, que determina o recur-
so ao sistema somente quando os Estados não são capazes de garantir os direitos reconhecidos 
nos tratados, por erro, negligência ou infração direta. Assim, emitir pareceres de alcance gené-
rico que especificam políticas públicas (em referência às OCs 16/99, 17/02, 18/03, 21/14 e 
24/17), interferiria na definição da agenda dos governantes internos, que possuem certa mar-
gem de apreciação no estabelecimento das políticas a partir dos direitos contidos nos tratados. 
Ele referencia a dissidência do juiz Oliver Jackman, que sugeria a inadmissão da OC-17/02, 
por considerar a demanda uma especulação puramente acadêmica, sem justificativa numa 
urgência pública ou questão jurídica complexa, o que ultrapassaria o caráter essencialmente 
judicial da Corte (para. 2 do Voto).

95  Artigo 45.2.c. da Regulamento da Comissão Interamericana de Direitos Humanos.
96  Corte IDH, OC-21/14, para. 32.
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Assim, a possibilidade de se contestar essas mudanças no contexto da Co-
missão é pequeno.

(III) O terceiro desdobramento que a atividade de expansão jurisdicional 
da Corte envolve o impacto geral na legitimidade e autoridade da Corte em 
relação aos Estados e demais atores sociais do sistema interamericano.

Estudos recentes propõem-se a analisar a importância e os elementos que 
contribuem ou não para a autoridade e legitimidade de cortes internacionais 
e também da Corte Interamericana.97 Se a legitimidade pode ser descrita, 
para se empregar o célebre conceito de Thomas Franck, como um “impul-
sionar na direção do cumprimento”,98 diversas são as forças da Corte Intera-
mericana que podem reforçar a sua legitimidade. Em síntese, a legitimidade 
de uma corte internacional pode advir de diversas fontes: normativas, socio-
lógicas, políticas. Ela pode ser também influenciada pela percepção de seus 
clientes de que seus julgamentos são bem fundamentados ou que operam de 
modo balanceado de acordo com as expectativas dos atores sociais envolvi-
dos. Como observou o juiz Manrique em seu voto no caso Lhaka Honhat, “é 
importante considerar que a legitimidade do Tribunal se funda na solidez de 
seus raciocínios e em seu apego ao direito e à prudência de suas decisões”.99 
Também os juízes Sierra Porto e Vio Grossi se preocuparam com os impac-

97  Ver, por exemplo, Becerra Ramírez, Manuel, La Corte Interamericana de Derechos Humanos 
a veinticinco años de su funcionamento, Cidade do México, UNAM, 2007; Engstrom, Par, “Recon-
ceptualising the Impact of the Inter-American Human Rights System”, Revista Direito e Práxis, 
vol. 8, 2017, pp. 1250-1285.

98  Franck, Thomas M., The Power of Legitimacy Among Nations, Nova Iorque-Oxford, Oxford 
University Press, 1990, p. 24: “Legitimacy is a property of a rule or rulemaking institution 
which itself exerts a pull toward compliance on those addressed normatively because those 
addressed believe that the rule or institution has come into being and operates in accordance 
with generally accepted principles of right process”. Sobre a questão, ver Treves, Tullio, “As-
pects of Legitimacy of Decisions of International Courts and Tribunals”, em Wolfrum, Rüdiger 
e Röben, Volker (eds.), Legitimacy in International Law, Basel, Springer, 2008; Bodansky, Daniel, 
“Legitimacy in International Law and International Relations”, em Dunoff, Jeffrey L. e Pollack, 
Mark A. (eds.), Interdisciplinary Perspectives on International Law and International Relations: The 
State of the Art, Cambridge, Cambridge University Press, 2012; Grossman, Nienke et al. (eds.), 
Legitimacy and International Courts, Cambridge, Cambridge University Press, 2018; Howse, Ro-
bert et al. (eds.), The Legitimacy of International Trade Courts and Tribunals, Cambridge, Cambridge 
University Press, 2018; e, de maneira geral, Franck, Thomas M., op. cit.

99  Corte IDH, Caso Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra 
Tierra) vs. Argentina, Voto parcialmente dissidente do juiz Ricardo C. Pérez Manrique, para. 16. 
Do original: “Es importante considerar que la legitimidad del Tribunal se funda en la solidez de 
sus razonamientos y en su apego al derecho y la prudencia de sus fallos”.
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tos e ondulações causadas pela estratégia da Corte em relação aos DESCA 
em sua legitimidade.

Não é somente a capacidade de convencimento em relação ao direito e 
a fundamentação de uma decisão que influencia a legitimidade de uma cor-
te internacional. A assim chamada legitimidade normativa é talvez uma das 
mais cardinais por lidar exatamente com o consentimento dos Estados. Cui-
da-se da legitimidade que verifica se uma corte age no interior da moldura 
que lhe foi desenhada, a qual pode ser enfraquecida caso a corte ultrapasse 
os limites dos poderes normativamente atribuídos a ela. Isso pode afetar seus 
clientes e o número de Estados parte do sistema, bem como desestimular 
a adesão de outros Estados que ainda não aceitam a jurisdição da Corte In-
teramericana.100 O fato de que a Corte expandiu sua jurisdição admitindo a 
justiciabilidade dos DESCA através de opiniões consultivas sem uma ampla 
participação dos Estados não reforça sua legitimidade, antes pelo contrário.

A expansão da jurisdição contenciosa (em atores peticionantes, matérias 
litigáveis não previstas na Convenção e direitos não previstos anteriormente) 
através da consultiva pode oferecer resistência por parte de atores sociais 
envolvidos no processo jurídico interamericano e sensibilizar a legitimidade 
da Corte Interamericana de Direitos Humanos. Se a Corte oferecer a im-
pressão que está se atribuindo poderes tergiversando o consentimento dos 
Estados, é possível que haja por parte dos Estados reações relativas tanto ao 
cumprimento quanto à própria autoridade da Corte, podendo inclusive afe-
tar a sua membresia. Tais reações podem afetar a missão principal da Corte 
que é a de proteger direitos humanos.

Isso não significa que a Corte não tenha alternativas para mitigar eventuais 
problemas de legitimidade sem necessariamente revisar seu posicionamento 
de justiciabilidade dos DESCA ou das expansões desenvolvidas até o presen-
te momento. Uma posição mais cautelosa e com maior diálogo com os Esta-
dos em relação aos avanços da jurisdição contenciosa e suas potencialidades 
parece ser uma saída intermediária possível. Uma melhor ponderação em 

100  Esse argumento foi utilizado no voto do juiz Vio Grossi, para. 96: “Finalmente, es im-
perioso repetir que, de insistirse en el derrotero adoptado por la Sentencia, el Sistema Inte-
ramericano de Derechos Humanos en su conjunto podría verse seriamente limitado. Y ello en 
razón de que muy probablemente, por una parte, no se incentivaría, sino todo lo contrario, 
la adhesión de nuevos Estados a la Convención ni la aceptación de la competencia conten-
ciosa de la Corte por los que no lo hayan hecho y por la otra parte, podría renovarse o aún 
acentuarse la tendencia entre los Estados Partes de la Convención de no dar cumplimiento 
completo y oportuno a sus fallos”.
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relação aos efeitos das opiniões consultivas no contencioso indica a garantia 
tanto da missão da Corte de proteger direitos humanos no continente ame-
ricano quanto a garantia dos Estados de que eles enfrentarão um contencioso 
nos limites de seu aceite da jurisdição.

V. Conclusões

A função consultiva em cortes internacionais foi originalmente pensada como 
um exercício não judicial para oferecer opiniões que esclareçam ou identifi-
quem questões jurídicas, comumente ligadas a temáticas controversas. Con-
tudo, o limite entre declarar um direito existente, desenvolver direitos e 
lawmaking é inexato e, por isso, o significado da força e natureza dos parece-
res consultivos permanece incerto.101 Em não poucas ocasiões na história do 
contencioso internacional opiniões consultivas serviram para tangenciar le-
vemente o consentimento dos Estados. A Corte Interamericana de Direitos 
Humanos no passado utilizou-se estrategicamente de seus poderes consul-
tivos para expandir o alcance protetivo de sua jurisdição. As consequências 
das recentes escolhas da Corte de, através da via consultiva, expandir sua 
jurisdição em questões envolvendo DESCA e permitindo o litígio estratégi-
co de questões ambientais estão ainda para se descortinar.

Esse novo comportamento no âmbito consultivo em análise dos direitos 
materiais da CADH se deflagrou em um contexto cujo arquipélago de fato-
res também recentes solevam diversas questões passíveis de impactar a legiti-
midade do órgão. Dentre eles têm-se as discussões sobre a judicialização dos 
DESCA (direitos econômicos, sociais, culturais e —agora— ambientais), a 
adjudicação deles com base somente no artigo 26 da Convenção, o questio-
namento da doutrina do controle de convencionalidade, o movimento na 
Corte de retração da interpretação evolutiva. Em virtude de todos esses fa-
tores, defende-se que a Corte deve proceder com maior moderação ao ex-
pandir seus poderes através da via consultiva.

A resposta dos Estados às possíveis decisões condenatórias, medidas pro-
visórias e demais impactos na gestão de suas ações domésticas,102 em exer-

101  Oellers-Frahm, Karin, “Lawmaking…”, op. cit., pp. 1033 e 1046.
102  Sobre a questão, ver Becerra Ramírez, Manuel, La recepción del derecho internacional en el 

derecho interno, Cidade do México, UNAM, 2006.
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cício desses novos contornos da jurisdição contenciosa, será essencial para 
avaliar os rumos das discussões atualmente muito contidas na Corte Intera-
mericana, principalmente para o exercício da sua tradicionalmente celebra-
da ampla competência consultiva.

No primeiro caso de judicialização de direitos ESCA, o juiz Sierra Por-
to rememorou que “somente a crítica sincera e o debate aberto e público 
podem ajudar a mitigar, até certo ponto, os riscos de legitimidade e inse-
gurança jurídica que podem se desprender dessa sentença”.103 Como veri-
ficado, a estratégia de expandir a jurisdição da Corte através de sua função 
consultiva comporta riscos. Seria interessante se a Corte estivesse atenta 
às vozes da sociedade civil, mas também dos Estados em relação a essa ex-
pansão de jurisdição, promovendo maior cautela e diálogo nesse exercício. 
Dados os contornos flexíveis e um tanto quanto discricionários da atividade 
consultiva, é uma questão de política judiciária escolher quais são os cam-
pos que vale a pena avançar no corpus iuris de direitos humanos. A divisão no 
interior da Corte no caso Lhaka Honhat demonstra que certas questões ainda 
não são unanimidade nem mesmo no interior da Corte.

As reações futuras dos Estados provarão se a política judiciária da Corte 
Interamericana de litigar direitos econômicos, sociais, culturais e ambientais 
foi uma boa estratégia. Verdade é que, para parafrasear a célebre expressão 
de Bruno Simma, o gênio dos DESCA escapou da lâmpada na jurisprudência 
da Corte Interamericana.104 Em vez de tentar comprimi-lo de volta, a Corte 
pode ter a ocasião, também em via consultiva, de modelar a sua expansão.
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Resumen: La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha represen-
tado una invaluable contribución en la protección de los pueblos indígenas en América; sin 
embargo, su desarrollo no ha sido una tarea fácil. Este trabajo busca identificar los principales 
desafíos y problemas a los que se enfrenta esta jurisprudencia a fin de determinar su impacto 
en los derechos humanos de las comunidades involucradas. La hipótesis que se plantea es que la 
jurisprudencia sobre los pueblos indígenas está atravesada por una tensión entre lo ortodoxo y 
lo original y por un dilema entre lo ambicioso y lo realista que influyen poderosamente en sus 
efectos sobre los derechos de los pueblos indígenas dentro de los Estados signatarios.
Palabras clave: pueblos indígenas, derechos humanos, Corte Interamericana de Derechos 
Humanos.

Abstract: The case-law of the Inter-American Court of Human Rights has had an invaluable 
contribution to the protection of indigenous peoples in the Americas. However, its develo-
pment has not been an easy task. This paper aims to identify the main challenges and pro-
blems that this case-law has faced with evaluating their impacts on the human rights of the 
communities involved. Indeed, the case-law on indigenous peoples is crossed by the tension 
orthodoxy-originality and by a dilemma between an ambitious and another more pragmatic 
approach. This circumstance influences its effects on the rights of indigenous peoples inside 
the legislation of the signatory States powerfully.
Key words: indigenous peoples, human rights, Inter-American Court of Human Rights.

Résumé: La jurisprudence de la Cour interaméricaine des droits de l’homme a représenté 
une contribution inestimable à la protection des peuples autochtones en l’Amérique. Ce-
pendant, cette tâche n’a pas été facile. Cette recherche vise à identifier les principaux défis 
et problèmes auxquels est confrontée cette jurisprudence, afin de déterminer leur impact 
sur les droits humains des communautés concernées. L’hypothèse à l’étude, est que toute la 
jurisprudence sur les peuples autochtones est traversée par une tension entre l’orthodoxe et 
l’original et aussi pour un dilemme entre une approche ambitieux et autre plus réaliste, ce qui 
influe fortement sur ses effets sur les droits des peuples autochtones dans les États signataires.
Mots-clés: peuples autochtones, droits de l’homme, Cour Interaméricaine des Droits de 
L’homme.
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I. Introducción

La Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) ha sido un 
órgano internacional que ha mostrado una alta sensibilidad para con las 
reivindicaciones de los pueblos indígenas y tribales. Su jurisprudencia ha 
definido una serie de estándares que constituyen importantes contribucio-
nes a la protección de dichos pueblos. En el continente americano existen 
países que han prestado mayor atención al reconocimiento jurídico de sus 
pueblos originarios y tribales; por ejemplo, Colombia, Bolivia o Ecuador. 
Sin embargo, en otros Estados dicho reconocimiento es inexistente o posee 
aún un carácter muy incipiente.

La importancia del tema se explica por sí misma. En América Latina es-
tos pueblos son un componente esencial de sus sociedades. Según el Fondo 
de las Naciones Unidas para la Infancia (Unicef), en el continente existen, 
actualmente, 522 pueblos indígenas. Por países, Brasil es el que posee ma-
yor diversidad, con 241; le siguen Colombia, con 83; México, con 67, y 
Perú, con 43. Por otra parte, Bolivia, Guatemala y Belice se sitúan como 
los países donde los indígenas representan porcentajes más altos sobre la 
población total, con un aproximado del 66.2%, el 39.9% y el 16.6%, res-
pectivamente. Aunque ese porcentaje puede ser variable; en la mayoría de 
los países mencionados la población indígena va del 3% al 10% del total 
de ciudadano.1

 Por otra parte, éstos se encuentran entre los grupos más vulnerables, 
desfavorecidos y marginados del mundo. Para el Fondo Internacional de 
Desarrollo Agrícola de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), 
constituyen el 15% de los pobres del mundo y un tercio de los extremada-
mente pobres. Asimismo, los pueblos indígenas y tribales han sido víctimas 
del colonialismo. Históricamente, han visto sus tierras arrebatadas, sus re-
cursos expropiados, su población reducida a través de la guerra y la enfer-
medad y se han visto obligados a aceptar las leyes y políticas de los Estados 
hegemónicos.2

1  Unicef, Atlas sociolingüistico de pueblos indígenas en América Latina, 2020, passim.
2  Burger, Julian, “La protección de los pueblos indígenas en el sistema internacional”, Dere-

chos humanos de los grupos vulnerables, Barcelona, Universitat Pompeu Fabra, 2014, pp. 213-239.
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La jurisprudencia de la Corte IDH en esta materia es de una data relati-
vamente reciente y, además, se caracteriza porque la Corte IDH ha debido 
emplear una dosis importante de creatividad en su desarrollo.3 A primera 
vista, la causa sería que los tratados fundacionales del Sistema Interamerica-
no de Derechos Humanos (SIDH) no contienen ninguna referencia expresa 
a los pueblos indígenas y tribales. Esto se explica por una razón histórica: 
cuando en 1969 se aprobó la Convención Americana de Derechos Huma-
nos (CADH), no existía consenso sobre el reconocimiento de derechos hu-
manos de grupos específicos, como excepción al principio de la titularidad 
universal. Incluso décadas después, cuando se aprueba la Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, en 2007, la 
controversia sigue abierta. En dicha oportunidad, Estados Unidos, Canadá, 
Australia y Nueva Zelandia expresaron importantes reservas al texto de la 
declaración.4

Sin desconocer su invaluable aporte, este trabajo estudia dos de los prin-
cipales problemas asociados a la protección de los derechos humanos de 
estos grupos en la jurisprudencia de la Corte IDH. Como se detallará más 
adelante, estos problemas son la cuestión de las especificidades culturales 
y la situación de exclusión radical, presentes casi siempre en estos casos. 
Precisamente, la forma como la Corte IDH ha enfrentado dichos problemas 
permite explicar el porqué esta línea jurisprudencial parece tan novedosa 
a los ojos de una teoría estándar de los derechos humanos, excediendo de 
un simple problema de integración de un vacío normativo. Esos problemas 
exponen a la Corte IDH a una permanente tensión, la que normalmente 
debe resolverse asumiendo que no siempre es posible obtener una respues-
ta óptima a partir del contenido de los tratados. Esta circunstancia repre-
senta también el principal riesgo para que tales sentencias puedan producir 
efectos verdaderamente transformadores en el continente.

Así pues, el trabajo se estructura con base en las siguientes secciones: ii) 
un análisis de las interacciones entre derecho internacional y derecho inter-
no en relación con los pueblos indígenas y tribales; iii) un estudio de los pro-

3  Rodríguez-Piñeiro, Luis, “El sistema interamericano de derechos humanos y los pueblos 
indígenas”, en Berraondo, Mikel (coord.), Pueblos indígenas y derechos humanos, Bilbao, Univer-
sidad de Deusto, 2006, pp. 153-203.

4  Engle, Karen, “On Fragile Architecture: The UN Declaration on the Rights of Indig-
enous Peoples in the Context of Human Rights”, The European Journal of International Law, vol. 
22, núm.1, 2011, pp. 141-163.
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blemas derivados de las diferencias culturales presentes en la jurisprudencia 
sobre pueblos indígenas y tribales; iv) un estudio de los problemas que pro-
vienen de la situación de exclusión radical que enfrentan dichas comunida-
des, y v) se finaliza con una última valoración, a modo de conclusiones.

II. Los pueblos indígenas y tribales ante el derecho 
internacional de los derechos humanos

Los pueblos indígenas y tribales han recurrido frecuentemente a la Corte 
IDH para subsanar la situación de injusticia estructural a la que se encuen-
tran sometidos en muchos países. El primer antecedente fue Aloeboetoe y 
otros vs. Surinam (1991), aunque el verdadero primer hito fundamental ven-
dría 10 años después, con Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni vs. Nicaragua 
(2001). Para este estudio se analizaron todas las sentencias de la Corte IDH 
que presentan como especificidad la cuestión indígena y tribal, utilizándose 
como base el trabajo de Estupiñan e Ibáñez,5 y agregando las sentencias que 
a criterio del autor se refieren a esta cuestión con posterioridad.6

El recurso al derecho internacional de los derechos humanos es un pa-
trón que también siguen otros grupos vulnerables dentro del SIDH. La 
experiencia ha demostrado que, ante la insuficiencia de los mecanismos 
internos, el SIDH ha sido un camino siempre abierto, a pesar de que sus 
órganos carecen de facultad de imperio para forzar el cumplimiento de sus 
decisiones. En términos generales, los órganos internacionales se limitan a 
monitorear cómo los Estados implementan sus obligaciones internaciona-
les, requiriendo, en parte importante, la colaboración del Estado infractor.7 

5  Estupiñan, Rosmerlin e Ibáñez, Juana, “La jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en materia de pueblos indígenas y tribales”, Derechos humanos de los grupos 
vulnerables, Barcelona, Universitat Pompeu Fabra, 2014, pp. 301-336.

6  Son las siguientes: Comunidades afrodescendientes desplazadas de la cuenca del río Cacari-
ca (2013); Madungandí y Emberá de Bayano vs. Panamá (2014); Pueblos Kaliña y Lokono vs. Surinam 
(2015); Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus Miembros vs. Honduras (2015); Comunidad Ga-
rífuna Triunfo de la Cruz y sus Miembros vs. Honduras (2015); Pueblo Indígena Xucurú y sus Miem-
bros vs. Brasil (2018), y Comunidades indígenas lhaka honhat (Nuestra Tierra) vs. Argentina (2020).

7  Donnnelly, Jack, “The Relative Universality of Human Rights”, Human Rights Quarterly, 
vol. 29, núm. 2, 2007, pp. 281-306.
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Esto se hace más complejo cuando estas medidas consisten en reformas 
constitucionales o cambios legislativos profundos, en cuyos casos son esen-
ciales mayorías políticas cualificadas para implementar las adaptaciones ne-
cesarias en el derecho interno. Como muestran Schönsteiner y Couso, este 
diagnóstico también es aplicable al SIDH.8

Al respecto, está descrito en la literatura sobre interacciones entre derecho 
internacional y derecho interno que el objetivo de producir cambios profun-
dos en el plano nacional se consigue cabalmente sólo a partir de un complejo 
proceso de socialización, que excede lo meramente jurídico, pues también 
implica actividades de naturaleza política, de concienciación y de educación.9 
Un segundo factor, relevante en este proceso, es el tiempo, siendo mayor-
mente posible que la jurisprudencia internacional sea un factor que permita 
incoar cambios sustantivos sólo en el largo plazo,10 puesto que los principales 
agentes de dicho proceso serán, en definitiva, actores internos, como movi-
mientos sociales, activistas de derechos humanos, medios de comunicación 
y partidos políticos, quienes deban llevar a cabo campañas de promoción a 
largo plazo para empujar mejores políticas en este sentido.

Ahora bien, con independencia de que la interacción entre derecho in-
ternacional y derecho interno nunca es sencilla, en materia de pueblos indí-
genas y tribales la situación se vuelve aún más compleja. En otras palabras, 
a esas dificultades de base se añaden otras que convierten esta tarea en un 
trabajo hercúleo. Tales dificultades son, al menos, de dos tipos: problemas 
de traducción cultural y de exclusión radical de los pueblos indígenas y tri-
bales en el seno de los Estados nacionales. Cada una de estas circunstancias 
añade desafíos adicionales a la protección de sus derechos humanos. En ese 
sentido, la hipótesis que sometemos a discusión es que estas circunstan-
cias determinan que toda la jurisprudencia sobre los pueblos indígenas esté 

8  Schönsteiner, Judith y Couso, Javier, “La implementación de las decisiones de los ór-
ganos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos en Chile: ensayo de un balance”, 
Revista de Derecho Universidad Católica del Norte, año 22, núm. 2, 2015, pp. 315-355.

9  Risse, Thomas y Sikkink, Kathryn, “The Socializations of International Human Rights 
Norms into Domestic Practices: Introduction”, en Risse, Thomas et al. (eds.), The Power of 
Human Rights. International Norms and Domestic Change, Cambrige University Press, 1999, 
pp. 1-38.

10  Cavallaro, James y Brewer, Stephanie, “Reevaluating Regional Human Rights Litigation 
in the Twenty-First Century: The Case of the Inter-American Court”, The American Journal of 
International Law, vol. 102, 2008, pp. 768-827.
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marcada por una tensión entre lo ortodoxo y lo original y por un dilema 
entre lo ambicioso y lo realista, que condiciona los efectos que dicha ju-
risprudencia pueda llegar a producir en el derecho interno de los Estados 
signatarios.

Respecto de la primera de estas dicotomías, se origina en las implican-
cias culturales que, casi siempre, se encuentran presentes en estos casos. 
Los filósofos del derecho han discutido hondamente acerca de la universa-
lidad de los derechos humanos y, justamente, este es un terreno que pone 
a prueba dicho aserto. Por ortodoxia se entiende una teoría estándar de los 
derechos humanos basada en el modelo liberal de derechos universales e 
individuales. Si bien se puede identificar como un caso paradigmático la 
teoría de los derechos humanos desarrollada por Rawls, en su libro The 
Law of the People,11 un concepto de estas características es capaz de cubrir 
un amplio espectro de teorías, incluyendo algunas que incluso son sensi-
bles a la diversidad cultural y a la protección de minorías como, por ejem-
plo, la conocida teoría de Will Kymlicka.12

En cuanto a lo segundo, en la gran mayoría de los casos las soluciones ne-
cesarias para reparar íntegramente la vulneración de los derechos de estos 
grupos requerirían intervenciones de gran calado, afectando a un número 
indeterminado de personas al interior de los Estados, puesto que buscan 
una trasformación de las relaciones de poder al interior de las respectivas 
sociedades. En otras palabras, una medida ambiciosa implicaría el diseño de 
políticas públicas a gran escala por parte de la Corte IDH, función que sólo 
podría quedar entregada a los órganos con legitimidad política al interior 
de los Estados.

Estas ideas permiten identificar las tensiones en la actividad de un tri-
bunal como la Corte IDH, que, muchas veces, debe apostar por soluciones 
poco ortodoxas y/o que representan intervenciones profundas, aun sabien-
do que dicha jurisprudencia difícilmente podrá ser cumplida íntegramente 
en el derecho interno del Estado condenado, al menos en el corto plazo. 
Por el contrario, en otras oportunidades el caso se resuelve en favor del 
pragmatismo y/o la ortodoxia, aunque la respuesta pierda cierta sintonía 
con la petición original de justicia.

11  Rawls, John, The Law of the People, Harvard University Press, 2001.
12  Kymlicka, Will, Multicultural Citizenship. A Liberal Theory of Minority Rights, Oxford Uni-

versity Press, 1995.
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En lo que sigue analizaremos cómo estas tensiones se hacen presentes 
en la jurisprudencia de la Corte IDH sobre pueblos indígenas y tribales, lo 
que permite explicar los aciertos, avances, retrocesos y contradicciones a 
lo largo de estos años.

III. Derechos humanos 
y problemas de traducción

En el contexto descrito, los tribunales internacionales tienen más probabi-
lidades de ser eficaces cuando la jurisprudencia es capaz de ingresar como 
un elemento endógeno en el derecho interno. Al respecto, Hitters recurre 
a la metáfora de que la jurisprudencia internacional debe tener por objeti-
vo “meterse” en la corriente sanguínea de los distintos países con la fuerza 
suficiente para lograr trastrocar sensiblemente ciertas normas locales, in-
cluyendo a las de linaje constitucional.13 Por ello, los tribunales interna-
cionales suelen prestar mayor atención a los casos que pueden generar un 
impacto de estas características, considerándolos como oportunidades para 
estimular un cambio más amplio o que produzca un mayor impacto. Ésta 
también es la visión que ha suscrito la Corte IDH en la generalidad de los 
casos que resuelve, intentando dialogar con los Estados miembros del SIDH 
y, al mismo tiempo, siendo extremadamente meticulosa en el desarrollo de 
su jurisprudencia.

Esta mirada se ha visto parcialmente desafiada en materia de pueblos in-
dígenas y tribales, donde, a diferencia de otros ámbitos, ni ha sido tan fácil 
la formación de una doctrina coherente y consistente ni la jurisprudencia se 
ha infiltrado tan fácilmente en el derecho interno de los Estados. La razón 
pareciera ser su carácter poco ortodoxo, a pesar de que algunos autores han 
defendido que el enfoque progresista que ha adoptado la Corte IDH forma 
parte del “contenido inherente” de los derechos de la CADH.14 El asunto es, 

13  Hitters, Juan, “¿Son vinculantes los pronunciamientos de la Comisión y de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos? (Control de constitucionalidad y convencionalidad)”, 
Revista Iberoamericana de Derecho Procesal Constitucional, núm. 10, 2008, pp. 131-156.

14  Estupiñan, Rosmerlin, “Pueblos indígenas y tribales: la construcción de contenidos cul-
turales inherentes en la jurisprudencia interamericana de derechos humanos”, Anuario Mexica-
no de Derecho Internacional, vol. XIV, 2014, pp. 581-616.
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por lo menos, polémico, pues existen otros autores que identifican en estos 
casos una teoría de los derechos colectivos y se preguntan si ello es compa-
tible con la teoría clásica de los derechos humanos, más común en el dere-
cho interno de los Estado signatarios.15 Esta pregunta se vuelve imperativa 
incluso para la propia Corte IDH, que ha enfatizado, en la OC 22/16, que 
los derechos de la CADH son, eminentemente, derechos de los individuos 
y no de los colectivos, lo que hace necesario explicar el fundamento de la 
excepción para estos casos.

Como es sabido, los derechos humanos se han expresado tradicionalmen-
te en el lenguaje de los derechos subjetivos individuales. En términos histó-
ricos, la genealogía del concepto de derechos humanos se remonta a la Edad 
Media, momento en que se vincula la idea de derecho subjetivo a la propie-
dad privada.16 Posteriormente, durante la Modernidad, esa misma noción se 
utilizó en la formulación del concepto de derechos humanos.

Al respecto, Eusebio Fernández17 afirma que en el paso del derecho na-
tural objetivo (derecho como norma) al derecho natural subjetivo (derecho 
como facultad inherente al sujeto) se encuentra la invención del concepto 
de derechos naturales subjetivos. Esta idea la encontramos, por ejemplo, en 
Grocio, donde ius se ha convertido en el concepto de derecho subjetivo; es 
decir, en la facultad o cualidad moral de la persona para poseer o hacer algo 
justamente.18 De este modo, el lenguaje de los derechos ha sido creado y 
moldeado en función de la protección de la propiedad privada desde los 
albores de la Modernidad, empresa que ha tomado mayor fuerza con el 
desarrollo de la economía capitalista.

Si lo anterior es correcto, el corolario será una necesaria tensión en el mis-
mo concepto de derechos humanos de los pueblos indígenas y tribales, puesto que, 
justamente, esta clase de reivindicaciones han surgido como resistencia al 
modelo social y económico occidental, buscando preservar la autonomía res-

15  Sauca, José María y Wences, Isabel, “Derechos colectivos (en la doctrina de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos)”, EUNOMÍA. Revista en Cultura de la Legalidad, 2015, 
pp. 195-204.

16  Guzmán, Alejandro, “Historia de la denominación del derecho-facultad como «subjeti-
vo»”, Revista de Estudios Histórico-Jurídicos, núm. 25, 2003, pp. 407-443.

17  Fernández, Eusebio, “El problema del fundamento de los derechos humanos”, Anuario 
de Derechos Humanos, 1982, p. 84.

18  Blanco, Jesús, “Las concepciones del ius naturale o los fundamentos de la política en Gro-
cio, Hobbes y Espinoza”, Papeles de Filosofía, vol. 22, núm. 1, 2003, pp. 11-131.
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pecto de la apropiación de sus formas culturales por el mercado.19 Así, el uso 
del discurso de los derechos humanos parece ser, en muchos casos, meramen-
te estratégico, pues resulta ser una de las pocas herramientas que ha demos-
trado cierta funcionalidad en la lucha por la emancipación de dichos pueblos. 
Sin embargo, este discurso está conformado por unas categorías intelectuales 
y por una nomenclatura ajenas a las culturas originarias de América.

Ello produce una serie de disfunciones; por ejemplo, un eventual des-
ajuste entre la verdadera demanda y su traducción a la nomenclatura de la 
CADH, siendo plausible sostener que no siempre en los tratados interna-
cionales existe una respuesta exacta para las reivindicaciones de los pueblos 
indígenas. De esta forma, si la Corte IDH persigue un cumplimiento eficaz 
de las sentencias, debería ser consciente de que la consecuencia más proba-
ble será una suerte de “efecto de pérdida de fidelidad de la demanda”. Por 
el contrario, si el objetivo principal es la fidelidad, las posibilidades de que 
sus sentencias produzcan efectos realmente transformadores se reducirán 
de manera importante.

Esta circunstancia no es trivial y algunos autores han asumido la infruc-
tuosidad de dicha empresa. Por ejemplo, De Sousa Santos ha señalado que 
únicamente si se adopta una política de derechos humanos radicalmente 
distinta de la hegemónica liberal, y solamente si tal política se concibe como 
parte de una más amplia constelación de luchas y discursos de resistencia y 
emancipación, se puede llegar a dar solución a este problema.20 En este sen-
tido, se puede afirmar que la Corte IDH, en este tipo de asuntos, enfrenta 
dificultades similares a las de un traductor que debe solucionar una laguna 
léxica. Esto significa que sería necesario recurrir a herramientas parecidas a 
las que hacen posible la incorporación de un término extranjero, que carece 
de un equivalente en la lengua de destino. Llamaremos a este fenómeno la 
paradoja de la traducción: a medida que se es más fiel al discurso original, 
la traducción es menos comprensible para las estructuras jurídicas del de-
recho interno y viceversa.

Esta tensión entre lo ortodoxo y lo original ha estado presente en toda 
la jurisprudencia de la Corte IDH sobre pueblos indígenas y tribales. Un 

19  Witheley, Peter, “Do «Language Rights» Serve Indigenous Interests? Some Hopi and 
Other Queries”, American Anthropologist, New Series, vol. 105, núm. 4, 2003, pp. 712-722.

20  Sousa Santos, Boaventura de, Descolonizar el saber, reinventar el poder, Santiago de Chile, 
LOM Editores, 2013, p. 65.

 
http://www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx https://revistas.juridicas.unam.mx

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2021 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-internacional/issue/archive

DOI: http://dx.doi.org/10.22201/iij.24487872e.2021.21.15624



PU
EB

LO
S 

IN
D

ÍG
EN

AS
 Y

 T
RI

BA
LE

S 
Y 

D
ER

EC
H

O
S 

H
U

M
AN

O
S 

EN
 L

A 
JU

RI
SP

RU
D

EN
CI

A 
D

E 
LA

 C
O

RT
E 

IN
TE

RA
M

ER
IC

AN
A 

D
E 

D
ER

EC
H

O
S 

H
U

M
AN

O
S.

..

177Anuario Mexicano de Derecho Internacional, 
vol. XXI, 2021, pp. 167-196

buen ejemplo de este problema lo encontramos en la jurisprudencia que se 
ha generado en torno al artículo 21 de la CADH, aunque también se puede 
hacer referencia a un caso sobre libertad de expresión y criminalización 
de la protesta.

1. ¿Existe la propiedad comunal indígena?

Esta materia representa un porcentaje importante de las sentencias sobre 
pueblos indígenas y tribales.21 La Corte IDH, desde el caso Awas Tingni vs. 
Nicaragua, ha intentado resolver una de las demandas más transversales en 
las sociedades americanas: la recuperación de tierras. Como es de conoci-
miento público, tanto los colonizadores europeos como los Estados nacio-
nales despojaron violentamente de sus territorios a los pueblos indígenas y 
tribales. En la actualidad, éstos han enarbolado la demanda de la restitución 
del espacio geográfico en el que habitaron sus ancestros. En todos los casos 
en que se ha invocado el derecho a la propiedad privada del artículo 21 de la 
CADH, la Corte IDH ha fallado en contra del Estado.22 No obstante, como 
se podrá ver a continuación, este es un típico caso de laguna léxica.

Es importante señalar que han sido también las propias víctimas —no 
sólo la Comisión Interamericana de Derechos Humanos— quienes han 
invocado el artículo 21 de la CADH, lo que demuestra que los intentos 
de traducción se producen en ambos sentidos, dado que el concepto de 
propiedad privada era desconocido para los pueblos precolombinos. La-
mentablemente, no existen estudios en el marco del SIDH que expliquen 

21  Awas Tingni vs. Nicaragua (2001); Moiwana vs. Suriname (2005); Yake Axa vs. Paraguay 
(2005); Sawhoyamaxa vs. Paraguay (2006); Saramaka vs. Suriname (2007); Xákmok Kásek vs. Pa-
raguay (2010); Sarayaku vs. Ecuador (2012); Madungandí y Emberá de Bayano vs. Panamá (2014); 
Pueblos Kaliña y Lokono vs. Surinam (2015); Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus Miembros vs. 
Honduras (2015); Comunidad Garífuna Triunfo de la Cruz y sus Miembros vs. Honduras (2015); Pueblo 
Indígena Xucurú y sus Miembros vs. Brasil (2018), y Comunidades Indígenas lhaka honhat (Nuestra 
Tierra) vs. Argentina (2020).

22  Artículo 21. Derecho a la propiedad privada: “1. Toda persona tiene derecho al uso y 
goce de sus bienes. La ley puede subordinar tal uso y goce al interés social. 2. Ninguna per-
sona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de indemnización justa, por 
razones de utilidad pública o de interés social y en los casos y según las formas establecidas 
por la ley. 3. Tanto la usura como cualquier otra forma de explotación del hombre por el 
hombre, deben ser prohibidas por la ley”.

 
http://www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx https://revistas.juridicas.unam.mx

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2021 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-internacional/issue/archive

DOI: http://dx.doi.org/10.22201/iij.24487872e.2021.21.15624



FE
LI

PE
 IG

N
AC

IO
 P

AR
ED

ES
 P

AR
ED

ES

178 Anuario Mexicano de Derecho Internacional, 
vol. XXI, 2021, pp. 167-196

esta conducta, aunque sí pueden mencionarse trabajos situados en otros 
contextos. Por ejemplo, Brian Thom sugiere que en Canadá los pueblos 
originarios han abrazado el discurso de los derechos humanos por razones 
puramente estratégicas, en una suerte de consenso por superposición.23 
Otros autores plantean que dicha relación se produce no sin un costo para 
los usuarios. Por decir, en el caso de comunidades Nuu-chah-nulth, Mack 
argumenta que, al adoptar el reconocimiento de títulos y las leyes de tie-
rras indígenas, éstas terminaron internalizando actitudes y procesos colo-
niales.24 En Australia, Elizabeth Povinelli ha mostrado cómo las categorías y 
las lógicas estatales terminan perpetuando las ideas liberales, poniendo en 
peligro las formas culturales propias de las poblaciones originarias.25

Como sea, a medida que esta línea jurisprudencial va evolucionando, la 
tensión se va haciendo evidente. En Sumo Awas Tingni, la comunidad de-
nunció al Estado por no haber tomado medidas que aseguraran los derechos 
de propiedad sobre sus tierras ancestrales, pues éste otorgó una concesión 
forestal sobre aquellas sin el consentimiento de la comunidad. Esta última 
solicitó internamente revocar la concesión y delimitar las tierras, no obte-
niendo resultados positivos ante los tribunales nicaragüenses. En este caso la 
Corte IDH intenta, por primera vez, dotar al concepto de propiedad privada 
de un contenido eminentemente cultural, acuñando la noción de propiedad 
comunal indígena a su juicio, diferente de la idea clásica de copropiedad re-
conocida en todos los códigos civiles de Latinoamérica.

En este caso la Corte IDH se enfrenta por primera vez al dilema, que-
dando claro en la sentencia lo complejo de fundamentar jurídicamente un 
tipo de propiedad distinto del derecho real de dominio, entendido este 
último como el conjunto de poderes exclusivos sobre una cosa específica 
y delimitada. Para ello recurre, en primer lugar, al originalismo interpre-
tativo, señalando que, durante los trabajos preparatorios de la CADH, se 
reemplazó la frase “[t]oda persona tiene el derecho a la propiedad privada”, 
por “[t]oda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes” (parr. 145), 

23  Thom, Brian, “Reframing Indigenous Territories: Private Property, Human Rights and 
Overlapping Claims”, American Indian Culture and Research Journal, vol. 38, núm. 4, 2014, 
pp. 3-28.	

24  Povinelli, Elizabeth, The Cunning of Recognition, Durham, Duke University Press, 2002.
25  Mack, Johnny, “Hoquotist: Reorienting through Storied Practice”, en Lessard, Hester et 

al. (eds.), Narratives of Contact and Arrival in Constituting Political Community, Vancouver, Uni-
versity of British Columbia Press, 2011, p. 298.

 
http://www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx https://revistas.juridicas.unam.mx

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2021 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-internacional/issue/archive

DOI: http://dx.doi.org/10.22201/iij.24487872e.2021.21.15624



PU
EB

LO
S 

IN
D

ÍG
EN

AS
 Y

 T
RI

BA
LE

S 
Y 

D
ER

EC
H

O
S 

H
U

M
AN

O
S 

EN
 L

A 
JU

RI
SP

RU
D

EN
CI

A 
D

E 
LA

 C
O

RT
E 

IN
TE

RA
M

ER
IC

AN
A 

D
E 

D
ER

EC
H

O
S 

H
U

M
AN

O
S.

..

179Anuario Mexicano de Derecho Internacional, 
vol. XXI, 2021, pp. 167-196

lo que justificaría que el artículo 21 de la CADH reconozca formas alter-
nativas de vinculación entre personas y bienes. Esta línea argumentativa 
desaparecerá en sentencias posteriores.

Paralelamente, se intenta un segundo camino, acuñándose el concepto 
de propiedad comunal. En palabras de la propia Corte IDH, esta sería un 
tipo de propiedad que se caracteriza por la existencia de una especial 
vinculación de carácter espiritual entre la comunidad y su territorio an-
cestral, y que resulta de vital importancia para su supervivencia. Sin em-
bargo, la sentencia no explica cómo surge este vínculo espiritual ni por 
qué es jurídicamente relevante. Lo inextricable del asunto se demuestra 
en la parte dispositiva, pues a pesar de que la idea de propiedad comunal 
aparece casi como un letmotiv en los fundamentos jurídicos, la ratio deci-
denci vuelve a la lógica clásica de la propiedad. En efecto, todo el énfasis 
está puesto en la delimitación y regularización de las tierras indígenas y 
en que los miembros del pueblo Sumo puedan regularizar, de la forma 
más simple posible, sus títulos, demarcando, saneando y registrando sus 
tierras. No obstante, el verdadero problema no era ese, sino que con-
sistía, en parte importante, en actividades productivas que se llevaban a 
cabo fuera de las tierras Awas Tingi, pero que impactan en el ecosistema 
de toda la costa atlántica nicaragüense.

En este primer intento el voto de mayoría se decantó por la ortodo-
xia, a pesar de que la respuesta pierde fidelidad con respecto a la demanda 
original. Esta tensión al interior de la Corte IDH se aprecia más clara-
mente en los votos particulares (todos concurrentes). En uno de ellos se 
recalca que la comunidad posee “una tradición contraria a la privatización 
y a la comercialización y venta (o alquiler) de los recursos naturales (y 
su explotación)”.26 Por lo mismo, la cuestión desborda de un tratamiento 
como un asunto meramente patrimonial. En efecto, este voto particular 
considera necesario relevar que ha quedado acreditado en el proceso, que 
desprovistos de sus tierras, la comunidad se vería privada de practicar, con-
servar y revitalizar las costumbres culturales que dan sentido a su propia 
existencia y, por tanto, disociar estos dos elementos significa la negación 
de la existencia política de la comunidad. En otro de los votos particulares 
se observa una postura aún más radical, que insiste en la contradicción en 
que incurre el voto de mayoría, expresando que, si bien en el lenguaje de la 

26  Voto razonado de los jueces Cançado Trindade, M. Pacheco Gómez y Abreu Burelli.
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Convención la demanda del pueblo Sumo se inscribe en el marco del dere-
cho de propiedad, ella “desborda con creces este concepto tradicional en el 
que prima la relación individual”.27

En Moiwana vs. Surinam la Corte IDH vuelve a enfrentarse a un problema 
similar, aunque en esta oportunidad se muestra más conservadora. El caso 
trata sobre las reivindicaciones territoriales de la comunidad Ndjuka de 
Moiwana, objeto de un desplazamiento forzado que deja como consecuen-
cia decenas de muertos. El pueblo Ndjuka tiene rituales específicos que 
se deben seguir después de la muerte de una persona, cuya inobservancia 
representa una transgresión moral profunda. Una de las principales fuentes 
de sufrimiento para la comunidad es desconocer el paradero de los falle-
cidos y no poder enterrarlos en el lugar que fuera su hogar en vida. En la 
prueba rendida, todas las declaraciones de los miembros de la comunidad 
concordaron en la necesidad de regresar urgentemente a sus tierras para 
restaurar sus vidas, habiendo sido completamente ignorados por el Estado.

Ante situaciones de despojo territorial, el enfoque de derecho civil clási-
co establece que, una vez que la comunidad ha sido desplazada y la propie-
dad es adquirida por terceros por prescripción, se pierde cualquier derecho 
sobre las tierras. En esos casos, la comunidad podría únicamente demandar 
al Estado una indemnización de perjuicios. Así fue, justamente, como la 
Corte IDH resolvió el caso Moiwana.

En Yakye Axa vs. Paraguay la tensión entre la ortodoxia y la originalidad 
vuelve a aparecer. Por una parte, la Corte IDH intenta nuevamente argu-
mentar en favor de una propiedad indígena de naturaleza extrapatrimonial, 
reinterpretando el término bienes del artículo 21 de la CADH, al señalar 
que éstos no son sólo las cosas apropiables, sino también “cualquier otro 
objeto inmaterial susceptible de tener un valor”, destacando que no necesa-
riamente se debe identificar al término valor con un contenido pecuniario 
o apreciable en dinero. La pregunta que surge entonces es cómo se podría 
proteger, a través del derecho de propiedad, entidades no susceptibles de 
apropiación o de estimación pecuniaria. La Corte IDH no se detiene en 
responder a esta interrogante. Quizá ello explica por qué esta doctrina tam-
poco vuelve a ser invocada posteriormente.

Pero Yakye Axa también inaugura un camino paralelo más convencional, 
que a la postre se convertirá en jurisprudencia permanente: plantear el 

27  Voto razonado del juez H. Salgado Pesantes.
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asunto como un conflicto entre dos distintos derechos de propiedad. En 
efecto, en esta sentencia se esbozan por primera vez criterios para solucio-
nar conflictos cuando la propiedad comunal indígena y la propiedad privada 
clásica entran en contradicción. Aunque para romper el empate la Corte 
IDH otorga mayor peso a la primera, ligándola con el derecho colectivo a la 
supervivencia como pueblo organizado. En sus propias palabras: “[a]l desco-
nocerse el derecho ancestral de los miembros de las comunidades indígenas 
sobre sus territorios, se podría estar afectando otros derechos básicos, como 
el derecho a la identidad cultural y la supervivencia misma de las comuni-
dades indígenas y sus miembros” (párrs.147 y 148). Por el contrario, las 
restricciones a la propiedad privada de particulares no supondrían este pro-
blema, por lo que estarían autorizadas por la CADH, siempre que éstas sean 
proporcionadas. Así las cosas, la expropiación en estos casos no vulneraría 
la CADH, si es que los perjudicados son resarcidos con el pago de una justa 
indemnización, conforme al artículo 21.2 de la CADH.

Si bien esta solución logra reducir parcialmente la laguna léxica, no la eli-
mina. Por otra parte, esta interpretación tampoco deja de ser audaz y ha sido 
criticada desde otra perspectiva: representa una visión en la que la Corte IDH 
interpreta extensivamente el contenido y los contornos de los tratados, inclu-
so por sobre el carácter convencional del derecho internacional; por ejemplo, 
invocando de manera subrepticia otros derechos que no están reconocidos 
expresamente por la CADH. Esta estrategia de los derechos implícitos, que 
se ha utilizado también en otras materias complejas, parece prestar poca aten-
ción al consenso de los Estados, el cual resulta un elemento fundamental en el 
derecho internacional.28 Se volverá sobre este tema más adelante.

Para terminar, en Xákmok Kásek vs. Paraguay la Corte IDH fija oficialmente 
su doctrina actual, insistiendo en la relevancia cultural de la propiedad co-
munal indígena, pero a la hora de fallar siempre termina traduciendo dicho 
concepto a las categorías clásicas del derecho civil. Así las cosas, propiedad 
comunal indígena significa lo siguiente: 1) la posesión tradicional de los 
indígenas es equivalente a un título de dominio otorgado por el Estado; 2) 
la posesión tradicional otorga el derecho a exigir el reconocimiento oficial 
de propiedad y su registro; 3) el Estado debe delimitar, demarcar y otorgar 
título colectivo de dichas tierras; 4) las comunidades indígenas que, por 

28  Neuman, Gerald, “Import, Export, and Regional Consent in the Inter-American Court 
of Human Rights”, European Journal of International Law, vol. 19, núm. 1, 2008, pp. 101-123.
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causas ajenas a su voluntad, hayan perdido la posesión de sus tierras tradi-
cionales mantienen sus derechos sobre las mismas, salvo que dichas tierras 
hayan sido legítimamente adquiridas por terceros de buena fe, y 5) en este 
último caso las comunidades tienen el derecho de recuperarlas o a obtener 
otras tierras de igual extensión y calidad (párrs. 85 y ss.).

2. Libertad de expresión y pueblos indígenas

En el contexto de represión sistemática que han ejercido los Estado na-
cionales, es probable que surjan formas de resistencia que conlleven acciones 
de fuerza. Los casos más conocidos internacionalmente son los de Chiapas, 
en México, y el conflicto territorial entre el Estado chileno y el pueblo ma-
puche. Este último fue objeto de una sentencia de alta significación para el 
SIDH en 2012. Al respecto, la sentencia Norín Catrimán y otros vs. Chile posee 
varias aristas interesantes, aunque por ahora interesa el capítulo relacionado 
con la libertad de expresión, donde el Estado chileno resultó condenado por 
vulnerar el artículo 13 de la CADH.

En síntesis: el asunto se refiere a las sanciones impuestas a ocho dirigentes 
mapuche que habían sido condenados penalmente bajo la figura de incendio 
terrorista. El delito en cuestión imponía, además de la pena de privativa de 
libertad, una pena accesoria de inhabilitación para el ejercicio de cargos y 
oficios públicos, que es la prevista en el artículo 9o. de la Constitución Polí-
tica de Chile, que señala lo siguiente:

Los responsables de estos delitos quedarán inhabilitados por el plazo de quince 
años para ejercer funciones o cargos públicos, sean o no de elección popular, o de 
rector o director de establecimiento de educación, o para ejercer en ellos funcio-
nes de enseñanza; para explotar un medio de comunicación social o ser director o 
administrador del mismo, o para desempeñar en él funciones relacionadas con la 
emisión o difusión de opiniones o informaciones; ni podrán ser dirigentes de or-
ganizaciones políticas o relacionadas con la educación o de carácter vecinal, profe-
sional, empresarial, sindical, estudiantil o gremial en general, durante dicho plazo.

La Corte IDH estimó que Chile vulneró la libertad de expresión de los 
denunciantes (únicamente) por las siguientes razones: a) por haber sido 
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impuesta la pena fundándose en sentencias condenatorias que aplicaron una 
ley penal violatoria del principio de legalidad; b) por vulneración de garan-
tías procesales, y c) por vulnerar el principio de la proporcionalidad de la 
pena. Si bien es cierto que la Corte IDH sí menciona la dimensión colectiva 
en su razonamiento, ésta desaparece en la parte dispositiva, adoptándose 
un enfoque exclusivamente individual. Este caso también se puede explicar 
como un problema de traducción; es decir, como una laguna léxica, pues-
to que no resulta comprensible desde las categorías culturales propias del 
pueblo mapuche. No obstante, si la Corte hubiera sido fiel a la cosmovisión 
mapuche, la sentencia habría sido difícilmente comprensible en el lenguaje 
de una teoría estándar de los derechos humanos.

Todo aquel que conoce la cultura mapuche sabe que dentro de su cosmo-
visión el individuo se diluye dentro del colectivo, por lo que para ellos la 
conducta del Estado chileno representa una ofensa contra toda comunidad, 
no sólo en contra de ocho de sus miembros.29 En este contexto, se puede 
recordar que incluso la teoría de los derechos humanos ofrecería una mejor 
lectura para entender la libertad de expresión para este caso, en la teoría 
de la dimensión institucional de la libertad de expresión de Owen Fiss.30 
Esta tesis concibe a la libertad de expresión no simplemente como una 
protección de la autonomía personal, sino, más bien, como una garantía de 
la formación de una opinión crítica y pluralista en la comunidad, aspecto 
esencial en cualquier democracia.31

Aunque esta segunda perspectiva se aproximaría mejor a la compren-
sión que podría tener un mapuche de los hechos, aun así seguiría sin ser 
una traducción fluida. En algún sentido, la Corte IDH captura parcialmen-
te la especificidad cultural cuando estima que dichas personas, en tanto 
autoridades tradicionales del pueblo mapuche, les incumbe un papel de-
terminante en la comunicación de los intereses y en la dirección política, 
espiritual y social de sus respectivas comunidades (párr. 375). Por esta 
razón, argumenta que la imposición de dicha pena limita severamente la 
posibilidad de participar en la difusión de opiniones, ideas e información de 

29  Sánchez Curihuentro, Juan, “El Az Mapu o sistema jurídico mapuche”, Revista CREA, 
núm. 2, 2001, p. 36.

30  Fiss, Owen, “Libertad de expresión y estructura social”, en Ávila, Maria et al. (ed.), 
Libertad de expresión: debate, alcances y nueva agenda, Quito, Unesco, 2011, p. 68.

31  Ibidem, p. 82.
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los ocho dirigentes, pero también de las comunidades a las que representan. 
Sin embargo, como ya se señaló, la parte dispositiva de la sentencia soslaya 
completamente la dimensión colectiva y se refiere únicamente a las ocho 
autoridades ya mencionadas.

Para el pueblo mapuche, atentar contra un werken (mensajero o portavoz) 
o un lonko (cabeza o jefe) significa una afrenta contra el colectivo, y los efec-
tos que ello produce podrían traducirse, en esta cultura, como una declara-
ción de guerra (hueicha). Ello porque estas autoridades son fundamentales 
para que la comunidad pueda existir, interactuar con otras comunidades o 
con las autoridades chilenas. En otras palabras, se trata de un atentado po-
lítico en contra de la comunidad en sí misma.

Desde la perspectiva occidental, bien podría sostenerse que se trata de 
un acto de expulsión de la comunidad política dentro del Estado chileno, 
pues como afirma Velasco, este problema se refiere a la delimitación del de-
mos constitutivo en un determinado espacio geográfico.32 La criminalización 
de las autoridades tradicionales es, en efecto, un acto de desarticulación del 
pueblo mapuche en particular, y general, un ataque en contra de las culturas 
indígenas, con sus propias identidades, tradiciones, costumbres, organiza-
ción social y cosmovisión. No se debe perder de vista que la desarticulación 
política y cultural de los pueblos originarios ha sido una política pública 
practicada durante siglos para “integrar” o “asimilar” a los indígenas.33

Si se pretende cambiar la realidad antes descrita, probablemente se deban 
adoptar estrategias que excedan el mero uso del lenguaje de los derechos 
humanos subjetivos individuales.34 Esto no quiere decir que los derechos hu-
manos no sean parte de la estrategia, pero dado que éstos no siempre son 
capaces de captar la verdadera esencia de las demandas de justicia que emanan 
de las comunidades indígenas y tribales, es necesario desarrollar políticas pú-
blicas que sean sensibles frente a las diferencias culturales. Un buen ejemplo 

32  Velasco, Juan, “La noción republicana de ciudadanía y la diversidad cultural”, Isegoría, 
núm. 33, 2006, pp. 191-206.

33  Stavenhagen, Rodolfo, “Identidad indígena y multiculturalidad en América latina”, Arau-
caria. Revista Iberoamericana de Filosofía, Política y Humanidades, vol. 4, núm. 7, 2002, p. 13.

34  Como muestra de que el problema excede a las ocho víctimas del caso Norín Catrimán, 
en la opinión chilena ha causado gran impacto el caso del lonko Alberto Curamil, también 
condenado penalmente, quien, en 2019, fue galardonado con el Premio Goldman, sin tener 
la posibilidad de viajar a San Francisco a recibirlo. Curamil se destacó por organizar una cam-
paña para detener la construcción de dos proyectos hidroeléctricos y un río sagrado.
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de que el derecho internacional puede ser útil en este aspecto es el artículo 
16 de la Declaración sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas de la ONU, 
que dispone que éstos tienen derecho a establecer sus propios medios de in-
formación, en sus propios idiomas, y a acceder a todos los demás medios de 
información no indígenas sin discriminación.

Una idea similar plantea La Rue,35 quien ha planteado que los medios de 
comunicación social deben ser representativos y diversos en cuanto a su per-
sonal, y, además, que en su cobertura generen un ambiente de respeto a la 
diversidad cultural y multiculturalidad. Según este autor, los medios, aparte, 
deben promover y proteger los idiomas de las minorías y los pueblos indí-
genas, lo que incluye el derecho a expresarse en su propio idioma, así como 
reproducir su cultura y tradiciones de manera privada y pública.

Sin embargo, medidas de estas características parecen aún tener un papel 
meramente testimonial dentro del derecho internacional público, en su es-
tadio actual de desarrollo y, en cualquier caso, para que se hagan realidad, 
requerirían de políticas públicas integrales que integren acciones de concien-
tización y educación del carácter multicultural de las sociedades americanas.

IV. Derechos humanos, pobreza, 
desigualdad y exclusión radical

Una segunda dificultad que frecuentemente enfrentan las sentencias de la 
Corte IDH sobre pueblos indígenas y tribales se relaciona con el hecho 
de que éstas deben lidiar con contextos de pobreza, desigualdad y exclu-
sión radical. Como sabemos, las poblaciones indígenas y tribales, por regla 
general, se encuentran en una situación de vulneración estructural de de-
rechos básicos, con importantes niveles de carencia en el acceso a bienes 
y servicios elementales. A esto hay que añadir que han sido sometidos al 
expolio de sus recursos naturales, negándoseles la capacidad de decidir so-
bre éstos, lo que ha empeorado exponencialmente su situación. Lo ante-
rior configura un panorama que los sitúa entre los grupos más pobres del 

35  La Rue, Frank, “Libertad de expresión de los pueblos indígenas, minorías y grupos 
vulnerables”, en Ávila, María et al. (eds.), Libertad de expresión: debate, alcances y nueva agenda, 
Quito, Unesco, 2011, pp. 243-252.
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continente. El principal problema que aquí se presenta es que la exclusión 
social, económica y política, derivada de los niveles extremos y persistentes 
de desigualdad, termina por aniquilar la imparcialidad legal y provoca la 
invisibilidad de los sumamente pobres.36

Para enfrentar situaciones así, la Corte IDH también ha debido concebir 
sus decisiones como acciones que tienen por propósito intervenir en los 
sistemas nacionales, a veces con bastante profundidad. En definitiva, en este 
tipo de casos se presenta un dilema estratégico de características similares 
al anterior: o la Corte IDH puede ser ambiciosa, pero correr el riesgo de 
ser poco exitosa en generar sinergias con el derecho interno, o puede plan-
tearse objetivos más modestos, que constituirán avances menores pero con 
mayores posibilidades de resultar fructíferos. Frente a esta disyuntiva no 
siempre será fácil determinar lo óptimo entre estas dos variables en juego.

La estrategia que ha utilizado la Corte IDH ha sido la interpretación ex-
tensiva de los derechos reconocidos en la CADH, utilizando técnicas como 
el ius cogens o el diálogo con otras jurisdicciones externas al SIDH. También 
cabe en esta categoría toda la jurisprudencia sobre medidas reparatorias, as-
pecto en el que la Corte IDH aparece como uno de los tribunales más crea-
tivos del mundo.37 Adicionalmente, al problema económico de la escasez 
las decisiones de la Corte IDH, en este tipo de situaciones, enfrentan otro 
problema, relativo a su legitimidad para intervenir en el diseño de políticas 
públicas. Por lo general estas intervenciones inciden sobre ámbitos en los 
que internamente existe un profundo disenso, por ejemplo: decisiones es-
tratégicas sobre el uso y explotación de recursos naturales, la existencia y 
alcance de derechos sociales, etcétera. Por este motivo los Estados tienden 
a ser minimalistas en la suscripción de compromisos internacionales en es-
tas materias, lo que explica la apuesta por la interpretación extensiva que 
ha realizado la Corte IDH.

La estrategia ha sido motivo de críticas, cuestionándose su legitimidad 
democrática para obrar en tal sentido, sobre todo en lo que concierne a 
establecer estándares que imponen obligaciones a los Estados no expresa-

36  Cimadamore, Alberto et al., Pueblos indígenas y pobreza. Enfoques multidisciplinarios, Bue-
nos Aires, Clacso, 2006.

37  Schönsteiner, Judith, “Dissuasive Measures and the Society as a Whole: A Working The-
ory of Reparations in the Inter-American Court of Human Rights”, American University Inter-
national Law Review, vol. 23, 2007, pp. 127-164.
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mente asumidas por los tratados del SIDH.38 Al respecto, se ha sostenido 
que en el SIDH podría tener cabida una solución similar a la doctrina del 
margen de apreciación, utilizada por el Tribunal Europeo de Derechos Hu-
manos para solventar la falta de consenso en determinadas materias, reco-
nociendo a los Estados cierta latitud a la hora de interpretar el Convenio 
Europeo de Derechos Humanos.39 Justamente, esta doctrina ha surgido 
como un intento de impulsar un equilibrio entre las visiones nacionales de 
los derechos humanos y la aplicación uniforme de los valores del Convenio 
Europeo, lo que para estos autores deja en evidencia el carácter subsidiario 
del derecho internacional.40

Pero la Corte IDH también ha sido criticada desde la perspectiva contra-
ria; es decir, porque sus intervenciones carecen de la relevancia y asertivi-
dad necesarias para provocar cambios reales. En este sentido, Thomas An-
tkowiak ha señalado que, a pesar de que ésta normalmente utiliza términos 
como restitutio in integrum u ordena medidas que se dirigen explícitamente 
a la “sociedad en su conjunto”, al examinarse las reparaciones decretadas, 
están lejos de acercarse al óptimo.41 En efecto, este autor puntualiza que, 
muchas veces, la Corte IDH debe decidir entre la dimensión individual o la 
dimensión colectiva del asunto, una en perjuicio de la otra, cuando lo ideal 
sería considerar los dos aspectos conjuntamente. De todas formas, recono-
ce que la Corte IDH ha sido pionera en abordar este tipo de casos, y que 
por su complejidad la restauración completa de las víctimas a menudo está 
fuera de alcance, especialmente en casos de grupos grandes.

38  Paul, Álvaro, “La Corte Interamericana in vitro: comentarios sobre su proceso de toma 
de decisiones a propósito del caso Artavia”, Derecho Público Iberoamericano, núm. 2, 2013, pp. 
303-345; Neuman, Gerald, op. cit.

39  Contreras, Pablo, “Control de Convencionalidad, deferencia internacional y discreción 
nacional en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos”, Ius et Pra-
xis, vol. 20, núm. 2, 2014, pp. 235-274; Núñez, Manuel, “Sobre la doctrina del margen de 
apreciación nacional. La experiencia latinoamericana confrontada y el thelos constitucional 
de una técnica de adjudicación del derecho internacional de los derechos humanos”, en 
Acosta, Paola y Núñez, Manuel (coords.), El margen de apreciación en el Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos: proyecciones regionales y nacionales, México, UNAM, Instituto de Investi-
gaciones Jurídicas, 2012, pp. 3-49.

40  Arai-Takahashi, Yutaka, The Margin of Appreciation Doctrine and the Principle of Proportional-
ity in the Jurisprudence of the ECHR, Amberes, Intersentia, 2002, p. 3.

41  Antkowiak, Thomas, “A Dark Side of Virtue: The Inter-American Court and Reparations 
for Indigenous Peoples”, Duke Journal of Comparative & International Law, vol. 25, 2014, pp. 1-80.
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Si bien estas críticas poseen un carácter más general, que excede los 
asuntos sobre pueblos indígenas, es en dicho ámbito donde se pueden en-
contrar claros ejemplos donde se manifiesta esta tensión. A continuación, 
se revisará un par de ellos.

1. El derecho a la consulta previa

Los casos sobre consulta previa plantean la pregunta acerca de cuál es el 
papel de las comunidades para decidir sobre los recursos naturales ubicados 
en su territorio y que buscan ser explotados económicamente por el Estado 
o por particulares con autorización del Estado. Como dato importante, se 
debe mencionar que el derecho a la consulta no está regulado en ninguna 
norma del SIDH, sino que está consagrado en el Convenio 169 de la Orga-
nización Internacional del Trabajo (OIT), por lo que, en principio, la Corte 
IDH no podría invocar dicho tratado.

La jurisprudencia sobre el derecho a la consulta previa se inicia en Sara-
maka vs. Surinam y alcanza su madurez en Sarayaku vs. Ecuador. En Saramaka, 
la denuncia se origina en la emisión de una serie de concesiones madereras 
y mineras para la explotación y extracción de recursos naturales que se en-
cuentran dentro del territorio comunitario. En esta sentencia la Corte IDH 
adopta una estrategia bastante audaz: decide aplicar una solución incluso más 
exigente para el Estado que la establecida por el propio Convenio 169, el 
cual, por cierto, Surinam ni siquiera había ratificado. El argumento fue que 
exigir el consentimiento de las comunidades es una obligación de ius cogens, lo 
que quiere decir que es una norma generalmente aceptada por la comunidad 
internacional, sobre la que existe consenso en su obligatoriedad.

En específico, la sentencia declara que los artículos 1.1 y 26 de la CADH 
deben ser interpretados a fin de garantizar que las restricciones impuestas 
a la comunidad, a causa de concesiones otorgadas en su territorio, no im-
pliquen una denegación de su subsistencia como pueblo tribal. Con este 
propósito, el Estado debe cumplir con las siguientes garantías: primero, 
debe asegurar la participación efectiva del pueblo saramaka, conforme con 
sus costumbres y tradiciones, en toda actividad económica que se ejecute 
dentro de su territorio; segundo, se debe garantizar que el pueblo sara-
maka se beneficie razonablemente de toda actividad de estas característi-
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cas, y tercero, se debe garantizar que no se otorgará ninguna concesión 
dentro del territorio saramaka, a menos que entidades independientes y 
técnicamente capaces, bajo la supervisión del Estado, realicen un estudio 
previo de impacto social y ambiental. Estas obligaciones, en teoría, serían 
suficientes para satisfacer el estándar del Convenio 169, pero la sentencia de 
marras va incluso más lejos del aseguramiento de la participación efectiva, 
pues añade que se requiere el consentimiento “libre, informado y previo” de 
las comunidades involucradas. Esta exigencia es alta, teniendo en cuenta que 
el Convenio 169 rechazó la obligación de buscar el consentimiento de los 
pueblos indígenas para la aprobación de las medidas que los pudieran afectar, 
reemplazándose ese concepto por la noción de consulta en su artículo 6o.42

En Sarayaku vs. Ecuador la Corte IDH vuelve a configurar su doctrina, 
retrocediendo respecto de la tesis defendida en Saramaka. Una posible ex-
plicación podría ser que Surinam, hasta la fecha, no ha cumplido con las 
medidas reparatorias decretadas en la sentencia.43 Por el contrario, a pesar 
de que el caso contra Ecuador es posterior en cinco años, el Estado ha 
dado cumplimiento de forma importante a las obligaciones establecidas 
por la sentencia. Además, otro dato importante es que Ecuador sí había 
ratificado el Convenio 169 de la OIT, por lo que es un antecedente que 
hace presumir la colaboración del Estado, lo que aumenta las posibilidades 
de cumplimiento.

Concretamente, en Sarayaku la Corte IDH resuelve que el Estado, para 
autorizar planes de desarrollo o inversión dentro del territorio comunitario, 
“tiene el deber de consultar, activamente y de manera informada, con dicha 
comunidad, según sus costumbres y tradiciones, en el marco de una comuni-
cación constante entre las partes” (párr. 177). Añadiéndose que las consultas 
tienen que realizarse de buena fe, por medio de procedimientos culturalmen-
te adecuados, y que deben tener como fin llegar a un acuerdo. Asimismo, se 
señala que se debe consultar en las primeras etapas del plan de desarrollo o 
inversión y no sólo cuando surja la necesidad de obtener la aprobación de 
la comunidad. En definitiva, sería el incumplimiento de la obligación de la 
realización de la consulta, sin observar sus características esenciales, lo que 

42  Mereminskaya, Elina, “El Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales. 
Derecho Internacional y experiencias comparadas”, Estudios Públicos, núm. 121, 2011, p. 222.

43  Resolución de cumplimiento de sentencia, 26 de septiembre de 2018, caso del Pueblo 
Saramaka vs. Surinam.
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compromete la responsabilidad internacional de los Estados, y no el consen-
timiento, tal como se exigió en la primera sentencia.

2. El derecho a la vida digna de los pueblos indígenas

Otro ejemplo de este dilema se encuentra en el reconocimiento de dere-
chos sociales, a través de una relectura de derechos civiles. La Corte IDH, 
en su primera década, entendió el derecho a la vida como el derecho a no 
ser privado de la vida arbitrariamente, ya sea por agentes estatales o por 
particulares con tolerancia del Estado. Sin embargo, ya a finales de la déca-
da de 1990, se comenzó a interpretar este derecho de forma más extensiva. 
En el caso niños de la calle se formuló por primera vez un concepto que des-
pués sería frecuentemente utilizado y profundizado: el derecho a una “vida 
digna”, que configuraría la existencia de condiciones mínimas de seguridad 
y satisfacción de las necesidades económicas básicas.44

La primera vez que se aplica esta interpretación a los pueblos indígenas y 
tribales es en Yakie Axa vs. Paraguay. En el proceso se acreditó que los miem-
bros de esta comunidad vivían en condiciones de miseria extrema a causa 
de la precariedad del asentamiento temporal donde se vieron obligados a 
permanecer, a la espera de la resolución de su solicitud de reivindicación de 
tierras. Posteriormente, en Xákmok Kásek vs. Paraguay, la Corte IDH explicó 
más específicamente lo que entiende por el derecho a la vida digna de los 
pueblos indígenas y tribales, señalando que este concepto equivale a la satis-
facción de un conjunto de condiciones mínimas: acceso y calidad del agua, 
alimentación por sobre los estándares de desnutrición, servicios de salud 
próximos y respetuosos de los usos y costumbres tradicionales y un sistema 
educativo sensible a las diferencias culturales.

El último hito jurisprudencial en esta línea es el caso Miembros de la Aso-
ciación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) vs. Argentina (2020), donde vincula la 
idea en comento a los derechos a un medio ambiente sano, a una alimen-
tación adecuada, al agua y a participar de una vida cultural. Es interesante 
constatar como la Corte IDH es consciente del problema, pues a pesar 

44  Véanse el caso de los “Niños de la calle”, sentencia del 19 de noviembre de 1999 (Villa-
grán Morales y otros), párr. 144, y el caso del “Instituto de Reeducación del Menor”, senten-
cia del 2 de septiembre de 2004, serie C, núm. 112, párr. 156.
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de que resuelve condenar al Estado e imponer una larga lista de medidas 
reparatorias (algunas incluso implican el desplazamiento de la población a 
otros territorios), por primera vez incluye un inédito reconocimiento de lo 
difícil que puede resultar para Argentina el cumplir con las medidas decre-
tadas (párr. 323).

Dentro de este mismo contexto existió otra línea que la Corte IDH in-
tentó desarrollar, lo que indica que los dos problemas estudiados tienden 
a confluir. En Moiwana vs. Surinam el concepto de vida digna estaba provisto 
de un contenido cultural específico. Al respecto, el voto particular del juez 
Cançado Trindade se explaya sobre el particular, aduciendo la existencia en 
la CADH de un “derecho a un proyecto de post-vida”, el que tiene en cuen-
ta las relaciones de los vivos con los muertos. En palabras de dicho juez:

En el cas d’espèce, me da la impresión de que los N’djukas tienen derecho a apreciar 
su proyecto de post-vida, el encuentro de cada uno de ellos con sus antepasados, 
la relación armoniosa entre los vivos y los muertos. Su visión de vida y post-vida 
abriga valores fundamentales, largamente olvidados y perdidos por los hijos e hijas 
de las “revoluciones” industriales y comunicativas (u otras involuciones, desde la 
perspectiva espiritual).

Esta interpretación del derecho a la vida digna tampoco logró trascender, 
aunque es interesante constatar que el voto particular parte por reconocer 
que se trata de una opinión de lege ferenda. Desde luego, la construcción es 
novedosa, al mismo tiempo que compleja. Probablemente, lo más cercano 
en términos teóricos es una concepción de justicia basada en la idea de re-
conocimiento, en la dirección propuesta por Nancy Fraser.45 Ahora bien, la 
manera como el juez Cançado Trindade traduce la idea de daño a ese “pro-
yecto de post-vida” es la teoría del daño espiritual, que sería una categoría 
distinta del daño moral, destinado a indemnizar el sufrimiento.46

Al respecto, el voto particular plantea que, a diferencia del daño mo-
ral, que se enfoca en cuantificar el pretium doloris, el daño espiritual no 
es susceptible de indemnización pecuniaria, sino que precisa otro tipo de 

45  Fraser, Nancy, “La justicia social en la era de la política de identidad: redistribución, 
reconocimiento y participación”, Revista de Trabajo, núm. 6, 2008, pp. 83-99.

46  Gómez, Fernando, “Daño moral”, InDret, núm. 1, 2000, disponible en: https://indret.com/
wp-content/themes/indret/pdf/006_es.pdf.
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reparación, la que, como se puede constatar de la siguiente cita, no parece 
nada sencilla, pues exige la preservación de la memoria histórica colectiva 
de los N’djuka contra el olvido: “en honor a sus muertos, protegiendo su 
derecho de vida lato sensu, incluyendo el derecho a una identidad cultural, 
que se manifiesta en sus reconocidos lazos de solidaridad con los muertos”.

V. Valoración crítica y conclusiones

No se puede concluir este estudio sin una valoración general de lo expues-
to. Sin duda alguna, no se puede negar la trascendencia de las sentencias 
analizadas. En primer lugar, la jurisprudencia de la Corte IDH ha tenido un 
importante rol simbólico en el reconocimiento de los derechos de los pue-
blos indígenas y tribales. En segundo lugar, esta jurisprudencia también ha 
producido efectos tangibles que han significado avances importantes, que 
de otro modo no habrían sido posibles. Probablemente, no existe otro foro 
en el continente que haya expuesto, con la contundencia con que la Corte 
IDH lo ha hecho, las situaciones de despojo y vulneración de derechos a 
las que han sido sometidos los pueblos indígenas y tribales por los Estados 
nacionales de nuestro continente.

Sin embargo, en la actualidad y en la medida en que en América Latina se 
ha experimentado un resurgimiento de las reivindicaciones de los pueblos 
indígenas y tribales, los que rechazan la asimilación, afirman sus raíces y 
reclaman sus derechos, es necesario relevar qué es lo que se puede obtener 
del SIDH, teniendo en cuenta sus virtudes y limitaciones. En efecto, de este 
estudio se puede concluir que el potencial que posee el SIDH como agente 
de denuncia es enorme, mas sería engañoso pensar que puede proveer todas 
las soluciones a los problemas que afectan a dichos pueblos.

La experiencia latinoamericana es rica en problemas jurídicos originados 
del entrelazamiento entre órdenes normativos nativos y órdenes constitu-
cionales de los Estados. Ello es un poderoso incentivo para diversificar las 
estrategias de emancipación de los pueblos indígenas y tribales y la promo-
ción de sus formas de vida. Desde luego, el recurso a los derechos huma-
nos, entendidos de acuerdo con la teoría estándar, es una de esas opciones. 
No obstante, como se ha puesto en evidencia a lo largo de estas páginas, las 
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limitaciones que presenta el discurso de los derechos es un incentivo para 
diversificar las alternativas en insistir en discursos alternativos, no renun-
ciando a la posibilidad de articular instituciones jurídicas originales, que 
permitan satisfacer las demandas de justicia de grupos humanos con cosmo-
visiones distintas a la eurocéntrica.

En las sentencias analizadas se hacen evidentes las limitaciones del dis-
curso de los derechos humanos. Esto explica que la Corte IDH se ha visto 
en la necesidad de compatibilizar formas completamente distintas de en-
tender la justicia, pero también de reparar injusticias profundas e históri-
camente asentadas, lo que, por supuesto, representa una tarea dantesca. 
Frente a este panorama, la Corte IDH se ha visto enfrentada a un dilema 
que se compone de dos partes: decidir entre lo ortodoxo o lo original, 
entre lo ambicioso y lo realista. En realidad, ello no hace más que confir-
mar que el derecho internacional no puede sino ser entendido como un 
ordenamiento de mínimos, pero también siempre como un recurso que 
sólo puede operar en subsidio de los mecanismos estatales.

Finalmente, y más allá de lo estrictamente jurídico, es necesario pensar 
en una adecuada estrategia diversificada de emancipación de los pueblos 
indígenas. En este sentido, es imperativo que la política ordinaria, la edu-
cación y la cultura sean estructuradas más allá del individualismo, el Estado 
y el mercado. Esto último es la única manera de reconocer un valor intrín-
seco a las cosmovisiones indígenas, al mismo nivel que la forma moderna, 
europea y colonial de ver el mundo, y, en definitiva, reivindicar el hecho 
de que una sociedad que niega su diversidad no hace sino cercenar parte 
importante de su capital cultural.
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Resumen: Con dificultad puede sostenerse, hoy en día, que la inclusión de la doctrina del mar-
gen de apreciación nacional es un asunto exclusivo del sistema europeo de protección de los 
derechos humanos. Por el contrario, su uso directo o indirecto en el Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos abre un espacio de discusión sobre su comprensión y desarrollo que va más 
allá de la simple mención de la categoría. En ese sentido, se busca examinar los parámetros de 
aplicabilidad del margen de apreciación nacional dentro del contexto de este sistema regional 
de protección, entre los años 1981-2020. Para ello, se compondrá de cuatro acápites, iniciando 
por el marco conceptual, para pasar a la metodología y sus respectivos resultados y finalizar, 
previo a las conclusiones, con las observaciones de comprensión de esta categoría.
Palabras clave: Sistema Interamericano, deferencia, margen de apreciación, soberanía, de-
rechos humanos.

Abstract: Nowadays, it is difficult to argue that the inclusion of the doctrine national margin 
of appreciation is an exclusive matter of the European System of Human Rights Protection. On 
the contrary, the direct or indirect use of this doctrine by the Inter-American Human Rights 
System opens a space for discussion about its understanding and development, going beyond 
the conceptual mention of this category. In this sense, this article seeks to examine, from an 
exploratory methodology, the application parameters of the national margin of appreciation 
within the context of the latter regional protection system, between 1981-2020. To do this 
exercise, this article has four sections. It starting with a conceptual framework in order to move 
on to the methodology section and its respective results. The article ends prior to the conclu-
sions, with the understanding observations of the margin of national appreciation category.
Key words: Inter-American Human Rights System, deference, margin of appreciation, sove-
reignty, human rights.

Résumé: De nous jours, on ne peut qu’affirmer que l’inclusion de la doctrine de la marge 
d’appréciation nationale n’est plus une question exclusive du système européen de protec-
tion des droits de l’homme. Au contraire, son utilisation directe ou indirecte dans le Système 
interaméricain des droits de l’homme ouvre un espace de discussion sur sa compréhension et 
son développement, qui va au-delà de la simple mention conceptuelle de la catégorie. Quatre 
sections composent cet article qui poursuit, à partir d’une étude exploratoire, l’objectif géné-
ral d’identifier et examiner les paramètres d’applicabilité de la marge d’appréciation nationale 
dans le cadre de ce système régional de protection des droits de l’homme, entre les années 
1981-2020. Pour ce faire, tout d’abord on commencera par présenter le cadre conceptuel, 
afin de pouvoir examiner la méthodologie et ces résultats respectifs et, avant les conclusions, 
analyser les observations de compréhension de cette catégorie.
Mots-clés: Système Interaméricain, déférence, marge d’appréciation, souveraineté, droits 
humains.
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I. Introducción

Tal como es conocido, el desarrollo y uso de la doctrina del margen de 
apreciación nacional (en adelante margen de apreciación) se ha encontrado 
en el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH), el cual ha reco-
nocido una libertad configurativa de los Estados para interpretar ciertas 
obligaciones del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Hu-
manos y de las Libertades Fundamentales (en adelante CEDH).

Precisamente, será en el TEDH, tomando como referencia la Comisión 
Europea de Derechos Humanos, quien permitirá observar el margen de 
apreciación como una herramienta que limita el control judicial de los tri-
bunales internacionales, en razón al reconocimiento del ejercicio de la au-
tonomía poder estatal “en torno a la determinación (contenido y alcance) 
de los derechos humanos”.1

Pese a que dicha doctrina no puede ser considerada como reciente en su 
formación,2 debido a que su primer uso en el sistema europeo fue en 1958, 
en el sistema regional interamericano de protección de derechos humanos 
(en adelante Sistema Interamericano o Sistema Interamericano de Dere-
chos Humanos) su uso ha sido sometido a percepciones discordes, al punto 
de ser negada su existencia en el quehacer de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (en adelante Corte o CoIDH).3

1  Acosta Alvarado, Paola Andrea, “Los casos colombianos ante el sistema interamericano y 
el uso del margen de apreciación: ¿ausencia justificada?”, en Núñez Poblete, Manuel y Acosta 
Alvarado, Paola Andrea (coords.), El margen de apreciación en el Sistema Interamericano de Dere-
chos Humanos: proyecciones regionales y nacionales, México, UNAM, 2012, pp. 183.

2  “Los primeros antecedentes de este concepto se remontan a la actuación de la Comisión 
Europea de Derechos Humanos en los asuntos Grecia c. Reino Unido [1958], Lawless c. Ir-
landa [1959], y Dinamarca, Noruega, Suecia y Países Bajos c. Grecia [1969]”. López Alfonsín, 
Marcelo Alberto, “La doctrina del margen de apreciación nacional. Su recepción en el Sistema 
Europeo de Derechos Humanos, en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos y en 
Argentina, en relación con los derechos económicos, sociales y culturales”, Lex, año XV, núm. 
19, enero-junio de 2017, p. 56.

3  “…la figura del margen de apreciación en su concepción más estricta no ha sido re-
cepcionada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, lo cual tiene fundamentos 
normativos y se basa en el principio de efectividad en la protección”. Nash Rojas, Claudio, 
“La doctrina del margen de apreciación y su nula recepción en la jurisprudencia de la Corte 
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Con todo, más allá de las posiciones que permite considerar la convenien-
cia y oportunidad de la categoría en referencia,4 un ámbito notorio sobre el 
estudio de la recepción de una idea, categoría o teoría jurídica es que éste 
no puede basarse de manera exclusiva en el uso del término o expresión. Si 
así fuera se podría afirmar, por ejemplo, que la recepción o trasplante del 
bloque de constitucionalidad de origen francés por parte de los países lati-
noamericanos es totalmente errado y no equivalente a la formulación origi-
nal.5 De tal modo, bajo la hipótesis de que existe una inclusión de la catego-
ría, seguramente sometida a una mutación o a una lectura trasformadora,6 
en la jurisprudencia del Sistema Interamericano, el presente artículo dará 
respuesta a la siguiente pregunta de investigación: ¿cuál es el parámetro de 
aplicabilidad del margen de apreciación dentro del contexto del Sistema In-
teramericano de Derechos Humanos entre 1981-2020?

Para dar respuesta a dicha indagación se diseñó un estudio exploratorio 
de los casos contenciosos de la Comisión Interamericana de Derechos Hu-
manos (en adelante Comisión o CIDH) y de las sentencias la Corte, con 
el fin de elaborar una presentación correlacional basada en cuatro acápites 
previos a las conclusiones: el primero, que funciona como marco concep-
tual, indaga los elementos de la noción del margen de apreciación, para 

Interamericana de Derechos Humanos”, ACDI, vol. 11, 2008, p. 96; cfr. Lovatón Palacios, 
David, “¿Debería incorporarse en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos la no-
ción de margen de apreciación nacional?”, Estudios Constitucionales, año 16, núm. 2, julio-
diciembre de 2018, pp. 339-368.

4  “Su existencia se encuentra justificada por la ausencia de un consenso entre los di-
ferentes Estados parte dentro de los tratados, lo que hace que los tribunales regionales se 
encuentren impedidos para la posible construcción de una regla de interpretación unificada”. 
Barbosa Delgado, Francisco R., “Los límites a la doctrina del margen nacional de apreciación 
en el Tribunal Europeo y la Corte Interamericana de Derechos Humanos: intervención judi-
cial en torno a ciertos derechos de las minorías étnicas y culturales”, Derecho del Estado, núm. 
26, enero-junio de 2011, p. 110; cfr. Barbosa Delgado, Francisco R., “El margen nacional de 
apreciación en el derecho internacional de los derechos humanos: entre el Estado de dere-
cho y la sociedad democrática”, en Núñez Poblete, Manuel y Acosta Alvarado, Paola Andrea 
(coords.), op. cit., pp. 51-82.

5  Cfr. Astudillo, César, El bloque y el parámetro de constitucionalidad en México, México, Ti-
rant lo Blanch, 2014; Maldonado Sánchez, Adán, El bloque de constitucionalidad en México. Hacia 
su integración y aplicación, México, Tirant lo Blanch, 2019; Fuentes-Contreras, Édgar Hernán, 
Materialidad de la Constitución, Bogotá, Grupo Editorial Ibáñez y otro, 2010.

6  Cfr. López Medina, Diego Eduardo, Teoría impura del derecho, Bogotá, Universidad de los 
Andes y otros, 2004.
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pasar, en un segundo momento, a la descripción de la metodología de reco-
lección empleada, y como tercer acápite, a una recapitulación correlacional 
temática del tratamiento del margen de apreciación en el Sistema Interame-
ricano; finalmente, se desarrollan las observaciones correspondientes a los 
parámetros de aplicabilidad.

II. Construcción conceptual del margen de apreciación

El origen del margen de apreciación nacional suele vincularse como un refle-
jo parcial de nociones internas,7 tales como las empleadas en el Consejo de 
Estado francés al desarrollar el marge d´appréciation,8 el ermessensspielraum 
de la doctrina alemana,9 o los llamados conceptos indeterminados del dere-
cho administrativo.10 Empero, dichas nociones distan realmente del uso que 
se le atribuyó al margen de apreciación aplicado por la Comisión Europea 
de Derechos Humanos, quien la empleó por vez primera en el caso Grecia vs. 
Reino Unido, 1958-195911, y de manera posterior el TEDH.12

Ambos órganos se ampararon en el artículo 15 del CEDH, que permi-
tía derogar de manera temporal las obligaciones del Convenio en casos de 
guerra o de peligros públicos que amenazaran la vida de la nación, en la 
estricta medida en que lo exigiera la situación. A partir de ello empezaron 
a construir esta categoría y, con posterioridad, la hicieron extensiva, desde 

7  Véase Martínez Estay, José Ignacio, “Auto-restricción, deferencia y margen de aprecia-
ción. Breve análisis de sus orígenes y de su desarrollo”, Estudios Constitucionales, año 12, núm. 
1, julio-diciembre de 2014, pp. 365-396.

8  Marochini, Maša, “The Interpretation of the European Convention on Human Rights”, 
Bornik Radova Pravnog Fakulteta u Splitu, vol. 51, núm. 1, enero-junio de 2014, p. 69.

9  Cfr. Sommermann, Karl-Peter, “El papel de la ley alemana de la justicia administrativa 
para la realización del Estado de derecho”, en Aberasturi, Pedro (coord.), Ley de la justicia 
administrativa alemana, Buenos Aires, Konrad Adenauer-Abeledo Perrot, 2009, pp. 1-20.

10  Cfr. García de Enterría, Eduardo, “La lucha contra las inmunidades del poder en el 
derecho administrativo (poderes discrecionales, poderes de gobierno, poderes normativos)”, 
Revista de Administración Pública, núm. 38, mayo-agosto de 1962, pp. 159-208.

11  Greer, Steven, The Margin of Appreciation: Interpretation and Discretion under the European 
Convention on Human Rights, Strasbourg, Council of Europe, 2000, pp. 40 y 41.

12  Cfr. Arai-Takahashi, Yutaka, The Margin of Appreciation Doctrine and the Principle of Propor-
tionality in the Jurisprudence of the ECHR, Antwerp, Intersentia, 2002.
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el TEDH, para otras obligaciones contenidas en el Convenio y el Protocolo 
I Adicional,13 con lo cual ha llevado a aludirse, inclusive, en un uso inflacio-
nario de esta doctrina.14

Así, a pesar de que “La doctrina del margen no está incluida de forma ex-
presa entre los preceptos del Convenio Europeo ni tampoco fue menciona-
da ni debatida en los trabajos preparatorios”,15 se puede observar como una 
garantía del principio de subsidiaridad, “que es inherente a una protección 
internacional y debe lógicamente producirse después de la interna y en 
defecto de la misma. La justificación de esta doctrina procede de la misma 
naturaleza de una tutela internacional”.16

Pese a su utilización frecuente y a su reciente positivización, el TEDH no ha defini-
do de manera unívoca el concepto y las características de esta figura. En los casos 
en que la ha aplicado, el TEDH no ha hecho un esfuerzo argumentativo fuerte para 
explicar con profundidad sus presupuestos, sino que se ha limitado a utilizarla. El 
vacío teórico ha sido suplido por algunos autores que han podido deducir que el 
margen nacional de apreciación es una figura mediante la cual el TEDH se inhibe 
de conocer un asunto y determinar si el contenido de los derechos en disputa ha 
sido vulnerado.17

La abstinencia del Tribunal en el juzgamiento de los Estados solía estar 
conectada con la ausencia de uniformidad sobre la regulación del derecho 
al interior de los Estados, que se asumía como la carencia de un consenso 
internacional:

13  Sánchez-Molina, Pablo, “El margen de apreciación nacional en las sentencias del Tribu-
nal Europeo de Derechos Humanos relativas al derecho a elecciones libres”, Estudios de Deusto, 
vol. 62, núm. 1, enero-junio de 2014, pp. 371-386.

14  Cfr. Kratochvíl, Jan, “The Inflation of the Margin of Appreciation by the European Court 
of Human Rights”, Netherlands Quarterly of Human Rights, vol. 29, núm. 3, septiembre-noviem-
bre de 2011, pp. 324-357.

15  García Roca, Javier, “La muy discrecional doctrina del margen de apreciación nacional 
según el Tribunal Europeo de Derechos Humanos: soberanía e integración”, Teoría y Realidad 
Constitucional, núm. 20, julio-diciembre de 2007, p. 121.

16  Idem. Véase, además, D’Alterio, Elisa, La funzione di regolazione delle Corti Nello Spaio 
Ammnistrativo Globale, Milano, Giuffrè, 2011.

17  Fernández Parra, Sergio Alejandro, “El margen nacional de apreciación y el contenido 
de la libertad de pensamiento, conciencia y religión en el Convenio Europeo de Derechos 
Humanos”, Eunomía, núm. 17, octubre de 2019-marzo de 2020, p. 80.
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La aplicación del consenso como criterio interpretativo obedece a razones evi-
dentes. Es la comunidad regida por las normas convencionales a aplicar la que 
le da vida a esas normas. Es la comunidad la que vive el derecho y determina su 
contenido preciso partiendo de un núcleo inderogable. La sociedad evoluciona, lo 
que se manifiesta, entre otros, en actos legislativos, ejecutivos y judiciales. Pero 
cuando el tribunal no ha encontrado un consenso en torno al sentido y alcance 
del derecho, en ocasiones se ha aplicado lo que se conoce como el margen de 
apreciación.18

De este modo, no parece erróneo asumir a “La dottrina del margine di 
apprezzamento indica, infatti, lo spazio lasciato agli Stati nell’applicazione 
della Convenzione per bilanciare l’adempimento degli obblighi pattizi con 
la tutela di altre esigenze statali”.19 En otras palabras, un “espacio de ma-
niobra”, “the breadth of deference” o, simplemente, el grado de deferencia 
que los órganos internacionales reconocen a los de los Estados parte en el 
cumplimiento de las obligaciones internacionales.20

En esa dirección, no sólo son múltiples los casos, sino también las temá-
ticas en las cuales se ha empleado esta doctrina en el sistema europeo,21 lo 

18  Benavides Casals, María Angélica, “El Consenso Y El Margen De Apreciación En La Pro-
tección De Los Derechos”, Ius Et Praxis, vol. 15, núm. 1, enero-junio de 2009, pp. 300 y 301.

19  Anrò, Ilaria, Il margine di apprezzamento nella giurisprudenza della Corte di giustizia 
dell’Unione europea e della Corte europea dei Diritti dell’uomo, Nápoles, Edizioni Scientifiche 
Italiane, 2010, pp. 9 y 10.

20  Sánchez Molina, Pablo, “Margen de apreciación nacional (en los sistemas de protección 
internacional de los derechos humanos)”, Eunomía, núm. 9, octubre de 2015-marzo de 2016, 
p. 226. Cfr. “Most of the definitions of the doctrine concentrate on the deference that the 
doctrine provides to States. Yourow describes it as «freedom to act; manoeuvring, breathing 
or «elbow» room; or the latitude of deference or error which the Strasbourg organs will al-
low to national legislative, executive, administrative and judicial bodies before it is prepared 
to declare» a violation of the Convention. Arai-Takahashi talks about a «latitude a government 
enjoys» in applying the provisions of a treaty. Benvenisti similarly described it as a «certain 
latitude [each society has] in resolving the inherent conflicts between individual rights and 
national interests or among different moral convictions». Greer refers to a «room for ma-
noeuvre the Strasburg institutions are prepared to accord national authorities in fulfilling 
their obligations» and «bandwidth». Merrills talks about an «area of discretion»”. Kratochvíl, 
Jan, op. cit., p. 327.

21  Verbigracia, sobre la prohibición de tortura, tratos crueles y degradantes el caso Tyrer 
vs. Reino Unido (1978); frente al derecho al respeto a la vida privada y familiar el caso Good-
win vs. Reino Unido (2002), Pretty vs. Reino Unido (2002), Sheffield y Horsham vs. Reino Unido 
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que ha facilitado el carácter multívoco de la doctrina y, de igual manera, que 
se pueda aludir a grados de deferencia dependiendo del asunto.22

En esa perspectiva, la amplitud del concepto no fue un impedimento, 
sino que, por el contrario, sirvió para que el margen de apreciación se 
abriera sitio en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, que con-
taba con circunstancias análogas, aunque no idénticas a su sitio de origen.23 
De allí, como elemento objeto de trasplante jurídico,24 su estudio debe 
desarrollarse, especialmente, como un fenómeno contextual, y para eso se 
acudirá a la metodología que será presentada.

III. Recolección de la jurisprudencia 
sobre el margen

Si se entiende, como se ha presentado, el margen de apreciación como una 
“doctrina transregional del derecho de los derechos humanos, en la medida 

(1998), Rees vs. Reino Unido (1986); en relación con la libertad de expresión el caso Handyside 
vs. Reino Unido (1976), Sunday Times vs. Reino Unido (1979); en materia de recursos efectivos, 
Vilvarajah vs. Reino Unido (1991), Chahal vs. Reino Unido (1996); frente a la prohibición de 
discriminación Frette vs. Francia (2002), Pretty vs. Reino Unido (2002), D. H. y otros vs. República 
Checa (2006), Evans vs. Reino Unido (2007), Thlimmenos vs. Grecia (2000).

22  Cfr. García Roca, Javier, El margen de apreciación nacional en la interpretación del Convenio 
Europeo de Derechos Humanos: soberanía e integración, Madrid, Civitas, 2010.

23  Cfr. Sánchez Molina, Pablo, “Margen de apreciación nacional…”, cit., p. 227. “Con ra-
zón se pregunta si, frente a estas circunstancias, sería razonable «importar» una noción que 
sigue siendo ambigua, difícil de aplicar en la práctica, y «muy alejada del contexto sociológico 
interamericano»”. Clérico, Laura, “La enunciación del margen de apreciación: Fontevecchia 
2017 desde los márgenes”, Derechos en Acción, año, 3, vol. 7, núm. 7, otoño de 2018, p. 312. 
En sentido similar: Clérico, Laura y Aldao, Martín, “Límites al margen de apreciación desde 
la perspectiva de género en intersección con pobreza”, Centro de Estudios Constitucionales, año 
IV, núm. 6, enero-junio de 2018, pp. 121-157.

24  Entre otros, ver, por ejemplo: Watson, Alan, Legal Transplants: An Approach to Comparative 
Law, Atenas y Londres, The University of Georgia Press, 1993; Backenköhler Casajús, Chris-
tian J., “Transplante jurídico=Legal Trasplant”, Eunomía, núm. 17, octubre de 2019-marzo de 
2020, pp. 262-275; Bonilla Maldonado, Daniel (ed.), Teoría del derecho y trasplantes jurídicos, 
Bogotá, Siglo del Hombre y otros, 2009; Rodríguez Villabona, Andrés Abel, “La interacción 
entre ordenamientos jurídicos: trasplante, recepción, adaptación e influencia en el derecho”, 
IUSTA, núm. 31, julio-diciembre de 2009, pp. 99-122.
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en que su origen está en el derecho europeo y su sitio de recepción es el 
SIDH”.25 La identificación del empleo de dicha categoría puede implicar, por 
un lado, el uso literal de la expresión y, por el otro, su reconocimiento, más 
allá del término, por la finalidad o propósito de la noción. De tal modo, se 
construye una metodología de recolección de información jurisprudencial 
designada como método de sinonimia analógica o correlacional.26

La construcción de este método siguió, como paso inicial, un abordaje 
doctrinal y jurisprudencial con el fin de detectar vocablos o locuciones que 
pudieran hacer alusión mediata a la categoría “margen de apreciación” en el 
contexto europeo. Gracias a dicha valoración se produjo un listado de voces 
que sustentarían cierta similitud o podían llevar a establecer el uso de la ca-
tegoría objeto de estudio, así:

Tabla 1. Vocablos correlacionados para la identificación 
de la categoría “margen de apreciación nacional”

Margen de apreciación nacional

Sistema Europeo Sistema Interamericano

Margen/margin 
deferencia/deference

Margen Subsidiariedad
Deferencia Reserva
Límite Soberanía
Discrecionalidad Sesgo
Potestad

Capacidad de apreciación
Consenso

Bajo aspectos de identidad o equivalencia, dichas expresiones sirvieron 
para examinar las sentencias del TEDH, la CoIDH y la CIDH, y, en uso de 
ellas, establecer alusiones directas o indirectas a la categoría. Si bien en 

25  Cárdenas-Contreras, Luz Eliyer, La evolución del margen de apreciación nacional en el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos como doctrina transregional, tesis de maestría en Derecho de 
Estado con énfasis en derecho público, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2019.

26  Dicho procedimiento se sustenta en el método censitario, expuesto, por ejemplo, en 
Fuentes-Contreras, Édgar Hernán et al., “Facticidad y acción de tutela: presentación preli-
minar de un estudio empírico de la formulación y efectos de la acción de tutela en el marco 
colombiano, entre los años 1992-2011”, Civilizar, vol. 14, núm. 27, julio-diciembre de 2014, 
pp. 41-64.
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la revisión se detectaron un total de 28 sentencias del TEDH, se optó, en 
concordancia con el objetivo del artículo, dar prevalencia al tratamiento 
dado por los órganos que conforman el Sistema Interamericano de Dere-
chos Humanos. Para tal fin, se organizaron las decisiones contenidas en las 
plataformas oficiales de la Corte y de la Comisión27 entre 1988 y 1981, 
respetivamente, y hasta 2020, además de que se realizó la exploración de 
las mismas a través de los vocablos propuestos. Como resultado del rastreo 
se registraron 18 temáticas:

Tabla 2. Identificación temática para efecto de la construcción 
del concepto de “margen de apreciación nacional” 

en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos

Temáticas

CIDH Ambos órganos CoIDH

1) Colegiatura profesio-
nal obligatoria
2) Declaratorias de esta-
do de emergencia
3) Derecho a la naciona-
lidad
4) Inmigración irregular
5) Derechos reproduc-
tivos
6) Servicio militar obli-
gatorio
7) Juicios políticos
8) Reserva procesal 
como garantía

1) Protección de la vida 
desde la concepción
2) Derechos políticos
3) Detenciones arbitra-
rias
4) Pena de muerte
5) Ejercicio de la liber-
tad de expresión y pen-
samiento

1) Reserva procesal 
como garantía
2) Derechos económi-
cos, sociales y culturales
3) Idoneidad y eficacia 
de los recursos judiciales
4) Propiedad colectiva 
de las comunidades in-
dígenas
5) Amnistías e indultos

No obstante, debe aclararse que la identificación temática realizada no 
implica per se que se reconozca el uso pleno del margen de apreciación esta-

27  En el caso de la Corte se ingresó al acápite de jurisprudencia-casos contenciosos 
(http://www.corteidh.or.cr/cf/Jurisprudencia2/busqueda_casos_contenciosos.cfm?lang=es), mien-
tras para la Comisión se ingresa mediante el espacio casos-informes y, finalmente, informes 
de fondo (http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/fondos.asp). La fecha de búsqueda fue el 3 
de junio de 2020.
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tal. Tal como será expuesto a continuación, se detectaron las categorías de 
deferencia amplia, moderada, leve y nula, según el asunto.

IV. Desarrollo interamericano 
del margen de apreciación

Una primera aparición del concepto de margen de apreciación se dio en el caso 
conocido por la Comisión como Baby Boy vs. Estados Unidos (1981), el cual 
recurrió a la idea de consenso para discutir la vulneración del derecho a la vida 
que yace en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hom-
bre (en adelante Declaración Americana) y en el artículo 4o. de la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos (CADH).

Tras recurrir a elementos históricos y al proyecto de la CADH, la Co-
misión concluyó que ante la ausencia de un consenso fue que se incluyó la 
expresión “en general” en el artículo 4.1 de la CADH, lo que cuenta con 
implicaciones normativas. En consecuencia, consideró que la decisión to-
mada por la jurisdicción de Estados Unidos no era contraria al corpus iuris 
interamericano y, por demás, reconoce el margen de apreciación del Estado 
para definir las situaciones excepcionales que impiden la protección desde el 
momento de la concepción.

Con relación a este mismo derecho, la CoIDH usó término análogo al 
margen de apreciación para tratar la pena de muerte en el caso DaCosta Dogon 
vs. Barbados (2009). En su análisis, la Corte manifestó que, desde la CADH, 
no existe una prohibición expresa y total de dicha pena, sino que deja, con 
cierta discrecionalidad, la decisión a los Estados, siempre que se respeten 
las restricciones del artículo 4o. convencional, tal como ya se había soste-
nido en la Opinión Consultiva 03/83. Sin embargo, la Corte agregó en el 
caso contra Barbados (2009) que dichas restricciones deben ser interpreta-
das, además, bajo el principio pro persona, pues “dichas disposiciones im-
ponen restricciones para limitar rigurosamente la aplicación y alcance de la 
pena de muerte, de muerte que se vaya reduciendo hasta la supresión final” 
(párr. 49). Interpretación que provocaría que el margen de apreciación en 
la materia, incluso frente a regulaciones preconvencionales, sea moderado 
pero gradual hasta su desaparición.
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En 2017 el tema fue retomado, sólo que ahora por parte de la CIDH, que 
declara que la pena de muerte no es violatoria per se a la Declaración Ameri-
cana.28 Por tanto, llevó su estudio del caso Víctor Saldaño vs. Estados Unidos al 
“estándar de apreciación de las alegadas violaciones de derechos humanos 
en el marco de un proceso que culmina con pena de muerte” (párr. 173). 
En esa oportunidad la Comisión dijo que, puesto que Estados Unidos no 
ha reconocido la competencia de la Corte Interamericana y tampoco a la 
Convención, se debían interpretar normas disimiles a los casos conocidos 
por la Corte. De cualquier manera, la CIDH advirtió la importancia de que 
las normas, procedimientos y prácticas relacionados con la pena de muerte 
sean acordes a las disposiciones de la Declaración Americana; por ejemplo, 
las que se incluyen en los artículos I, II, XVIII, XV y XXVI. Por consiguien-
te, destacando la rigurosidad de las garantías judiciales.

Dicha doctrina coincide con la afirmada, referente a las detenciones ar-
bitrarias. Precisamente, la CIDH, en 2016, asumió el caso Manickavasagam 
Suresh vs. Canadá, de un refugiado detenido por haber sido un miembro de 
Liberation Tamil Tigers Eelam y acusado de cometer actos terroristas en su 
país de origen. Al final la Comisión halló responsable a Canadá por vulne-
raciones a las garantías judiciales, en especial por el arresto arbitrario y la 
negación de medios adecuados y oportunos para impugnar la legalidad de 
la detención, incluido el derecho de habeas corpus y la igualdad ante la ley 
(párr. 5). Puntualmente, se dispuso “que los fundamentos y procedimientos 
conforme a los cuales se puede privar de la libertad a no ciudadanos deben 
definir con suficiente detalle el fundamento de esa acción, que las autorida-
des deben disponer de un margen muy reducido y limitado de discreciona-
lidad” (párr. 72), dando cierre a espacios de aplicación que se compaginaron 
con aquello que la Corte expresó; por ejemplo, en el caso Chaparro y Lapo vs. 
Ecuador (2007), donde, sobre la libertad personal, la CoIDH indicó:

Ahora bien, este derecho puede ejercerse de múltiples formas, y lo que la Conven-
ción Americana regula son los límites o restricciones que el Estado puede realizar. 
Es así como se explica que el artículo 7.1 consagre en términos generales el derecho 
a la libertad y seguridad y los demás numerales se encarguen de las diversas garan-
tías que deben darse a la hora de privar a alguien de su libertad. De ahí también se 

28  Cfr. caso Peter Cash vs. Commonwealth de las Bahamas, Informe de Fondo No. 12/14; caso 
Edgar Tamayo Arias, Informe de Fondo No. 44/14.
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explica que la forma en que la legislación interna afecta al derecho a la libertad es 
característicamente negativa, cuando permite que se prive o restrinja la libertad. 
Siendo, por ello, la libertad siempre la regla y la limitación o restricción siempre la 
excepción (párr. 53).

De esta suerte, las restricciones a este derecho no sólo son excepciona-
les, sino consentidas al estar en el instrumento; de manera que la discrecio-
nalidad se sujeta a la legalidad y proporcionalidad de la decisión.

Por otra parte, frente a las garantías judiciales estará la sentencia del caso 
Herrera Ulloa vs. Costa Rica (2004), donde se discutió, para el tema objeto 
de estudio, el artículo 8.2.h de la CADH. Al resolver la controversia, la 
Corte afirma:

Si bien los Estados tienen un margen de apreciación para regular el ejercicio de 
ese recurso, no pueden establecer restricciones o requisitos que infrinjan la esen-
cia misma del derecho de recurrir del fallo. Al respecto, la Corte ha establecido 
que “no basta con la existencia formal de los recursos, sino que éstos deben ser 
eficaces”, es decir, deben dar resultados o respuestas al fin para el cual fueron con-
cebidos (párr. 161).

En consecuencia, a pesar de que la CoIDH hace un reconocimiento del 
margen de apreciación a favor de los Estados, éste queda condicionado, en 
principio, a que no se puede impedir la interposición del recurso contra las 
decisiones judiciales, lo cual involucra un margen moderado siempre que 
éste, el recurso, sea eficaz.

 En tanto, la protección judicial fue estimada en el caso Cantos vs. Argentina 
(2002), donde el Estado denegó el acceso a la justicia y no reparó de ma-
nera efectiva los perjuicios de la víctima. Por eso, la Corte instituye que las 
restricciones a los derechos no pueden implicar la negación del derecho 
mismo, y que si bien los Estados, en el marco de su discrecionalidad, pue-
den establecer reglas para el acceso a la justicia, éstas no deben anularlo.

En esa misma dirección se encuentra la sentencia Almonacid Arellano vs. 
Chile (2006), donde se valoró la responsabilidad internacional por falta de 
investigación, sanción y falta de reparación, pues en virtud de una ley de 
amnistía se impedía juzgar a los posibles responsables. Esto llevo a que la 
Corte aclarara la inexistencia de un margen de apreciación para las amnis-
tías de crímenes de lesa humanidad, puesto que “según el corpus iuris del 
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derecho internacional, un crimen de lesa humanidad es en sí mismo una 
grave violación a los derechos humanos y afecta a la humanidad toda” (párr. 
105). Configurando así el estatus nulo del margen de discrecionalidad en 
materia de amnistías relacionadas con crímenes de lesa humanidad, como 
también quedó reconocido, verbigracia, en el caso la Cantuta vs. Perú (2006), 
cuando se afirma que los crímenes contra la humanidad “no pueden quedar 
impunes, son imprescriptibles y no pueden ser comprendidos dentro de 
una amnistía (supra párr. 152)” (párr. 225).

Para el 2015, en el Informe de Fondo No. 43/15, la CIDH se pronunció 
sobre el caso de Adriana Beatriz Gallo, Ana María Careaga y Silvia Maluf de Chris-
tin contra Argentina, que se fundó en el hecho de que las peticionarias fueron 
destituidas como juezas por un jurado de enjuiciamiento que no cumplía 
con los requisitos de imparcialidad e independencia, siendo un juicio polí-
tico y no penal.

Así, la CIDH estudió dos aspectos principales: por un lado, la posible 
violación de derecho por la decisión que tomó el jurado, y, por el otro, el 
derecho de libre expresión y pensamiento. Frente al primer asunto, la CIDH 
sostuvo que los estándares internacionales son claros en cuanto a que “la 
función jurisdiccional debe llevarse a cabo libre de presiones externas y, por 
lo tanto, no puede ser objeto de un control político, basado en el criterio de 
discrecionalidad política, sino jurídico o sancionatorio en caso de comisión 
de faltas disciplinarias graves o incompetencia” (párr. 198).29 De suerte que 
se restringe el margen de apreciación de los Estados en este tópico, tenien-
do en cuenta, igualmente, que “Los juicios políticos en los que se discute la 
remoción de miembros del Poder Judicial no son contrarios a la Convención 
per se, siempre y cuando en el marco de aquellos, se cumplan las garantías del 
artículo 8o. y existan criterios que limiten la discrecionalidad del juzgador 
con miras a proteger la garantía de independencia”, como expuso la CoIDH 
en el caso Rico vs. Argentina (2019). Ahora, en relación con el derecho de libre 
expresión y pensamiento de las juezas, la Comisión empleó distintos fallos 
de la Corte30 para apuntar que existe un margen, sólo que reducido.31

29  La CIDH llega a tal conclusión tras analizar los estándares fijados por la CoIDH en casos 
como Tribunal Constitucional vs. Perú (2001) o Apitz Barbera y otros vs. Venezuela (2008).

30  Por ejemplo, a Claude Reyes y otros vs. Chile (2006), Herrera Ulloa vs. Costa Rica (2004) y 
Ricardo Canese vs. Paraguay (2004), entre otros.

31  Con todo, también se señaló que el derecho a la libertad de expresión no es absoluto y 
es susceptible de limites cuando se trata de servidores públicos. Estas limitaciones se encuen-
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En ese marco también se hicieron relevantes las determinaciones ofre-
cidas en el caso Perozo y otros vs. Venezuela (2009), en el que se discute la res-
ponsabilidad del Estado por acciones y omisiones frente al hostigamiento y 
agresiones físicas y verbales que tuvieron que ver con la obstaculización de 
labores periodísticas. Entonces, la Corte estudió la libertad de pensamiento y 
de expresión para reiterar que existen criterios legítimos para la restricción 
del derecho por parte del Estado:

A fin de evitar la arbitrariedad en el ejercicio del poder público, las restricciones 
en esta materia deben hallarse previamente establecidas en leyes subordinadas al 
interés general, y aplicarse con el propósito para el cual han sido establecidas […] 
Corresponde al Estado demostrar que ha cumplido con los anteriores requisitos 
al establecer restricciones al acceso a la información bajo su control (párr. 375).

Con anterioridad, en 2008, la Corte ya había indicado, en Kimel vs. Ar-
gentina, directamente con la libertad de información, que, si bien la CADH 
prohíbe la censura previa, contempla la posibilidad de exigir responsabilida-
des ulteriores con un “carácter excepcional y no deben limitar, más allá de lo 
estrictamente necesario, el pleno ejercicio de la libertad de expresión y con-
vertirse en un mecanismo directo o indirecto de censura previa” (párr. 54).

 Posteriormente, la Corte aplicó estos parámetros en el caso Mémoli vs. Ar-
gentina (2013), donde se concluyó que las condenas impuestas por el Estado 
no configuraron una violación a la libertad de expresión, sino que estaban 
dentro de los parámetros de la Convención. Debido a ello, se reconoce 
un margen de apreciación moderado frente a la libertad de pensamiento 
y expresión, no obstante, siendo nulo en relación con las censuras previas, 
como había quedado en el caso Palamara Iribarne vs. Chile (2005), donde, al 
mismo tiempo, la Corte hizo observaciones sobre la discrecionalidad de los 
Estados a la hora de restringir el derecho de la libertad de expresión en la 
justicia penal militar. En ella, el Estado debe garantizar el debido proceso y 
la protección judicial, con lo cual la discrecionalidad en materia de la juris-
dicción penal militar es reducida.

tran sometidas a los siguientes requisitos: a) sean definidas en forma precisa y clara a través de 
una ley formal y material; b) sean orientadas al logro de objetivos imperiosos autorizados por 
la CADH, y c) sean necesarias en una sociedad democrática, idóneas para lograr el objetivo 
que pretende lograr y estrictamente proporcionales a la finalidad perseguida (párr. 236).

 
http://www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx https://revistas.juridicas.unam.mx

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2021 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-internacional/issue/archive

DOI: http://dx.doi.org/10.22201/iij.24487872e.2021.21.15624



ÉD
G

AR
 H

ER
N

ÁN
 F

U
EN

TE
S 

CO
N

TR
ER

AS
  /

  L
U

Z 
EL

IY
ER

 C
ÁR

D
EN

AS
 C

O
N

TR
ER

AS

212 Anuario Mexicano de Derecho Internacional, 
vol. XXI, 2021, pp. 197-231

En la valoración del caso Efraín Ríos Montt (1993), la CIDH hará men-
ción a la discrecionalidad de los Estados en razón a los derechos políticos, 
diciendo que en ellos “puede surgir el margen de apreciación permitido 
por el derecho internacional” (párr. 24) y agregando que éste, el margen, 
“debe analizarse de acuerdo a las circunstancias del caso y las concep-
ciones jurídicas prevalecientes en el periodo histórico. Nuevamente aquí 
la Comisión debe reafirmar el carácter restrictivo con que debe utilizar 
ese margen de apreciación, el cual debe ser siempre concebido tendiente 
al refuerzo del sistema y sus objetivos” (párr. 31). Para sostener ello, la 
CIDH reflexiona la idiosincrasia guatemalteca, la de los países centroa-
mericanos y el Tratado General de Paz y Amistad (1923), donde se com-
prometen a no permitir la dirección a un jefe, autoridad o familiar de los 
responsables de un golpe de Estado y pactan el principio de no reelección 
(párrs. 26 y 27). Esto con el fin, entonces, de estimar el consenso y la his-
toria como elementos esenciales para abstenerse de conocer la denuncia 
elevada.

Reflexión equivalente quedó en el caso Statehood Solidarity Committee vs. 
Estados Unidos (2003), en el que se estimó “el grado de deferencia que co-
rresponde otorgar a los Estados en la organización de sus instituciones polí-
ticas para dar efecto al derecho al voto y a participar en el gobierno” (párr. 
101), salvo que se afecte la esencia y la eficacia del derecho de participar en 
el gobierno. Empero, en esta oportunidad halló injustificada la limitación y 
fijó que la restricción a los derechos políticos debe ser “razonable, objetiva 
y proporcionada, teniendo debidamente en cuenta el contexto de su siste-
ma político” (párr. 110).

Por su parte, la CoIDH, en el caso Castañeda Gutman vs. México (2008), re-
conoció, partiendo del artículo 23 convencional, que son los Estados quie-
nes deben estructurar su modelo electoral y que no le compete a ella tachar 
de inviable uno u otro modelo, pues dicha atribución es de la ciudadanía en 
los ejercicios de deliberación propios de las sociedades democráticas. De 
este modo, la Corte consideró que “el derecho internacional no impone un 
sistema electoral determinado ni una modalidad determinada de ejercer los 
derechos a votar y a ser elegido” (párr. 162). A diferencia de otros temas, 
los derechos consagrados en el artículo 23.1 de la CADH no asignan res-
tricción alguna al sistema electoral de los Estados, sino que su diseño queda 
atado a las decisiones discrecionales que se adopten en el derecho interno. 
Ciertamente,

 
http://www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx https://revistas.juridicas.unam.mx

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2021 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-internacional/issue/archive

DOI: http://dx.doi.org/10.22201/iij.24487872e.2021.21.15624



D
EF

ER
EN

CI
A 

A 
LA

 S
O

BE
RA

N
ÍA

 N
AC

IO
N

AL
. P

RÁ
CT

IC
A 

Y 
D

O
CT

RI
N

A 
D

EL
 M

AR
G

EN
 D

E 
AP

RE
CI

AC
IÓ

N
 N

AC
IO

N
AL

 E
N

 E
L 

SI
ST

EM
A.

..

213Anuario Mexicano de Derecho Internacional, 
vol. XXI, 2021, pp. 197-231

La Convención Americana establece lineamientos generales que determinan un con-
tenido mínimo de los derechos políticos y permite a los Estados que dentro de los 
parámetros convencionales regulen esos derechos de acuerdo a sus necesidades his-
tóricas, políticas, sociales y culturales, las que pueden variar de una sociedad a otra, e 
incluso en una misma sociedad, en distintos momentos históricos (párr. 166).

Por tal motivo, se advierte un margen de apreciación de alto grado frente 
al sistema electoral, pero moderado frente a las limitaciones de los derechos 
políticos, que deben responder a ámbitos legales, legítimos, necesarios, 
proporcionales y que no promuevan la discriminación.32

Dicho margen se aplica, igualmente, en el tópico del derecho a la nacionali-
dad, tal como se estudió en 2001 por la Comisión en el caso Álvaro José Robelo 
González vs. Nicaragua, cuando se recalcó que “cada Estado estipula, de ma-
nera soberana, la normativa sobre adquisición, pérdida y recuperación de la 
nacionalidad” (párr. 49); ello contempla la existencia de un margen amplio.

En ese mismo año se introdujo el margen de apreciación frente a los 
temas de inmigración en el Informe No. 51/01. Pese a que el Estado denun-
ciado desplegó argumentos para sustentar su alto grado de discrecionali-
dad, citando incluso el caso North Sea Conntinental Sheif de 1969 de la Corte 
Internacional de Justicia, entre otros, la Comisión “acepta que los Estados 
históricamente han dispuesto de una discreción considerable en el derecho 
internacional para controlar el ingreso de extranjeros a su territorio. Pero 
esto no significa que la discreción no tenga que ser ejercida de conformidad 
con las obligaciones internacionales de los Estados en materia de derechos 
humanos” (párr. 177). Así pues, la CIDH llega a la determinación de que, si 
bien el margen de apreciación existe sobre el tema de inmigración, éste no 
tiene un carácter absoluto.

La dirección se mantuvo en el caso de 2016, Trabajadores Indocumentados 
vs. Estados Unidos. En el caso referenciado se reiteró que el margen de los 
Estados no puede llevar a avalar condiciones o medidas de discriminación:

En otras palabras, el Estado y los particulares, como los empleadores, pueden abs-
tenerse de establecer una relación laboral con migrantes en situación irregular. 
Sin embargo, cuando se entabla una relación laboral, la Comisión considera que 

32  En igual sentido, tratándose de restricciones como las multas y la inhabilitación al sufra-
gio pasivo, se puede acudir al caso Leopoldo López Medina vs. Venezuela (2011).
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las protecciones conferidas por ley a los trabajadores, con la gama completa de 
derechos y obligaciones abarcados, deben aplicarse a todos los trabajadores sin 
discriminación, sean documentados o indocumentados (párr. 76).

De tal modo, se vinculan estas afirmaciones con el tratamiento ofrecido 
a la prohibición de discriminación, que fue objeto en el caso Duque vs. Colom-
bia (2016) ante la Corte, y en el que se analizó la negativa de otorgar una 
pensión de sobreviviente, al no contar la calidad de beneficiario conforme 
con la ley. Con todo, el Estado mostró que la jurisprudencia interna, desde 
2007, ya favorecía la petición efectuada, con lo cual se encontraba en trá-
mite. No obstante, la Corte expresó que la jurisprudencia constitucional ci-
tada no era prueba suficiente para desvirtuar la ausencia de responsabilidad 
y declaró responsable al Estado por violación del artículo 24 convencional, 
sustentado en la ineficacia del sistema pensional.

Empero, en dicha decisión se hace relevante el voto parcialmente disi-
dente de Eduardo Vio Grossi, quien fija su inconformidad respecto de la 
declaración de la violación del artículo 24 de la CADH, en la medida en que 
la obligación discutida, el otorgamiento de la pensión, no yace en el marco 
del derecho internacional al momento que fue discutida internamente y, 
asimismo, enfatiza que el Estado debe tener un margen de apreciación so-
bre el asunto.

Se debe tener presente, a este respecto, que la jurisdicción doméstica, interna o 
exclusiva del Estado está conformada por todas aquellas materias o facetas de las 
mismas, no reguladas por el Derecho Internacional, lo que implica, entonces, que 
en la medida en que una materia es contemplada por este último, deja de ser, en esa 
medida, un asunto de aquel. De allí se desprende, entonces, que el derecho inter-
nacional no abarca todas las actividades humanas, dejando las que no regula, bajo el 
imperio del derecho nacional o interno […] Lo que se sostiene es que, para que sean 
materia de derecho internacional, deben ser contemplados por alguna fuente de de-
recho internacional, esto es, un tratado, la costumbre o los principios generales de 
derecho aplicables a los Estados Partes de la Convención y, eventualmente, respecto 
del Estado de que se trate, por un acto jurídico unilateral del mismo, todo lo cual no 
acontece en el caso de autos en lo referente al periodo 2002 a 2007 y/o 2009.

La decisión precedente llevó a que Colombia, en el Informe de Fondo 
No. 122/18, aceptara que había incurrido en discriminación a las mujeres 
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privadas de la libertad al prohibirles las visitas íntimas a sus parejas del mis-
mo sexo, y adopta una serie de medidas y recomendaciones solicitadas por 
la CIDH para adecuar la restricción que era de 1994 y que no tenía sostén 
a la fecha para conservarla.

Por otro lado, para el servicio militar obligatorio y libertad de conciencia, 
en el caso Cristián Daniel Sahli y otros vs. Chile (2005) se acotó que en la ex-
periencia interamericana no había antecedentes sobre el tema de objeción 
de conciencia y que el derecho no se hallaba consagrado explícitamente 
en la CADH; sólo se vincula con aquellas personas que pueden ser consi-
deradas como “objetoras”, según el artículo 6.3.b de la CADH. Por este 
motivo, la CIDH se remite a normativa de otros sistemas internacionales 
de protección, y basado en ello, “La Comisión opina que el servicio militar 
obligatorio no está prohibido por la Convención y que el artículo 6 (3)(b) 
prevé específicamente el servicio militar en los países que no reconocen a 
los objetores de conciencia. En consecuencia, la Comisión concluye que 
el Estado chileno no violó el artículo 11 en perjuicio de los peticionarios 
en este caso” (párr. 105). Concluyendo que el establecimiento del servicio 
militar obligatorio, como el derecho a la objeción de conciencia, queda 
sometido a una discrecionalidad de los Estados, sin que por ello se puedan 
desconocer los límites del derecho internacional humanitario, para el caso 
de conflictos, y la existencia, en caso que suceda, de la objeción de concien-
cia en los ordenamientos internos.

De igual manera, desde 1988 se ha reconocido la posibilidad de es-
tablecer la colegiatura profesional obligatoria. Esto en los informes 9777 y 
9718 contra Argentina, en donde la Comisión avaló la discrecionalidad de 
los Estados para fijar el requisito de la colegiatura obligatoria para ejer-
cer la profesión jurídica. Ello empleando la Opinión Consultiva No. 5 de 
1985 y afirmando que no toda ley de colegiación es de por sí violatoria 
de la CADH.

Esta discrecionalidad, de cierta manera, se reproduce en la viabilidad 
de declarar estado de emergencia y las acciones para atenderlo, cuando, en el 
2000, la CIDH, en el caso Walter Humberto Vásquez vs. Perú, dijo que “Aunque 
en general recae en los propios Estados y sus poderes públicos en particu-
lar el «margen de apreciación» para determinar la necesidad de declarar 
el estado de emergencia, por tener un conocimiento directo e inmediato 
de las circunstancias de hecho por las que atraviesa el país, ese margen de 
apreciación no es ilimitado”.
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Los límites a ese margen están contemplados en el artículo 27 de la CADH 
y fueron desarrollados en la Opinión Consultiva No. 8 de 1987: “En con-
secuencia, el margen de apreciación a nivel interno está acompañado por 
una supervisión interamericana. La Comisión debe valorar apropiadamente 
aspectos relevantes, tales como naturaleza de los derechos afectados por la 
suspensión, la circunstancias que motivaron el estado de emergencia y su du-
ración” (párr. 55). En esta medida se puede afirmar que la Comisión se inclinó 
por un margen de apreciación moderado para las situaciones de emergencia.

Esta restricción moderada también fue admitida para las reservas procesales 
internas, y así lo dispuso la Comisión en el Informe No. 96/19, cuando ase-
veró que es permitido efectuar reservas de información respecto a personas 
ajenas al proceso, “pues la divulgación de ciertos contenidos en una etapa 
preliminar de las investigaciones podría obstruirlas o causar perjuicios a las 
personas”. No obstante, dicha reserva “no puede redundar en perjuicio de 
las víctimas”.

Frente a la protección de la intimidad, en el caso Atala Riffo vs. Chile (2012) 
se destaca, para el tema, el voto parcialmente disidente del juez Alberto 
Pérez, quien estimó que no hay un consenso interamericano respecto a la 
familia, así:

Estoy de acuerdo con el criterio de interpretación evolutiva que considera a la 
Convención Americana como un instrumento viviente que ha de entenderse de 
acuerdo con las circunstancias actuales, pero en el entendido de que para avanzar 
en ese terreno es necesario que exista un consenso, un espacio de coincidencia o 
una convergencia de estándares entre los Estados partes (ver supra, párr. 9). Tal es 
lo que ocurre en el caso del reconocimiento de que la discriminación fundada en la 
orientación sexual debe entenderse prohibida (párrs. 83 a 93 de la Sentencia) […] 
No puede decirse que ocurra lo mismo en relación con la evolución de la noción 
de familia y su calidad de base o elemento esencial o natural de la sociedad, que 
sigue estando presente incluso en las Constituciones de numerosos Estados partes 
(supra, párr. 19).

Conforme a lo anterior, el juez vio como “necesario reconocer un mar-
gen de apreciación nacional”, por lo menos en lo que respecta a la noción 
de familia.

Esta interpretación puede verse como discrepante, también, a lo apun-
tado por la Comisión y la Corte sobre los derechos reproductivos: en 2004, 
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caso Sánchez Villalobos y otros vs. Costa Rica, la CIDH terminó hablando de un 
carácter restrictivo del margen de apreciación, y, en 2012, la CoIDH, en Ar-
tavia Murillo y otros vs. Costa Rica, de cierta forma lo confirma. Efectivamente, 
en ambos casos se estudió la prohibición del procedimiento de fecundación 
in vitro tras una decisión de la sala constitucional de la Corte Suprema de Jus-
tica de Costa Rica. Aquí el término margen de apreciación se emplea de manera 
expresa, por un lado, traída por la representación de víctimas y, por el otro, 
por el Estado en sus alegatos.

Empero, dicha categoría no fue ajena a la Corte que usó resoluciones del 
sistema europeo en relación con el margen de apreciación y el derecho a la 
vida.33 Con sustento en ello, la Corte concluyó que, a pesar de que no hay 
un vínculo entre embrión y persona según los instrumentos internacionales, 
bajo una interpretación evolutiva “el objeto y fin del artículo 4.1 de la Con-
vención es que no se entienda el derecho a la vida como un derecho absoluto, 
cuya alegada protección pueda justificar la negación total de otros derechos” 
(párr. 257), con lo cual, según la Corte, “la protección del derecho a la vida 
[…] es gradual e incremental según su desarrollo, debido a que no constituye 
un deber absoluto e incondicional, sino que implica entender la procedencia 
de excepciones a la regla general” (párr. 264). Por esta razón la CoIDH iden-
tificó un grado de deferencia que eximió de responsabilidad al Estado por el 
artículo 4.1 de la CADH, sólo que condenó por los otros derechos invocados.

No obstante, posiblemente el tratamiento más amplio que fue detec-
tado, en cuanto a número de menciones, tiene vínculo con el artículo 
21 de la CADH; es decir, con el derecho de propiedad, pero con nexo a 
los pueblos ancestrales. Entre los casos hallados estuvieron: Comunidades 
indígenas miembros de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) vs. Argentina 
(2020), Saramaka vs. Surinam (2007), Yanke Axa vs. Paraguay (2006), Co-
munidad Indígena Sawhoyamaxa vs. Paraguay (2006), Comunidad Moiwana vs. 
Surinam (2005), Comunidad Myagna (Sumo) Awas Tingni vs. Nicaragua (2001) 
y Yatama vs. Nicaragua (2005). En donde se erigió que estos pueblos cuen-
tan con “el derecho de ser titulares de la tierra que han usado y ocupado 
tradicionalmente durante siglos”.34 De tal suerte que la regulación del 

33  Entre los casos citados del sistema europeo están: Paton vs. Reino Unido (1980), Vo. vs. 
Francia (2004), A, B y C vs. Irlanda (2010), Evans vs. Reino Unido (2007), S. H. vs. Austria (2010) 
y Costa y Pavan vs. Italia (2010).

34  Como se manifestó, por ejemplo, en los casos Yanke Axa vs. Paraguay (párr. 121) y Sara-
maka vs. Surinam (párr. 85).
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territorio ancestral por parte de los Estados tiene un restringido margen 
de apreciación:

La elección y entrega de tierras alternativas, el pago de una justa indemnización o 
ambos no quedan sujetas a criterios meramente discrecionales del Estado, deben 
ser, conforme a una interpretación integral del Convenio No. 169 de la OIT y de la 
Convención Americana, consensuadas con los pueblos interesados, conforme a sus 
propios procedimientos de consulta, valores, usos y derecho consuetudinario.35

Justamente, en un caso de pueblos ancestrales se dio paso, también, a 
razonar sobre el margen de apreciación frente a los derechos económicos, socia-
les y culturales, sólo que en votos disidentes. Por ejemplo, en el caso Nuestra 
Tierra vs. Argentina (2020) surgirán dos votos parcialmente disidentes sobre 
la temática, los de los jueces Humberto Antonio Sierra Porto36 y Eduardo 
Vio Grossi37 —éste último, en diversos temas, cita explícitamente la locu-
ción y el artículo del sistema europeo sobre el margen—.38 Las posiciones 
de ambos sobre el derecho a la seguridad social ya habían sido expuestas 
en el caso Muelles Flores vs. Perú (2019), lo que configura, en el fondo, una 
crítica clara y no casual a la posición mayoritaria de la Corte de extender su 

35  Cfr. caso Comunidad Indígena Yakye Axa vs. Paraguay (párrs. 144, 145, 146, 148 y 151), caso 
del Pueblo Saramaka vs. Surinam (párr. 127) y Comunidades indígenas miembros de la Asociación 
Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) vs. Argentina (nota al pie 102).

36  “Los DESCA por naturaleza son derechos que dependen en su satisfacción de la exis-
tencia de condiciones materiales. Igualmente, no se trata de derechos «homogéneos», ya 
que tienen un alcance diverso según las capacidades económicas y las características propias 
del Estado y su aparato burocrático. En esta medida no existiría un estándar uniforme de 
cumplimiento de estas obligaciones, sino que su contenido podría depender de las acciones 
determinadas que cada Estado esté en posibilidades de realizar”. Voto parcialmente disidente 
Humberto Antonio Sierra Porto, caso Nuestra Tierra vs. Argentina.

37  “La existencia de tales derechos no es objeto del presente escrito. Lo que, en cambio, se 
sostiene aquí es únicamente que la Corte, contrariamente a lo indicado en la Sentencia, care-
ce de competencia para conocer, al amparo de lo previsto en el artículo 26 de la Convención, 
de las violaciones de aquellos, esto es, que las presuntas vulneraciones de esos derechos no 
son susceptibles de ser justiciables ante ella”. Voto parcialmente disidente Eduardo Vio Grossi, 
caso Nuestra Tierra vs. Argentina.

38  Efectuada en los votos disidentes para los casos López y otros vs. Argentina (2019), Hernán-
dez vs. Argentina (2019), Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la Superintendencia Nacional 
de Administración Tributaria vs. Perú (2019), Díaz Loreto y otros vs. Venezuela (2019) y en el voto 
concurrente del caso Gómez Virula y otros vs. Guatemala.
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competencia contenciosa a disposiciones que no están claramente sujetas a 
dicha capacidad. Así, una interpretación conjunta puede llevar a observar 
que la Corte reconoce la justiciabilidad de estos derechos, pero su forma 
de implementación y regulación cuentan con un margen amplio de aprecia-
ción por parte de los Estados.

Esta materia sería la última detectada de acuerdo a la metodología pro-
puesta, y daría una presentación sucinta de las variaciones y los tópicos en 
el sistema americano sobre el margen de apreciación; llevando a que no 
subsista una homogeneidad del concepto ni de la doctrina en sí, y, por con-
siguiente, que se requieran ciertas observaciones aclaratorias.

V. Observaciones frente a los parámetros 
de aplicabilidad del margen

Un elemento primordial de la concepción del margen de apreciación en el 
contexto interamericano es el presupuesto, que, al igual que en la esfera 
europea, no tiene una noción única y extendida. Por el contrario, ésta suele 
ser dependiente de la construcción jurisprudencial y sólo, de modo poste-
rior, objeto de los modelos aportados por la doctrina. Inclusive la doctrina 
suele oscilar entre posiciones extremas: sea la de una negativa plena en su 
aplicación, por suponer una eliminación de la fuerza vinculante del dere-
cho internacional y de las garantías ya reconocidas a las personas, o sea en 
contraposición, la de una validación íntegra que recopila la percepción de 
una soberanía absoluta como un elemento esencial de la construcción de 
los Estados.

Con todo, lo cierto es que el margen de apreciación no puede ser dis-
tante del todo al significado de la soberanía. Más allá de las diversas pos-
tulaciones que se han surtido sobre ella,39 “Si queremos evitar la confusión 
deberemos restringir el uso de «soberanía» a lo que propiamente se refiere: 

39  Véanse, entre otros: Hillgruber, Christian, “Soberanía. La defensa de un concepto jurídi-
co”, InDret, núm. 1, enero-marzo de 2009, pp. 1-20; Marshall Barberán, Pablo, “La soberanía 
popular como fundamento del orden estatal y como principio constitucional”, Revista de Dere-
cho, vol. 35, núm. 2, julio-diciembre de 2010, pp. 245-286; Balbontin Gallo, Cristóbal, “Volver 
a los orígenes: la soberanía, un concepto fundamental para comprender el derecho público”, 
Revista Chilena de Derecho, vol. 45, núm. 3, septiembre-diciembre de 2018, pp. 825-834.
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potencia absoluta y perpetua bodiniana y hobbesiana; poder absoluto, ili-
mitado, indivisible, inapelable, incontrolable, independiente ad extra y su-
premo ad intra”,40 lo que lleva a diferenciar la soberanía como atributo, y el 
concepto arraigado de soberano, como titular. Justamente en ellos “el ejerci-
cio de poder va unido al territorialismo y a la existencia de un espacio de-
limitado por fronteras sobre el que se puede ejercer un control efectivo”,41 
permitiendo que se hable de las manifestaciones de una soberanía interna 
y externa en relación con el territorio.42 De estos ejercicios se aduce, por 
ejemplo, las nociones a nivel interno de Poder Constituyente y la propia 
libertad configurativa del legislador,43 y a nivel internacional, la autodeter-
minación, el reconocimiento de los Estados como sujetos predominantes 
del derecho internacional público y su capacidad de obligarse ex consensu 
advenit vinculum.

Ahora, tanto la aplicación como las consecuencias son totalmente disími-
les: tal como no pueden compararse estrictamente la Constitución o ley con 
los tratados internacionales, no es equivalente el ejercicio de la soberanía 
a nivel interno que a nivel internacional. Ciertamente, si se asume que el 
ejercicio de la soberanía puede estar regulada de formas distintas, se debe 
entender que el sentido interno de ésta se basa en una visión estatal con 
preponderancia a la centralización —incluso sin importar si se está frente a 
Estados unitarios o compuestos— que se facilita por la identificación noto-
ria de funciones, órganos y normativas, mientras que, a nivel internacional, 
el Estado no es Estado, estrictamente, sino un sujeto que interviene en igual-
dad con otros de la misma índole y que será regulado por la manifestación 
de su voluntad explícita —por decisión o repetición— en una perspectiva 
pactista. Adicionalmente, en lo internacional yacen un pluralismo y una co-
existencia tanto normativas como competenciales ante la ausencia de una 

40  Pereira Menaut, Antonio Carlos, “Después de la soberanía”, Revista de Derecho Político, 
núm. 50, enero-abril de 2001, p. 62.

41  Cancela Outeda, Celso, El proceso de constitucionalización de la Unión Europea: “de Roma a 
Niza”, Santiago de Compostela, Universidad de Santiago de Compostela, 2001, p. 41.

42  Cfr. Fuentes-Contreras, Édgar Hernán, “Del Estado constitucional al Estado convencio-
nal de derecho. Estudio preliminar sobre el modelo del Estado convencional de derecho en 
el contexto latinoamericano”, Revista Jurídica Digital UANDES, vol. 3, núm. 2, julio-diciembre 
de 2019, pp.13-42.

43  Cfr. Fuentes-Contreras, Édgar Hernán, Legislación en sentido material, Bogotá, Grupo 
Editorial Ibáñez y otro, 2018.

 
http://www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx https://revistas.juridicas.unam.mx

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2021 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-internacional/issue/archive

DOI: http://dx.doi.org/10.22201/iij.24487872e.2021.21.15624



D
EF

ER
EN

CI
A 

A 
LA

 S
O

BE
RA

N
ÍA

 N
AC

IO
N

AL
. P

RÁ
CT

IC
A 

Y 
D

O
CT

RI
N

A 
D

EL
 M

AR
G

EN
 D

E 
AP

RE
CI

AC
IÓ

N
 N

AC
IO

N
AL

 E
N

 E
L 

SI
ST

EM
A.

..

221Anuario Mexicano de Derecho Internacional, 
vol. XXI, 2021, pp. 197-231

centralización. Por ello se vuelve relevante el principio de subsidiariedad y 
complementariedad, con el fin de una armonización sistémica44 en lugar de 
un principio de jerarquía, que suele ser la base de la comprensión estatal.

Como consecuencia, su funcionamiento no puede ser idéntico; ni en su 
teoría ni en su práctica. Esta última debido a que, además, no tendrá siem-
pre el mismo sustento normativo.

En esas circunstancias, y pese a que las normativas como la Constitución 
y las leyes comparten con buena parte de los tratados internacionales los 
atributos de textura abierta y su pretensión de perdurabilidad, al igual que 
contenidos como los derechos humanos,45 su racionalidad es distante y, en 
todo caso, dependiente de la consolidación de un acuerdo fundamental, no 
sólo en lo procedimental.46 Bajo ese punto de vista, la coherencia del ejerci-
cio de la soberanía, en lo interno e internacional, se deriva de una relación 
inversamente proporcional; es decir, que está circunscrita por el nivel de 
participación de aquellos sujetos que serán regulados, teniendo mayor legi-
timidad lo que es pactado que aquello que es otorgado o impuesto.

Así las cosas, examinar el concepto de margen de apreciación nacional de-
berá surgir, en primer momento, desde su análisis como ejercicio de la 
soberanía internacional, que manifiesta directamente el reconocimiento de 
la soberanía interna, la propia buena fe como principio del derecho interna-
cional y del principio de subsidiaridad,47 “en virtud del cual se presume que 
los Estados están en mejor posición para determinar la forma más adecuada 
de ajustarse a sus compromisos jurídicos internacionales”.48

44  Véase Contreras, Pablo, “Control de convencionalidad, deferencia internacional y dis-
creción nacional en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos”, Ius 
et Praxis, año 20, núm. 2, julio-diciembre de 2014, pp. 235-274.

45  Cfr. Mena Parras, Francisco Javier, “Democracy, Diversity and the Margin of Appre-
ciation: A Theoretical Analysis from the Perspective of the International and Constitutional 
Functions of the European Court of Human Rights”, REEI, núm. 29, julio-diciembre de 2015, 
pp. 1-18.

46  Cfr. Pereira Menaut, Antonio Carlos, Doce tesis sobre la política, México, UNAM, 2008.
47  “El concepto de consenso contribuye a explicar el funcionamiento de la noción del mar-

gen de apreciación nacional, manifestándose como una herramienta al servicio del principio 
de subsidiariedad y basada en el carácter voluntarista relativista del DI público”. Pascual Vives, 
Francisco José, “El margen de apreciación nacional en los tribunales regionales de derechos 
humanos: una aproximación consensualista”, Anuario Español de Derecho Internacional, vol. 29, 
2013, p. 262.

48  Martínez Estay, José Ignacio, op. cit., p. 379.
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Con tal referencia, al introducir esta doctrina en el derecho interame-
ricano se debe observar, inicialmente, que su cimiento normativo se en-
cuentra en la CADH: desde el preámbulo,49 pasando por los artículos 1.1, 
2o. y 46.1.a que, tácitamente, incluyen la subsidiariedad y la complemen-
tariedad. Esto acreditaría su empleo, como se ha efectuado en la práctica 
de la Comisión y de la Corte, sólo que en su abordaje no se ha tomado en 
cuenta que la categoría es contendedora de varios sentidos que deberían ser 
precisados:

Tabla 3. Sentidos del “margen de apreciación 
nacional” en el Sistema Interamericano 

de Derechos Humanos

Margen de apreciación nacional

Sentidos Descripción

Criterio

Desde el ámbito interpretativo, se encarga de restringir la inter-
pretación judicial a nivel internacional, según la existencia o no 
de un consenso50 entre las partes y, adicionalmente, favorece la 
interpretación auténtica de los Estados, al encontrarse en me-
jor posición para evaluar la razonabilidad de una restricción de 
acuerdo al contexto.

49  “Preámbulo. Los Estados Americanos signatarios de la presente Convención, Reafir-
mando su propósito de consolidar en este Continente, dentro del cuadro de las instituciones 
democráticas, un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en el respe-
to de los derechos esenciales del hombre; Reconociendo que los derechos esenciales del 
hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado, sino que tienen como 
fundamento los atributos de la persona humana, razón por la cual justifican una protección 
internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de la que ofrece 
el derecho interno de los Estados americanos…”. Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (1969).

50  “La doctrina del margen de apreciación nacional se presenta cuando no es posible ve-
rificar la existencia de consenso internacional respecto a la cuestión a resolver y, al mismo 
tiempo, cuando las circunstancias del caso ameritan una deferencia hacia las autoridades esta-
tales para que interpreten el sentido dado a la norma internacional”. López Alfonsín, Marcelo 
Alberto, op. cit., p. 69. “On the other hand the use of the doctrine will allow to be taken cus-
toms, traditions, and the state’s history, into account”. Butler, Petra, “Margin of Appreciation. 
A Note Towards a Solution for the Pacific?”, Victoria University of Wellington Law Review, vol. 39, 
núm. 4, diciembre de 2008, p. 706.
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Margen de apreciación nacional

Sentidos Descripción

Derecho

De titularidad de los Estados, como sujetos del derecho inter-
nacional, y que garantiza el respeto de su voluntad al momento 
de generar las obligaciones internacionales. Del mismo modo, 
es atribuible, como derecho, a los grupos sociales y étnicos y a la 
sociedad en sí misma, en su posibilidad del ejercicio democráti-
co y autodeterminación.

Herramienta

De interacción, armonización y de encuentro entre el derecho 
nacional y el internacional, con el fin de articular competencias 
y piezas normativas de los diferentes ordenamientos ante la co-
existencia de normas y competencias.

Competencia

De regulación o de creación normativa, en razón de que el Es-
tado y sus órganos no son meros aplicadores de las normas in-
ternacionales y que tienen: a) su subsistencia, en la necesidad 
de determinación de las disposiciones con textura abierta o que 
incluyen conceptos abstractos,51 sometiéndose, en primer mo-
mento, a la autorrestricción, y b) su límite, en la afectación del 
núcleo esencial del derecho humano regulado, ante el cual se 
acredita la intervención jurisdiccional internacional.

En esta perspectiva, ha de tenerse en cuenta que si bien la doctrina 
del margen de apreciación no ha sido consolidada con cierta rigurosidad 
conceptual en los sistemas regionales, no deja de ser un elemento que se 
adecuaría y articularía a un sistema normativo policéntrico y no organiza-
do desde la mera jerarquía. Conjuntamente, el margen no puede ser visto 
como una forma de negar la posibilidad de herramientas interpretativas52 
como aquella que aboga por una percepción evolutiva o dinámica, sino 

51  En ese ámbito, resulta relevante la diferencia entre normas de aplicación y normas de 
definición, puesto que esta diferencia también genera qué tipo de margen puede ostentar el 
Estado. Kratochvíl, Jan, op. cit.

52  Cfr. Burgorgue-Larsen, Laurence, “El contexto, las técnicas y las consecuencias de la 
interpretación de la Convención Americana de los Derechos Humanos”, Estudios Constitucio-
nales, vol. 12, núm. 1, enero-junio de 2014, pp. 105-161.
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que su uso se basa en la diferencia entre interpretación y construcción,53 al 
tiempo que coordina la función jurisdiccional internacional no asilada a un 
sistema complejo de interacción, pero que, de cualquier manera, pretende 
evitar un elitismo epistemológico de lo judicial54 y el riesgo de extender las 
preferencias judiciales como verdades jurídicas absolutas, ajenas a la reali-
dad social. En consecuencia, el correcto uso del margen de apreciación más 
que eximir a los Estados de la responsabilidad internacional, les permite, 
como sujeto del derecho internacional, una autonomía mediada para sor-
tear las dificultades relacionadas con los derechos y obligaciones que no 
gozan de claridad normativa.

VI. Conclusiones

Sin duda, el margen de apreciación nacional “is a complex, sophisticated and 
defensible intellectual instrument  for international bodies supervising po-
lycentric rights claims”,55 que pese a tener una mejor recepción en la CIDH,56 
no puede ser tomada como ajena a la realidad interamericana y que requiere 
un tratamiento más allá de lo nominativo. Esto en razón de que incluso las 
afirmaciones de no existencia frente a ciertos tópicos que han sido sostenidas 
en las decisiones de la CIDH y la CoIDH terminan abriendo una puerta para 
que puedan ser aplicados en otros espacios de interpretación de la Conven-
ción, que, por demás, necesitan imperiosamente contar con esa posibilidad.

53  Cfr. Laise, Luciano D., “La distinción entre interpretación y construcción: una visión 
crítica del originalismo del significado público”, Ius et Praxis, vol. 25, núm. 3, diciembre de 
2019, pp. 249-276.

54  Cfr. López Hidalgo, Sebastián, Reflexiones acerca de la legitimidad democrática de la justicia 
constitucional en Ecuador, Quito, UASB, 2018; Laise, Luciano D., “¿Puede la expansión del de-
recho al acceso a la justicia potenciar al activismo judicial?”, Anuario Iberoamericano de Justicia 
Constitucional, vol. 24, núm.1, 2020, pp. 147-173.

55  McGoldrick, Dominic, “A Defence of the Margin of Appreciation and an Argument for 
its Application by the Human Rights Committee”, International and Comparative Law Quarterly, 
vol. 65, núm. 1, enero-marzo de 2016, p. 58.

56  Núñez Poblete, Manuel, “Sobre la doctrina del margen de apreciación nacional. La ex-
periencia latinoamericana confrontada y el thelos constitucional de una técnica de adjudica-
ción del derecho internacional de los derechos humanos”, en Núñez Poblete, Manuel y Acosta 
Alvarado, Paola Andrea (coords.), op. cit., p. 13.
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De ahí que si se entiende el margen de apreciación nacional como objeto 
de un trasplante jurídico, éste no puede ser limitado al término, sino a la 
técnica de aplicación e interpretación, la cual puede equilibrarse en grados 
de ejercicio por parte de los Estados: teniendo en cuenta la naturaleza de las 
normas, el consenso nacional e internacional y su propia formulación, como, 
al parecer implícitamente, lo ha hecho el Sistema Interamericano.57

En el fondo, un análisis correlacional como se efectuó asiente que tanto 
la Corte como la Comisión han tenido la oportunidad de materializar la 
doctrina del margen de apreciación en algunas temáticas y a conceder cate-
gorías de discreción:

Tabla 4. Temáticas que incluyen análisis del “margen  
de apreciación nacional” en el Sistema Interamericano  

de Derechos Humanos

* Los Estados poseen nulo margen de apreciación respecto de amnistías e indultos por 
conductas de lesa humanidad.

Entendiéndose que dichas categorías de discreción interactúan con los 
niveles de control del siguiente modo:

57  Cfr. Henrard, Kristin, “A Critical Analysis of the Margin of Appreciation Doctrine of the 
ECtHR, with Special Attention to Rights of a Traditional Way of Life and a Healthy Environ-
ment: A Call for an Alternative Model of International Supervision”, The Yearbook of Polar Law, 
vol. IV, 2012, pp. 365-413.
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Tabla 5. Categorías del “margen de apreciación nacional” 
y modalidades de control

C
at

eg
or

ía
s d

e 
di

sc
re

ci
ón

Nulo

No existe posibilidad de aplicación del 
margen de apreciación, al ser una norma 
imperativa internacional carente de am-
bigüedad y sometida a un consenso inter-
nacional. Estricto

M
odalidad de control

Leve

Se enmarca en un ejercicio sometido a 
límites imperativos que protegen el dere-
cho y cancelan la discrecionalidad injus-
tificada.

Moderado

Se acciona de acuerdo a la normativa na-
cional, sin que ella pueda tocar o afectar 
el núcleo fundamental del derecho o que 
condicione el ejercicio de otros derechos 
en su núcleo esencial.

Condicionado

Amplio

Se materializa el margen al no existir de-
terminación en la norma internacional 
que ha sido ratificada, o existiendo, ésta 
misma reconoce, directa o indirectamen-
te, la necesidad del consenso nacional.

Restringido

Este modelo de comprensión de la doctrina del margen de apreciación 
obliga, de hecho, a que la supervisión de las obligaciones internacionales su-
ponga un elemento de autorrestricción del Estado, primariamente, y que ésta 
se consolide como un proceso de elaboración social, so pena de que se llegue 
a perder de vista que la perdurabilidad del sistema internacional no puede ser 
un ejercicio de imposición, sino el camino de un acuerdo en lo fundamental.
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Resumo: O presente trabalho visa compreender quais as eventuais consequências do enqua-
dramento ou não do Silala, recurso hídrico compartilhado pelo Chile e pela Bolívia, na defini-
ção jurídica de curso d’água internacional. A principal hipótese proposta é de que a elemento 
do todo unitário do conceito de cursos d’água internacionais não obsta o enquadramento do 
Silala nessa categoria jurídica. Ainda assim, o elemento da desembocadura comum torna ne-
cessária a análise das características geográficas desse recurso hídrico transfronteiriço para que 
um parecer mais claro possa ser proferido, visto que se trata de um índice de razoabilidade 
apenas verificável perante uma situação concreta.
Palavras-chave: direito dos cursos d’água internacionais, Silala, bacia transfronteiriça.

Abstract: This paper aims to understand the possible consequences of the classification or not 
of Silala, a water resource shared by Chile and Bolivia, in the legal definition of an international 
watercourse. The main hypothesis proposed is that the unitary whole element of the concept 
of international watercourses does not preclude Silala from fitting into this legal category. The 
element of the common terminus, on the other hand, makes necessary a factual analysis of the 
geographical characteristics of this transboundary water resource so that a clearer opinion can 
be given, since it is an index of reasonableness only verifiable in the face of a specific situation.
Key words: International Watercourses Law, Silala, Transboundary Basin.

Résumé: Le présent travail vise à comprendre les conséquences possibles de l’encadrement 
ou non de la Silala, ressource en eau partagée par le Chili et la Bolivie, dans la définition juri-
dique d’un cours d’eau international. La principale hypothèse proposée est que l’élément de 
l’ensemble unitaire du concept de cours d’eau internationaux n’entrave pas l’encadrement de 
la Silala dans cette catégorie juridique. L’élément d’écoulement commun, en revanche, rend 
nécessaire l’analyse des caractéristiques phatiques de cette ressource en eau transfrontalière 
afin de pouvoir se faire une opinion plus claire, car il s’agit d’un indice de raisonnabilité qui ne 
peut être vérifié que dans une situation concrète.
Mots-clés: droit des cours d’eau internationaux, Silala, bassin transfrontalier.
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I. Introdução

Dentre os significativos acontecimentos que ocorreram ao longo do século 
XX referentes ao desenvolvimento do direito dos cursos d’água internacio-
nais, o ano de 1997 engloba três dos mais relevantes. O primeiro é a adoção 
da Convenção dos Usos Não-Navegáveis de Cursos d’Água Internacionais 
(UNWC), sendo esta uma das tentativas mais expressivas de codificação 
em matéria de recursos hídricos transfronteiriços no direito internacional e 
um dos marcos normativos que orientam desde então a redação de tratados 
sobre o tema.1 O segundo é o proferimento da sentença pela Corte Inter-
nacional de Justiça (CIJ) no caso Gabcikovo-Nagymaros (Hungria/Eslováquia), 
que não apenas destacou a adoção da UNWC, mas também, anunciou o 
caráter costumeiro do princípio do uso equitativo e racional dos cursos 
d’água internacionais.2 O terceiro e último acontecimento é a revogação 
por parte do governo boliviano da concessão outorgada à Ferrocarril de Anto-

1  A UNWC possui uma importância singular no âmbito do direito dos cursos d’água 
internacionais, e seus dispositivos serão amplamente abordados pelo presente trabalho com o 
fim de compreender as normas existentes no direito costumeiro internacional nessa matéria. 
É importante ressaltar, no entanto, que o Chile e a Bolívia não ratificaram essa convenção, 
de forma que as normas codificadas por ela apenas possuem relevância para o caso analisado 
na qualidade de normas costumeiras internacionais. United Nations, “UN Watercourses Con-
vention”, Estados Unidos da América, disponível em: http://www.unwatercoursesconvention.org/
the-convention/; United Nations Treaty Collection, “Status of the Convention on the Law of 
the Non-Navigational Uses of International Watercourses”, Estados Unidos da América, dis-
ponível em: https://treaties.un.org/pages/ViewDetails.aspx?src=IND&mtdsg_no=XXVII-12&chap 
ter=27&lang=en.

2  Retomando a decisão da Corte Permanente de Justiça Internacional sobre o Rio Oder, 
a Corte Internacional de Justiça reafirmou o princípio do uso equitativo, inserindo-o no con-
texto do direito dos usos não navegáveis de cursos d’água internacionais: “[the] community of 
interest in a navigable river becomes the basis of a common legal right, the essential features 
of which are the perfect equality of all riparian States in the user of the whole course of the 
river and the exclusion of any preferential privilege of any one riparian State in relation to 
the others” (Permanent Court of International Justice, Territorial Jurisdiction of the International 
Commission of the River Oder, Judgment No. 16, 1929, P.C.I.J., Series A, No. 23, p. 27). Modern 
development of international law has strengthened this principle for non-navigational uses of 
international watercourses as well, as evidenced by the adoption of the Convention of 21 May 
1997 on the Law of the Non-Navigational Uses of International Watercourses by the United 
Nations General Assembly”. International Court of Justice, “Case Concerning the Gabcikovo-
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fagasta à Bolívia para a utilização do Silala, que representou o momento de 
ruptura entre o Chile e a Bolívia quanto a esse recurso hídrico transfrontei-
riço. O governo chileno postula que, a partir desse ato, o governo boliviano 
já indicava sua pretensão de declarar o Silala enquanto um recurso domés-
tico e de demandar ao Chile que pagasse por sua utilização.3 A ruptura que 
surgiu desse embate culminaria eventualmente na categorização do sistema 
hídrico do Silala enquanto a única bacia em alto risco na América do Sul e 
uma das mais vulneráveis do planeta.4

Após quase 20 anos, em 2016, surge o processo da Disputa relativa ao 
Status e Uso das Águas do Silala, no qual são colocados em discussão perante 
à CIJ a natureza e as limitações do conceito de cursos d’água internacio-
nais, além da existência de um ordenamento jurídico aplicável aos recursos 
hídricos que se enquadram no escopo dessa definição. Em breve síntese, 
a controvérsia circunda a discussão acerca da origem física do Silala e as 
consequências que decorrem desse fato disputado, de forma que a Bolívia 
alega possuir soberania absoluta sobre esse recurso hídrico transfronteiriço, 
enquanto o Chile afirma que se trata de um recurso incluído no escopo das 
normas específicas aplicáveis a cursos d’água internacionais.5

Diferentemente do caso Gabcikovo-Nagymaros e de outros casos relati-
vos à utilização de rios internacionais para fins distintos da navegação, tais 
como o Pulp Mills,6 o caso Silala não se baseia na violação das normas subs-
tanciais e procedimentais de um tratado relativo à gestão de um recurso 
hídrico, mas se desenvolve em torno da aplicabilidade de um conjunto 

Nagymaros Project (Hungary/Slovakia)”, Holanda, International Court of Justice, 1997, dis-
ponível em: https://www.icj-cij.org/files/case-related/92/092-19970925-JUD-01-00-EN.pdf.

3  Fuentes, Ximena, “Solicitud de inicio de procedimiento de la República de Chile contra 
el Estado Plurinacional de Bolivia ante la Corte Internacional de Justicia por el aprovecha-
miento de las aguas del río Silala (6 de junio del 2016)”, Revista Tribuna Internacional, Chile, 
vol. 5, núm. 9, 2016, p. 204.

4  United Nations Environmental Programme, Hydropolitical Vulnerability and Resilience 
along International Waters, Quênia, UNEP, 2007, pp. 64 e 65.

5  Lima, Lucas, “The Silala Waters Dispute before the ICJ and the Law on the use of In-
ternational Rivers for Non-Navigational Purposes”, Questions of International Law, Itália, vol. 
“Zoom-In” 39, 2017, pp. 1-3.

6  O caso Pulp Mills (Argentina vs. Uruguai) diz respeito à controvérsia relativa à instalação de 
uma fábrica de celulose no largo do rio Uruguai. O caso foi resolvido sob a égide do Estatuto 
do Rio Uruguai, que previa as normas procedimentais e substanciais aplicáveis a esse recurso 
hídrico transfronteiriço especificamente.
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específico de normas internacionais, aquele aplicável aos cursos d’água 
internacionais.7

Isso acontece porque o Silala é um recurso hídrico compartilhado pelo 
Chile, à jusante, e pela Bolívia, à montante, cujo fluxo hídrico é influenciado 
por canais artificiais. Assim, as partes disputam, essencialmente, o nível de 
influência que essas estruturas artificiais exercem sobre o fluxo do sistema. 
Essa influência afeta diretamente o enquadramento do Silala no âmbito do 
direito internacional, de forma que o debate sobre a natureza e os elementos 
geográficos desse recurso são primordiais para a resolução da controvérsia.

Mesmo diante da disputa técnica acerca dos aspectos geográficos do 
Silala, é incontroverso que suas águas surgem à aproximadamente 4.500 
metros acima do nível do mar, são formadas a partir de diversos canais e 
nascentes derivados de um aquífero que também é compartilhado pelos 
dois países, e confluem com as águas do Rio Helado para formar o Rio San 
Pedro de Incaliri, um tributário do Rio Loa.8 Apesar do fluxo tímido do 
Silala (aproximadamente 0.150 m3/s na região da fronteira), esse recurso 
possui uma importância singular, visto que está situado no Deserto do Ata-
cama, onde a disponibilidade de recursos hídricos é extremamente escassa.9

Para compreender a situação particular que se apresenta no caso Silala, 
o trabalho adota um marco teórico-conceitual, que consiste na análise do 
conteúdo das normas jurídicas nacionais e internacionais em face dos aspec-
tos históricos e geográficos que circundam o caso concreto. Essa construção 
é realizada a partir dos elementos gerais e limitações do conceito de cursos 
d’água internacionais na doutrina e jurisprudência internacional, para então 
observar as peculiaridades do caso Silala, na forma como se passa a expor.

De início, a seção II discute os limites da definição de cursos d’água inter-
nacionais, perpassando a análise dos seus elementos constitutivos e do seu 
processo de formação. Dessa forma, os elementos factuais do caso Silala se-
rão discutidos à luz dos elementos normativos da definição de cursos d’água 
internacionais na tentativa de moldar algumas considerações preliminares 
sobre o enquadramento jurídico do recurso compartilhado em questão.

7  Lima, Lucas, op. cit.
8  Mulligan, Brendan e Eckstein, Gabriel, “The Silala/Siloli Watershed: Dispute over the 

Most Vulnerable Basin in South America”, Water Resources Development, Estados Unidos da 
América, vol. 27, núm. 3, 2011, pp. 595 e 596.

9  Idem.
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Em segundo lugar, a seção III delineia o contexto no qual se desenvolve 
a controvérsia do Silala. Apesar da escassez de provas efetivas da situação 
de fato e da cadência de acontecimentos que culminaram no atual estado 
da controvérsia, o presente trabalho irá apresentar as versões das partes, 
considerando principalmente os pontos de convergência na argumentação 
dos litigantes. Assim, serão apresentados todos os elementos factuais levan-
tados pelas partes, sem prejuízo à eventual reconstituição dos fatos a ser 
realizada pela CIJ.

Com base nessas perspectivas, o trabalho apresenta as potenciais contri-
buições que podem ser derivadas dos cenários fáticos apresentados pelas 
partes, bem como suas consequências para o Silala. Argumenta-se, então, 
que o direito internacional pode ser significativamente alterado pela sen-
tença proferida no caso Silala.

II. A definição dos cursos d’água internacionais

A definição do termo curso d’água internacional ocupa lugar central da disputa 
acerca do Silala, visto que delimitará o regime jurídico aplicável a esse recur-
so. Tal conceito surgiu e foi desenvolvido no âmbito da Comissão de Direito 
Internacional (CDI), tendo sido moldado, primordialmente, por meio de 
estudos acerca dos tratados existentes sobre o tema e da opinião majoritária 
dos Estados.10 Entretanto, para que houvesse essa opinião majoritária, foi 
necessário realizar uma compatibilização entre as duas posições dominantes 
dos Estados à época acerca da abrangência geográfica do conceito.

Desse modo, observando os Estados que se pronunciaram perante a CDI 
sobre a abrangência geográfica dos trabalhos desenvolvidos, percebe-se um 
conflito entre os Estados que defendiam a adoção do conceito de “rio in-
ternacional”, mais restritivo, e aqueles que, por outro lado, eram favoráveis 
ao conceito de “bacia de drenagem”, mais abrangente. Criou-se, assim, um 
conceito que combina elementos das duas definições.11

10  Arcari, Maurizio, “The Codification of the Law of International Watercourses: The Draft 
Articles Adopted by the International Law Commission”, Anuario Español de Derecho Internacio-
nal, Espanha, vol. 13, 1997, pp. 3-32.

11  Idem.
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É essencial compreender o contexto de criação desse novo conceito, 
bem como os conceitos que deram origem a este, para então investigar 
efetivamente os elementos e a interpretação da definição de cursos d’água 
internacionais, um conceito que engloba os recursos hídricos transfrontei-
riços superficiais e seus componentes hídricos anexos que fluem em um 
sentido comum.

Para tanto, será apresentado inicialmente o contexto de construção desses 
conceitos. Em seguida, serão analisados os elementos constitutivos da defi-
nição de cursos d’água internacionais, o “todo unitário” e a “desembocadura 
comum”. A compreensão desses elementos será essencial para distinguir os 
diferentes tipos de recursos hídricos transfronteiriços que englobam, em 
diversas escalas, canais artificiais, e para formular algumas considerações so-
bre a possibilidade de enquadramento do Silala nesse conceito, em vista das 
versões conflitantes dos Estados litigantes.

1. A Criação do Conceito de Cursos  
d’água Internacionais

A harmonização dos conceitos de rio internacional e de bacia de drena-
gem para criar a definição de curso d’água internacional foi um processo 
gradual, visto que esses conceitos são fortemente divergentes. O rio inter-
nacional, uma das primeiras definições internacionais na matéria de recur-
sos hídricos tranfronteiriços, foi introduzido pelo Ato Final do Congresso 
de Viena de 1815. Essa definição foi defendida por diversos países, entre 
estes o Brasil, e seu escopo geográfico se limita a rios que trespassam fron-
teiras de dois ou mais Estados.12

Entretanto, esse termo era utilizado para delimitar o escopo geográfico 
dos rios transfronteiriços para fins de navegação. O regime jurídico dos 
recursos hídricos compartilhados para fins outros que a navegação foi con-
cebido apenas um século mais tarde, contando com contribuições essenciais 

12  Assim como o Brasil, grande parte dos países da América Latina favoreceram o conceito 
de rio internacional. Entretanto, o Chile e a Bolívia não se pronunciaram sobre a matéria 
durante os trabalhos de codificação da CDI. República Federativa do Brasil, “Replies of Gov-
ernments to the Commission’s Questionnaire”, Yearbook of the International Law Commission, 
Estados Unidos da América, Organização das Nações Unidas, 1976, vol. II, núm. 1.
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do Instituto de Direito Internacional (IDI).13 Em sua Conferência de Madri, 
o IDI proclamou princípios gerais que deveriam reger o gerenciamento dos 
rios transfronteiriços, instrumento esse que não possuía caráter vinculante, 
mas visava orientar a prática dos Estados no âmbito dessa matéria.14

Posteriormente, esse conceito é adotado na Declaração de Assunção so-
bre o Uso de Rios Internacionais, em 1971. A declaração realiza uma sepa-
ração dos rios em contíguos e sucessivos, estabelecendo dois regimes pa-
ralelos de utilização.15 Nesse sentido, os rios contíguos consistem naqueles 
que estabelecem o limite fronteiriço entre os Estados, enquanto os rios su-
cessivos são aqueles que efetivamente atravessam fronteiras estatais.16 Con-
forme a Declaração de Assunção, os rios contíguos estariam sob a tutela de 
ao menos duas soberanias estatais, de forma que seria necessário um acordo 
prévio a qualquer utilização das águas do recurso.17 Em contrapartida, os 
rios sucessivos estariam regidos por soberanias alternativas, sendo o Estado 
à montante detentor da parte superior do rio e o Estado à jusante possessor 
da parte inferior, existindo apenas o dever de não causar danos significativos 
aos outros Estados riparianos.18

Apesar de lograr de uma aceitação considerável por uma parte dos Es-
tados à época do início dos trabalhos da CDI, tal definição se limitava a 
rios transfronteiriços, excluindo de seu escopo até mesmo outros recursos 
hídricos superficiais transfronteiriços, tais como os lagos.19 Considerando 
essa limitação estrita do escopo geográfico, o próprio IDI já havia altera-
do a nomenclatura desse tópico de trabalho para curso d’água ou bacia de 

13  Institut de Droit International, “Réglementation internationale de l’usage des cours 
d’eau internationaux en dehors de l’exercice du droit de navigation. Session de Madrid 
(1911)”, Suíça, Institut de Droit International, 1911, disponível em: http://www.idi-iil.org/app 
/uploads/2017/06/1911_mad_01_fr.pdf.

14  Teclaff, Ludwik, “Evolution of the River Basin Concept in National and International 
Water Law”, Natural Resources Journal, Estados Unidos da América, vol. 36, núm. 2, 1996, 
p. 366.

15  República Federativa do Brasil, “Declaration of Asunción on the Use of International 
Rivers”, Itália, disponível em: http://www.fao.org/docrep/005/w9549e/w9549e03.htm.

16  Cavalcanti, Themistocles, “Problemas jurídicos dos rios internacionais”, Revista de Ciên-
cia Política, Brasil, vol. 23, núm. 3, 1980, p. 27.

17  República Federativa do Brasil, “Declaration of Asunción...”, cit.
18  Idem.
19  Caflisch, Lucius, “Règles Générales du Droit des Cours d’Eau Internationaux”, Collected 

Courses of the Hague Academy of International Law, Brill-Nijhoff, vol. 219, 1989, p. 31.
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drenagem à época da codificação da CDI, mesmo que não houvesse uma 
definição clara dos novos termos utilizados.20

Nesse sentido, a outra definição apresentada foi a de bacia de drenagem, 
um conceito que foi desenvolvido em âmbito doutrinário e adotado no art. 
II das Regras de Helsinque, da Associação de Direito Internacional (ADI).21 
Tal conceito apresenta uma maior abrangência geográfica, englobando toda 
a área que contribui para o abastecimento de um conjunto hídrico que flui 
em um sentido comum.22 Essa definição resulta, assim, de um movimento 
de Estados que defendia a adoção de um conceito mais abrangente, com-
preendendo um corpo de normas mais desenvolvido e voltado à proteção 
ambiental.

O conceito de bacia de drenagem representa uma unidade hidrológica 
indivisível que requer uma consideração global dos seus elementos para 
possibilitar uma utilização mais equitativa do recurso compartilhado.23 Os 
Estados que compõem uma bacia hidrográfica não são apenas aqueles que 
dividem o rio principal que integra o todo unitário, mas também todos 
aqueles que contribuem para o abastecimento hídrico da bacia.24

Esse conceito foi recebido de diversas formas pelos Estados. Houve 
aqueles que apoiaram a adoção desse conceito sem nenhuma reserva, tais 
como a Finlândia e os Estados Unidos da América,25 como também alguns 
Estados que consideraram adequado adotar o conceito de bacia de drena-

20  Institut de Droit International, “Utilisation des eaux internationales non maritimes (en 
dehors de la navigation). Session de Salzbourg (1961)”, Suíça, Institut de Droit International, 
1961, disponível em: http://www.idi-iil.org/app/uploads/2017/06/1961_salz_01_fr.pdf.

21  “An international drainage basin is a geographical area extending over two or more States 
determined by the watershed limits of the system of waters, including surface and under-
ground waters, flowing into a common terminus”. International Law Association, “The Hel-
sinki Rules”, Estados Unidos da América, International Law Association, 1966, artigo II, dis-
ponível em: https://www.internationalwaterlaw.org/documents/intldocs/ILA/Helsinki_Rules-ori 
ginal_with_comments.pdf.

22  Idem.
23  Idem.
24  Ibidem, artigo III.
25  Republic of Finland, “Replies of Governments to the Commission’s Questionnaire”, 

Yearbook of the International Law Commission, Estados Unidos da América, Organização das Na-
ções Unidas, 1976, vol. II, núm. 1; United States of América, “Replies of Governments to the 
Commission’s Questionnaire”, Yearbook of the International Law Commission, Estados Unidos da 
América, Organização das Nações Unidas, 1976, vol. II, núm. 1.
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gem apenas para os efeitos ligados à poluição, mas recusaram a aplicação 
desse conceito para a análise normativa da utilização dos recursos hídricos 
compartilhados.26 Contudo, uma parcela considerável dos Estados posicio-
nou-se contrária a esse conceito, visto que desejavam que a CDI iniciasse 
seus trabalhos com base em um escopo mais restritivo.27 Alguns Estados, 
tais como a Bulgária e a România, consideravam que as questões jurídicas 
relativas a cursos d’água internacionais eram demasiadamente diversas e 
singulares, de forma que seu processo de codificação seria uma empreitada 
muito difícil, ou até mesmo impossível.28

Ainda assim, não obstante essa forte disputa inicial, quase a totalidade 
dos Estados consultados tomaram a posição de que a definição do esco-
po seria relevante apenas enquanto um meio para a discussão do tema es-
sencial, que seriam os problemas jurídicos relativos à disputa de dois ou 
mais Estados por um sistema hídrico internacional.29 Como argumentado 
pela Argentina, a especificação de uma definição seria desnecessária e até 
mesmo inapropriada, visto que seria possível progredir sem se perder em 
um debate acadêmico prolongado que muito provavelmente não produziria 
conclusões efetivas.30 Dessa forma, Richard Kearney, o primeiro relator 
desse tema, decidiu trabalhar o tópico sem se ater à discussão acerca da 
definição, alegando ser a prática usual da CDI utilizar definições provisórias 
enquanto analisa as normas substanciais.31

Em seguida, o sucessor de Kearney na relatoria do tema de cursos d’água 
internacionais, Stephen Schwebel, realizou a primeira tentativa de conver-
gência entre os conceitos de bacia de drenagem e rio internacional, apesar 
das adversidades encontradas no processo. Ao analisar a dicotomia do todo 

26  Kearney, Richard, “First Report on the Law of Non-Navigational uses of International 
Watercourses”, Yearbook of the International Law Commission, Estados Unidos da América, Orga-
nização das Nações Unidas, 1976, vol. II, núm. 1, p. 185.

27  Kearney, Richard, op. cit., p. 184.
28  Wescoat, James, “Beyond the River Basin: Changing Geography of International Water 

Law Problems and International Watercourses Law”, Colorado Journal of International Environ-
mental Law and Policy, Estados Unidos da América, vol. 3, núm. 1, 1992, p. 307.

29  Kearney, Richard, op. cit., p. 185.
30  Republica Argentina, “Replies of Governments to the Commission’s Questionnaire”, 

Yearbook of the International Law Commission, Estados Unidos da América, Organização das Na-
ções Unidas, 1976, vol. II, núm. 1.

31  Kearney, Richard, op. cit., p. 185.
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vol. 186, 1984.
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International Water Law”, Natural Resources Journal, Estados Unidos da 
América, vol. 36, núm. 2, 1996.

United Nations, “UN Watercourses Convention”, Estados Unidos da 
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vention/.
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Wescoat, James, “Beyond the River Basin: Changing Geography of Inter-
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biano de asegurar la defensa de los derechos de las personas sometidas a su juris-
dicción, cuando esos derechos sean vulnerados por personas naturales o jurídicas 
que gozan de inmunidad.

En este sentido, los supuestos enunciados guardan correspondencia con 
los fundamentos esenciales por los cuales las inmunidades y privilegios otor-
gados a los organismos de derecho internacional son constitucionales, y al 
mismo tiempo con el reconocimiento que ha hecho la jurisprudencia sobre 
el carácter restringido de la inmunidad de jurisdicción, particularmente en 
materia laboral.63

Sobre la misma tendencia, de limitación no convencional de la inmuni-
dad de las organizaciones internacionales que pueda implicar para la Corte 
Constitucional su obligación o “deber” de comparecencia, otra decisión de 
tutela, la Sentencia T-093 de 2012, reafirma la inmunidad de jurisdicción 
y de ejecución, pero curiosamente afirma que Colombia ha sido parte del 
proceso histórico en el que las inmunidades diplomáticas se van trasladando 
al ámbito de las organizaciones internacionales, donde la corte errónea-
mente traspasa a las segundas, las excepciones emanadas de la costumbre 
para las primeras, criterio que como se ha reiterado, no es admisible:

4.2.1. El Estado colombiano ha reconocido que las inmunidades y prerrogativas 
que concede el país a funcionarios de organizaciones internacionales o represen-
tantes diplomáticos de otros Estados, en garantía de la necesidad de asegurar la 
independencia y neutralidad de las labores que desarrolle el sujeto de derecho 
internacional correspondiente, armonizan con las disposiciones de la Constitución 
Política. Se trata, principalmente, de la Convención sobre Privilegios e Inmunida-
des de Naciones Unidas, del 13 de febrero de 1946, ratificada por Colombia me-
diante la Ley 62 de 1973, instrumento del que Colombia es parte y se encuentra 
obligado ya que no lo ha denunciado, ni ha condicionado o ha hecho reserva de 
alguna de sus disposiciones.

4.2.2. La inmunidad, para el caso que nos ocupa, constituye, entonces, una 
regla de carácter procesal que opera como excepción y que reviste dos manifesta-
ciones fundamentales: (i) la inmunidad de jurisdicción como tal, que se refiere a la 
incompetencia de los jueces nacionales para juzgar a determinados sujetos de dere-
cho internacional, que pueden ser otros Estados u organizaciones internacionales 

63  Sentencia T-611 de 2011.
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y (ii) la inmunidad de ejecución, la cual impide que se haga efectiva determinada 
decisión judicial, en caso de que el procedimiento contra el sujeto de derecho in-
ternacional se hubiere llevado a cabo. Al respecto, la Corte ha expresado:

…del principio de soberanía, independencia e igualdad de los Estados se de-
riva una regla de derecho internacional público, reconocida por la costumbre 
y las convenciones internacionales en virtud de la cual los agentes y bienes de 
Estados extranjeros deben ser inmunes frente a la actuación coercitiva de las 
autoridades públicas de los Estados huéspedes. Este principio se hizo extensivo 
a los funcionarios y bienes de las agencias o centros internacionales a fin de 
garantizar, fundamentalmente, la independencia de dichos organismos en el 
cumplimiento de sus funciones, donde quiera que, en virtud de un acuerdo 
internacional, operaran.64

En conclusión, la recepción y desarrollo de los preceptos de inmunidad 
explicados anteriormente por parte de la jurisdicción colombiana es con-
tradictoria y problemática. La jurisprudencia colombiana, como se eviden-
cia en las decisiones previamente explicadas, no identifica correctamente la 
naturaleza de las fuentes que gobiernan cada tipo de inmunidad —la diplo-
mática y la de las organizaciones internacionales—, generando confusiones 
sobre las restricciones que son admisibles a la misma.

En primer lugar, en varias sentencias de su primera época o primera 
corte, como la C-203 de 1995, y gran cantidad de sentencias posteriores 
que la citan, como las C-254 de 2003, la Corte Constitucional reconoce 
la naturaleza funcional y convencional de la inmunidad de las organizacio-
nes internacionales, lo que debería ser fundamento jurisprudencial para 
que las autoridades nacionales y ella misma reconocieran que se trata de 
una inmunidad que se estudia caso por caso y de ser pactada como plena 
para una organización, así debe mantenerse y solo serán aplicables a ella las 
excepciones emanadas de su propio convenio constitutivo, por ejemplo, 
la excepción de no extender a nacionales funcionarios de la organización 
ninguna inmunidad, como se pactó en el instrumento analizado por la Sen-
tencia C-254 de 2003.

Posteriormente, en un conjunto amplio de sentencias cuyos argumentos 
terminan condensados y recogidos en las decisiones C-788 de 2011 (Acuer-
do de Cooperación y Régimen de Inmunidades entre la Organización Inter-

64  Sentencia T-093 de 2012.
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nacional para las Migraciones y el Gobierno de Colombia) y la C-267 de 
2014 (Acuerdo entre Colombia y la Organización para la Prohibición de las 
Armas Químicas sobre Privilegios e Inmunidades de la OPAQ), comienza 
un fenómeno jurisprudencial tan confuso como curioso: la Corte Consti-
tucional empieza a traer las excepciones derivadas de la costumbre, apli-
cadas a la inmunidad diplomática, que ha tenido oportunidad de conocer 
entre sus inicios (1994) y esta segunda década (2010 en adelante) por vía 
de sentencias de tutela frente a problemas concretos de inmunidad de 
misiones diplomáticas en incumplimiento de contratos y controversias 
laborales, y las hace aplicables a los estudios de control abstracto de las 
leyes aprobatorias de tratado de los acuerdos de inmunidad de las orga-
nizaciones internacionales, no solo generando la confusión de que ambos 
tipos de inmunidad son gobernados por la costumbre, sino generando el 
difícilmente sostenible argumento a nivel internacional, de que la inmu-
nidad de las organizaciones es per se restringida, cuando en realidad su 
alcance restringido o pleno derivada del convenio.

Esto deriva en situaciones complejas para la defensa de la inmunidad 
internacional, según se ha pactado en los tratados en el caso de las organi-
zaciones internacionales en la jurisdicción colombiana, que se evidencian 
en decisiones de la misma época o un poco posteriores, donde por vía de 
control concreto, sentencias de tutela, se acciona en contra de las organiza-
ciones internacionales, como las referidas sentencias T-883 de 2005, T-611 
de 2011 y T-093 de 2012 y en donde la Corte Constitucional, contrario al 
estándar internacional explicado al inicio del artículo, termina de consoli-
dar tres impropiedades fundamentales frente a las organizaciones interna-
cionales y su inmunidad.

En primer lugar, derivar de su concepción restringida de la inmunidad, 
la idea de que puede adicionar o presumir limitaciones a la inmunidad de 
las organizaciones internacionales que no estén pactadas en el tratado, mu-
chas de ellas, meras asimilaciones de las limitaciones consuetudinarias de 
la inmunidad diplomática, como los asuntos laborales, extracontractuales 
o sucesorales. Ya existe en el precedente comparado, un importante nú-
mero de casos, como Broadbent vs. OAS, donde tribunales de superior jerar-
quía indicaron que no se podían someter a la legislación nacional asuntos 
laborales si esa excepción no estaba pactada en el convenio constitutivo y 
que la restricción a la inmunidad en materia laboral no se puede presumir. 
Véase el siguiente ejemplo:

 
http://www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx https://revistas.juridicas.unam.mx

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2021 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-internacional/issue/archive

DOI: http://dx.doi.org/10.22201/iij.24487872e.2021.21.15624



RI
CA

RD
O

 A
BE

LL
O

-G
AL

VI
S 

 / 
 W

AL
TE

R 
AR

ÉV
AL

O
-R

AM
ÍR

EZ

332 Anuario Mexicano de Derecho Internacional, 
vol. XXI, 2021, pp. 295-337

Treatise writers on the law of international organizations have recognized the force 
of the argument made in text. See, e. g., M. B. Akehurst, The Law Governing Em-
ployment in International Organizations 12 (1967), which discusses suits such as 
the instant case in the following terms:

At first sight, disputes of this sort could be referred to municipal tribunals. The 
organization normally possesses immunity, but immunity can be waived. However, 
the special nature of the law governing employment in international organizations, 
closely linked as it is with delicate questions of administrative policy, makes mu-
nicipal tribunals totally unsuited to deal with it. It would be like an english court 
trying to judge a dispute between the french government and one of its officials. 
Courts in all countries usually refuse to handle questions of foreign public law, and, 
in the same way, a number of municipal courts have held themselves incompetent 
to judge claims brought by international civil servants against the organizations 
which employ them, not on the grounds of immunity, but on the grounds of the 
special law applicable.

There is therefore a vacuum which needs to be filled by the organizations them-
selves. The creation of an independent body, empowered to make binding decisions 
in legal disputes between an organization and its staff, is by no means an altruistic 
gesture from the organization’s point of view; without it, officials might suffer from 
a sense of injustice which would impair the smooth running of the Secretariat.

The court notes that the OAS, like most international organizations, has estab-
lished elaborate internal grievance machinery.

We hold that the relationship of an international organization with its inter-
nal administrative staff is noncommercial, and, absent waiver, activities defin-
ing or arising out of that relationship may not be the basis of an action against 
the organization —regardless of whether international organizations enjoy ab-
solute or restrictive immunity.65

En segundo lugar, desarrollar una doctrina, contradictoria en su seno, de 
un deber de comparecencia de las organizaciones internacionales, genérico 
a todas ellas, frente a instrumentos constitucionales como el derecho de 
petición cuando se encuentren involucrados derechos fundamentales, pero 
a la vez, dándoles la salvaguarda de no comparecer si las mismas organiza-
ciones consideran que la solicitud afecta su independencia y su objeto y fin, 
y por tercero y último, en el proceso aplicar mal la doctrina del Consejo de 

65  Broadbent v. Organization of Am. States, 628 F.2d 27, D.C. Cir., 1980.
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Estado en la materia, pues las decisiones de aquel han implicado tanto la no 
comparecencia de la organización internacional, como el desarrollo claro 
del principio de que como contracarga de la inmunidad de las organizacio-
nes internacionales, será el Estado el que salga a atender las demandas de 
terceros que puedan involucrar organizaciones internacionales, las cuales 
no deberán comparecer y será el Ministerio de Relaciones Exteriores el que 
asista al proceso, y el Estado el que repare en caso de daño.66

V. Conclusión

Como conclusión, consideramos necesario un ajuste y separación clara de 
los dos tipos de inmunidad y su alcance en la jurisdicción colombiana, para 
evitar que esta afectación a la inmunidad de las organizaciones internacio-
nales derive en arbitrariedades de los jueces y autoridades nacionales, que 
bajo estos mismos preceptos, podrían seguir derivando excepciones de la 
inmunidad diplomática y aplicarlas a las organizaciones internacionales de 
manera generalizada y sin observar lo pactado en su convenio constitutivo 
y acuerdo de sede.

Estos errores podrían derivar incorrectamente en que los funcionarios 
nacionales de una organización internacional no cuenten con la inmuni-
dad pactada por el solo hecho de ser nacionales, o construir, localmente, 
limitaciones a la inmunidad en materia tributaria de tales funcionarios, las 
reglas migratorias que deben atender, imponerles procedimientos de acre-
ditación que no fueron pactados en el tratado de la organización y que son 
propios del ámbito de la inmunidad diplomática, entre otras conductas que 
constituirían en sí mismas una violación a la inmunidad de la organización 
y al convenio constitutivo, y con ello, un hecho internacionalmente ilícito 
generador de responsabilidad internacional, violando por demás la obliga-
toriedad de los tratados como pilar del derecho internacional, principio 
reconocido por Colombia.67

66  Véase Acción de tutela 41001 -23-33-000-2019-00436-0 1. Sentencia segunda instan-
cia. Consejo de Estado, Colombia. Sala de lo contencioso administrativo. Sección quinta. 
Magistrada ponente : Rocio Araujo, 31 de octubre de 2019.

67  Sentencia C-358 de 1997.
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Estas violaciones y limitaciones a la inmunidad de las organizaciones in-
ternacionales, justamente como lo ha reconocido la Corte Internacional de 
Justicia en su famosa opinión consultiva de 1949 conocida como “Repara-
tion for Injuries Suffered in the Service of the United Nations”,68 pueden 
generar un derecho a la organización internacional, como sujeto del de-
recho internacional, de invocar la responsabilidad internacional contra el 
Estado y la reparación del daño por todos los mecanismos diplomáticos y 
jurisdiccionales a su alcance.
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Resumo: Discutido por jusfilósofos e internacionalistas, o fundamento de validade do Direito 
Internacional Público —o motivo pelo qual as normas jusinternacionais são dotadas de cogência 
legítima— nunca teve consenso entre especialistas. Nota-se, entretanto, tendência contemporâ-
nea a favorecer as narrativas Objetivistas, que apontariam fundamento de validade suprapositi-
vo, para além da vontade estatal. Este artigo defende a retomada da Vereinbarung, ou seja, a Von-
tade Coletiva dos Estados, como única narrativa capaz de sustentar a obrigatoriedade legítima 
das normas de Direito Internacional, ressalvados adendos à teorização original.
Palavras-chave: fundamento do direito internacional público, voluntarismo, Triepel.

Abstract: The source of validity of Public International Law —the reason why international 
norms are legitimate and mandatory— has been discussed by philosophers and internationalists 
with no reachable consensus. Nonetheless, there is a contemporary tendency towards favoring 
Objectivist narratives, which believe that any source is suprapositive, beyond State will. This 
article defends Vereinbarung, in other words, the Collective Will of States, as the only narrative 
able to support the legitimate obligatoriness of Public International Law norms, regardless of 
necessary amendments.
Key words: foundation of international law, voluntarism, Triepel.

Résumé: Le fondement du Droit International Public —la raison pour laquelle les normes sont 
légitimes et obligatoires— a été discuté par des philosophes et par des internationalistes sans 
possible consensus. Néanmoins, il y a une certaine tendance contemporaine qui privilégie des 
récits Objectivistes, c’est-à-dire, qui souligne des raisons suprapositives, au-delà de la volonté 
des Etats. Cet article défend la Vereinbarung, la Volonté Commune des Etats comme le seul récit 
capable d’expliquer la légitimité des obligations du Droit International Public, malgré quelques 
nécessaires réparations.
Mots-clés: fondement du droit international, volontarisme, Triepel.
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I. Introdução

O fundamento das normas de Direito Internacional Público (DIP) é tópico 
tradicionalmente cuidado pelos estudiosos do ramo. No entanto, com a as-
censão das explicações naturalistas, ordinariamente fluidas e abstratas, abriu-
se margem para que múltiplas narrativas ganhassem terreno, o que agravou 
a inconclusão que paira sobre o assunto. Enquanto as diversas correntes do 
Voluntarismo se fixavam sobre a maneira pela qual a vontade estatal criava 
normas jurídicas internacionais, o Objetivismo ou Naturalismo abriu a caixa 
de Pandora da especulação etérea. Certos valores internacionais comparti-  
lhados poderiam ser a causa primeira da cogência das normas, sem muito se 
perquirir quais seriam tais valores. Ainda, apontou-se o necessário convívio 
internacional como fator de obrigatoriedade de certos mandamentos jurídi-
cos. Outra corrente doutrinária buscou Direitos Fundamentais dos Estados, 
anteriores ao Direito entre nações. A indefinição doutrinária, inquietante 
para o pesquisador, deu-se precipuamente pela perda de um elemento co-
mum às narrativas, tal como é a vontade para os Voluntaristas. Estes teóricos, 
respeitadas diferenças a serem esmiuçadas, foram atacados pelas supostas 
desconsiderações sobre o ideal de Justiça, pelo apego ao formalismo, pelo 
estadocentrismo e, mais recentemente, pela consolidação das normas impe-
rativas de Direito Internacional Geral, as normas jus cogens, apresentadas no 
artigo 53 da Convenção de Viena sobre Direito dos Tratados entre Estados 
(1969). Estas normas não poderiam ser revogadas pelo protesto unilateral 
de Estado, tampouco por acordos internacionais voluntários que não envol-
vessem a comunidade internacional como um todo.

Essas considerações enterraram precocemente o Voluntarismo e, com ele, 
a Teoria da Vontade Coletiva dos Estados, a Vereinbarung proposta por Karl 
Heinrich Triepel. Ao longo do artigo, pretende-se sumarizar, brevemente, a 
disputa entre Objetivistas e Voluntaristas, bem como apresentar, com aden-
dos, a teorização do professor de Leipzig, refutadas, argumentativamente, 
críticas que lhe foram dirigidas. No mesmo sentido, são expostas apreciações 
que buscam problematizar as demais correntes doutrinárias.

O estudo se baseia em análise bibliográfica temática, bem como na inves-
tigação da estrutura orgânica e modus operandi da Organização das Nações 
Unidas (ONU) e do Tribunal Penal Internacional (TPI).
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II. A miríade de teorias explicativas e a contraposição  
entre objetivistas e positivistas

Inicialmente, a busca do fundamento de obrigatoriedade do Direito Inter-
nacional Público se prestou a espancar questionamentos sobre a juridicidade 
dessas normas. Sem fundamento, o conjunto de prescrições consubstanciaria 
o infame soft law, recomendações de condutas que, se inobservadas, nada 
representariam, ressalvada a violação de algum dever moral: “Entre los im-
prescindibles negadores del derecho internacional público, se encuentran 
Jack L. Goldsmith y Eric A. Posner. Para ellos, el DIP no es más que un ins-
trumento utilitario a los fines e intereses de los Estados y un vehículo para 
maximizar intereses y resultados convenientes”.1

Os negacionistas apontam que o Direito Internacional Público é rotineira-
mente empregado e interpretado no interesse dos Estados. Sendo a paridade 
entre eles fictícia, os mais poderosos delineariam as normas de acordo com 
as próprias crenças. Conquanto ainda goze de certa popularidade, a narrativa 
é frágil. Não se disputa que Estados nacionais busquem interpretar o Direi-  
to da maneira que melhor lhes aprouver, tampouco se discute que Estados 
militar e economicamente mais poderosos desempenhem papel substantiva-
mente mais relevante na legiferação. Trata-se de decorrência lógica, derivada 
do fato de que os Estados são os principais legisladores e destinatários das 
normas internacionais. Ocorre que nenhuma das asserções retira o caráter 
obrigatório e jurídico de certo conjunto normativo que visa a regrar o rela-
cionamento entre sujeitos de DIP. No Direito Interno —este, pelo menos 
a princípio, é inquestionavelmente Direito— também conta com normas 
interpretáveis de acordo com o interesse de turno dominante. Comumente, 
são legislados diplomas que favorecem setores específicos da sociedade que 
melhor se articularam, independentemente do interesse comum dos demais 
membros da comunidade. Nem por isso se assevera ausência de Direito. Por 

1  Benavides-Casals, María Angélica, “La constitución del derecho internacional, el sueño de 
un reducto jurídico occidental”, Revista Colombiana de Derecho Internacional, Bogotá, nova série, 
ano X, núm. 28, Janeiro-Junho de 2016, pp. 16 e 17. Em tradução livre: “Entre os imprescin-
díveis negadores do Direito Internacional estão Jack L. Goldsmith e Eric A. Posner. Para eles, 
o DIP não é mais do que um instrumento utilitário para os fins e interesses dos Estados e um 
instrumento para maximizar interesses e resultados convenientes”.
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isso, uma segunda linha do negacionismo aponta a ineficácia das normas de 
DIP para demonstrar sua inexistência. Constantemente, diz-se, violam-se 
regras e princípios de DIP sem consequências fáticas quaisquer, especial-
mente nos casos em que o infrator é Estado nacional de envergadura. Este 
equívoco se pauta em duas crenças básicas. A primeira exige que haja sanção2 
institucionalizada pelo comportamento delituoso. A segunda confunde eficá-
cia com relação de poder.3 Embora determinados autores separem Direito 
e Moral de acordo com a existência ou inexistência de reação externa,4 há 
que se notar que, como regra, a violação do DIP é, sim, acompanhada de 
sanções. Entretanto, elas são usualmente difusas e sortidas, especialmente 
se unilaterais, o que não descaracteriza claro exercício de autotutela. Este, 
por sua vez, nem sempre é capaz de demover o infrator ou garantir devida 
reparação. Nem por isso se pode assentar ausência de sanção, tal como uma 
astreinte nem sempre assegura que o alvejado modifique o próprio com-
portamento.

Afastadas as críticas mais comezinhas, o jusinternacionalismo se polarizou 
em duas correntes básicas.5 O Voluntarismo concebe o Estado nacional como 
sujeito primário de DIP, aquele que cria as normas jurídicas internacionais 
por meio de manifestações de vontade. Contra essa concepção, o Objetivis-

2  Em estudo, Alain Pellet compila os significados emprestados ao termo “sanção” pela dou-
trina internacionalista. Os negacionistas do DIP aderem à noção de Hart, quem exigia sanção, 
é dizer, tratamento negativo, capaz de modificar o comportamento do infrator. Cfr. Pellet, 
Allain e Miron, Alina, “Sanctions”, em Wolfrum, R. et al. (coords.), The Max Planck Encyclopedia 
of Public International Law, vol. IX, Oxford, Oxford University Press, 2012, pp. 1-15.

3  É equívoco igualar “eficácia” a “relação de poder”. Enquanto neste caso há efetivo mu-
dança no comportamento alheio, ainda que contra a vontade do sujeito alvejado, na eficácia 
basta que haja consequência pela violação de norma jurídica.

4  Mello, Celso Duvivier de Albuquerque, Responsabilidade internacional do Estado, Rio de Ja-
neiro, Renovar, 1995, p. 3.

5  “Sin embargo, habremos de distinguir aquí entre estas concepciones dos grandes grupos, 
a saber: las teorías que fundan la producción normativa consuetudinaria en el «asentimiento» 
de los Estados —principalmente, el voluntarismo jurídico— y aquellas que invocan una regla 
superior —y exterior— a las voluntades estatales”. Em tradução livre: “Sem embargo, temos 
que distinguir entre estas concepções dois grupos a saber: as teorias que fundam a produção 
normativa consuetudinária no assentimento dos Estados —principalmente, o voluntarismo 
jurídico— e aquelas que invocam uma regra superior —e exterior— às vontades estatais”. 
Toledo Tapia, Fernando Enrique, “Fundamento obligatorio y consentimiento del Estado en la 
costumbre internacional”, Revista de Derecho, Chile, nova série, ano II, vol. II, núm. 1-2, De-  
zembro de 1991, pp. 31-59.
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mo ou Naturalismo busca razões diferentes da simples vontade estatal para 
fundamentar a obrigatoriedade desses comandos.6

Stephen Neff separa Positivismo de Voluntarismo, pois aquele conceito 
abrangeria manifestações doutrinárias diversas, incluído o Voluntarismo:

The first version will be here termed the “empirical” one. It held that the States 
of the world, acting collectively, functioned as a sovereign, making law through sta-
te practice and the formation of customary rules. The second version, here termed 
the “common-will” approach, held that States, in the process of treaty-making, 
created a sort of miniature sovereign which commanded adherence to the treaty in 
question. A third version, here labelled the “voluntarist” one, held each State to be 
its own sovereign, laying down laws for itself.7

No entanto, a nomenclatura deixa a desejar, pois em todas as correntes 
positivistas se nota a presença da vontade estatal como fundamento de obri-
gatoriedade, seja em manifestação individual, seja em manifestação coleti-
va. Não há motivo, portanto, para distinguir o Positivismo jusinternacional 
do século XIX do Voluntarismo.

Duas linhas teóricas se destacam no que ora se intitula Voluntarismo. 
Georg Jellinek (“Die rechtliche natur der staatenverträge”, “Allgemeine staatsle-
hre”) e a Teoria da Autolimitação pretendem que, uma vez soberano, o Esta-
do nacional é o único capaz de legislar para si. Heinrich Triepel (“Völkerrecht 
und landesrecht”) desenvolveu narrativa sofisticada, a ser pormenorizada na 
sequência, segundo a qual os Estados formariam uma Vontade Coletiva su-
perior capaz de criar direito positivo.

6  Obviamente, a divisão binomial é combatida por autores que concebem alternativas ex-
plicativas, como a separação do Normativismo em relação ao Objetivismo ou, então, expli-
cações “mistas” ou “ecléticas”, que mesclam vontade a razões as mais diversas.

7  Neff, Stephenm, “Jurisprudential Polyphony: the Three Variations on the Positivist The-
me in the 19th Century”, en Dupuy, Pierre-Marie e Chetail, Vincent (coords.), The Roots 
of International Law: liber amicorum Peter Haggenmacher, Leiden, Martinus Nijhoff, 2014, p. 
304. Em tradução livre: “A primeira será denominada «empírica». Ela pretende que os Esta-
dos do mundo, agindo coletivamente, funcionam como soberanos, criando Direito derivado 
da prática estatal e da formação de normas consuetudinárias. A segunda versão, denominada 
«abordagem da vontade comum», entende que os Estados, no processo de pactuação de 
tratados, criam uma espécie de «mini soberano» que demanda aderência à convenção. A 
terceira versão, denominada «voluntarista», compreende que cada Estado é soberano e legisla 
para si”.
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Em contraposição ao Voluntarismo, o Objetivismo ou Naturalismo amal-
gama todos os fatores que são considerados superiores à vontade estatal. 
Como exposto na introdução, o Objetivismo liquefez a discussão sobre o 
fundamento de obrigatoriedade das normas internacionais, uma vez que as 
razões metajurídicas explicativas não mais são conectadas por elemento co-
mum, como a vontade. Assim, foram apontados como fundamentos possíveis 
i) o Direito Natural,8 independentemente do conteúdo dessas normas,9 bem 
como de uma pretensa imutabilidade; ii) a coexistência de Estados soberanos 
e paritários;10 iii) uma norma jurídica superior11 aos demais mandamentos do 

8  “...la afirmación fundamental: el derecho internacional existe y su fundamento está en el 
derecho natural”. Em tradução livre: “a afirmação fundamental: o Direito Internacional existe 
e seu fundamento está no Direito Natural”. Fernández Flores, José Luiz, “El problema de la 
existencia del derecho internacional”, Revista Española de Derecho Internacional, Madrid, nova 
série, ano XXII, vol. 22, núm. 1, 1969, pp. 42-60.

9  Note-se que, para Wyler, “A nos yeux en effet, les théories jusnaturalistes modernes, 
en premier lieu celles de l’Ecole du droit de la nature et des gens, sont des théories vo-
lontaristes”. Em tradução livre: “A nosso ver, as teorias jusnaturalistas modernas, em pri-
meiro lugar aquelas da Escola do Direito Natural e das Gentes, são teorias voluntaristas”. 
Wyler, Eric, “L‘influence du positivisme sur la doctrine volontariste et objectiviste en: plus 
qu‘un facteur de rapprochement?”, em Dupuy, Pierre-Marie e Chetail, Vincent (coords.), 
The Roots of International Law: liber amicorum Peter Haggenmacher, Leiden, Martinus Nijhoff, 
2014, p. 337.

10  “Le jeune Verdross fait sienne la doctrine kelsenienne de la norme fondamentale, mais, 
partageant la conception positiviste de la souveraineté, il la situe au sommet du droit étati-
que, ce qui a pour consequence que le droit international a pour fondement la constitution 
des divers Etats”. Em tradução livre: “O jovem Verdross se apropria da doutrina kelseniana 
da norma fundamental, mas, ao adotar a concepção positivista da soberania, ele a situa no 
topo do direito estatal, o que acarreta por consequência que o direito internacional tenha 
por fundamento a constituição de diversos Estados”. Truyol y Serra, Antonio, “Verdross et 
la théorie du droit”, EJIL, Europe, 1994, p. 56. No mesmo sentido, sustentado argumento 
similar, cfr. Alcorta, Amancio, Curso de derecho internacional público, t. I, Buenos Aires, Félix 
Lajouane Editor, 1986, p. 92.

11  “Reconhece-se, portanto, que a validade de cada regra jurídica deve depender em último 
caso, não de uma vontade, mas de outra regra da qual provém, porque o direito apresenta 
—como bem observa Kelsen— a «particularidade de regulamentar sua própria criação; uma 
regra jurídica determina como outra regra será estabelecida; nesse sentido, a segunda depende 
da primeira. É este vínculo de dependência que une entre si os diferentes elementos de uma 
ordem jurídica que é seu princípio de unidade»”. Verdross, Alfred, “O fundamento do direito 
internacional”, Revista de Direito Internacional, Brasília, nova série, ano III, vol. 10, núm. 2, 
2013, pp. 1-33.
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DIP e, portanto, fundamental;12 iv) o Fato Social13 e a consequente; v) solida-
riedade internacional, entre outros pretextos.

O Objetivismo, compreendido como conjunto de teorias insatisfeitas com 
o Voluntarismo, originou até mesmo certa Teoria Eclética ou Mista, que afir-
ma no fundamento do DIP a junção da vontade estatal com outro fator.14

Embora a discussão metajurídica apresente difícil resolução, tendo em 
conta que o estatuto de “verdade científica” dependeria de consenso inter-
subjetivo cada vez mais distante, determinadas críticas mereceram maior 
ou menor abrigo dos doutrinadores. Elas serão apresentadas na sequência, 
acompanhadas de ilações sobre a justiça ou injustiça das asserções.

III. As críticas ao voluntarismo e ao objetivismo

A Teoria da Autolimitação foi objeto de críticas pela dificuldade de expla-
nar a cogência do costume internacional, especialmente nos casos em que 
Estados nacionais recém-criados se viam constrangidos por normas de cuja 

12  “Ce droit international général, pour une grande part coutumier du moins à ses origines 
(notamment pour l’établissement de la règle «pacta sunt servanda»), trouvait son fondement 
de validité, selon Kelsen dans une «norme fondamentale» formulée ainsi: «les États doivent se 
conduire comme ils ont accoutumé de se conduire»”. Cfr. Halpérin, Jean-Louis, “L’histoire du 
droit international est-elle compatible avec les théories positivistes?”, em Dupuy, Pierre-Marie 
e Chetail, Vincent (coords.), The Roots of International Law: liber amicorum Peter Haggenmacher, 
Leiden, Martinus Nijhoff, 2014, pp. 371 e 372. Em tradução livre: “Este direito internacional 
geral, em grande parte consuetudinário, pelo menos em suas origens (notadamente no esta-
belecimento da regra «pacta sunt servanda», encontrava seu fundamento de validade, segundo 
Kelsen, numa norma fundamental assim formulada: «os Estados devem ser conduzir como 
estão acostumados a se conduzir»”.

13  O DIP seria necessidade social, nos termos de Scelle, cfr. Wyler, Eric, op. cit., p. 356.
14  “En esta concepción del derecho, el problema del fundamento del derecho internacional 

no se plantea como una dicotomía… sino, por el contrario, como un difícil problema en el 
que lo esencial estriba en la necesidad de tomar en consideración tanto el consentimiento de 
los Estados como lo que no depende de la voluntad de los Estados soberanos”. Cfr. Carrillo 
Salcedo, Juan Antonio, “El fundamento del derecho internacional: algunas reflexiones sobre 
un problema clásico”, Revista Española de Derecho Internacional, Madrid, nova série, ano L, vol. 
50, núm. 1, Janeiro-Junho de 1998, p. 30. Em tradução livre: “Nesta concepção do Direito, o 
problema do fundamento do Direito internacional não se encontra numa dicotomia... mas, ao 
contrário, num difícil problema em que o essencial é tomar em consideração tanto o consenti-
mento dos Estados como o que não depende da vontade dos Estados soberanos”.
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gênese não vieram a participar.15 O sepultamento definitivo se deu pela co-
dificação do jus cogens, as normas imperativas de Direito Internacional Geral, 
reguladas no artigo 53 da Convenção de Viena sobre Direito dos Tratados 
entre Estados (1969). Conquanto inexista catálogo definitivo dessa categoria 
de normas jurídicas internacionais, elas não podem ser revogadas pela von-
tade singular do Estado: nisso, a título de ilustração, o DIP contemporâneo 
proscreve o restabelecimento da escravidão e do tráfico de escravos, inde-
pendentemente do que se estabeleça em Direito Interno ou em tratados 
internacionais parciais.

Triepel e a Teoria da Vontade Coletiva dos Estados não passaram incólu-
mes. Faltaria à Vereinbarung o sujeito capaz de exercer a Vontade Coletiva. 
Não suficiente, o professor de Leipzig se recusava, segundo interpretação 
crítica, a aceitar que Estados não participantes da Vontade Coletiva pudes-
sem ser obrigados pelas normas jurídicas derivadas desse feixe volitivo: “De 
esta forma, para Triepel, no pueden existir costumbres que obliguen a Esta-
dos que no han prestado su acuerdo para su formación”.16

Ainda, em termos históricos, nota-se abandono do Voluntarismo em favor 
do Objetivismo por conta dos morticínios perpetrados durante as guerras 
mundiais, que denunciaram a arbitrariedade estatal17 que a narrativa volun-
tarista poderia embasar:

Grewe devoted considerable attention to the “sources” of international law. For exam-  
ple, he traced the decline of natural conceptions and the rise of consent-based posi-
tivist approaches from the 15th century through to the early 20th century. He then 
described the subsequent turn towards a secular natural law and a “frenzy” of codifi-
cation during the years following the First and Second World Wars.18

15  Certas Teorias do Consentimento Tácito vieram ao socorro da Autolimitação, mas foram 
fulminadas pelo jus cogens.

16  Toledo Tapia, Fernando Enrique, op. cit., pp. 31-59.
17  Carrillo Salcedo celebra a noção de jus cogens como meio de se evitar que qualquer ato, 

até mesmo o mais imoral, pudesse receber guarnição jurídica. Cfr. Carrillo Salcedo, Juan An-
tonio, op. cit., p. 15.

18  Em tradução livre: “Grewe devotou atenção considerável às «fontes» do direito interna-
cional. Por exemplo, ele traçou o declínio das concepções naturais e a ascensão das abordagens 
positivistas baseadas no consentimento desde o século XV até o limiar do século XX. Ele então 
descreveu uma guinada em direção a direito natural secular e um «frenesi» de codificação 
durante os anos posteriores à Primeira e à Segunda Guerras Mundiais”. Byers, Michael, “The 
Shifting Foundations of International Law: a Decade of Forceful Measures against Iraq”, Eu-
ropean Journal of International Law, Europa, nova série, ano XIII, vol. 13, núm. 1, 2002, p. 22.
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A resposta ao Voluntarismo não foi, entretanto, satisfatória. Por outro 
lado, o Objetivismo que vislumbra nos Direitos Naturais (ou Direitos Fun-
damentais do Estado, numa variante) o fundamento de obrigatoriedade não 
explica a origem desses direitos, nem por qual razão o conteúdo deles varia 
no tempo e no espaço.19 Se esse jusnaturalismo é baseado na “consciência 
humana” da época ou na psique dos representantes das comunidades, pois, 
em verdade, o Direito daí derivado tão somente existe a partir de atos 
materiais que concretizem a vontade. Inexiste norma jurídica que nasça do 
mero sentimento de correição; ele deve ser concretizado mediante tratados 
internacionais, especialmente os multilaterais ou, ao menos, mediante a 
conduta que se pretende costume internacional. Do contrário, não se se-
para Direito de Moral. Em síntese, a vontade de criar obrigações jurídicas 
imputáveis seria o nascedouro do DIP. O senso de justiça é insuficiente para 
originar normas jurídicas, pois reside no íntimo individual, ainda que com-
partilhado. Apenas com a vontade de se proteger determinado conjunto de 
valores elevados é que se pode criar dever externo que supere o âmbito 
egoístico, esfera em que os valores são resguardados por eventuais amarras 
morais individuais.

Outra corrente popularizada, corolário do adágio ubi societas, ibi jus, en-
tende que o mero convívio de Estados soberanos acarreta a existência de 
normas reguladoras das inter-relações, comandos necessários e, portanto, 
jurídicos. Esta narrativa confunde finalidade e fundamento do Direito. É cer-
to que as normas jurídicas se prestam a regular inter-relações gerais, interna 
ou internacionalmente. Está-se diante da finalidade do Direito. Sem embar-
go, não se pode asseverar, com base nessa constatação, que determinado con-
junto de normas é legítimo e vinculante.

Certamente, a coexistência de entidades soberanas demanda normas de 
convivência, uma vez que a vontade unilateral não seria passível de impo-
sição. Todavia, é possível que haja sociedade internacional composta por Es-
tados comandados por burocratas ilustrados, guiados por normas recomen-

19  “Reforçando essa ideia contrária à tese universalista dos direitos humanos, existe a cons-
tatação empírica de que há uma grande diversidade de valores morais e de sistemas jurídicos 
pautados em pluralidade cultural que expressa imensa multiplicidade cultural —o que se tor-
nou um imbróglio na sedimentação da perspectiva universalista dos direitos humanos”. Araújo, 
Jailton Macena de, “Direitos Humanos e solidariedade —entre o universalismo e o relativismo, 
por uma teoria dialógica dos Direitos Humanos”, Revista de Informação Legislativa, Brasília, nova 
série, ano LIII, vol. 53, núm. 212, Outubro-Dezembro de 2016, p. 158.
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datórias, convencionadas ou não —e este estado de coisas cada vez mais se 
aproxima da realidade: “Loin de diminuer au plan international, le phénomè-
ne de la soft law s’intensifie au contraire depuis une trentaine d’années”.20 O 
soft law não autoriza Estado prejudicado pela violação da recomendação a 
buscar autotutela (self-help) ou a ajuizar ações em tribunais internacionais. 
Inexistente responsabilidade internacional, igualmente inexistentes as nor-
mas jurídicas internacionais. Nem concepção ampla do Direito, que abarque 
a categoria das recomendações, seria capaz de resgatar a Teoria da Necessi-
dade do Direito como fundamento, pois esta demanda, conceitualmente, a 
causa profunda da obrigatoriedade das normas – e sua consequente indispo-
nibilidade.

Não haveria, no entanto, certos Direitos Fundamentais do Estado, inde-
pendentes da vontade, emanações típicas derivadas da constituição do su-
jeito originário de DIP? Direitos Fundamentais que, uma vez estabelecidos 
pela mera conjunção de território, população permanente, governo efetivo 
e soberano, seriam a origem de todos os demais direitos e deveres inter-
nacionais, até mesmo daqueles dirigidos especificamente à pessoa humana? 
Indubitavelmente, o DIP contemporâneo consolidou a Teoria Declaratória 
do reconhecimento dos Estados. Todo Estado recém-criado teria, no patri-
mônio jurídico, o direito mínimo à integridade territorial, independente-
mente do reconhecimento alheio. A teoria dos Direitos Fundamentais do 
Estado não explica, entretanto, a origem da norma —legítima, vinculante e, 
portanto, jurídica— que protege a integridade soberana. Tampouco justifica 
a pré-existência de quaisquer outras normas jurídicas consideradas “funda-
mentais”. Estas só podem existir, com efeito, se positivadas pela vontade 
dos sujeitos primários de DIP, único elemento apto a transmitir, no plano 
do dever-ser, sentimento íntimo de obrigatoriedade. Curiosamente, o jus 
cogens se presta também a combater esta teorização. Posto que a integridade 
soberana seja direito típico do Estado nas relações internacionais, a depen-
der das condutas adotadas internamente, um ente coletivo denominado Or-
ganização das Nações Unidas, mediante órgão executivo rotulado Conselho 
de Segurança, poderia se valer de meios logísticos ou militares direcionados 

20  Em tradução livre: “Longe de arrefecer no plano internacional, o fenômeno do soft law, 
ao reverso, se intensifica há uns trinta anos”. Duplessis, Isabelle, “Le vertige et la soft law: réac-
tions doctrinales en droit international”, Revue Québécoise de Droit International, Québec, 2007, 
pp. 245-268.
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contra a autonomia do Estado individual, bastando que se vislumbre ameaça 
à paz ou à segurança internacionais. Por outro lado, os defensores da teoria 
poderiam arguir que esses direitos fundamentais do Estado não são absolu-
tos. No entanto, se não são absolutos, quem determina a relatividade deles? 
Trata-se de ofensa à noção de que o Estado, sujeito originário de DIP, é so-
beranamente igual aos demais.

Outra narrativa doutrinária de peso é atribuída ao jusfilósofo austríaco 
Hans Kelsen. Transplantada a teoria da Grundnorm do Direito Interno para 
o DIP, haveria norma pressuposta que exigiria observância dos comandos 
jurídicos internacionais. Kelsen foi quem melhor justificou o Direito estatal 
doméstico contemporâneo: se grupo revolucionário exitoso é capaz de cen-
tralizar a atividade legislativa, acompanhada de consequências sancionatórias 
pela desobediência, sem que haja grupos conflitantes fortes o suficiente para 
solapar o domínio daquela autoridade, está-se diante de uma nova ordem 
normativa.21 No plano jurídico internacional.

Como consequência, um Estado, em vez de ser, juntamente com outros 
Estados, o criador do direito internacional, deste último é a criatura, sendo 
efetivamente definido como um ordenamento jurídico parcial derivado do 
direito internacional, ou até mesmo como órgão da comunidade jurídica 
internacional.22

No entanto, se a Grundnorm é aferível com a consolidação de grupo re-
volucionário apto a controlar parcela de território, no âmbito interestatal 
a norma pressuposta23 necessita, em verdade, de positivação por parte dos 
Estados nacionais. Ela, por sua vez, ocorrerá a partir de manifestações de 
vontade dos sujeitos primários de DIP. Quando se exige que “tratados pac-
tuados devam ser respeitados” ou que “os Estados devam observar as con-
dutas reiteradas”, essas normas jurídicas dependem da vontade estatal para 
que haja validade, eficácia e, especialmente, cominação sancionatória pela 
violação de preceitos. Em outras palavras, a norma que comanda observân-
cia do DIP é antecedida pela vontade estatal, invariavelmente.

21  O Estado tem como base a Constituição; os atos de coerção estão embasados em conteú-
do e forma em consonância com a Constituição. A validade do ato constituinte, por sua vez, é 
garantida pela Norma Fundamental. Cfr. Kelsen, Hans, Teoria pura do direito, 8a. ed., São Paulo, 
WMF Martins Fontes, 2009, p. 8.

22  Kelsen, Hans e Campagnolo, Umberto, Direito internacional e Estado soberano, São Paulo, 
Martins Fontes, 2002, p. 82.

23  Um comando pretensamente metajurídico que exige que o DIP seja observado.
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Por fim, as Teorias Mistas e Ecléticas são mais um sintoma da derrocada do 
Voluntarismo do que propriamente uma alternativa explicativa. A vontade é 
considerada elemento essencial; contudo, se há tantos outros fundamentos 
de igual relevo, falta à teorização eclética expor qual seria a causa primeira 
da obrigatoriedade de normas jurídicas internacionais.

IV. A Vereinbarung de Triepel: apresentação  
e resposta às críticas

Não se questiona que a existência e o bem-estar da pessoa humana são a fina-
lidade última do Direito, como é, aliás, qualquer outra criação civilizatória. 
Nem por isso se pode afirmar que a pessoa humana é sujeito primário e ori-
ginário do DIP, sob pena de não se observar o que é empiricamente atestável. 
Contemporaneamente, o Direito é criação estatal; as considerações sobre 
personalidade invariavelmente remetem à legiferação gestada nos Estados 
nacionais, internamente ou internacionalmente. Se a personalidade interna-
cional da pessoa humana é aceitável por conta da existência de justiça penal 
supraestatal, que reclama o acatamento de deveres internacionais, nota-se 
que os deveres bem como os órgãos supranacionais foram criados pela von-
tade dos Estados.

É a vontade de criar obrigações jurídicas supraestatais que origina o DIP, 
não a existência de valores compartilhados ou a consciência da utilidade do 
Direito. O sentimento, per se, é íntimo. Sem a vontade de criar conduta obri-
gatória —por meio de pactos ou de atividade rotineira— não há Direito. 
Sem a vontade de proteger normativamente os valores relevantes, não há 
mandamento externo, geral e abstrato.

Se, entretanto, a Autolimitação satisfaz a igualdade soberana estatal, toda 
obrigação jurídica internacional poderia ser desfeita pelo capricho do Es-
tado que anteriormente havia assumido dever. A inovação comportamental 
não seria subsumível a mecanismos clássicos de responsabilidade interna-
cional. As normas imperativas de Direito Internacional Geral, inderrogáveis 
pela vontade estatal unilateral, seriam inaceitáveis.

Claramente, a vontade estatal que cria o DIP, especialmente os princípios 
basilares, encontra-se acima do Estado individualmente considerado. Trata-
se da Vontade Coletiva.
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A Vereinbarung de Triepel reconhece que o fundamento do DIP é elemento 
extrajurídico,24 o que não poderia ser diferente, dado que é a raiz que pos-
sibilita a gênese das normas jurídicas. A Teoria da Vontade Coletiva entende 
que o fundamento do DIP é o feixe de vontades dos Estados. Textualmente, 
Triepel não exigia unanimidade entre todos os Estados nacionais:

Só pode ser fonte de direito internacional uma vontade comum, de vários, ou de nu-
merosos, Estados. Consideramos como meio de constituir tal unidade de vontades 
a “Vereinbarung”, termo de que se utiliza a doutrina alemã para designar as verda-
deiras uniões de vontades, e as distinguir dos contratos, que são, em nossa opinião, 
acordos de várias pessoas para declarações de vontades de conteúdos opostos. En-
contramos essa “Vereinbarung” nos tratados pelos quais vários Estados adotam uma 
regra que deve reger sua conduta de modo permanente... Pouco importa que esses 
tratados sejam concluídos entre grande número de Estados, como, por exemplo, a 
Convenção de Genebra, o Ato do Congo, o Ato antiescravista, a Declaração de Paris 
sobre direito marítimo, as Convenções de Haia, e muitos outros; ou que eles sejam 
concluídos entre dois, ou três, Estados, contanto que contenham regras jurídicas, 
isto é, direito objetivo.25

A Vontade Coletiva, segundo Triepel, cria Direito Objetivo, tratados-leis 
que não se confundem com os tratados-contratos. Conquanto a teoria não 
seja isenta de críticas procedentes, a serem desenvolvidas na seção seguinte, 
ela está, de maneira global, correta. Na concepção do Direito Internacional, 
todos os Estados, tácita ou expressamente, acordam normas precipuamente 
genéricas, mas basilares para o DIP. O exemplo mais clássico seria o pacta 
sunt servanda: todo Estado nacional tem interesse que o acordado seja cum-
prido. Não é tecnicamente correto, porém, acreditar em mera conjunção de 

24  “For this reason, certain jurists, such as Triepel, have urged that the ultimate foundation 
of any system of law must always lie in some non-juristic field. This point is, in a sense, ele-
mentary —yet it is so important to the whole subject that it must be insisted upon”. Em tra-
dução livre: “Por esta razão, alguns juristas, como Triepel, asseveraram que a fundação última 
de qualquer sistema de direito deve subsistir em algum campo não jurídico. Este ponto, é, em 
certo aspecto, elementar —mas ainda assim tão importante para a matéria como um todo que 
deve ser ressaltado”. Fitzmaurice, Gerald, “Foundations of the Authority of International Law 
and the Problem of Enforcement”, The Modern Law Review, Londres, nova série, ano XX, vol. 
19, núm. 1, Janeiro de 1956, p. 11.

25  Triepel, Karl Heinrich, “As relações entre o direito interno e o direito internacional”, 
Revista da Faculdade de Direito, Belo Horizonte, nova série, ano LXIII, núm. 6, 1966, p. 15.
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vontades individuais. A Vontade Coletiva que fundamenta o DIP se destaca 
das vontades singulares iniciais. Se, na sequência, Estado que se beneficia da 
observância dos acordos internacionais resolve descumprir o disposto nos 
tratados por motivos egoísticos, viola o DIP porque se insurge contra nor-
ma internacional gestada pela Vereinbarung. Nesse aspecto, nota-se clara dis-
tinção em relação à Teoria da Autolimitação.

A Teoria da Vontade Coletiva não aniquila a soberania estatal, desde que 
se compreenda sua correta significação. O predicado da soberania traduz a 
impossibilidade de Estado criar, unilateral e arbitrariamente, direitos e de-
veres a seu homólogo. Contudo, se a norma internacional deriva de vontade 
qualificada, de tal sorte que sujeito de DIP recalcitrante se veja perseguido 
por contramedidas engendradas por Estados e organizações internacionais 
(especialmente as de vocação universal), então se nota limite à plena dispo-
sição legislativa da soberania individual —consequência lógica da existência 
mesma do DIP. Esse Direito Objetivo de que trata Triepel apresenta fun-
cionamento similar à Constituição no Direito Interno: os Estados recém-
criados, tal como as pessoas naturais recém-nascidas no âmbito doméstico, 
vinculam-se ao Direito engessado. Não imutável, mas de difícil alteração, 
como as normas jus cogens.

As normas imperativas de Direito Internacional Geral já foram saudadas 
como atestado de óbito do Voluntarismo por conta da indisponibilidade uni-
lateral. Sua existência, entretanto, revigora a Vereinbarung. Certas normas 
internacionais foram positivadas por Vontade Coletiva que apenas poderia 
ser superada por manifestação de idêntica natureza. Trata-se, com efeito, 
do conceito codificado pela Convenção de Viena sobre Direito dos Tratados 
entre Estados de 1969. Se os Estados, ao longo do século XIX, passaram a 
combater o instituto jurídico da escravidão a ponto de limitarem a soberania 
reguladora sobre o tópico, nota-se Vontade Coletiva capaz de criar Direito 
Objetivo que apenas poderia ser superado por manifestação similar. Esta-
dos que resistiram à mudança, como o Brasil, passaram a sofrer contrame-
didas referendadas pela comunidade internacional, especialmente se tendo 
em conta que aceitação generalizada não exige unanimidade.26 As denúncias 

26  “Pereira e Quadros expressamente afirmam que não é necessário que o Direito impe-
rativo internacional seja aceito por todos os Estados da comunidade internacional, bastando 
a aceitação generalizada por parte desses Estados”. Viegas, Vera Lúcia, “Ius cogens e o tema da 
nulidade dos tratados”, Revista de Informação Legislativa, Brasília, nova série, ano XXXVI, vol. 
36, núm. 144, Outubro-Dezembro de 1999, p. 184.
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sobre iniquidades econômicas e militares entre Estados no processo de legi-
feração do Direito Objetivo não ofendem essa linha de raciocínio. A despeito 
da importância do debate, assim como no Direito Interno, não se põe em 
xeque a juridicidade de regras legisladas, ainda que sob forte influência de 
grupos de pressão que representam interesses elitizados.

Decerto, há questionamentos sobre os mecanismos garantidores e sobre 
o conteúdo do jus cogens. A problematização poderia comprometer a exis-
tência dessas normas imperativas. Para identificá-las, propõe-se exercício 
hipotético: se impossível contramedida nos mesmos moldes da violação da 
norma cogente, está-se diante de jus cogens. Cogite-se Estado nacional “A” 
que, em parceria com Estado nacional “B”, reinstitua o tráfico internacional 
de escravos. Provavelmente haveria reação de Estados terceiros, bem como 
da ONU. Seria implausível que os garantidores da ordem jurídica inter-
nacional pretendessem escravizar a população dos Estados “A” e “B” como 
resposta coercitiva. Não surpreenderia, porém, se, em caso de violação de 
obrigação comercial pactuada em tratado, Estado prejudicado violasse ou-
tro dispositivo qualquer em resposta. São essas ilustrações que demonstram 
a pertinência da diferenciação entre um certo Direito Objetivo, adaptada a 
categoria do “tratado-lei”, e certo Direito Dispositivo, adaptada a categoria 
do “tratado-contrato”.

Claramente, os valores comunitários superiores que sustentam o jus cogens 
podem mudar ao longo do tempo. A mutação valorativa tem o condão de 
acionar a Vereinbarung, que alteraria as normas imperativas e inderrogáveis. 
Como já exposto, nem por isso são os valores comunitários o fundamento 
do DIP, dado que o sentimento, ainda que espraiado, reside no foro íntimo 
das pessoas que (re)presentam Estados e organizações internacionais. Não 
gera, por si só, normas externas legítimas e vinculantes: estas dependem da 
Vontade Coletiva dos Estados.

Estabelecida a Vereinbarung, questiona-se a necessidade de se aferir um su-
jeito que a exerça. Se a Vontade Coletiva não se confunde com as vontades 
individualmente tomadas, seria a comunidade internacional o sujeito res-
ponsável por sustentá-la. A noção de comunidade internacional como pessoa 
internacional apartada não conflita com as teorias da personalidade jurídica 
já construídas.27 Não obstante, qualquer ceticismo remanescente pode ser 

27  Veja-se estudo completo em Oliveira, José Lamartine Correa de, Conceito da pessoa jurídi-
ca, Curitiba, Universidade Federal do Paraná, 1962.
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enfrentado pelo estabelecimento relativamente exitoso de organização in-
ternacional política universal, a Organização das Nações Unidas, como ente 
capaz de expressar a Vontade Coletiva.

V. Adendos à teoria da vontade coletiva dos Estados

Literalmente, Triepel entendia que a Vontade Coletiva acarretava o Dualis-
mo na relação entre Direito Interno e DIP: “Se as deduções que acabam de 
ser feitas forem exatas, delas resulta esta conclusão: o direito internacional 
público e o direito interno são, não somente partes, ramos, distintos do 
direito, como também sistemas jurídicos diferentes”28.

O raciocínio do professor de Leipzig se socorre na diferenciação das re-
lações que são regidas. Enquanto o DIP, produto da Vereinbarung, normatiza 
as relações interestatais, o Direito Interno, naturalmente, não regula o con-
vívio entre Estados soberanos. Constituídos dois sistemas diferentes, o binô-
mio licitude/ilicitude é operado autonomamente em cada um deles. Em 
outras palavras, o que é ilícito em DIP poderia ser lícito em Direito Interno: 
o fundamento de cada um dos sistemas seria distinto.

Com a consolidação de normas internacionais dirigidas diretamente à pes-
soa humana, independentemente de origem nacional e aquiescência estatal,29 
a teorização se tornou antiquada. Reforça a obsolescência a jurisprudência 
internacional que considera a atividade legislativa ou judiciária domésticas 
mero fato internacional suscetível de ensejar responsabilização internacio-
nal. Com efeito, se a normativa doméstica acarreta consequências jurídicas 
supraestatais, ainda que incapazes de modificar o comportamento delituoso 
interno, não há sustentáculo firme para o Dualismo. Ainda que a Vontade 
Coletiva seja a raiz do DIP, que, precipuamente, regula relações interestatais, 
nem por isso o âmbito interno se mantém alheio à normativa jurídica inter-
nacional, uma vez que ela define os limites da soberania nacional.

Outro ponto criticável da explanação de Triepel reside na equalização de 
Direito e Vontade: “O próprio direito é vontade; e não é a vontade humana 

28  Triepel, Karl Heinrich, “As relações...”, cit., p. 15.
29  Basta imaginar persecução penal perpetrada pelo Tribunal Penal Internacional contra 

nacional de Estado não membro desta OI que tenha cometido crime arrolado no Estatuto de 
Roma no território de Estado membro.
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que cria o direito. A ciência jurídica não é, como a sociologia, ciência que 
se ocupa do ser, mas ciência do dever”.30 Contudo, se a Vontade Coletiva 
fundamenta o DIP, com ele não se confundiria. Deve-se separar a vontade31 
do produto dela.

Por fim, interpretação da Vereinbarung pretende que “En el orden interna-
cional «es imposible que una regla creada por Vereinbarung obligue a Estados 
que no han tomado parte en ella». De esta forma, para Triepel, no pueden 
existir costumbres que obliguen a Estados que no han prestado su acuerdo 
para su formación”.32

Em verdade, a Vontade Coletiva, até por não ser necessariamente unâni-  
me, poderia vincular Estados que não participaram da constituição desse fei-
xe de vontades. Conforme justificado anteriormente, o DIP Objetivo funcio-
na como uma sorte de Constituição das relações internacionais.

VI. A vontade coletiva aplicada: ONU como exemplo

O advento das organizações internacionais de alcance universal representou 
marco na discussão do fundamento de obrigatoriedade do DIP. Em ter-
mos históricos, já no Tratado de Versalhes (1919), o apartado destinado a 
regular o Pacto da Sociedade das Nações (SDN) prevê, no artigo 11, que 
qualquer guerra ou ameaça de guerra interessa à Sociedade como um todo, 
independentemente de envolver membros da organização internacional. A 
SDN atribuía a si a função de preservar a paz internacional pelos meios que 
considerasse adequados, ainda que envolvesse terceiros Estados.

A Organização das Nações Unidas (ONU), cujo marco normativo mais 
destacado é a Carta de São Francisco (1945), apresenta como propósito a 
defesa da paz e da segurança internacionais. Para cumprir a missão institu-
cional, faculta-se à ONU o emprego de funções executivas consubstanciadas 

30  Triepel, Karl Heinrich, “As relações...”, cit., p. 19.
31  A vontade humana cria o Direito Interno; a vontade estatal cria o DIP. Obviamente, 

a vontade estatal nada mais é do que a vontade humana legitimada a representar a vontade 
estatal.

32  Em tradução livre: “Na ordem internacional, «é impossível que uma regra criada por Ve-
reinbarung obrigue a Estados que não tenham tomado parte nela». Desta forma, para Triepel, 
não podem existir costumes que obriguem Estados que não tenham emprestado sua concor-
dância para sua constituição”. Toledo Tapia, Fernando Enrique, op. cit., pp. 31-59.
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em constrições econômicas, logísticas e militares, nos termos dos artigos 41 
e 42 do tratado mencionado.

A SDN e sua sucessora, a ONU, denotam pessoa jurídica internacional 
apta a exercer a Vereinbarung. Estudiosos esmiúçam o conteúdo verbal das 
resoluções mandatórias33 do Conselho de Segurança onusiano e notam ativi-
dade legislativa que, inclusive, justifica a doutrina contemporânea que arrola 
atos de organizações internacionais como fonte potencial de DIP.

E, no entanto, nem todos os Estados fazem parte das Nações Unidas. 
Abandonadas há tempos, as teorias constitutivas do reconhecimento de Es-
tados e governos não se sustentam empiricamente. A ausência de declaração 
de reconhecimento consubstancia ato descortês que, entretanto, não tem 
condão para desfazer a conjunção de população permanente, território, go-
verno efetivo e possibilidade de estabelecimento de relações diplomáticas 
e consulares. Os Estados e governos não reconhecidos podem, ainda assim, 
padecer das sanções entabuladas pelo Conselho de Segurança da ONU, o 
que demonstra personalidade jurídica internacional autônoma. Aponta-se 
—principalmente— que mesmo Estado marginalizado pode vir a ser sub-
metido a resoluções de OI de que não faz parte. A sujeição abstrata seria 
acompanhada de medidas executivas (enforcement) em caso de infração à Car-
ta da ONU. A interpretação sobre a necessidade de se adotarem medidas 
coercitivas ocorre no seio de órgão oligopolizado, em que os membros per-
manentes exercem poder de veto para questões substantivas.

Exemplo ilustrativo sobreveio na Rodésia do Sul, atual Zimbábue. Quan-
do a minoria branca declara, unilateralmente, independência em relação à 
Grã-Bretanha, o Conselho de Segurança da ONU, mediante a Resolução 
216 (1965),34 insta os Estados a não reconhecerem a declaração provenien-
te de minoria racista não representativa da população local. Há dubiedade 
quanto ao caráter obrigatório dessa Resolução, bem como da subsequente 
Resolução 217 (1965),35 que estimulava os Estados a interromper o fluxo 
armamentício e econômico com aquele país. Na sequência:

33  Cfr. Alvarez, José E., The Impact of International Organizations on International Law, Leiden-
Boston, Martinus Nijhoff Publishers, 2017.

34  United Nations, Resolution 216 (1965), Janeiro de 2020. Disponível em: https://undocs.
org/S/RES/216(1965).

35  United Nations, Resolution 217 (1965) / [adopted by the Security Council at its 1265th 
meeting], of 20 November 1965, Janeiro de 2020. Disponível em: https://digitallibrary.un.org/
record/90484.
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Em 16 de dezembro de 1966, porém, devido à resistência do regime de Ian Smith, 
o Conselho decide lançar mão de sua prerrogativa de impor sanções obrigatórias. A 
Resolução 232 (1966) aplicou sanções seletivas obrigatórias ao comércio com a Ro-
désia do Sul, tornando-se assim o primeiro exemplo de invocação daquelas medidas 
por parte das Nações Unidas. O regime, entretanto, já nasce comprometido pela 
negativa pública da África do Sul, desde o primeiro momento, de dar cumprimento 
às medidas. Em 29 de maio de 1968, o Conselho, por sua Resolução 253 (1968), 
determina o embargo total e estabelece comitê encarregado de supervisionar a apli-
cação do regime. As Resoluções 277 (1970), 388 (1976) e 409 (1977) determinam 
medidas adicionais de caráter comercial e financeiro. Após a celebração dos acordos 
de Lancaster House, que previam a independência do Zimbábue sob o controle da 
maioria negra, o conjunto de sanções foi levantado pela Resolução 460 (1979) de 
21 de dezembro de 1979.36

As medidas obrigatórias, quando inobservadas, constituem ilícito inter-
nacional. Note-se do caso concreto que i) a ONU instou que não se re-
conhecesse juridicamente governo efetivo de Estado substancialmente inde-
pendente; ii) a ONU determinou sanções econômicas pela constituição de 
regime minoritário e racista. As sanções foram impostas independentemen-
te da situação soberana da Rodésia do Sul em defesa de normas internacio-
nais amplamente aplicáveis, entre elas a interpretação extensiva conferida à 
defesa da segurança internacional.

Pode-se afirmar que a ONU é representativa dos valores internacionais 
consubstanciados no Preâmbulo e no artigo 1 da Carta de São Francisco; no 
entanto, esses valores apenas se tornam normas jurídicas ao serem revestidas 
seja pela prática reiterada, seja pela pactuação dos Estados. Os princípios 
gerais nada mais são do que costumes mais genéricos e abstratos. Inescapa-
velmente, a vontade estatal —motor do costume, dos tratados e mesmo dos 
atos das OI— se faz presente como origem do DIP, tanto que a ONU nas-
ce da confluência de vontades da sólida maioria dos Estados. Não se exige, 
entretanto, consenso absoluto e imodificável. Do contrário, sequer haveria 
potenciais violadores de normas internacionais.

A ONU, tal como outras organizações internacionais, nasce de correlação 
de forças díspares. A ausência de isonomia no processo decisório substantivo 
do Conselho de Segurança não é fator suficiente, porém, para se afirmar 

36  Baumbach, Marcelo, Sanções do Conselho de Segurança: Direito Internacional e prática brasi-
leira, Brasília, FUNAG, 2014, p. 45.
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falta de juridicidade dos comandos canalizados nas resoluções mandatórias. 
Existe, com efeito, interpretação política determinada precipuamente pe-
las grandes potências do petit comité. Contudo, semelhante assimetria é or-
dinária nos Parlamentos nacionais, em que grupos organizados de pressão 
obtêm êxito em demandas setoriais e corporativistas, sem que haja ques-
tionamentos sobre a juridicidade da atividade legislativa. O fato de haver 
Vontade Coletiva capaz de limitar o espaço de atuação de Estado individual-
mente considerado não ofende a soberania: seu limite é determinado pelo 
DIP. O Estado nacional apenas perderia soberania caso entidade homóloga, 
independentemente de justificação jurídica supranacional, monopolizasse a 
condução do governo.

VII. A vontade coletiva aplicada: o caso  
do Tribunal Penal Internacional

Os tribunais internacionais, a diferença dos órgãos judiciais internos, depen-
dem da aquiescência dos litigantes para que haja processamento e decisão 
sobre lide qualquer. O sucumbente que vier a desprezar a sentença inter-
nacional incorre em novo ilícito internacional, além de justificar as medidas 
de autotutela (self-help) que possam vir à luz, respeitadas a necessidade e a 
proporcionalidade.

A gênese de TPI, estável, permanente e institucionalizado, modificou a 
narrativa geral, conquanto não se trate de tribunal universal. O Estatuto de 
Roma previu possível caso de condenação internacional por comissão de core 
crime independentemente do local de ocorrência da infração e independente-
mente da nacionalidade do infrator. Em outras palavras, a Organização Inter-
nacional poderia exercer ius puniendi independentemente: i) da aquiescência 
de Estado que sustentasse vínculo de nacionalidade com o infrator; ii) do 
território em que teria ocorrido o crime, desde que sob o regime de remessa 
(referral):

A título de exemplo, cabe atentar para duas situações nas quais TPI não está auto-
rizado a exercer jurisdição: (i) crimes de guerra cometidos no contexto de uma 
ocupação militar, em que nem o país ocupante nem o ocupado são membros do 
TPI; e (ii) crimes contra a humanidade perpetrados dentro das fronteiras de um 
Estado não parte. Em ambos os casos, o TPI somente poderá atuar se as referidas 
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situações forem objeto de remessa pelo Conselho de Segurança. Como se recorda, 
a ausência de consentimento do “país-alvo” não impede o CSNU de acionar a juris-
dição do Tribunal por meio da remessa. Em não havendo intervenção do Conselho, 
contudo, as áreas permanecem descobertas, à luz das regras constantes do Estatuto 
que regulamentam o exercício da jurisdição do Tribunal.37

Embora os casos sejam isolados e dependam da participação do Conselho 
de Segurança da ONU, trata-se de amostra de âmbito normativo interna-
cional criado por vontade superior àquela manifestada concretamente por 
Estado individualizado. Se o principal órgão onusiano pode provocar atuação 
jurisdicional internacional sem autorização de Estado mediata ou imediata-
mente envolvido, nota-se existência de Direito Internacional Geral concebi-
do por vontade supraestatal.

Receios sobre atuação abrangente do TPI determinaram protestos unila-
terais dos Estados Unidos, membro permanente do Conselho de Segurança 
da ONU, que se socorreu no artigo 98(2) do Estatuto de Roma. Acordos bi-
laterais que protegessem agentes estadunidenses foram buscados,38 ao arre-
pio do propósito do tratado internacional.

No entanto, ainda que interpretação restritiva da atuação do TPI impeça 
maior impacto nas relações internacionais, os tribunais ad hoc da ONU, ante-
cessores desta Corte, são suficientes para fundamentar a Vereinbarung. Os tri-
bunais para a ex-Iugoslávia e para Ruanda cuidaram de crimes internacionais 
ocorridos em contextos domésticos. Militares e burocratas punidos sofre-
ram julgamento internacional sem prévia delimitação de qual seria a Corte. 
Apesar das críticas pela pretensa violação do Princípio do Juiz Natural, o 
DIP acabou por marginalizar a aplicação desse princípio de Direito Interno.

VIII. Conclusão

O fundamento de obrigatoriedade do DIP é explicado por correntes dou-
trinárias diversas, virtualmente impossível o consenso entre estudiosos. Esse 
estado de arte se deve à ascensão do Objetivismo, escola genérica e plurívo-

37  Cardoso, Elio, Tribunal Penal Internacional: conceitos, realidades e implicações para o Brasil, 
Brasília, Funag, 2012, p. 76.

38  Ibidem, p. 96.
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ca que teria soterrado o Voluntarismo, especialmente após a consagração do 
ius cogens, as Normas Imperativas de Direito Internacional Geral.

No entanto, a Vontade Coletiva de Triepel, feitas ressalvas interpretativas 
que não permitem se falar em “nova teoria”, mostra-se a narrativa mais con-
dizente com o grau de institucionalização que o DIP alcançou. Antes mesmo 
da concepção das organizações internacionais de alcance universal, iniciativas 
unilaterais e plurilaterais reprimiam o comportamento recalcitrante de Es-
tados que infringiam normas representativas de valores caros à comunidade 
internacional, tal como o Brasil escravocrata em relação à Inglaterra do sécu-
lo XIX. Com a criação da Sociedade das Nações e da Organização das Nações 
Unidas, a Vontade Coletiva passou a ser manifestada por sujeitos específicos, 
originados de tratados internacionais, vencida possível resistência teórica 
que não vislumbrasse “comunidade internacional” pretérita capaz de exercer 
a Vereinbarung. Os tribunais penais ad hoc e o TPI reforçaram a proteção de 
normas concebidas independentemente da aquiescência estatal individual.

Os valores e aspirações de Estados são insuficientes para que haja DIP. 
Eles residem no âmago dos burocratas que representam essas entidades co-
letivas. Apenas a vontade estatal —intermediada, obviamente, pela atuação 
humana— pode criar comandos obrigatórios para sujeitos de DIP. As teo-
rias mistas, muitas vezes desesperadas pela falta de resposta evidente, não 
esclarecem a questão de fundo, pois apenas pode haver uma raiz primeira.

Nesse emaranhado de elucubrações, o caminho mais apropriado indica 
que a vontade individual é incapaz de criar e desfazer obrigações, existentes 
normas imperativas inderrogáveis. Ao mesmo tempo, a vontade é elemento 
essencial e fundamental, pois o Estado, no DIP contemporâneo, é o sujei-
to originário que delimita personalidade de outros sujeitos internacionais. 
Não resta alternativa senão se render à Vontade Coletiva, feixe de vonta-
des que sobreviveria até mesmo ao arrependimento abrupto de algum dos 
constituintes.
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Resumen: En el siglo XXI se habla con mayor propiedad, claridad y fundamento de la existencia 
plena del derecho internacional penal (DIP) como resultado de un doble proceso: la interna-
cionalización del derecho penal y la penalización o criminalización del derecho internacional. 
Hoy se le concibe como una rama especializada del derecho internacional público, que paulati-
namente ha ido evolucionando hasta llegar a su institucionalización, haciendo posible su formu-
lación precisa y sistematización toda vez que cuenta con precedente, práctica amplia y doctrina 
(requisitos básicos para su codificación). En el presente artículo comparto algunas reflexiones 
analítico-críticas en torno a su contenido específico y diferenciación con el derecho penal inter-
nacional (DPI), planteando la existencia de una discusión ociosa que se ha presentado en los me-
dios académicos, doctrinales y profesionales, en el sentido de que ambas disciplinas son distintas 
en su denominación, pero idénticas en su forma y en su fondo. En tal virtud, se busca demostrar 
que el esclarecimiento de este falso debate se logra a la luz del estudio de los principios esta-
blecidos en el Estatuto de Roma de 1998, que da origen a la Corte Penal Internacional (CPI).
Palabras clave: derecho internacional penal, derecho penal internacional, derecho interna-
cional público, principios generales de derecho, principios del derecho internacional, codifi-
cación, Estatuto de Roma, Corte Penal Internacional.

Abstract: In the 21st century, the full existence of International Criminal Law (ICL) is spoken 
with greater property, clarity and foundation because of a double process: the internationali-
zation of criminal law and the criminalization of international law. Today it is conceived as a 
specialized branch of public international law, which has gradually evolved until reaching its 
institutionalization, making its precise formulation and systematization possible since it has 
precedent, broad practice and doctrine (basic requirements for its codification). In this article, 
I share some analytical-critical reflections on its specific content and differentiation from crimi-
nal international law (CIL), raising the existence of an idle discussion that has been presented in 
the academic, doctrinal and professional means, in the sense that both disciplines are different 
in name, but identical in form and substance. As such, it seeks to demonstrate that the clarifica-
tion of this false debate is achieved in light of the study of the principles established in the Rome 
Statute of 1998, which gives rise to the International Criminal Court (ICC).
Key words: international criminal law, criminal international law, public international law, ge-
neral principles of law, principles of international law, codification, Rome Statute, International 
Criminal Court.

Résumé: Au 21e siècle, la pleine existence du droit international pénal (DIP) est exprimée avec 
plus de propriété, de clarté et de fondement à la suite d’un double processus: l’internationalisa-  
tion du droit pénal et la criminalisation du droit international. Aujourd’hui, il est conçu comme 
une branche spécialisée du droit international public, qui a progressivement évolué jusqu’à son 
institutionnalisation, rendant possible sa formulation précise et sa systématisation car il a un 
précédent, une pratique et une doctrine larges (exigences de base pour sa codification). Dans 
cet article, l’auteur partage quelques réflexions analytiques critiques sur son contenu spécifique 
et sa différenciation par rapport au droit pénal international (DPI), soulevant ainsi l’existence 
d’une discussion oiseuse qui a été présentée dans le signifie académique, doctrinal et profession-
nel, en ce sens que les deux disciplines sont différentes de nom, mais identiques en forme et 
en substance. À ce titre, il cherche à démontrer que la clarification de ce faux débat se fait à la 
lumière de l’étude des principes établis dans le Statut de Rome de 1998, qui donne naissance à 
la Cour Pénale Internationale (CPI).
Mots-clés: droit international penal, droit pénal international, droit international public, prin-
cipes généraux du droit, principes du droit international, codification, Statut de Rome, Cour 
Pénale Internationale.
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I. Introducción

La relación del Derecho Penal con el Dere-
cho Internacional se denomina de dos formas:  
1) Derecho Internacional Penal, en el caso del De-
recho Internacional Público, que tiene como 
principal cometido el estudio de la tipificación 
internacional de delitos por vía de tratados y el 
establecimiento de la jurisdicción penal inter-
nacional; y, 2) Derecho Penal Internacional, en el 
caso del Derecho Internacional Privado, que 
determina el ámbito de validez de la ley penal 
en cada Estado y la competencia de sus tribu-
nales penales. Las cuestiones que ocupan a uno 
y a otro son de incumbencia del Derecho In-
ternacional. Pese a ello, es común que los au-
tores de materia penal traten particularmente 
las referidas al Derecho Penal Internacional 
bajo diferentes principios como el denomina-
do “ámbito de validez espacial de la ley penal”.

Miguel Marzano

Como jurista e internacionalista universitario, es motivo de aliento continuar 
participando como parte del equipo pionero que hizo posible la creación del 
Anuario Mexicano de Derecho Internacional (AMDI) hace más de dos décadas. 
Con su aparición ininterrumpida, este volumen XXI celebra la que hoy es, 
a mi parecer, la publicación especializada en la ciencia jurídica internacional 
más prestigiosa en el mundo de habla hispana, y cuyo reconocimiento por 
investigadores, docentes y operadores del mundo jurídico de los cinco con-
tinentes es cada día más patente, sin olvidar la importante referencia directa 
que hizo a su contenido doctrinal la Corte Internacional de Justicia de las 
Naciones Unidas en 2003.1

1  Diversos aspectos del derecho internacional penal los he venido planteando en distintas 
publicaciones especializadas, y particularmente en el AMDI —desde el primer volumen en 
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El derecho internacional penal (DIP) es antiguo, sin embargo, es en el 
derecho romano donde la penalidad se instrumenta en su sentido estricto, 
cuando el Imperio sugiere un amplio esquema de sentencias a los delincuen-
tes, tanto ciudadanos como extranjeros, concebidos éstos dentro del ámbito 
de aplicación del jus gentium o derecho de gentes. Pero será hasta fines del 
siglo XIX y comienzos del siglo XX que se concretarán los primeros esfuer-
zos para atribuirle a este campo del derecho internacional, especificidad y un 
nombre definido. En realidad, la disciplina habría de permanecer varios años 
más en el terreno de la utopía, con pocas ideas concretadas en el terreno de 
los hechos, hasta que sus ejes principales de estudio son ampliamente forma-
lizados en el último tercio del siglo XX y principios del XXI.

En los últimos cuarenta años ya se habla con mayor propiedad, claridad y 
fundamento de la existencia plena del DIP como resultado de un doble pro-
ceso: la internacionalización del derecho penal por un lado, y la penalización 
o criminalización del derecho internacional por el otro. Hoy se le concibe 
como una rama fundamental del derecho internacional público (DIPb), que 
paulatinamente ha ido evolucionando hasta llegar a su institucionalización, 
haciendo posible su formulación precisa y sistematizada toda vez que cuenta 
con precedente, práctica amplia y doctrina (requisitos básicos para su co-
dificación). Por esta y otras razones, en el presente comentario de fondo 
compartiré con el lector algunas reflexiones sustantivas en torno a su conte-
nido y diferenciación con el derecho penal internacional (DPI), planteando 
la existencia de un falso debate, o discusión ociosa, que se ha presentado en 
los medios académicos y doctrinales en el sentido de que ambas disciplinas 
son distintas de nombre pero idénticas en la forma y en el fondo, pudiéndose 
elegir entre uno u otro de manera libre e indiferenciada.

Sin embargo, el problema va más allá, pues se utilizan las distintas deno-
minaciones sin precisarlas, por lo que su uso arbitrario en la doctrina, en 
la academia y en la práctica es una cuestión que supera la simple commodité 

2001— cuando presenté el artículo intitulado “El derecho internacional penal y la justicia 
penal internacional en el tercer milenio”, y en el tercer volumen en 2003 con el enunciado 
de “El derecho internacional penal y la jurisdicción universal en el caso Slobodan Milosevic”. 
Desde ahí hasta hoy en día, continúa siendo una temática de gran dinamismo, amplio debate 
teórico y doctrinal, e inusitado interés en la práctica jurídico-política de los Estados y de los 
organismos jurisdiccionales internacionales, y más aún, a partir de la instauración de los tri-
bunales criminales para la ex Yugoslavia y Ruanda por el Consejo de Seguridad de la ONU, y 
particularmente cuando se ratifica el Estatuto de Roma que crea la Corte Penal Internacional 
en julio de 2002.
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(conveniencia) o le confort (comodidad) en su precisión conceptual y estudio, 
como se desprende de los trabajos de algunos juristas franceses y españoles 
contemporáneos.2 En consecuencia, uno de los grandes debates teóricos de 
la actualidad estriba precisamente en la necesidad de diferenciar al DPI del 
DIP, asumiendo que no se trata de un asunto de semántica llana, sino más 
bien de conocimiento profundo, pues, grosso modo, el primero refiere al de-
recho penal nacional que tiene implicaciones con el derecho internacional; 
mientras el segundo, por el contrario, estudia los aspectos criminales del 
derecho internacional.

Uno de los medios disponibles más adecuados para esclarecer el panora-
ma consiste en recurrir al análisis de los principios generales de derecho y su 
extensión a los principios del derecho internacional (y viceversa), ponien-
do en relieve el comportamiento que en paralelo observan los principios 
generales de derecho penal contenidos en el Estatuto de Roma (ER) y su 
inserción en el DIP y en el DPI. Además, este ejercicio permite ubicar con 
mejores elementos sus diferencias, similitudes y roles sustantivos, con mi-
ras a demostrar la hipótesis que constituye una discusión ociosa o un falso 
debate, reducir su referencia a la elección indistinta e irreflexiva entre una 
de ambas disciplinas, como si fueran lo mismo, y constriñendo su génesis, 
objeto, sujetos y contenidos de fondo, a una mera cuestión de denominación 
o de simple nomenclatura; negando de paso el hecho de que son, en esencia, 
áreas distintas, convergentes y complementarias, y que por ser ramas del 
derecho internacional —concebido éste como unidad epistemológica— es 
válido y explicable que tanto el DIP como el DPI compartan campos comu-
nes que se superponen, complementan o entrelazan, pero sin que por ello, 
se deban confundir.

En el hito de la delimitación y la hipótesis principal de la presente inves-
tigación se hace un planteamiento descriptivo de los principios generales de 
derecho penal contenidos en el ER (artículos del 22 al 33) para afirmar que 
hoy son reconocidos como fuentes sustantivas del DIP, considerando que tal 
reconocimiento comienza a mostrarse en la experiencia jurisprudencial de 
los tribunales penales internacionales para la ex Yugoslavia (1991) y Ruanda 
(1994), establecidos por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, 
y que se consolidan en la jurisprudencia de la Corte Penal Internacional 

2  Todos ellos grandes autores en materias de DIP, DPI y cooperación penal internacional: 
M. Cherif Bassiouni, Hervé Ascencio, Emmanuel Decaux, Alain Pellet, Juan José Díez, Alicia 
Gil, Anne-Marie la Rosa, Michel Massé, Reneé Koering-Joulin, Kai Ambos, entre otros.
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(CPI), de 2002 a la fecha. Sin embargo, cabe anotar que si bien los principios 
generales de derecho penal, presentes en el DIP y en el DPI con distintos 
matices, son inmutables por su esencia y razón de ser, su construcción es una 
tarea dinámica y permanente derivada de la práctica de los Estados y de la 
experiencia de los tribunales penales supraestatales, debiendo considerarse 
la constante aparición de nuevos principios, su combinación o complemen-
tariedad, con otros más de corte tradicional.3

II. A veinte años de la ratificación del Estatuto de Roma  
que establece la Corte Penal Internacional y sus principios

El DIP y los distintos instrumentos e instituciones que lo integran, como los 
tribunales internacionales ad hoc y la CPI, cobran hoy alta relevancia y son 
recursos insustituibles en el contexto de una sociedad descompuesta don-
de imperan además de la violencia radical, el desorden y la inseguridad, la 
justicia fragmentada y la fractura de la ley, lo cual es combatido con suma 
ineficacia y lentitud, principalmente al interior de las comunidades nacio-
nales donde los gobiernos que tienen la misión de pautar los estándares de 
justicia y consagrar el Estado de derecho se muestran muchas veces omisos, 
inactivos o carentes de voluntad política para llevarlo a cabo. Por esta razón, 
las relaciones internacionales y el DIP se hallan cada día más enlazados con el 
quehacer cotidiano de todos los países del orbe y con la vida interestatal en 
común, de tal suerte que la actual transnacionalización de los procesos con-
lleva la diseminación multidireccional de las conductas criminales de todo 
género, que demandan una especial colaboración entre los Estados y las or-
ganizaciones internacionales jurisdiccionales, para prevenir y reprimir tales 
manifestaciones que desde el interior de los territorios soberanos tienden a 
traspasar las fronteras y causar graves perjuicios a la comunidad global.

Por ello, el funcionamiento eficiente y eficaz de CPI y el ER exige, ante 
todo, ampliar no sólo su ámbito competencial, sino el alcance mismo de la 

3  Petrova Georgieva, Virdzhiniya, “Los principios generales del derecho como principios 
comunes a los tribunales internacionales”, Los principios comunes a los tribunales internaciona-
les, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2018, pp. 97-169. Véase también 
Velázquez Elizarrarás, Juan Carlos, “Reflexiones generales en torno a la importancia de los 
principios del derecho internacional”, Anuario Mexicano de Derecho Internacional, México, vol. 
XII, 2012, pp. 407-453.
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cooperación penal internacional que es parte del método del DIP, la cual 
debe ser más extensa y comprensiva para resolver cuestiones interconec-
tadas de naturaleza compleja, como la protección al medio ambiente y la 
salvaguarda de los derechos humanos; la proscripción de la delincuencia or-
ganizada y el combate frontal del tráfico ilegal en todas sus manifestaciones, 
amén del reforzamiento de la seguridad individual y colectiva. Empero, la 
viabilidad del paradigma cooperativo descansa principalmente en las decisio-
nes de los centros de poder mundial que parecen no simpatizar con la pre-
misa básica de establecer un compromiso para la construcción de un nuevo 
orden de justicia penal internacional que impacte y transforme los sistemas 
penales internos de los Estados.

En este contexto, a veinte años de su establecimiento, es claro que la 
CPI ha quedado a deber, pero no precisamente por causas atribuibles a su 
estructura o funcionamiento formales, sino a que las soberanías estatales 
permanecen ancladas en las concepciones tradicionales del derecho y la 
justicia penales. La CPI tampoco ha sido del todo eficiente ni ha producido 
la jurisprudencia de ella esperada, porque funciona en un ambiente viciado 
donde el Estado-nación ya no es funcional desde el enfoque de la judicia-
lización del sistema internacional —y de la juridificación de las relaciones 
internacionales—, dado que éste —como lo concibe el ER— supone la 
existencia de estructuras transnacionales de carácter mundial que imponen 
mutaciones críticas en los roles y niveles de los actores en juego, situación 
que conduce a algunos teóricos a pensar en el surgimiento de una especie 
de “soberanía global” como denominador común que conducirá a la huma-
nidad a la constitución de un verdadero Estado de derecho internacional.4  Y 
en este escenario, si bien la CPI no ha funcionado por entero conforme lo 
previenen el ER y las negociaciones diplomáticas que le dieron origen, ha 
tenido que desarrollarse las últimas dos décadas con un sistema de Estados 
que pierden fuerza y credibilidad, y que al no ejercer con eficiencia social 
el monopolio legal de la violencia, ni siquiera parecen confiables en materia 
de seguridad.

Por su parte, también la guerra tiende a hacerse más compleja y con ella 
los crímenes de guerra, sin que sea posible denunciar sistemática y automá-
ticamente la responsabilidad de los Estados, ni poner en marcha, por las mis-
mas razones, los mecanismos institucionales y jurídicos de regulación, admi-

4  Becerra Ramírez, Manuel y González Martín, Nuria (coords.), Estado de derecho internacio-
nal, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2012, pp. 79-128.
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